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El presente estudio tiene como prop6sito ezaminar lo mâs mi- 
nuoiosamente posible la bistoria juridica del Tribunal de los Es­
tados Unidos en Puerto Rico# desde su implant aciôn en I898 hast a 
el ano de 1952, He crefdo indispensable, no lo hubiera intentado 
de otra forma, estudiar todo el memento histôrico-jurldico en que 
se créa y desenvuelve dicha instituciôn finisecular. Puedo afirmar 
que es la primera vez q_ue se intenta el examen critico de la his- 
toria del Derecho durante el Gobierno Militar de los Estados Uni- 
dos en Puerto Rico. lîasta ahora el conocimiento fra^nentario que — 
se ténia no permitia su conocimiento ni hacer su evaluaciôn, Por 
supuesto en este bienio (I898—I9OO) no solamente me he preocupado 
de la instituciôn federal objeto de esta tésis doctoral, sino que 
con el mismo interôs me he dedicado a examinar todos los complejos 
y delicados problèmes légales e histôricos que surgen como conse— 
cuencia del cambio de rêgimen politico a raiz de la llamada Guerra 
Hispano-americana#
Despuês de I9OO vemos la sustituciôn de la mayoria de los - 
principales C.ôdigos hispano-puertorriquenos por cuerpos de Dere­
cho traîdos de Estados norteamericanos. La évoluai6n de la 'Dis­
trict Court of the United States for Porto Rico* y el comienzo - 
de los intentes de las diversas instituciones puertorriquenas 
-Câmara de Delegados, Colegio de Abogados, Partidos Politicos- -
entre otras- porque se suprima, oambiar o transferir dioho Tri­
bunal federal# Luego se examinan los cambios constituoionales de 
Puerto Rico y la permanencia de aquel foro judicial que lesiona 
y resta jurisdicciÔn a los Tribunales puertorriquenos, ejemplo, - 
su exclusividad en todos los asuntos de quiebras, ley es raaritimas, 
leyes pénales y su amplia jurisdicciÔn civil entre otras# Hasta - 
aqul este brevisimo resumen del tema#
Puentes y centres utilizados.-
E1 armazôn fâctico y teôrico de esta monografîa han sido las 
fuentes docuraentales de todas clases conservadas principalmente en 
los National Archives of the United States of America de Washington» 
por razôn de ser la instituciôn estudiada una agencia del Gobiemo 
federal en Puerto Rico# Asimisrao, por ser el période indicado, - 
1898-1952, une donde la ingerencia del Gobierno de los Estados Uni 
dos en las instituciones puertorriquenas fue muy grande, la gran 
mayoria de los documentes se enviaban a los Departamentos o minis— 
terios de Washington pasando luego al archive antes menoionado# - 
Otros fueron envi ados al Federal Archive and Record Center de la 
.oiudad de Nueva York# Alli se custodian diverses series dooumenta- 
les de la época estudiada, incluyendo todos los libres Registres 
de la United States Provisional Court# Asimismo, he visitado en — 
la capital federal el Washington National Records Center donde - 
tambiên se guardan otros documentos que me interesaba oompulsar#
Otro centre muy importante, tanto por sus oolecciones documenta-
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les como su hemeroteca e impresionantes fondos bibliograficos, 
espocialmente utiles para mi propôsito ha sido la library of Con­
gress, Alli ademas de libres y periodicos rares he obtenido docu­
mentes complementarios y he investigado los documentos y papeles 
personales y oficiales de los h ombre s pfiblicos J,B, Poraker, W, 
McKinley, T, Roosevelt y E, Root, todos en las oolecciones de la 
Division of Manuscripts de esta ultima biblioteca, Tambiên he usa— 
do los fondos de la Biblioteca del Tribunal Supremo de Estados — 
Unidoso
En Puerto Rico he utilizado los fondos bibliogrâficos, perio- 
disticos y do cument ales de la llamada Colecciên Puertorriquena — 
(Biblioteca y Hemeroteca Puertorriquena) hasta agotarlos» Este cen 
tro es sin lugar a dudas el mâs importante sobre la isla# Tambiên 
he compulsado las Bibliotecas del Tribunal Supremo# del Colegio — 
de Abogados# del Peu art ament o de Justicia y la antigua del Ateneo 
Puertorriqueno donde asimismo se custodian sus Aotas desde I876, — 
indispensables para la historia de las ideas y cultural de la na- 
ciÔn puertorriquena* De especial a;^ ruda ha sido la muy compléta - 
Biblioteca Jurldjca de la Esouela de Derecho de la Universidad de 
Puerto Rico* En mener escala por las razones expuestas al comien­
zo de esta nota he efeotuado investigaoiones en el Arohivo General 
de Puerto Rico y en los de los Départementos de Esta do (antigua 
Secretaria E jecutiva), y del Depart ament o de Justicia.
Ademâs de las fuentes documentaies de toda clase, he exaraina- 
do noticias periodisticas para compulsar y entender el estado de
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la opiniôn pûblica puertorriquena muy importante en esta Ôpocaj 
Act as manu s cri tas de la Cômara de Delegados, no publicadas; Ao­
tas de las reuniones de la Junta de Gobierno del Colegio de Abo^  
dos de Puerto Rico, tambiên manuscritas y los Idbros Registros - 
del Tribunal Supremo de Puerto Rico en igual condiciôn. Asi como 
libros, estudios, memoriae, articulos y monografîas jurfdicas e - 
histôricc.s y culturales, tanto de la época como contemporâneas, 




Bn esta “breve introducciôn el autor pretende ofrecer lo mâs 
sucinto posible y en têrminos générales -por no ser tema princi­
pal- cuales eran los principales rasgos histôricos, juridicos y - 
juddciales de Puerto Rico a fines del siglo XIX, eu an do llegan a 
la isla los ejêrcitos de Estados Unidos#
Puerto Rico era una oomunidad o provincia autônoma de Espana, 
con oasi un millôn de habitantes, ocupando un territorio claramen- 
te definido, con una cultura hispana cuatro veces centenaria y ha- 
blando uno de los grandes idiomas universales# Teniamos una lite— 
ratura propia, una larga tradiciôn politisa, habiamos luchado por 
nuestros derechos civiles y teniamos una nacionalidad definida; — 
la puertorriquena, (l)
El rêgimen Constitucional-autonômioo,
La Constituciôn Autonômica de Puerto Rico (2) fué otorgada — 
por el Qobiomo-Sagasta, el 25 de noviembre de 1897# El nuevo sta­
tus o condiciôn constitucional de Puerto Rico es creaciôn de la — 
interacciôn de todas y cada una de las fôrmulas politicas que du­
rante el siglo XIX estuvieron présentes en la conciencia y la ac— 
ciôn politisa de los puertorriquenos, Unas directas y otras por el 
refiejo indirecte de su presencia moral» Si bien es cierto que la 
fundaciôn y propaganda del Parti do Autonomist a Puertorriqueno tuvo
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gran importancia en el logro del nuevo status constitucional den 
tro de la legal!dad, no lo es menos la actitud armada y propagan— 
distica del movimiento revolucionario independentista cub ano y - 
puertorriqueno tambiên# Tampoco puede soslayarse la situaciên in- 
ternacional de fin de siglo, especlficamente las tensas relaciones 
entre Espana y Estados Unidos#
Veamos soraeramente algunas opiniones de los contemporâneos — 
sobre el status constitucional autonêmico de Puerto Rico: Don Luis 
Munoz Rivera consideraba que Puerto Rico se constituye "en un pue 
bio soberano, dueno absoluto de su suerte y capaz de dietar sus — 
leyes civiles sin la intervencion do Espana". Tambiên opinaba que: 
"La Autonomia era en el presente libertad compléta, dominio exclu­
sive, en el porvenir era otra cosa: la independencia" # Don iJicolâs 
Salmerên Alonso, de cl ar aba que la autonomia "organizaba en las An— 
tillas una vida prop!a independiente y libre". Don Francisco Si1 ve­
la sostenia que, "constituia una concesiên tan amplia que rayaba 
en la independencia"# Don Francisco Bergamin manifestaba, "que 
bfa mermado en gran parte la soberania espanola y que facilitaba 
el medio de que se perdisse una gran parte de nuestro territorio"# 
Examinemos brevomente algunos aspectos de este estatuto cons— 
tituoional puertorriqueno# Se establecia un rêgimen parlamentario 
con un Gobernador General, un Parlr.mento, un Consejo de Secretaries 
presidido por un Primer Ministre y Municipios autônoraos# El Gober— 
nador General ejercia doble funciôn, como représentants del Estado 
espanol y como agente moderador de la entidad autônoma# Sin embar—
go, quien reaimente detentaba el poder politico, administrative 
y constitucional era el Primer Ministre o Presidents del Consejo 
de Secretaries# Este determinaba las pautas de politisa pûblica 
y era quien tomaba o recomendaba las decisiones fundamentaies, s^ 
gun el use y el mêtodo parlamentario#
El Parlamento Autonômico posera poderes ilimitados salve en 
aquello que se refiere a négociés extranjeros, que no sean de asim 
tes comerciales; Guerra, Marina y algunos aspectos de la Judica- 
tura# El Parlamento tiene derecho a proponer al Gobiemo Central - 
modificaciones a la Constituciôn y a reclam ar nuevos proyecto s de 
Ley o medidas ejecutivas en interés de Puerto Rico# Aparté de sus 
atribuciones locales, es compétente para, l) dirigir la formaciôn 
del censo electoral; 2) para organizar tribunales con jueces puer 
torriquenos; 3) formar el Presupuesto, sin limitaciôn alguna; 4) 
iniciar o tomar parte en las negociaciones que el Gobierno lleve 
a cabo a fin de concluir tratados comerciales que puedan afeotar 
a Puerto Rico; 5) aceptar o rechazar los tratados comerciales im— 
temacionales que el Gobierno espanol haya ooncluido sin part ici- 
paoiôn del Gobiemo de Puerto Rico; 6) redact ar el Arancel y la —  
designaciôn de los derechos que ha^ »’an de pagar las mercanoias, — 
tanto a su importaciôn en el territorio insular como a la exporta 
ciôn del mismo#
Podian asimismo ambos cuerpos del Parlamento Autonômico# Côma- 
ra de Représentantes y Consejo de Administraciôn, estatuir sobre - 
cuantos asuntos y materias incumben a los Ministerios espaholes — 
de Gracia y Justicia, Gobemaciôn, Hacienda y Foment o (Obras Pu—
y:I
blicas, Instruccion Publica y Agricultura). Tambiên intervenia 
el Parlamento en la organizaciôn adrninistrativa, division terri­
torial, provincial, municipal o judicial, sanidad rnaritima y te­
rrestre, crédite publico, Bancos y sistema monetario# En el âmbi- 
to municipal se le otorgaba a los pueblos la mâs amplia autonomia 
y se dis_,.onia sue las minorias politicas t onion, .ne tener repre— 
sontaciôn légitima, de establece el referendum, es decir, la san- 
ci ên por el pueblo en los asuntos municipales de décida y crédite.
Desde la publicaciôn de la Constituciôn Autonômica en la Ga- 
ceta de Puerto Rico en diciembre de 1897» cornionsa un période de 
intenses cambios constitucional es e institucionales. Se reorgani­
sa la administrc.ciên pûblica puertorriquena y se crean las Secre- 
tarias o ministerios de Gracia, Justicia y Gobemaciôn; Hacienda; 
Instrucciôn Pûblica, Obras Pûblicas y Conunicaciones y Agricultu­
ra; Industrie y Comercio y la plantilla de un Secretario sin car- 
tera, el Présidente del Consejo# Se suprirnen en febrero de I898 
la Intendenoia de Hacienda, el Consejo de Administraciôn, la Sec- 
ci ôn de Administraciôn Local, las Delegaciones de San Juan y Pon­
ce y las Inspecciones Têcnicas de Obras Pûblicas, Cornunicaciones 
y Sanidad.
El 10 de febrero de I898 se design an los Seoretai-ios del Des— 
pacliO, con cr.râcter ];rovision;il, Don Francisco Mariano Quinones, 
Presidents; Don Luis Munoz Rivera, Gracia, Justicia y Gobemaciôn; 
Don Manuel Fernandes Juncos, Ha.cionda; Don José Severo Quinones, 
Agricultura y Don Juan Ilern&ides Lopes, Obras Pûblicas. Las Subs_e
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cretarias las ocupaii, D. José do Diego, D, Luis Sanchez Morales,
D. Jose Celso Barbosa y D. Cayetano Coll y Tostc,
El rêgimen constitucional autonômico comienza a funcionar - 
el viernes 11 de febrero de lo^o. En niarzo so omite el Decreto - 
para celebrar las elccciones pariamentarias, verificadas estas, — 
los resultados se conecon el 12 de abril de I89B* El Partido li­
beral Autonomista cuyo jefe os Don Luis Munoz Rivera obtiene la -
maCi'oria, de votes. El Parlamento Autonômico inaugura ,s us fun ci ones
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el 17 de julio do I898. La mayoria de los parlaiiientalristas est an 
présentés y juran sus cargos, jll dia siguiente comienzan los tra— 
bajos legislatives, eligdêndose Présidente del Consejo de Adminis­
traciôn, o câmara oita a Don Francisco de Paula Acuha y Paniagua 
y li'esidente de la Câmara de Représentantes a Don lïerr.iinio Diaz 
Navarro,
Constituido el Parlamento Autonômico cesa el Cabinete provi­
sional y el Gobernador, fiel oumplidor de los uses pari amen t a,ri os 
désigna Ib?esidente del Consejo do Secretaries a Don Luis Munoz Ri­
vera, Los demâs mlembros del gabinete serân los senores D, Juan - 
Hernandez Lôpez, Secretario de Gracia y Justicia; Don Julian Blan­
co Sosa, Secretario do Hacienda; Don Salvador Carbonell, Secreta­
rio de Foment o (3). Las Secret arias liabian sido reorganizada,s por 
un Estatuto aprobado por el Parlamento el 20 de julio de I898, -
Todas las condiciones se prèsontaban ôptimas para que el pueblo -
do Puerto Rico comenzara el car.iino del auto—gobierno que le lleva-
ria a futuras reivindicaciones, euando el 25 de julio de I898 es
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traîda la Guerra liispaiio-norteamoricana a Puerto Rico (4 ),
Como bien dice cl ensayista puertorriqueno Dr# Tomâs Blanco: 
"en el rnismo memento en eue se disponîa a emprender una nu_e 
va etapa de rnadurea, en armonia con su pas ado, sufriô la — 
violencia do un cambio dosquicir.dor, en virtud de una gue— 
rra a CLy^ a declaraciôn fuimos ajenos, por el rigor de una 
de r rot a a la que no contribuimos, %]or disposiciôn de un Tra, 
tado de Paz en cuyas negociaciones no tuvimos vos ni voto# 
Pué entonces que ante la fuerza de las armas ^ y las exigen- 
cias exageradas del vencedor, se subyugo nuestra personali- 
da.d de pueblo -de provincia autônoma- y pasamos como botîn 
de guerra a ser colonia de una extrana y poderosa naciôn — 
con la que no teniamos deuda pendiente alguna" (5)*
21 Sistema .jurîdico y .judicial.
A fines del siglo XIX, el antiguo sistema judicial puertorri­
queno, product0 de oasi cuatrocientos cuîos de prâctioa y organi­
zaciôn, habia sido mo demis ado y consolidado entre otros, por los 
Reales Decrotos de 26 de ootubre de 1888 (6) y el muy importante 
de 5 de enero de I89I (?)* Teniendo en cuenta la época y las cir- 
cunstancias, la administraciôn de justicia en Puerto Rico era una 
organizaciôn madura, moderna y bastante justa.
En San Juan funcionaba, la Audiencia Territorial desde su ins- 
talaciÔn el 23 de julio de 1832 (8)# Tribunal que en lo civil ser­
vie de se.^ runda instancia de todas las apelaciones contra las sen-
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tencias y autos que los jueces de primera instancia dictasen# Y 
en lo criminal era uno de los très tribunales juzgadores de los — 
delitos cometidos en el territorio insular, Es decir, la jurisdic­
ciÔn criminal era compartIda por las dos Audioneias Criminales, - 
una en Ponce (9) y otra on agues (lO), asi como por una Sala - 
criminal de la Audiencia Territorial de Puerto Pico, teniendo ca— 
da una su particular Distrito, Estos tribunales conocian de las - 
causas y juicios criminales en juicio oral y pûblico ,y con arreglo 
do la Ley de Ehjuiciamiento Criminal (ll) de 19 de octubre de 1888, 
Licho côdigo con tenia las siguientes modificaciones, 1, la install— 
ci a unica en vez de los dos {p?ados do la jurisdicciÔn; 2, el jui­
cio oral y publico on vez del prooedimionto escrito y secrete; - 
3 , iBoparaciôn de lo civil y lo criminal en cuanto al tribunal sen- 
tenciador, 4» inteivencion del procèsado en todas las diligencias 
del sumario,
Seguian en el sistema once Jusgados do Primera Instancia e - 
Instrucciôn (l2) con asiento en las ciudades de Ponce, Hay agues,
San German, Ilumacao, Vega Bajrx, Arocibo, Guayama, Jlguadilla, Utua- 
do y dos en San Juan, Cada jusgado era presidido por un Jues con 
jurisdicciÔn para conocer de todos los pleitos civiles ciy^ a cuan- 
tia excediese de doscientos pesos, mediante juicio y procedimien­
te escrito, Tambiên tenian jurisdicciÔn para resolver como tribu­
nal de segunda instancia, todas las apelaciones contra las senten- 
cias definitives de los Juagados Municipales, Ademas debiendo dieho 
Juea en su caracter de magistrado instructor, instruir el sumario
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o primeras diligencias de averiguaciôn en los casos de delitos y 
decretar la detenciôn y prisiôn de los presuntos culpables euando 
proccdiesG con arreglo a la ley# En San Juan, de acuerdo a la ley, 
fund on ab an dos Juzgados cada uno e jercitando una de las jurisdic— 
ciones, esto es, uno de Primera Instancia y el otro de Instrucciôn#
Terminaba la organizaciôn municipal puertorriquena una Juzga- 
do Municipal en cada uno de los pueblos y ciudades de la isla y - 
dos en San Juan. Estes Tribunales conocian en juicio verbal de las 
demandas civiles cuj/a cuantia no excedia de doscientos pesos y de 
las faitas definidas y ponadas en el Libre III del Côdigo Penal, 
o sea de las faitas contra el orden pûblico, contra los intereses 
générales y rcgirnen de la.s poblaciones, contra las personas y la 
propiodad.
Completaba dioho sistema el Tribunal Supremo de Espaha, ante 
el eu al se interponian los recursos de cas aciôn en lo civil contra 
las sentencias de la Audiencia Territorial de Puerto Rico, y en lo 
criminal contra las sentencias de las Audiencias de lo Criminal de 
Ponce, I.Iryaguos y la que se constituia por los magistrados de la 
Audiencia Territorial en San Juan.
La ma;, oria de los Gôdigos ospaiioles habian sido trasladados 
a Puerto Rico luego de los correspondientes ajustes efectuados en 
el lünisterio espaîïol encargados de los asuntos de Ultramar y lue­
go del establecimiento del Ilinisterio de Ultramar en su negociado 
correspondiente, Hencionaré ûnicamente los mâs importantes y ûltimos 
que nos llegaron; Côdigo Penal (I879) (l3), Ley de Enjuiciarn.iento
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Criminal (l8riu) ( I4 ), Ley do Bn .jui ci ami en to Civil (l8. t) -
Côdigo Civil de Puerto Rico (I889) (l6), Le y Hinote c ari a (1878 y 
1893) (17), y Côdigo de Comercio (I886) (l8), Ley del Registro - 
Civil (1884) (19), y la Ley Notarial (l873) (20), anéii de muchos 
mâs que no monciono*
Desde I84O participa en la vida jurîdica puertorriquena el - 
Ilustre Colegio de ixbogados de Puerto Rico© Tambiôn el Colegio de
Procuradores establecido en 1873 y el Colegio Notarial creado en - 
1891# Todos reglamentan las très profesiones que en esta época in- 
tegran la comunidad juridica de la isla* Los estudiantes que aspi- 
ran a cursar la carrera de âbogado marchan la ma;^ o^r£a de elles a 
las Uni vor si dados ospaTIolas y una ninorîa a la de La Hab an a# Desde 
18üü cl r/üoneo Puertorriqueno inaugura la Facultad de Derecho de la 
Instituciôn de Ensehansa Superior, la primera Universidad del pals. 
Catedrâticos de La Kabana examinan a los estudiantes de Derecho - 
de la escuela atonelstica, cu;^''OS Profesores eran los mejores aboga— 
dos de Puerto Rico.
Existlan pues, en Puerto Rico, todas las condiciones de la 
vilizaciôn moderna de su tierapo, asl como una nacionalidad y una - 
cultura definida y pujante, cuando en Guânica deserabarcan las tre­
pas del General Miles*
El Juez James Lie Leary nos dice en el caso de Ex Parte liauleôni 
"Cuando ompeaô la invasiôn, el dla 25 de julio de I898, este pue­
blo se encontraba viviendo bajo un Côdigo de Leyes que era el re­
sult ado final del progreso durante edades, y es tab a profundarnente
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arraigado en un ci stoma do jurisprudencia quo le liabîa sido con- 
codido durante una docena de gonoraoionos, desde el descubrimien- 
1.0 do .unô.i.'ica, y a sus ujisocesoros on Espoaia por un os mil ano s cou 
ap.^nioridad a oso doscubrimiento; un sistema que se derivaba del 
Jorocho romauo y quo ba ostado on prâctica on la peninsula por si- 
^los, y es dosdo alli a esta colonia por los primoros pobladores" 
(21), Esto lo maniiicsta en 1903 un Magistrado norteame ric ano del 
Tribunal Supremo de Puerto Rico.
La situaciôn institucional y .jurldjca durpnte la Guerra.
La Guerra fue declarada entre Estados Unidos de Araérica y el - 
Beino de Espana el 21 de abril de 18$8. Las hostilidades fueron tral 
das a Puerto Bico contra todo derecho por cuanto era una provincia 
o oomunidad autônoma desde el aho anterior. Las tropas del Ejército 
de Estados Unidos des embar can en el puerto de Guânica el 25 de julio 
de 1898. El dominio y ocupaciÔn militar de Puerto Bico se extendi6 
desde la fecha del des embar co hasta el 1 de raayo de I9OO en que se 
inaugura un gobierno civil norteamericano. En su Informe Anual el (ü 
timo Gobernador Militar de Puerto Bioo, General George Vf. Davis, (ü 
vide la intervenciôn militar en très perlodos distintos (l). el pri- 
mero se extiende desde el 25 de julio de I898 al 14 de agosto de ese 
mismo ano (Protocolo preliminar de paz) * Esta fué la etapa de beli- 
gerancia y hostilidades activas, durante la cual el General Nelson - 
A. Miles, Comandante en Jefe del ejército invasor obedecîa al Presi­
dents de los Estados Unidos y las leyes marciales« En el segundo pé­
riode. del 14 de agosto de I898 hasta el 11 de abril de 1899 (Batif^ i 
caoiôn del Tratado de Paria), ooincidieron legalmente un estado de — 
guerra y la soberanla espanola» En 18 de octobre habian sido evacua- 
das las ultimas tropas del ejército espanol. En el teroer periodo que 
dura desde el 11 de abril de 1899 hasta el 1 de mayo de 1900, cesô 
la soberania espanola y sin embargo, el Congreso de Estados Unidos, 
no habla legislado aûn para el Gobierno de Puerto Bico.
Las unicas instrucciones que recibieron los Générales norteameri­
canos, luego Gobemadores Militares, en cuanto a la administraciôn ci­
vil y politica general fue la General Order No. 101. .july 18, 1898 (2), 
En esta disposiciôn del Departamento de la Guerra se recoge la pollti- 
ca pûblica establecida por el Présidente William Mo Kinley meses antes 
con relaciôn repito al trato que recibirîan los asuntos civiles de Cu__ 
ba# Luego veremos cômo se extiende a Puerto Rico# La referida disposi— 
ciôn informa lo siguiente:
II
El primer efecto de la ocupaciôn militar del territorio del ene 
migo es la ruptura de las anteriores relaciones politicas de los 
habitantes y el establecimiento de un nuevo poder politico, Ba— 
jo esta nueva situaciôn, los habitantes, mientras lleven a cabo 
sus deberes tienen derecho a la seguridad de sus personas y pro 
piedades y en todos sus derechos y relaciones privadas,
A pesar de que los poderes de los coupantes militares son abso­
lûtes y supremos e inmedlatamente tienen efectos sobre las con— 
diciones politicas de los habitantes, las leyes municipales del 
territorio conquistado, como las que afeotan los derechos priva- 
dos de las personas y la propiedad y las que provienen para el 
oastigo del crimen, se consider an como en vigor, mientras sean 
compatibles con el nuevo orden de cosas, hasta que sean suspen— 
didas o reemplazadas por el beligarante, y en la prâotica usual 
mente no son abrogadas sino que se mantienen en vigor y se adnm 
ni8tran por los tribunales ordinarios sustanciaimente como an-
tes de la ocupaciôn"
Mâs adelante este importante Decreto militar se refiere a los ma 
gistrados y juecesj
"Los jueces y otros oficiales relacionados con la administraciôn 
de justicia pueden, si aceptan la supremacla de los Estados Uni 
dos, continuar administrando la ley ordinaria del pais, bajo - 
la supervisiôn del Comandante en Jefe norteamericano"
Cuatro dias despuiis de la invasiôn, el 28 de julio de I898, el - 
General Miles publicô una Proclama "a los habitantes de Puerto Rico"
(3). Al final de la raisma manifiesta: "No es nuestro propôsito el de 
interferir ninguna de las leyes y costumbres présentes que sean sanas 
y beneficiosas para vuestro pueblo, mientras estên de acuerdo con las 
normas de la administraciôn militar, del orden y de la justicia". Al 
dla siguiente el mismo oficial emite una Circular (4) reservada a sus 
oficiales. Nos interesa lo relative al Derecho puertorriqueno y orga 
nizaciôn judicial: "Las leyes locales, en cuanto afecten los derechos 
privadoa de las personas y de la propiedad y provean al castigo del - 
crimen, deberan continuar en vigor, en cuanto sean compatibles con el 
nuevo orden de cosas, y no deberân ser suspendidas a no ser que ello 
sea absolutamente necesario para cumplir los objetivos de la presente 
ocupaciôn militar. Estas leyes deberân ser aplicadas por Tribunales - 
ordinarios, sustanciaimente en la misma forma en que lo fueron antes 
de la ocupaciôn". Tambiên la Circular dispone que los tribunales puer- 
torriquenos no ejercerân jurisdicciÔn sobre los delitos cometidos por
militares y servidores ni sobre civiles que delincan contra aquellos. 
En esta situaciôn la jurisdicciÔn exclusiva le corresponde como es u— 
suai al Consejo de Guerra en casos excepcionales y a la ComisiÔn Mili­
tar en los demâs. La jurisdicciÔn de la mencionada ComisiÔn fue fijada 
en un apêndice de la referida circular: la misma comprends los delitos 
de asesinato, homicidio, acometimiento y agresiôn grave, robo y todos 
los delitos, ofensas o violaciones de la ley de la guerra que le sean 
referidos por el Comandante General. De esta forma se establece en la 
zona de influencia del ejército norteamericano un foro especial y mili 
tar para juzgar civiles puertorriquenos si caen bajo su jurisdicciÔn. 
El "Judge Advocate General of the Army" mâs define la ComisiÔn Militar 
como un tribunal marcial al cual se acude por razôn de que la jurisdi_c 
ciôn de los Consejos de Guerra esta fijada por los estatutos y no pue­
de extenderse para incluir cierta clase de delitos y ofensas que de - 
otra forma quedarfan impunes en ausencia de un foro provisional. Mas - 
adelante examinaremos el status juridico de las Cornisiones Militares
(5).
Ijfia hostilidades entre el Beino de Espana y los Estados Unidos c^ 
Baron el 12 de agosto de I898 al firmarse un Protocole de Paz, prelind 
nar, en Washington D.C. entre el Eknbajador franoês M. Jules Cambon, - 
representando los intereses de Espana y el Secretario de Estado de Es— 
tados Unidos, Mr Clay (6).
Transcurrieron dos meses y sais dfas antes de que se inaugurara 
el Gobiemo Militar de los Estados Unidos en Puerto Rico. Durante ese 
tiempo, la isla estuvo dividida en dos zonas soberanas, en el norte, — 
la de Espaha y el Gobierno Autônomo y en el sur la del ejército de la
potencia invaaora* En ambas zonas se administraba justicia per los • 
tribunales ordinarioa con la adicion de los juicios de los Consejos 
de Guerra, Coiaisiones Militares y otros fores del ejêrcito.
II
El Gobierno Militar de los Estados Unidos en Puerto Rico
Introducoiôn.-
Las ûnioas instrucoiones que se emitieron por el Presidents con 
relaciôn a la administraciôn civil por los Gobernadores Militares fue 
la Orden General Numéro 101 de 18 de julio de I898, Con referenda a 
este conJunto de réglas, debemos estar conscientes de que fueron pre- 
paradas teniendo en cuenta el efecto que tendrian entre la opinion pu 
blica cubana* Por ello muchas de las instrucoiones son atemperadas a 
este fin politico* El origen de las instrucoiones de Mr* Mckinley son 
las reglas preparadas por el alemân al servicio de Estados Unidos Mr* 
Idebers que desde 1863 regulaba estes asuntos en aquella naoiôn. La o- 
bra se titula ”Lieber*s Instructions for the Government of Armies of 
the United States in the Field'* (l) * No teniendo otras instrucoiones 
no dudo que los Gobernadores Militares oometieron arbitrariedades (2).
El esquema .jurldico del Gobierno Militar no sera sometido por el 
asesor legal del Bureau of Insula Affairs (3), del Departamento da la 
Guerra hast a el 19 de octubre de 1899» un aho despuës de la inaugura- 
ci6n del rêgimen militar para asuntos civiles. Has ta ese memento no se 
tuvo por los Gobernadores otra direotriz general fuera de las enuncia- 
das anteriormente* Esto no quiere decir que no se tuviera experiencia 
y documentes en el Departamento de la Guerra, pues no era la primera — 
experiencia militar de Estados Unidos, ni la primera administraciôn g± 
vil por el'Ejêrcito, ni siquiera la primera experiencia con pueblos hi_s
panos, pero todo este caudal no estaba ni estudiado ni integrado, Por 
algo tuvo Mr. Magoon que hacerlo en estes mementos* El referido esque­
ma jurldico, largo y muy bien razonado, lleva por tltulo "The pov/ers* 
functions, and duties of the military governments mantained by the Uni­
ted States in the islands lately ceded and relinquished by the Govern­
ment of Spain" (4)•
Veamos como en el referido informe se configura el Gobierno Mili­
ter de Estados Unidos en Puerto Hico: "Luego de la ratificaciôn del — 
tratado de Paris y demâs ceremonias para su vigor, la soberanla y ju­
ris dicciôn de los Estados Unidos quedô permanentemente vinculada y uni 
da a Puerto Rico* La isla vino a ser un territorio perteneciente a Es— 
tados Unidos * Esta naciôn esta en posesiôn indisputada de la isla, y 
por lo tanto el Gobierno Militar de Puerto Rico ha cesado de ocupar - 
el lugar de la suspendida y expulsada soberanla de Espana y se ha con— 
vertido en un instrurnento de la nuova soberanla* Se ha convertido en el 
reijres eut ante de la soberanla en vez del sustituto* Como las hostility 
des han cesado en Puerto Rico, el Gobierno Militar no esta autorizado 
a adoptar medidas que redunden en la promooiôn y el éxito de las opera 
clones militares ni justificar sus acoiones en ese sentido* Con rela­
ciôn a Puerto Rico la guerra ha terminado y los propôsitos de las ope- 
raoiones militares se han conseguido y se ha asegurado la paz* Por lo 
tanto en esa isla los Estados Unidos no son un beli^erante* consecuen— 
cia de ello es que alll el gobierno no ejerce sus poderes por virtud 
de un derecho de beligerancia'* (5) • Luego ahade Magoon: "Habiéndose fir 
mado un tratado de Paz, los peligros de la guerra cesan, como tambiên 
cesan los derechos de los militares de ejercitar los poderes indéfini-
8blés e ilimitados de la guerra# Las leyes de la paz operan otra vez; 
y los derechos de los individuos y las comunidades tienen que ser re— 
conocidos y protegidos". Varias pâginas mâs adelante el ponente se - 
pregunta: "^Cuales son los propôsitos del actual Gobierno Militar de 
Puerto Rico?. Como ya ha cesado de ser un instrumente de guerra, sus 
objetivos son: 1,- Promover las condiciones que justificarân el tras— 
lado de la Administraciôn militar de asuntos civiles a un gobierno - 
civil# 2 Preserver en la isla el orden y la paz".
En otra parte del informe Mr, Magoon sostiene que: "Un Gobierno 
Militar instalado por los Estados Unidos en territorio cedido y tenido 
como conquista estâ obligado en tiempos de paz, de ejecutar las leyes 
en vigor en el territorio sujeto a su jurisdicciôn. Surge entonces, - 
cuales leyes estân en vigor en Puerto Rico# 1# Los habitantes de un - 
territorio sujeto a la ocupaciôn militar se gobiernan en sus relacio- 
nes internas por las leyes municipales del territorio que estén en vi­
gor al momento de la cesiôn o conquista# Esas leyes, a pesar de que - 
no son suspendidas o abrogadas por el hecho de la ocupaciôn militar, 
pueden ser suspendidas o alteradns por el coupante durante el période 
de la guerra cuando ejerce el poder de supremo legislador que como be- 
ligerante tiene, 2, Todas las leyes del anterior soberano que sean in 
compatibles con las instituciones del nuevo Gobierno quedan sin efec- 
tos jurldicos, 3# Mientras las leyes municipales del nuevo territorio 
que no estén en conflicts con la nueva soberanla continûan en vigor sin 
neoesidad de acto afirmativo alguno, las leyes politisas no gosan de 
esa situaciÔn# No obstante, aquellos estatutos politicos de la ante­
rior soberanla que no estén en conflicto con la constituciôn o insti—
tuciones de la nueva soberanla pueden continuar en vigor, si el ocu- 
pante asl lo déclara por acto afirmativo del Comandante en jefe duran­
te la Guerra o el Congreso durante la paz# 4* Leyes de Estados Unidos 
que expropio vigore se extienden al nuevo territorio, 5» Las claûsu- 
las del tratado de Paz de Paris y cesiôn y las obligaciones del Dere­
cho internacional obligan al Gobierno Iviilitar, no sôlamente en el am- 
bito nacional sino en el personal tambiên, 6, (Sobre el cargo de Go— 
bernador), 7* El Gobierno Militar de Estados Unidos en Puerto Rico pue 
de ejercitar el poder de polltica pûblica de un estado", Otra parte - 
del Informe se dedica a la judicatura en el nuevo rêgimen. En su mo­
ments la exarainaremos, Vuelvo a recalcar que este Informe fue prépara— 
do un aho despues de estar en funciones el rêgimen del Gobierno Mili­
tar de que se trata,
Gobierno del General John R, Brooke, 18 de octubre a 9 d-© diciem- 
bre de I898.
El rêgimen Militar fuê establecido juridicamente el 1 de octubre 
de 1898 mediants Proclama del Présidente McKinley (6), sin embargo no 
serâ inaugurado ofi ci aiment e hasta el 18 de octubre de I898, El mismo 
1 de octubre se publica en la Gaoeta de Puerto Rico (7), un Decreto - 
del Gobemador D, Manuel Macias Cas ado emit i do el 29 de septiembre del 
ano en curso donde se decidia la situaciôn de los empleados pûblicos 
ante la nueva situaciôn, Comienza entonces un période de transiciôn - 
en la administraciôn pôblica. Las Secretarias del Despacho, autonômi- 
cas coraienzan a dejar cesantes la mayoria de sus empleados, raantenien
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do im mfnimo para atender los servicios esenoiales en cada Ministerio 
(8)# La ultima Gaceta de Puerto Rico con el escudo de la Monarquia es— 
panola apareciô el domingo 16 de octubre de I898, Dos dias despues — 
el martes 18 de octubre- cesaba oficiaimente la soberanla de Espana en 
Puerto Rico, Se inaugura en ese mismo dia el rêgimen de los Estados U 
nidos; siendo administrados asuntos civiles por un Gobierno Militar — 
presidido por el General John R, Brooke,
El primer decreto (9) del General Brooke, la Orden General num,
1 de 18 de octubre de I898 (lO) confirma la Circular del General Nel­
son A# Miles de 29 de julio sobre la vigencia de los tribunales civi­
les y sobre el Derecho puertorriqueno, Vuelve asimismo a advertir que 
los delitos cometidos por soldados o contra ellos pueden ser juzgados no 
en los tribunales del pais, sino que la jurisdicciên exclusive le co­
rresponde al fuero militar, El idioma inglês aparece por primera vez - 
en la Gaceta de Puerto Rico el 26 de octubre y en esa misma fecha se 
cambiê arbitrariamente el nombre de la isla, de Puerto Rico, al exôti- 
00 de "Porto Rico", Asimismo el Gen, Brooke decidiê gobemar con la — 
ayuda del Consejo de Secretaries, Como consecuencia de esta decisiên 
désigné a D# laiis Munoz Rivera, Presidents del Consejo y Secretario de 
GobernaciÔn (il); al Le do# Juan Hemândez Lôpez, Secretario de Justi- 
cia; a D, Julian Blanco Sosa, Secretario de Hacienda y al Dr, Salvador 
Carbonell, Secretario de Fomente, Obsêrvese que el titulo de la Secre 
tarla de Gracia y Justioia fue cambiado a Seoretaria de Justicia# Al 
extender estes nombramientes el Gobernador Militar dio efectividad ju 
ridiea al rêgimen autonêraico en su fase o aspecto ejecutivo, Los asun 
tos continuarian despachândose en Consejo siendo este cuerpo dirigido
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por un Présidente y la supervisiôn del Gobemador Militar# Es necesa- 
rio tener en cuenta que ademâs de las funciones ordinarias de las Se­
cretarias, el Consejo entendia en asuntos de politica pûblica y mien- 
tras tuvo existencia de cierta manera atemperô las facultades "absolu- 
tas” del Gobernador Militar# No debemos tampoco olvidar que los raiem- 
bros del Consejo fueron electos al Parlamento Autonômico y que de esta 
forma representaban al pals# Asimismo este Gabinete era el que ejerola 
el poder pûblico cuando ocurriô la invasiôn y demâs acontecimientes#
El 23 de octubre de 1898 el Consejo de Secretarias emite la si- 
guiente declaraciôn pûblica* (l2)
"Alocuciôn del Consejo de Secretarias al Pueblo de Puerto Rico#
San Juan, octubre 23» 1898
Al extinguirse la Soberanla Espanola e iniciarse la Sobera 
nia Americana, estableciendose el poder militar, absolute 
y supremo por el muy honorable Présidante de los Estados - 
Unidos, ocupabamos nosotros el Gobierno Insular# Estiman- 
do que la resignaciôn de nuestros cargos se imponia de un 
modo absolute, la hicimos ante el general Brooke resuelta 
y fozmalmente# El general Brooke estima que debemos seguir 
prestândole nuestro concurso en el despacho de los asuntos 
del Gobierno de la isla y ocupar las Secretarias que subsi^ 
tieran mientras no legislen para el pais las Câmaras de - 
Washington# Y, como queremos corresponder a tan honrada - 
prueba de confianza, permaneceremos en nuestros puestos, - 
aceptando durante este période transitorio, las responsabi 
lidades que nos créa#
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El rêgimen militar reduce la ôrbita de nuestra acciôn a 
limites estrechos# îîo obstante, informaremos en cada ca­
se al General Brooke en el leal y noble propÔsito de que 
sus actes se inspiren siempre en la justicia y en la ley"
Como consecuencia de su decision de continuar gobernando con el 
Consejo de Secretarias, el General Brooke promulga la Orden General nirn, 
8 de 4 de noviembre de I898, En esta disposiciôn se estatuye la conti— 
nuidad institucionalx
"Como las leyes que existieron vigentes en Puerto Rico e 
islas adyacentes, han de continuar en vigor en todo cuanto 
sean compatibles con el Gobierno Militar que administra — 
hoy los asuntos de las mismas, y subsistir las relaoiones 
que existen en los centros locales inferiores de la admi­
nistraciôn con el Consejo de Secretarioe; todos los centros 
inferiores deben enviar al Secretario respective los asun 
tos que a ellos ooncieman y de que esta hecho cargo, para 
que dichos Secretaries puedan someterlos al Departamento 
Militar para su resoluciôn y aprobaciôn",
La primera reforma del sistema de tribunales se llevô a cabo por 
la Orden General nûm# 4 de 27 de octubre de I898 (l3)« Esta medida con 
tiene très articules y en cada une de ellos se refiere a un aspecto 
ferente de la judicatura. En el primero se levante, la moratoria judi­
cial que como consecuencia de la Guerra estableciô el Real Decreto de 
26 de julio de I898; en el segundo articule se suprime el uso del pa-
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pol s ell ado y en el tercero se dispone lo siguiente; ''-^1 v : juinal de 
lo ContenciosQ-Adininistrativo (I4) uueda abolido pas ndo sn:. deberes 
y funciones al Tribunal Supremo de Justicia", La razôn que ofrece el 
Gobernador Militar para esta drâstica medida es la : guie- e: "Yo abo­
li el Contencioso-Administrativo que era una espeor^ de Triounal de — 
apelaciones creado para estar entre el Capitân General y el Tribunal 
Supremo, raSs para ofrecer cargos a favoritos que para ningun propôsi— 
to util" (15)* For supuesto, la opiniôn del General Brooke es totalmen 
te arbitraria e injusta. La causa subyacente es, que este foro no es­
té acorde con las instituciones juridicas norteamericanas del momento, 
Esta Orden General, es muy importante, aparté de lo referente al Tri­
bunal de lo Contencioso-Administrativo, por cuanto se alude por prim_e 
ra vez al "Tribunal Sunremo de Justicia", No existe disposiciÔn alguna 
que créa o establezca ese alto foro emitida por el Gobierno Militar 
(16), Si se aprueban medidas sobre su organisaciôn y nombramientos, - 
pero siempre dando por sentada su creaciôn, Lo que ha sucedido es que 
a la Audiencia Territorial de Puerto Rico se le ha cambiado unicamen— 
te el nombre a "Tribunal Supremo de Justicia de Puerto Rico" (I7 ) per 
maneciendo inalterada en todo lo demâs, Los miembros espaholes de la 
Audiencia renunciaron y el I5 de octubre de I898 embarcaron para Espa­
na (18)• Permanecieron en estrades los antillanos D, José Conrado Her- 
nândez y Santiago, ûnico puertorriqueno que ooupaba un cargo de Magis- 
trado en propiedad (I9) y B, Rafael Nieto Abeille (20) cubano, quien 
se desempeuaba como Abogado Fiscal y D, Aristides Maragliano, Magis— 
trado. Estes funcionarios juraron lealtad al nuevo rêgimen y fueron — 
nuevamente designados el 19 de octubre (2l), Inmediatamente el Gober-
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nador Militar réorganisé el personal de la Audiencia y en 26 /de octu— 
bre de I898 la plantilla era la siguiente: D, José S, Quinones y Caro, 
Présidante; D* José C« Hernândez y Santiago, Presidents de Sala; D, - 
Aristides Maragliano, D# José de ^ego, D# Herminio Dîaz Navarro, D, 
Manuel P# Rosoy y D, Juan Ramén Ramos, Magistrados; D, Francisco de - 
Paula Acuna, Fiscal; D, Angel Acosta, Teniente Fiscal y D# Rafael Nie 
to Abeillé, Abogado Fiscal, Asi estuvo constituida la nueva Porte Su— 
prema de Justicia de Puerto Rico por primera vez (22), Esa fue la pri 
mera plantilla de ese Tribunal, luegô cambiaria por diferentes motives# 
Tambiên se désigna el personal de las vacantes de los demas tribuna­
les# Una de las principales razones que ténia el Gobemador Militar pa 
ra designer el personal de la judicatura, era poner cote al estado de 
subversién y anarquia por el que atravesaba el noroeste de la isla#
El nroblema de las alzadas#
Al ocurrir la nueva situaciôn polltica el sistema judicial de —  
Puerto Rico quedÔ roto e incomplète en cuanto al Ômbito y expresiôn t ±  
nal del mismo s las alzadas al Tribunal Supremo de Espana# Problems gra 
ve, dada la organizaoiôn existante, era la desapariciôn de un tribunal 
de casaciôn que resolviera los reoursos interpuestos y los que en lo 
suoesivo se interpusieran contra las sentenoias de la Audiencia Terri­
torial en lo civil y contra las sentenoias de las Audiencias de lo Cid 
minai y sala de lo Criminal de la Audiencia Territorial# El Présidente 
del Tribunal Supremo de Justicia, D# José Severo Quinones testifica s£
bre este asunto ante el "Comisionado del Presidents McKinley", Dr, —
!
Henry K# Carroll (23) el 8 de noviembre de I898*
"Dr# Carroll; ^Supongo que las apelaciones a ^ Madrid est an ahora
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detenidas?
Sr. Quinones* El derecho no existe ahora#
Dr. Carroll* ^A1 mismo tiempo las apelaciones no se permiten - 
al Tribunal Supremo en Washington?
Sr, Quinones; No hay apelaciones a ese tribunal por esta razôn* 
todos los casos en apelaciôn estân suspend!dos y aguardan deci­
sion del Sr, McKinley#
Dr, Carroll; ^Entiende usted que las sentenoias en apelaciôn — 
pendientes en Madrid finiquitan por virtud del canibio de status 
de la isla?
Sr# Quinones; Esta es una pregunta muy importante, y todos los 
abogado s estân pensando sobre la misma. Antes de firmarse el p m  
tocolo muchos casos habian sido apelados a Madrid, pero supongo 
que el tratado final de paz en Paris dispondrâ del asunto. En — 
otros casos en que el auto de casaciôn se habia otorgado por el 
Tribunal Supremo de Espana, las partes estân pendientes de una 
decisiôn de V/ashington",
Un mes después de haber hecho estas declaraciones, el Gobemador 
Militar emitiô la Orden General nûm, 19 de 2 de diciembre de I898 (24)» 
donde se intenta dar una soluciôn a este grave problema, El articule 
1 dispone que* "La Suprema Cor te de Justicia en Sala de siete Magis­
trados, inoluyendo al Présidente, oonocerâ de todos los llamados re­
oursos de oasaoiôn asi pendientes de resoluciôn como los que se esta- 
blezcan en la misma que autoriz an las leyes de Enjuiciamiento Civil y 
Criminal, las cuales en el anterior rêgimen de Espana correspond!an al 
Tribunal Supremo de Madrid# cuya jurisdicciôn respeoto de esta isla - 
quedô restringida por concesiôn del Protocole de Paz", (êhfasis supli- 
do). El articule IV de la misma disposiciôn ordena que; "Las apelaci^ 
nés elevadas a y aûn pendientes de decisiôn en el mencionado Tribunal 
l^ypremo de Madrid serân reclamadas por los me dies diplomâticos y a su 
devoluciôn serân transferidas a la Suprema Corte de Justicia", Si bién
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esta medida resolviô el problema, creô sin embargo un estado anormal 
en el derecho de procedimientos; Jueces de un mismo tribunal ejercian 
al mismo tiempo una jurisdicciôn superior e inferior y de carâcter ju­
rldico opuesto, Ocho dîas después, 10 de diciembre, se firmô el Trata 
do de Paris, (2^), Este instrumente resolviô la situaciôn de las ape— 
laciones en el articule XII:
"Los procedimientos judiciales pendientes al canjearse las ra— 
tificaciones de este Tratado, en los territories sobre los cua 
les Espana renuncia o cede su soberanla se determinarân con - 
arreglo a las reglas si guientes* 1,— Las sentenoias dictadas — 
en causas civiles entre partioulares o en materia criminal, sui 
tes de la fecha mencionada, y contra las cuales no haya apela 
ciôn o casaciôn con arreglo a las leyes espaholas, se conside— 
rarân como firmes, y serân ejecutadas en debida forma por la - 
autoridad compétente en el territorio dentro del cual dichas — 
sentenoias deban cumplirse, 2,— Los pleitos civiles entre par­
tioulares que en la fecha mencionada no hayan sido juzgados, - 
continuarân su tramitaciôn ante el Tribunal en que se halle el 
proceso, o ante aquél que lo sustituya, 3.- Las acciones en ma­
teria criminal pendientes en la fecha mencionada ante el Tribu 
nal Supremo de Espana contra ciudadanos del territorio que se- 
gun este tratado deja de ser espanol, continuarân bajo su juries 
dicciôn hasta que recaiga la sentencia definitiva; pero una vez 
dictada esa sentencia, su ejecuciôn serâ encomendada a la aut£ 
ridad compétente del lugar en que la acciôn se suscitô".
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Asî en el articule XII se estipula un procedimiento diferente al
sehalado por el articule IV de la Orden General Nûm, 19, Esta situa­
ciôn produje una protesta formai del Gobierno de Espana por conducto 
del lànbajador de Francia en Washington (26), En la parte esencial de -
la oarta de 2 de marzo de 1899 dirigida al Secretario de Estado Mr, -
Hay se resume el asunto: "Como pue de usted ver, el Gobierno de su Ma— 
gestad entiende que hay una contradicciôn entre el pârrafo cuarto de la 
antes mencionada Orden y ciertas estipulaciones del articule doce del 
Tratado de Paris'*. Acompana a la referida carta la nota del Gobierno 
espanol sosteniendo su posiciôn al respecte, "A los ojos del Gobierno 
de su Majestad, esta Orden tiene ciertas provisiones en flagrante con— 
tradicciôn con las estipulaciones del Tratado de Paz firmado el lo de 
diciembre ultime, entre Espana y Estados Unidos. A pesar de que el Go­
bierno de su Majestad atribuye esta contradicciôn entre ciertas previ— 
siones de la mencionada Orden y las clâusulas del Tratado de Paris, al 
hecho de que la autoridad americana en Puerto Rico desconocia las clâu 
aulas del Tratado, créé sin embargo, que es propio invitar la atenciôn 
del Gabinete en Washington sobre este punto", Mâs adelante la nota ter 
mina de la siguiente formai "Entonces, de lo ya dicho se desprende que 
de acuerdo a las provisiones del Tratado de Paris, las apelaciones en 
oasaoiôn interpuestas o pendientes ante el Tribunal Supremo de Espana, 
sean civiles o criminal es, tienen que ser sometidas a decisiôn de ese 
alto tribunal y las autoridades de Puerto Rico estarân encargadas con 
la ejecuciôn de las sentenoias pronunciadas por aquél, El Tribunal - 
Supremo de Justicia de Puerto Rico, recientemente creado, no pue de por 
lo tanto, ieclamar la devoluciôn, por medio de los conductos diploma-
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ticos, de las apelaciones pendientes ante el Tribunal Supremo de Espa 
na, y en lo concerniente a este punto la Orden proclamada por el Gen^ 
ral Brooke debe ser modificada", (27)
El Departamento de la Guerra, recibio el encargo de contester car 
ta y nota. Mr. Magoon asesor juridico de la "Division of Insular Af­
fairs" estudiô el asunto y llegô a la siguiente opinion; (28)
"El propÔsito de la referida Orden General Nûm, 19, contra uno 
de cuyos articules se dirige el referido Memorando, es définir 
deberes y jurisdicciôn del Tribunal Supremo de Justicia de Puer 
to Rico  ............ Se llama la atenciôn al hecho de que es­
ta Orden General fuê emitida en 2 de diciembre de 1898, ocho — 
dias antes de completarse las negociaciones del Tratado de Paz 
en Paris, el IQ de diciembre de I898. Al ser dicho Tratado de 
Paz firmado, ratificado y proclamado, todo lo que en dicha Or­
den es contrario o en violaciôn del mismo carece de valor y es 
nulo,
Debe observarse que el lenguaje usado en el pârrafo IV no con­
fiera jurisdicciôn al Tribunal de Puerto Rico sobre los casos 
pendientes de decisiôn en el Tribunal Supremo de Madrid, El len 
guaje es declaratorio de una intenciôn de solicitar, a través - 
de los canales diplomâticos, la devoluciôn de aquellas senten— 
cias. Si la solicitud fuera exitosa y los casos devueltos, en­
tonces, y en ese evento, la jurisdicciôn del Tribunal Supremo 
de Justicia de Puerto Rico entraria en vigor y las apelaciones 
vistaso
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No parece que el Tribunal Supremo de Justioia de Puerto Rico - 
haya tratado de ejercitar su jurisdicciôn en ningun proceso ju­
dicial ahora pendiente de decisiôn en el Tribunal Supremo de -
Madrid en apelaciôn de aquella isla. Este Departamento de la -
Guerra no puede presumir que el Tribunal Supremo de Puerto Rico 
trate de ejercitar una jurisdicciôn no autorizada# De ahora en 
adelante, durante la existencia del Gobierno Militar, si este - 
Departamento de la Guerra supiera que cualquiera de los derechos 
garantisados por el Tratado de Paris fuesen violados por los — 
Tribunales de Puerto Rico, hasta donde lo permitan sus poderes, 
insistiria que esos derechos sean sostenidos,"
Importantes palabras, estas ultimas como veremos luego. La opini6n 
de Mr, Magoon fu e  aprobada por su superior Mr, George D, Meiklejohn - 
y enviadas al Embajador francês, Asi termina este asunto. Las apelaci_o 
nes pendientes fueron tramitadas segun se estipulaba en el Tratado de 
Paris. A pesar de que se resuelve el asunto de las alzadas en el ârabi-
to internaoional, quedô el serio problema que representaba en un sist_e
ma de oasaoiôn que un mismo Tribunal ejeroiera dos funciones de oarâo- 
ter juridico no sôlo diferontes sino opuestas.
En cuanto a las apelaciones sobre asuntos de lo contencioso-adnâ 
nistrativo que es tab an pendientes siguen el mismo destino que las de­
mâs. El articule VI de la Orden General Nûm, 19» antes mencionada» es- 
tablece que la Corte Suprema de Justicia verâ estes reoursos de ahora 
en adelante, Dicha disposiciôn ordena lo siguiente: "En la misma forma 
oonocerâ la Suprema Corte de las apelaciones que en el rêgimen anterior
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correspond!an en lo contencioso-administrativo al Tribunal Supremo - 
del ramo establecido en Madrid", Anteriormente observâmes como la Or— 
den General Num, 4 le concediô jurisdicciôn orimaria al referido alto 
tribunal en los asuntos de lo contencioso-administrativo locales, esto 
fue el 27 de octubre de I898, Ahora, escasamente un mes después, se le 
otorga .jurisdicciôn apelativa en los mismos asuntos. ^Va a ser la —  
Corte Suprema de Puerto Rico, tribunal local juzgador y apelativo a la 
misma vez? Esto es indice de la situaciôn confusa de la época, Mâs 16- 
gico hubiera sido preservar el Tribunal Local de lo Contencioso—Admi­
nistrative o asignar dichos asientos en primera vista al Juzgado de Pri 
mera Instancia de San Juan y reservar a la Corte Suprema de Justicia, 
la funciôn apelativa# Siete meses después se le asignô al Tribunal de 
Distrito de San Juan la facultad de examiner los asuntos de los conten 
cioso-administrativo en primera instancia#
Los abogados espaholes impedidos de ejercer su profesiôn,
Como consecuencia de los sucesos politicos y militares de I898 la 
abogacla puertorriquena se dividiÔ en très clases por razôn étnica y - 
cultural, abogado8 puertorriquenos, espanoles y norteamericanos* La d^ 
nominaciôn de abogados esnaholes. que siempre existiô en Puerto Rico, - 
pero que antes de I898 estaba integrada en la sooiedad puertorriquena, 
florece y surge sociaimente en el nuevo orden de cosas. La razôn inme- 
diata para ello es la obligatoriedad de jurar renunciando lealtad al - 
Estado espanol y al Rey, acto que por si sôlo puede acarrear la pêrdida 
de la nacionalidad espanola, A esto se negaron los abogados espanoles, 
Tal divisiôn entre abogados en Puerto Rico permanece luego muchos ahos,
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hasta que mueren los letrados, continuando entonces como una dualidad. 
En 1898—1899, 1909, 1910, 1913, 1916, encontramos evidencia de la exis 
tencia de divisiôn.
El Ledo. Juan Hernândez Lôpez, Secretario de Justicia puertorri— 
queno détermina que todos los abogados ya admitidos anteriormente al 
foro de la isla, juren nuevamente acorde con la nueva situaciôn poli­
tisa del pals. La Circular de la Seoretaria de Justicia de 2 de noviem 
bre de I898 exige el siguiente juremento:
"Yo ............    jure solemnemente renunciar para siem—
pre lealtad y fidelidad a cualquier Principe, Potentado. Esta— 
do o Gobierno extranjero, y especialmente al Estado y Gobierno 
de Espana, etc." (29)
Todos los abogados puertorriquehos juraron, no asi los abogados 
espanoles, y les fuê vedada la practice de la abogacîa con la consi— 
guiente pêrdida de clientes, cuentas y pêrdida de prestigio entre la - 
masa del pueblo. El I5 de noviembre de I898, el Lcdo. Antonio Sarmien 
to (30) dirigiô una Solicitud a la Corte Suprema de Justicia de Puerto 
Rico (31) para que resolviera lo siguiente;
1,- "Si los abogados extranjeros estamos exentos de el juramen- 
to que prescribe el articule 477 de la Compilaciôn Orgânica del 
Poder Judicial en la forma determinada por la Seoretaria del Des 
pacho de Justicia en Circular de 5 de los corrientes;
2,- Que en caso negative, propusiera a V. que determine la for­
ma de dicho juramento" (32).
Mâs adelante el Lcdo, Sarmiento ofrece los fundamentos de ambas —
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peticiones:
"Pundàba la primera peticiôn en la Circular citada que impone 
a los letrados que ejerzan o continûen ejerciendo la profesiôn 
en la Isla, el deber de CLimplir el articule 477, jurande fi de­
li dad al Gobierno y Constituciôn de los Estados Unidos, sin eu— 
yo requisite serân considerades como extranjeros para todos los 
efectos logales* De donde lôgicamente deducla que la Circular 
se refiere sôlo a los abogados nacionales,
Pundaba la segunda en el articule 481 de la misma Compilaciôn, 
que al no exigir a los abogados para ejercer, la condiciôn de 
nacionalidad, es évidente que permite el ejercicio a los aboga— 
dos extranjeros, si bien prestando juramento que prescribe el - 
articule 477 en forma compatible con la soberanla de los Esta­
dos Unidos de Norte América",
El fallo de la Corte Suprema de Justicia no se hace esperart 
"La Corte Suprema, sin embargo, ha resuelto que de la Circular 
de la Seoretaria del Despacho de Justicia se deduce lôgioamen— 
te que los abogados extranjeros NO PODEMOS ejercer nuestra pro— 
fesiôn en la isla" (33)
Hasta aqui la Resoluciôn resumida. En Peticiôn que el Lcdo. Anto­
nio Sarmiento dirige al General Henry (34) fechada el 3 de noviembre - 
de 1898 (35) expone la situaciôn en que se encuentran los abogados es— 
panoles y razona juridicamente su caso. El letrado peticionario llega 
a las siguientes conclusiones sobre la Resoluciôn de la Corte Suprema 
de Justicia de Puerto Rico:
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1.- "Que la Corte Suprema reconooe que el articule de la Compel 
laciôn autoriza a los letrados extranjeros al ejercicio de su - 
profesiôn.
2.- Que la Corte Suprema no aplica dicho articule porque lo es­
tima derogado por la circular antes citada"
Precede luego el LcdOp Sarmiento a argumentar ambas conclusiones: 
Lo primero, Senor, es absolutamente indudable. Segun aquel arti— 
culo pueden ejercer la abogacia los raayores de 21 anos, licencia 
dos en Derecho que no estén procesados criminalmente y no hayan 
sido condenados a penas aflictivas o estén rehabilitados, y no 
les exigen la condiciôn de nacionalidad. Cierto que el articule 
477 les impone la obligaciÔn de jurar, guardar la Constituciôn 
de la Monarquia, ser fieles al Rey, y cumplir bien y lealmente 
las obligaciones que las leyes y reglamentos les imponen pero - 
este juramento no hace perder su nacionalidad a los extranjeros, 
porque, segun el articule 2 del Côdigo Civil aquella no se pier 
de mâs que por adquirir naturaleza en paises extranjeros, por - 
admitir empleo de otro Gobierno, por entrar al servicio de las 
armas de una potencia extranjera, sin licencia del Soberano; y 
jurar fidelidad a un Gobierno extranjero, no es ninguna de es­
tas cosas".
En cambio, lo segundo es ab s olut ament e equivocadot
1. Porque la Ley no se deroga sino por otra Ley (articule 5 del 
Côdigo Civil)
2. Porque el articule 481 no es incompatible con la soberania 
de los Estados Unidos.
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3# Porque por no ser incompatible no ha sido derogado por el - 
jefe del Departamento como en taies casos previene el articulo 
8 de la Orden General Nûm# 1 del 18 de octubre ûltimo#
4# Porque la Circular sôlo se refiere al articulo 477 y no hay 
razôn alguna que justifique que pueda referirse al articulo 481 
pues si hubiera querido lo hubiera hecho, y
5# Porque vigente el articulo 481, este impide que se pueda in­
terpret ar la Circular en el sentido que la Corte Suprema lo hace. 
Este ûltimo extreme es tan évidente como los anteriores, - 
La Circular quiere que los abogados juren, sin cuyo requisite - 
serân considerados como extranjeros para todos los efectos léga­
les, Los abogados extranjeros pueden ejercer segun el articulo 
481, esto es un efecto legal de ser extranjero el poder ejercer 
la abogacia# Luego la Circular o no se refiere a los abogados - 
extranjeros, o si se refiriô a ellos no les sometiô a la misma 
condiciôn que los nacionales"
El Lcdo# Sarmiento expone su tesis:
"No deseo, sin embargo, que se nos haga de distinta condiciôn - 
que los abogados nacionales# Queriendo ejercer mi profesiôn en 
esta isla, estoy interesado como el que mâs en su tranquilidad 
y como base de esta, en respetar y que se respete al Gobierno 
que la rige y sin per juicio de mi nacionalidad, no tengo incon­
venient e en afirmar que con compléta sinoeridad juraré fideli­
dad al actual Gobierno"#
Se termina esta larga y razonada Peticiôn con la siguiente reca- 
pitulaciôn:
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"Suplica a V. se sirva declarar:
1. Que esta vigente el articulo 481 de la Compilaciôn Orgâni­
ca#
2, Cual debe ser la fôrmula del juramento compatible con la so— 
berania que V, représenta y con nuestra extranjeria"
El Lodo. Francisco Pelegri Roger (36) residente en Mayagüez en- 
yla otra Instancia al Gobernador Militar Gen. Henry el 20 de diciembre 
de I89Ô (37)» En la parte pertinente manifiesta:
"Côahdo el Alcalde de esta oiudad reuniô los abogados para oir 
nos al objeto de reorganizar esta Audiencia manifesté que desean 
do conservar mi nacionalidad no podfa aceptar cargo alguno del 
nuevo Gobierno. Jamâs quise ningun empleo del Gobierno de Ma—  
drid por mi carâcter independiente y mis ideas politisas siem— 
pre republicanas. Crei no obstante, que podria continuar ejer— 
ciendo aqui la abogacia previo juramento de fidelidad a la Ley 
sin àbjurar de mi nacionalidad espanola como se permite en las 
demâs repûblicas de Amârica, ninguna mâs democrâtica que la de 
los Estados Unidos, donde ejercen libremente la abogacia tanto 
nacionales como extranjeros, con sujecién a las leyes y regla­
mentos" .
"No obstante, se me ha informado que el Secretario de Justicia 
de esta isla ha dietado una resoluciôn impidiendo el ejercicio 
de la abogacia a los que, a la vez que con el juramento de fide 
lidad no abjuramos de nuestra nacionalidad; y cuando, después 
de dos meses de ausencia por haber ido a Europa a ver y abrazar
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a mi querido padre, octogenario y enfermo, cuando me disponia 
a prestar el juramento de fidelidad, para continuar ejerciendo 
la abogacia, esta Corte de lo Criminal me exige que renuncie ex 
prosaiaente a mi nacionalidad espanola, no permit!endome de otro 
modo el ejercicio de mi profesiôn, aunque continuo para ello - 
inscrite en el reparte o matricula de industrie y comercio.
Son de mucha consideraciôn los perjuicios materiales que se me 
irrogan con tal disposiciôn.*....
En virtud de lo expuesto y, atendiendo a que soy vecino de Ma­
yagüez, como los que aqui han n'cido, que tengo hijos puertorri- 
querios, que soy el abogado mas antiguo de los que ejercen en e_s 
ta ciudad y que a éstos sôlo se les ha recibido juramento de fi 
del i dad sin obligarles a renunciar nacionalidad alA’una. por to­
das esas consideraciones he resuelto acudir a V. como primer r_e 
présentante que es del Gobierno de los Estados Unidos en esta - 
isla"#
I Luego de esoribir esta carta, el Lcdo© Pelegri Roger vuelve a in­
sis tir en su derechoo Asi envia otra instancia al General Henry de fe­
cha 28 de enero de I898 donde le informa los derechos que goza por el 
Tratado de Paris, Las dos inotancias y las protestas de los abogados 
espaholes Sreso Antonio Alvarez Nava; D, Salvador Ame11 y Massô; Quin­
tero; Do Emilio Garcia Cuervo; Lara; D, Wenceslao Bosh y Puig; D, Lu­
ciano Ortiz y Antôn y el Lcdo, Torres, se enviaron por el Gobernador 
Militar Henry al Présidente del Consejo de Secretaries D. Luis Muhoz 
Rivera, Este lo dirigiô al Secretario de Justicia D, Juan Hernahdez -
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Lôpez el 4 de febrero de I898, La crisis politics, que se déclaré dos 
dlas despuâs impi dio que dicho fuiicionario examinara y emitiera una 
opinion juridica sobre el asunto, El nuevo Secretario de Justicia, - 
Lcdo* Herminio Diaa Navarro, refrendô el siguiente Dietamen el 21 de 
febrero de 1899: (38)
Honorable Mayor General Comandante del Departamento:
Estas euestiones que rezan en el Derecho Internacional deben r^ 
solverse aceptandose por equitativo el principio de reciproci- 
dad, A los sûbditos de una naciôn debe permitirseles hacer en - 
otra todo lo que puedan los sûbditos de ésta hacer en aquella.
En Espana, los arti cul os 873 y 87O de la Ley de I5 de septiem­
bre de 1870 para ejercer la abogacia exigen,   (39)
Estas disposiciones no prohiben direetamente al extranjero el 
ejercicio de la abogacia en Espana, pero si se lo prohiben in­
dire et amen te al exigirle un juramento de fidelidad a su Rey que 
no puede prestarlo el sûbdito de otro rey o el que pertenezca a 
una naciôn en que la repûblioa impere.
Si elle es asi, Sehor, entiendo que no habria una igualdad de - 
concesiones, si en los Estados Unidos no se exigiese tambiên a 
los letrados espaholes que prestasen juramento de fidelidad a la 
Constituciôn Americana y a las instituciones por ella estableci- 
das en los Estados de la uniôn* Se arraiga mâs en mi ese pare- 
cer en lo que se refiere a Puerto Rico.
En este pais rigen en esa materia los articulos 481 y 478 del - 
Real Decreto de 5 de enero de I89I cuyos articulos exigen para
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ejercer aqui la profesiôn de abogado los mismos requisitos que 
para ojercerla en Espana exigen los articulos 873 y 870 de la 
Ley de I5 de septiembre de 1870 que he citado#
El Real Decreto de 5 de enero de I89I continua rigiendo en es­
ta isla pues aûn no se ha derogado, pero como se ha sustituido 
a la soberania de Espana la soberania de los Estados Unidos hay 
que considérer ipso facto, tambiên sustituida en nuestras leyes 
una soberania por otra
Dada esa irrefutable premise, debe afirmarse como lôgica conse­
cuencia que alli en donde los articulos 48I y 476 del Real Deere 
to de 15 de septiembre de I87O exigen, para ejercer la abogacia 
en esta isla que se preste juramento de guardar la Constituciôn 
de la Monarquîa y de ser fieles al Rey se ha de entender que de­
be jurarse la Constituciôn de los Estados Unidos y ser fieles a 
las instituciones por ella establecidas en la Naciôn Americana, 
Con ese criterio entiende el Secretario que suscribe que deben 
de rosolverse las adjuntas peticiones de los letrados espaholes
i
seriores Sarmiento y Pelegri",
Termina su dictâmen el Secretario de Justicia sugiriendo al Gober­
nador Militar "que por tratarse de un asunto en que hay que tener muy 
en cuenta las relaoiones de los Estados Unidos con Espana se remitan a 
Washington las instancias de los sehores Sarmiento y Pelegri, con este 
dictamen,. La opiniôn del Lcdo, Diaa Navarro da la razôn a los aboga­
dos espaholes, por cuanto aquellos estaban dispuestos a jurar lealtad 
a las leyes.y Constituciôn de Estados Unidos, A lo que no estaban dis—
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puestos era a renunciar a su lealtad y fidelidad al Estado y Rey de - 
Espana porque eso les acarreaba la pêrdida de su nacionalidad, Lo que 
extraha es que un abogado y politico tan agudo e inteligente como lo - 
era el Lcdo, Dîaz Navarro no entendiera el asunto, o es que lo quiso 
soslayar. iPor quê sugiere al Gobemador Militar Henry que consultase 
con Washington? ^Trataba de busoar tiempo?. Document aiment e no puedo 
contester esas preguntas, Mâs adelante veremos la razôn de las mismas, 
Proceden los abogados espaholes a oontestar el Dictâmen del Secre­
tario de Justicia, En Alegato fechado el 25 de febrero de 1899 mani—  
fiestan las siguientes argumentes entre otros: (40)
II
De otra manera, de los articulos 48I y 487, que trntan de los - 
requisitos exigidos a los abogados y proouradores, se excluye la 
condiciôn de nacionalidad, y la razôn para ello estriba en que 
la profesiôn de abogado, es una profesiôn liberal cuyo ejercicio 
no estâ de ninguna forma de terminado por la nacionalidad es pa­
nel a, tampoco exigiêndosele a los comerciantes, farmaceûticos o
I
mêdioos.
Nuestro argumente, Sehor, no es afeotado por el articulo 477 que 
dispone que los abogados y proouradores para poder ejeroer sus - 
profesiones, deben jurar lealtad, porque ese juramento no tiene 
el carâcter o la naturaleza que le atribuye el Secretario de Jus 
ticia, por el contrario, es de naturaleza interna, para préve­
nir conspiraciones politicas y para garantizar la honestidad y 
buena fe de abogados y proouradores en el ejercicio de sus pro­
fesiones, Este juramento, es évidente no implica un cambio de na
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cionalidad.
La mejor prueba q.ue poderaos presentar as que, nosotros, deseo- 
sos de preservar nuestra nacionalidad espanola, no vemos incon­
venient© de jurar fidelidad a los Estados Unidos, como lo jurâ­
mes a Espana"
adelante y  en el mismo Alegato, los abogados espanoles entien 
den que si el Gobernador Militar declarara nulas las leyes que les Go­
bi j an, es de justicia que se les permitan cinoo anos de prâctica* El 
28 de febrero de 1899 se envia el expedient© al Departamento de la Gue 
rra (41)* El "Acting Judge Advocate" de Puerto Rico (42), Mayor A# C# 
Sharpe, emite su opiniôn sobre este as unto el 4 de marzo de 1899* —  
Resuelve el problema aplicando la sentencia del Tribunal Supremo de - 
Estados Unidos de Bradwell vs. The State of Illinois» Lebo llamar la 
atenciôn que era la primera ves que se aplicaba una sentencia de ese 
Tribunal en Puerto Rico, cosa inaudita per la total diferencia de enfo 
que8 filosôficos y légales de ambos sistemas jurîdicos, Luego manifie^ 
ta el Mayor Sharpe lo siguientei "En vista de esta clara y précisa sen 
tencia parece que estos caballeros no deben ser desaforedos de su pri?s 
tica en los Tribunal es de la isla, con tal de que provean les geran- 
tlas apropiadas de oapacidad y fidelidad al Tribunal, a los clientes, 
a la administraciôn de la justicia y la Constituciôn de la Justicia" 
(43) • Obsêrvese que el Mayor Sharpe no tuvo en cuenta para nada el 
recho puertorriqueno, a pesar de que estaba en San Juan y ténia acce- 
80 y conocimiento del mismo (44)«
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El 25 de marzo de 1899» esoriben al Secretario de la Guerra los 
Lcdos# Antonio Alvarez Nava y Emilio Garcia Cuervo* Le informan sobre 
unos documentes perdidos y solicitan que se retarde la decisiÔn del - 
as unto hast a que se nombre un embajador espanol en Washington (45)# El 
Departamento de la Guerra toma una decisiôn el 5 de abril de 1899 (46) •
La misma se basa en el articule IX del Tratado de Paris y la sentencia 
del Tribunal Supremo de Estados Unidos, Ex Parte Garland* El referido 
articule dispone:
"Articule 9# Los sûbditos espanoles, naturales de la Peninsula, 
residentes en el territorio cuya soberania Espana renuncia o ce 
de por el présente Tratado, podrân permanecer en dicho territo- ' 
rie o marcharse de él, conservando, en une u otro c"so, todos - 
sus derechos de propiedad o de sus productos; y ademês tendrân 
derecho a ejercer su industrie, comercio o profesiôn, sujetando 
se a este respecte a las leyes que sean aplicables a los demâs
extranjeros # # # II
Mâs adelante la misma opiniôn expone lo siguientej "No requiere 
argumentes establecer que la accidn de los Tribunales a que nos hemos 
referido, estâ en contravencidn a la anterior disposiciôn del Tratado* 
La prâctica legal y el derecho al ejercicio de la misma son propiedad 
- Ex Parte Garland, 4 Wall 333# La abogacia es una profesiôn* Ambas - 
estân protegidas y aseguradas para los habitantes espanoles de Puerto 
Rico por los termines exprèsos del Tratado (47)# Luego el Secretario 
de la Guerra, interino Mr* Mechlejhon cita la "Executive Order" del - 
President© McKinley de 13 de Julio de I898, Termina el ponente con es­
ta conclusiôn, "De acuerdo al procedimiento adoptado por la Orden de
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referenda, y adecu-damente descrito por el ejecutivo como "prâctica 
ilustrada", estos derechos se le reservan a los ahogrdos espanoles en 
la ansenda de estipulaciones en ese sentido en el Tratado, Una Orden 
que re qui era a los abogados espanoles la renuncia de su nr cionalidad 
como requisito previo al ejercicio de su modo usual de ganarse la vida 
es nula y sin efecto pues esta en violaciôn de los términos del Trata­
do de Paz y los principios declarados de nuestro gobiemo militar" (48).
La Opiniôn oficial del Departamento de la Guerra de fecha 5 de - 
abril de 1899 y antes citada y comentada estâ contenida en una carta - 
dirigida por Mr* Mechlejhon al General Henry, Gobernador Militar de - 
Puerto Rico. Idêntica comunicaciÔn dirige el referido funcionario a los 
Lcdos, D* Antonio Alvarez Nava y D* Emilio Garcia Cuervo, (49)> de fe— 
cha 8 de abril de aquel ano (50)* El 17 de abril recibe el Secretario 
de Justicia Dfaz Navarro las instrucciones del Gobernador Militar* Al 
die siguiente, responds el Lddo* Diaz Navarro, su informe tiene el si- 
guiente tenor;
"Honorable General, Comandante en Jefe del Departamento*
Senors
Usted me ha endosado la carta del honorable Subsecretario de 
Guerra, en la oual se dice que usted tiene que anular la Orden 
del Departamento de Justicia de Puerto Rico, en la cual se re­
quiere a los abogados espanoles la renuncia de su nacionalidad 
para poder practicar en la isla#
Debo manifestarle que esa Orden no fue emitida por el actual Qe 
cretario de Justicia, sino por el honorable General Brook (sic) 
por conduoto de su predecesor*
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El actual Secretario de Justicia, en su informe a su oficina el 
17 del pasado febrero, argument6 que a los abogados espanoles - 
no se les debe permitir la prâctica de su profesiôn aqul, por- 
que se oponia el Tratado de Paz firmado en Paris, pues esos àbo— 
gados no deben de practicar como tampoco a los de cualquier o— 
tra naciôn extranjera,
El articule noveno de ese Tratado de Paris dice* "Los sûbditos 
espanoles, naturales de la peninsula residentes en el territorio 
cuya soberania Espana renuncia o cede por el presents Tratado, 
podrân permanecer en dicho territorio o marcharse de él, conser­
vando, en uno u otro caso, todos sus derechos de propiedad o de 
sus productos, y ademâs tendrân el derecho a ejercer su indus­
trie, comercio o profesiôn, sujetândose a este respecte a las le 
yes que sean aplicables a los demâs extranjeros.•
Hoy en cumplimiento con lo que se indica en la carga que usted 
me endosô, de manera que yo abrogue la Orden diotada por mi pre— 
decesor, y de acuerdo a lo que se estipula en dicho Tratado de 
Paz, ten go el honor de proponer a usted que apruebe lo aiguien— 
te:
Procédé entonces el Secretario de Justicia a recomendar la apro- 
baciôn de una Orden Judicial, cuyo raodelo incluye, limitando la prâcti­
ca de los abogados espanoles a un aho* Obsêrvese que en su informe el 
Lcdo. Diaz Navarro soslaya el Derecho puertorriqueno y sélémente cita 
en apoyo de su tésis el derecho internacional* No parece que lo hace - 
por cuanto la logislaciôn de Puerto Rico no favorece su contenciôn. Al
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citar sôlamente ese articule del Tratado de Paris, se quiere dar oat^ e 
goria de extranjeros a los abogados espanoles, Pero al haoerlo se vé 
obligado a no citar el Derecho puertorriqueno, porque como hemos visto 
ese cuerpo juridico permitia la prâctica de la abogacia a los extran­
jeros* Tampoco menciona la reciprocidad porque en Espaha se permitia 
al letrado extranjero ejercer su profesiôn en los tribunales espanoles* 
El 20 de abril el Secretario de Justicia envia al Gobernador Militar — 
el antes mencionado informe con la siguiente nota: "Respetuosamente (te 
vuelto al Comandante General con la siguiente Orden de manera que los 
abogados espanoles puedan practicar su profesiôn en esta isla** (5I)* 
Obsêrvese que en la nota no se dice que la prâctica es por un ano* El 
General Henry aprueba el Informe y la Gaoeta de Puerto Rico de sâbado 
22 de abril de I899 publica la siguiente Orden Judicial (52), cuyo nû- 
mero es el 111:
"En virtud de lo ordenado por el Departamento de la Guerra en 
Washington y de acuerdo con lo dispuesto en el Tratado de Paris, 
el Honorable Comandante en Jefe del Departamento aprueba lo si- 
gui ente:
lo Durante el termine de un ano a contar desde la fecha en que 
esta orden se publique en la "Gaceta Oficial" y sin que tengan 
derecho a desempenar destines pûblicos, los abogactes espanoles 
residentes hoy en esta isla podrân ejercer aqui su profesiôn - 
sin que sea necesario para ello que renuncien previamente a su 
nacionalidad**
En la secciôn segunda de la Orden hay una serie de exigencies y 
condiciones, algunas de ellas innecesarias y mortificantes para aboga-
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dos que en 1899 llevaban muchos anos admitidos (53)» Por ejemplo, se 
les exige la presentaciôn de titulos al Departamento de Justicia, "pa­
ra probar su derecho a la prâctica y ante los Tribunales para poder - 
abrir oficinas" y el prestar "juramento,,, de que han de guardar y ha- 
cer guardar la Constituciôn de los Estados Unidos, ser fieles a las - 
instituciones por ella establecida en la naciôn americana y a las le­
yes aqui promulgadas y que se promulguen, reconociendo su soberania so­
bre Puerto Rico y comprometiéndose a no hacer ni intentar nada contra 
esa soberania ni contra el Gobierno Militar, aqui establecido o el que 
en adelante se establezca"*
El efecto de la Orden Judicial Nûm* 111 entre los abogados espa- 
holes fue de desazôn y disgustos# No s blâment e por la imposiciôn del - 
têmiino de un ano para finiquitar sus asuntos, o por el tono arrogante 
y las exigencias innecesarias, sino principalmente porque desde el 8 
de abril tenlan en su poder una comunicaciÔn oficial del "Acting Se­
cretary of War" con la soluoiôn del problema y anulaciôn de la Orden - 
de desaforo# El représentante legal de los abogados espanoles desafora- 
dos Mr. John G* Meyers, esq#, visitô el 24 de abril al Lcdo. Herminio 
Diaz Navarro en su despacho oficial (54)# Allf el Secretario de Justi— 
oie le informô a î^îr* Meyers, segûn éste mismo expone, "que el Departa­
mento (de la Guerre) ha concedido sôlo un ano a los abogados espanoles 
para ^ue practiquen su profesiôn, Cuando se le ensehô al Secretario de 
Justicia la comunicaciÔn del Departamento de la Guerra, éste prometiô 
emitir un Decreto conforme con estas instrucciones de 8 de abril, Has- 
ta ahora, treinta dias despuôs de esa entrevista y ningûn Decreto se 
ha publicado en la Gaceta Oficial" (55),
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Mr* Meyers, escribe al Secretario de la Guerra sobre lo aconteci- 
do* En un pârrafo de esta carta de 23 de raayo de 1899 dice: "Que el - 
Secretario de Justicia, serïor Herminio Diaa, cambiô completamente las 
instrucciones u ôrdenes, contenidas en su comunicaciÔn de 8 de abril, 
y que hizo publicar el siguiente Decreto en la Gaceta Oficial de 22 de 
abril" (56)* Luego procédé a citar la Orden Judicial Nûm» 111* Narra -
su visita al Secretario de Justicia y lo sucedido* Mâs adelante, reite
ra que al cabo de 30 dias no se ha publicado nada sobre este as unto y
que el mismo ha sido sometido al nuevo Gobernador Militar Davis el 22
de mayo, Termina con estas palabras: "al mismo tierapo debe enfatizarse 
que por las actuaciones del Secretario se les ha irrogado serios danos 
a los abogados espaiioles" (57), Como consecuencia de esto, el General 
Davis emite la Orden General Nûm* 69 de 24 de mayo de 1899 (58), cuyo 
texto dispone que:
"Hàbiéndose concedido autorizaciôn por el Departamento de la - 
Guerra a los abogados espanoles residentes aqui, para ejercer
su profesiôn en la isla, rescindase por la presents la limita-
oiôn de un ano impuesta por el pârrafo 1 de la Orden Judicial -
de 18 de abril prôximo pasado, publicada en el nûm# 95 de la -
"Gaceta Oficial", quedando garantizado el derecho de dichos ab£ 
gados a ejercer su carrera sin limitaciôn de tiempo",
Obsêrvese que quedaron vigentes los demâs pârrafos de la referida 
Orden Judicial# El 20 de junio escribe el Lcdo# Antonio Alvarez Nava 
a Washington D* C* Le manifiesta al Secretario de la Guerra Mr* Root 
que: "Me han enc omen dado los abogados espanoles residentes en esta ise»
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la el placer de expresar sus mâs sinceras gracias por la justa acciôn
a su favor... *' (59)# Luego graciosamente le avisa de una reclamaciôn
que preparan llevar contra el Gobiemo Insular (60)
En carta de 11 de julio, Mr. Meyers acusa privadamente al Lcdo. 
D ia z Navarro de incumplir ôrdenes.
"A pesar de que la autoridad del Secretario de la Guerra en — 
Puerto Rico es ley absoluta, bajo las condiciones présentes, — 
el Secretario de Justicia audazmente cambio o mejor, falsified 
las instrucciones emitidas por el Departamento de la Guerra, - 
Mâs aûn, no solamente cambiô esta orden final y perentoria, si­
no que indujo al Gobernador Henry a firmar una Orden Judicial 
falsa, como es évidente del Decreto publicado el 22 de abril, - 
en el numéro 95 de la Gaceta Oficial de Puerto Rico, Cuando el 
que suscribe, actuando como el représentante de los abogados - 
espanoles, le conminô a publicar la verdadera Orden del De parta 
mento de la Guerra en la Gaceta Oficial, el Secretario de Jus-
tioia no cumpliô con esa solioitud " (61)
Luego Mr. Mayers déclara: "Cuando finalmente el asunto fue puesto 
en conocimiento del Gobernador Davis, el Comandante del Departamento 
de Puerto Rico tomô acciôn pronta y equitativa, como se desprende del 
Decreto Nûm, 69, publicado el 25 de mayo en la Gaceta Oficial, donde 
la firma del Secretario de Justicia no aparece" (62), En el siguiente 
pârrafo se expresa asi: "El anterior procedimiento no es la excepciôn 
sino la régla con el Secretario de Justicia y con la mayoria de sus corn
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paneros politicos. De otra manera también es un hecho que todo patri£ 
ta puertorriqueno, todo hombre de négociés espanol, extranjero o ame- 
ricano, en la isla de Puerto Rico, piensa que una de las condiciones 
indispensables para el verdadero bienestar de la isla y sus habitantes 
es poner norteamericanos en todas las posiciones de responsabilidad - 
has ta que un nuevo parti do politico sur ja de la presents generaciôn jo- 
ven. que desde el prôximo ootubre. serâ criada y educada en las escue- 
las pûblicas supervisadas por educadores norteamericanos" (63),
En cuanto a si el Lcdo© Diaz Navarro se enterô de estas imputacio^ 
nés y las contestô, lo desconozco# Aparentemente por ser una comunica­
ciÔn confidencial nunca se enterô© Consigne pues una sola versiôn. Sa— 
bemos que al Lcdo© Dfàz Navarro lo relevan de su cargo y eliminan la 
Secret aria de Justicia el 15 de julio de 1899# TambiÔn estâmes cons­
cientes de su participaciôn muy activa en contra de la "United States 
Provissional Court for the Department of Porto Rico" y su defensa a ul 
tranza de la judicatura nacional puertorriquena, causaron su relevo,
El Departamento de la Guerra soslaya lo referente al Lcdo, Dîaz 
Navarro en su contestaciôn a Mr, Meyers de fecha 9 de septiembre de - 
1699 • La reolamaciôn de los abogados espanoles se présenta el 4 de di- 
ciembre de 1899 (64) # En carta de diez pliegos, Mr, Meyers présenta la 
misma al Honorable Elihu Root, Una de las causas para la misma es; - 
"Han transcurrido seis raeses y los abogados espanoles se han convenci- 
do por la experiencia, de que no sôlo un gran numéro de sus antiguos 
clientes han confiado sus asuntos a los abogados puertorriqueno s, sino 
de que hgy muy poca esperanza de que ninguno vuelva a sus antiguos as£ 
sores légales" (65)# Luego anade; "Muchos espanoles y puertorriquenos
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estân convencidos de que los casos argument ados por los abogados es­
panoles, después de ocho meses de no practicar, no tendrân êxito en - 
los Tribunales". Procédé Mr. Meyers abogado de los letrados espanoles,- 
a presentar una reolamaciôn por los danos sufridos por sus clientes*
La contestaciôn del Departamento de la Guerra no se hace esperar, El 
27 de diciembre de 1899 Mr* Meyers recibe su respuesta* Muy seca y al 
punto; "En contestaciôn tengo que informarle eue las reclam; ciones son 
por daiios no liquidados por razôn de acciôn de las autoridades milita- 
res de los Estados Unidos y que las mismas estân fuera de la jurisdic- 
ciôn de este Departamento de la Guerra y bajo nuestra foima de Gobier­
no, deben ir ante el Congreso" (66)
Gobierno del General Guy V# Henry, 6 de diciembre de I898 a 
9 de mayo de 1899#
El Gobierno del General Brooke tiene una duraciôn de un mes y seis 
dias* El Departamento de la Guerra désigna al Brigadier General Guy V* 
Henry, como Comandante del Departamento y Gobernador Militar de Puerto 
Rico* Al moment o de su designaciôn el nuevo inoumbente se desempenaba 
como ôncargado del Departamento de Ponce# El General Heniy toma pose- 
siÔn de su destine el 6 de diciembre de I898 (67), D, José G# del Valle 
nos describe al nuevo Gobernador en su libre, A travês de diez anos 
1897-1907 de la siguiente manera: "El General Henry era hombre excesi- 
vamente impre si onab1e y muy débil de carâcter, circunstancias ambas que 
deblan necesariamente conducirle a la realisaciôn de grandisimos desa- 
ciertos# Bajo la influencia sugestiva del grupo radical (republicano),
40
y cegado a la ves por el espîritu de una americanisaciôn râpida y ab 
soluta, se convirtiô en porta-estandarte de aquellos, dispuestos a - 
sacrificarlo todo a cambio de ventajas personales" (68)*
El "programa de gobierno" del General Henry lo expuso en una car 
ta dirigida al Présidente del Conse jo de Secretaries, D* Luis Munoz - 
Rivera y los demâs miernbros del mismo, fechada el 7 de diciembre de - 
1898* Diciia carta se publicô diez dias despuês en la Gaceta de Puerto 
Rico (69) # En el articule 4 del referido mens a je se dice: "Cuando los 
tribunales civiles se manifestaren remises en procéder contra bandidos 
y asesinos, las causas se êstos serân juzgadas por comisiones milita- 
res que he organizado al efecto * Los Alcaldes avisarân cuando ocurran 
estos casos, y los jefes militares remitirân los expedientes a este - 
cuartel militar, para que lo resuelvan las comisiones militares"* En 
esa misma carta, articule 6 se ordena la censura de prensa: "No se per 
mitirâ a los periodicos la publicaciôn de articules en que se criti— 
quen los actos de los que ejercen autoridad, Los periddicos que den a 
la luz taies articules serân suspendidos, y si esto no diese el resul- 
tado apeteoido, se acudirâ a medios mâs enêrgicos". La represiôn es la 
tônica del nuevo Gobiemo*
El 25 de noviembre de I898, Mr* Philip C, V/anna, Cônsul de los Ete 
tados Unidos en San Juan, escribe al Sr* Moore, Assistant Secretary of 
State en Washington, una carta oficial donde le informa sus opiniones 
sobre la situaciôn de Puerto Rico y ofrece sus sugerencias* Esta cornu— 
nicaciôn es interesante porque nos ilustra el pensamiento de la colo­




Tengo el honor de rnanifestar que la gente inteligente 
de esta isla espera el momento cuando los Estados Unidos extir- 
pen el estilo de gobiemo espanol con su maquinaria complioada, 
costosa y déficiente, la cual ha probado ser para ell os una - 
carga# Un Caballero puertorriqueno muy inteligente, de ascen- 
dencia espanola me decia el otro dia: Lo mejor para esta isla 
es que todo lo espanol sea totalmente cambiado; la forma de go­
bierno espanola, el Derecho espanol, los Tribunales espanoles, 
los métodos espanoles de tributaciôn, las costumbres espanolas, 
el sisterna de educaciôn espanol de ignorancia entre los pobres, 
las supersticiones espanolas y yo espero que también el idioma 
espanol sea cosa del pasado en esta isla",
En otra carta el mismo Cônsul informa sobre el Derecho que le con
viene a Puerto Rico; "Esta isla no solamente necesita oficiales nortea 
mericanos que administren el derecho sino que necesita leyes america- 
naa# El gran esoollo para una buena administraciôn es que nuestro s ofi 
ciales tienen que administrer las leyes que hicieron a Espana un fraca 
so por cuatrooient08 anos# Aun cuando nuestro Gobierno crea necesario 
continuer el gobierno militar, se le debe a estos la ventaja de tener 
buenas leyes americanas que administrer, haciendo que los puertorrique
nos conozcan los principios de las leyes y el gobierno nortearaericano
y lo lleguen a apreciar". Comienza con éstas declaraciones los inten­
tes de americanizaciôn juridica#
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Las Comisiones Militares#
Al dia siguiente, 8 de diciembre, se emitiô la Orden General Nûm# 
27 (70) que establece las Comisiones Militares (Militaiy Commissions)#
"Siendo évidente que los juzgados civiles debido a sus proce— 
dimientos lentes y excesivos trabajos no actûan con la rapides 
necesaria contra los bandidos que estân todavîa cometiendo cri 
menes de incendie y asesinato en la isla, y no habiendo recai— 
do ningûn caso (71), cuando es necesario un escarmiento inme- 
diato, se nombran Comisiones Militares para juzgar cuantos ca­
sos se traigan debidamente ante ellas"#
Debo aclarar que este tribunal marcial no debe ser confundido - 
con la Coraisiôn Militar que autorizô establecer el General Miles el - 
29 de julio de 1899, mediante circular y de acuerdo a las disposicio- 
nes marciales# La Comisiôn Militar "Miles" era para juzgar militares, 
auxiliares para-militares y civiles que cometieran delitos contra es­
tos durante la guerra declarada y en el teatro de la misma# La Comi­
siôn Militar que ordena establecer el General Henry es de otra natura- 
leza# Creo ahora pertinente examiner el oonoepto juridico de la "Mili­
tary Commission"# La secciôn 168 del Digest of Opinions of the Judge 
Advocate General of the Army (72) en vigor en 1898 nos informa que las 
Comisiones Militares ejercen jurisdicciôn sobre dos clases de "ofensas", 
ya sean cometidas por civiles o por personal militar# Estas son (l) - 
violaciones de las leyes de la guerra y (2) delit os sancionados por — 
las leyes civiles, los cuales por razôn de estar cerrados los tribu-
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nales no puoden juzgarse# Estas dos clases de ofensas deben ser come— 
tidas en el territorio enemigo durante su ocupacion por el ejercito y 
mientras permanezca bajo el gobierno militar o en una localidad que - 
esté fuera del territorio enemigo, pero en el cual se ha declarado la 
ley marcial por autoridades compétentes# La Comisiôn Militar autoriza- 
da por el General Miles es la que se contempla para juzgar militares, 
auxiliares y personas que cornetan délites contra éstos en el territorio 
enemigo durante su ocupaciôn por el ejército#
^Cuâl es el status de las Comisiones Militares autorizadas por el 
General Henry? ^Cual es la situaciôn de Puerto Rico? ^Se ha declarado 
la ley marcial en la isla? ^Estân cerrados y sin funcionar los Tribuna— 
les de Puerto Rico?. Kl Protocolo de Paz de 12 de agosto de I898 en - 
cuanto a la isla de Puerto Rico se refiere, detiene total e inmediata- 
mente las operaciones de guerra entre los ejércitos de Espaha y Estados 
Unidos# Las mismas tuvieron una extensiôn de 19 dfas escasos. En ningun 
moments de ese breve tiempo el comandante militar nort eameri c ano Gene­
ral Nelson A# Miles se viô obligado a cerrar los tribunales de justicia 
que se encontraban en los pueblos y ciudades de su zona de influencia* 
Estos continuaron administrando justicia normalmente# La mayoria de los 
magistrados espanoles renuncian voluntariamente por no prestar juramen 
to a los Estados Unidos y perder su nacionalidad# Inmediatamente el G^ 
neral Miles désigna puertorriquenos para sustituirles, ejemplo de ello 
es el nombramiento del Lcdo# Rosendo Matienzo Cintrôn como Présidente 
de la Audiencia Criminal de Ponce (73)# La vida diaria e institucional 
se normaliza, con los cambios y accidentes de rigor, en los pueblos y 
ciudades de la zona de influencia del ejército nortearnericano desde el
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12 de agosto de I898 has ta el 18 de octubre de ese mismo ano* No se 
déclara la Ley marcial*
Comparemos la situaciôn puertorriquena con la del Archipiêlago de 
las Pilipinas* Alli el General nort eameri cano Wesley Merritt emite una 
Proclama el I4 de agosto de 1899 (74) que descontinûa los Tribunales 
de Justicia como entonces existian y los sustituye por tribunales mild 
tares, oficiales del Ejército sustituirân a los magistrados civiles*
A pesar de que en ese momento continuarân en vigor las leyes civiles 
y pénales siempre y cuando sean compatibles con los propôsitos del Go­
bierno militar* Ocho dfas despuês se publica la Orden General Nûm* 8 
de 22 de agosto de I898 (Serie de las Pilipinas), Este decreto militar 
dispone que los Tribunales que permanecieron funcionando y sustituyen— 
do a los antiguos no ejercerân jurisdicciôn criminal sobre los civiles, 
los cuales serân juzgados por las Comisiones Militares, Cortes del Pre 
boste y Conse j os de Guerra* De esta forma la jurisdicciôn criminal e^ 
tarâ totalmente en manos de los foros militares* En agosto, septiembre 
y octubre vuelven a emitirse nuevas Ordenes Militares ampliando los - 
poderes y jurisdicciôn de los tribunales militares* No serâ hasta ju­
nio de 1899 en que se le devolverâ a algunos tribunales ordinaries su 
jurisdicciôn criminal* Esto no significa que las Comisiones y oferos - 
tribunales del Ejército y la Marina no continuarân juzgando civiles en 
todo el Arohipiélago. Se le otorgô a estos organismes de justicia mild 
tar la potestad de continuer interviniendo en los delitos que ellos - 
ent en die ran pertenecian a su fuero# La razôn para esta situaciôn de ex 
cepciôn es la guerra que sostiene el patriote D* Emilio Aguinaldo, Pr^ 
sidente de la Repûblica Pilipina en armas contra los Estados Unidos#
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Tampoco la realidad puertorriquena puede compararse con la situaciôn 
de Nuevo México en 1846 (75)# Esta provincia de México fue tomada por 
el Ejército norteamericano cesando entonces todo régimen de gobierno 
local mexicano* El General Kearney, Comandante del ejército de ocupa­
ciôn se proclamô Gobernador, preparô Côdigos de leyes civiles y crimina 
les, estableciô un sistema complets de tribunales de justicia y desig- 
nô funcionarios. Esta situaciôn duré cinco anos, otorgândosele luego - 
a Nuevo México la oategoria de territorio# Ninguna de estas dos situa— 
ciones se asemeja a la realidad puertorriquena#
àCuâl es el status de las Comisiones Civiles establocidas por el 
General Henry2,. La referida Military Commission es para celebrar jui- 
cios a civiles puertorriquenos# Este foro marcial no estâ autorizado - 
por las disposiciones légales de la Ley de la guerra, ni por las opiniç* 
nés del "Judge Advocate General of the Army" (76) # La secciôn 1680 del 
"Digest of Opinion", antes citada no contempla ni autoriza la Comisiôn 
Militar que Henry creo por Orden General# Para poder establecer jurî- 
dicamente este organisme tienen que darse las siguientés condiciones: 
"que los civiles cometan delitos sancionados por las leyes de su comu­
ni dad, los cuales por razôn de estar cerrados los tribunales civiles - 
ordinaries del lugar o sus funciones suspendidas no puedan juzgarse"#
En Puerto Rico los tribunales permanecieron abiertos y se gozaba de - 
paz con excepciôn del noroeste de la isla donde operaban en las monta— 
has parti das sediciosas y cuadrillas# Dos dfas despuëfe de aprobarse la 
Orden General Nûm# 27, antes mencionada, se firma en Parfs el Tratado — 
de Paz# Aparentemente el General Hen;ry se valiô de la confusiôn existen
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te para décrétai' la creaciôn de estos "tribunales" militares# No creo 
que actuase sin informaciôn, pues estaba al tanto de lo que ocurrfa, 
tenla una divisiôn legal a sus ôrdenes y usaba del cable militar# La 
secciôn I69I de las citadas Opiniones del "Judge Advocate General of 
the Army" dispone: que la jurisdicciôn de la Comisiôn Militar autori— 
zada por la ley militar pue de ser ejercitada hasta la fecha de un a- 
cuerdo de paz entre las partes hostiles o por la declaraciÔn de la au 
toridad compétente de que se terminé el status de guerra, El mismo C_o 
ronel V/inthrop escribiô un libro considéra do un clâsico, me refiero - 
a Military Law and Precedent cuya segunda ediciôn es de I896# Alii - 
nos dice el autor: "Un estatuto no puede ser interpretado de manera 
tal que un ciudadano civil pueda ser legalmente puesto a disposicion 
o ser accesible a la jurisdicciôn militar en tiempo de paz"# (77)
La razôn principal que nos ofrece el General Henry para crear e^ 
tos organismes militares de excepciôn es la necesidad de dar un escar 
miento inmediato a los "bandidos" que cometen delitos de asesinato e 
incendie# Asimismo, nos informa que "los juzgados civiles debido a - 
sus procedimientos lentos y excesivos trabajos no actûan con la rapi- 
dez necesaria"# (énfasis suplido). Examinemos ambos argumentes# Nos 
encontramos frente a un problema histôrioo e historiogrâfico puerto­
rrique ho: las llamadas Part idas sediciosas (78) # Las Parti das sedioi_o 
sas eran guerrillas armadas de independentistas que funcionaban en - 
los montes y ccmpos de Arecibo, Lares, San Sebastian, Las Marias y - 
May ague z# Una de ellas, la m ^  popular y conocida, la Parti da de Agui- 
la Blanca proclamô la independencia politica de Puerto Rico (79) e - 
hizo la guerra continua a las tropas y convoyés nort eameri canos y a
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las haciendas y comerciantes espanoles. La zona donde operah a ésta 
y otras guerrillas tenia una larga tradicion revolucionaria. Su acti- 
vidad fué intensa pero en términos générales inefectiva,
Dehemos también tener presente que junto a estas partidas patri^ 
ticas operaban también bandas de foragidos que se vengaban de los a- 
buBos que recibieron de los hacendados espanoles, También participa- 
ban delincuentes de derecho comûn sin otro môvil que el lucro perso­
nal, Para compléter la perspective debemos tener en cuenta algunos - 
factores; el memento anârquico que se vive, la ausencia de fuerzas - 
del orden publico, el odio de clase de muchos campesinos y obreros hn 
cia los comerciantes y agricultores espanoles y puertorriquenos, la 
tradicién revolucionaria que se fermentaba en Puerto Rico desde hacia 
mucho tiempo#
Todos los informes militares que he examinado afrontan el probl^ 
ma de la misma manera# El mâs antiguo de los informes es una carta - 
del General Brooke al Adjuntant General of the Army, fechada el 30 - 
de noviembre de I898# Alli se manifiesta lo siguiente:
"Cuando el Protocolo se firmô nuestras tropas ocupaban la ju- 
risdiccién de Mayagüez y Guayaraa, patrullando todos los pue­
blos y villas y los puntos que eran necesarios para la preser- 
vaoién del orden# Segun el proceso de evacuacién continuaba,- 
oada sitio del oual las tropas espanolas se retiraban era ocu- 
pado por nu est ras tropas, tan pronto como era practicable, sin 
embargo, las Iluvias y los rios nos hicieron tardar© Bandidos 
se,, aprovecharon de este periodo de transiciôn para cometer (te
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predaciones, atrocidades y algunos asesinatos en el nor-oeste 
de la isla, en la veoindad de Arecibo, Lares, San Sébastian - 
y Las Marias. Airededor de sesenta edificios de todas clases 
fueron incendiados y cometidos dos o très homicidios# La mayo- 
rfa de estos actos estaba dirigida en contra de propietarios 
espanoles, y no hay duda que tiene su origen en viejas renci- 
llas surgi das bajo un sistema de peonaje y opresiôn que era - 
poco menos que la peor de las esclavitudes; en pocas ocasiones 
en el fonde del problema lo que habîa eran animesidades poli­
tisas.
En poco tiempo nuestras tropas arreglaron la situaciôn, matan­
do a algunos lideres de las diferentes bandas y arrestaron en 
total sesenta de los peores elementos. Estos ahora son juzga­
dos y sentenciados por los tribunales civiles, pero ha habido 
algun retraso en muchas localidades y ha sido necesario nombrar 
nuevos jueces y otro personal civil# Desde el 1 de noviembre — 
han cesado los incendies y otros delitos en ese sector del pals
y no ha habido ninguno en el resto de la isla, fuera de los or
dinarios en toda comunidad".
Luego vemos como cambia la vlsiôn que se tiene de la situaciôn 
y los informes sobre la misma. El 24 de onero de 1899 testifica el 
Mayor Charles L. Cooper ante el Comisionado especial Dr. Carroll. Ite 
pite que se cometfan muchos delitos contra propietarios, que los ca­
sos se acumulaban en los tribunales civiles quienes eran impotentes
o indiferentes ante los mismos. Que ante la lentitud de los procesos
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el General Henry constituyô una comisiôn militar y que impus o una 
sentencia de prisiôn en las cârceles de los Estados Unidos. Esto e^ 
timulô a los tribunales civiles como era la intenciôn del ejército. 
Iwego el Mayor Cooper sostiene que las casos ante las Comisiones lii 
litares se juzgaron segun la ley internacional que fue declarada por 
Idebers en "1862 o 1863". Continua este oficial declarando sobre - 
métodos de represiôn necesarios en la isla. En su informe final, el 
Gobernador Militar Davis récapitula este asunto y vuelve a repetir 
la teoria de la inutilidad de los Tribunales civiles de Puerto Rico 
para ver estos procesos. Justificando la acciôn de su predecesor - 
ahora sostiene que la evidencia révéla "bandas bien organizadas de 
merodeadores" quienes tenian el campo aterrorizado con sus actos de 
vandalisme y atrocidades. Luego narra el General Davis que los acu- 
sados y amigos intentaron por todos los medios que sus casos se tras 
ladasen a los tribunales civiles y que estos esfuerzos tenlan la sim 
patfa y ayuda de altas autoridades civiles. Finalisa elogiando a las 
Comisiones Militares gracias a las cuales terminé el vandalisme. - 
Vuelvo a repetir que los Tribunales civiles de Puerto Rico estaban 
funcionando normalmente y que no fueron cerrados o inhabilitados en 
su jurisdicciôn criminal.
En cuanto a la lentitud de los procedimientos criminales de los 
Tribunales civiles, esta no es razôn valida para sacar de ese foro 
a los supuestos violadores del orden pûblico, quienes eran civiles 
puertorriquenos. Si estos hubieran atacado al Ejército de Estados - 
Unidos -cosa que no sabemos- la ley militar vigente disponîa que les 
juzgasen las Comisiones Militares del General Miles creadas el 29 —
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de julio de I898 y couvai i dadas por el articule VI de la Orden Gene­
ral Nûm# 1 del General Brooke de 18 de octubre de 1898# La misma die 
pone que:
"VI# En ningun caso podrân los Tribunales de Puerto Rico ejer 
cer jurisdicciôn sobre crimenes o delitos cometidos por ofi— 
ciales o soldados pertenecientes al Ejército de los Estados 
Unidos, o por personas que dependan o se hallen al servicio - 
de dicho ejército; como tampoco sobre ningun crimen o delito 
cometido contra cualquiera de estos por vecinos o transeuntes 
del territorio# En taies casos, la jurisdicciôn compete a los 
consejos de guerra o comisiones militares"
Quizâs el Gobernador Militar no desea admitir publica y juridi- 
camente que las tropas de ocupaciôn eran objeto de continue ataque — 
por insurrectos, no lo sabemos# Los Tribunales civiles ordinaries ti_e 
nen jurisdicciôn y la ejercian, al quitârsela y someter a civiles - 
puertorriquenos a las Military Commissions, el General Henry comete 
un acte arbitrario, violenta el Derecho Militar, el Derecho Intema- 
cional y los derechos, privilégiés e inmunidades que tienenrreconooi 
dos los civiles puertorriquenos, aûn en esta situaciôn# Halleck en 
su obra tan citada por Mr# Magoon, International Law (80)i
"There can be no doubt that .when the war ceases the inhabi­
tants of the ceded territory cease to be governed by the code 
of war# Although the government of military occupation may - 
continue, the rules of its authority are essentially changed, 
it no longer administer the laws of war, but those of peace.
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The governed are no longer subject to the severity of the - 
code militaiy, but are remitted to their rights, privileges 
and inmunities under the code civil"#
Aun cuando el Gobierno militar de ocupaciôn continue, cambia 
es enoi aiment e, no administra las leyes de la guerra, sino las de la 
pazo Los gobernados no estân sujetos ya al severe côdigo militar, si 
no que se les devuelven sus derechos. privilégiés e inmunidades ba­
jo las leyes civiles# Ademâs de violar las disposiciones del Derecho 
Internacional de la êpoca, segun expuestas por Halleck, el General 
Henry y el Gobiemo Militar violan lo de ci di do por la célébré s en ten 
cia del Tribunal Supremo de Estados Unidos titulada Ex Parte Milli­
gan (81) decidida en 1866, treinta y dos anos antes, y que establece 
una doctrina antonces y ahora en vigor;
*'Si en una invasiôn extranjera o guerra civil, los Tribunales 
estân realmente cerrados, entonces, en el teatro de operacio­
nes militares activas, donde la guerra de veras prédomina, y 
donde no queda ningun poder sino el militar, se permite gober
nar por la ley marcial hasta que las leyes tengan curso libre.
La ley marcial nunca puede existir cuando los tribunales es­
tân abiertos, y en el ejercicio propio y no obstruado de su 
jurisdicciôn"#
Esto es, que se establece la doctrina del "open court"# Mr# —  
Milligan, un civil no podla ser enjuiciado por una Military Comission 
mientras los Tribunales permanecieran abiertos# La ûnica forma en —
que se puede juzgar un civil por tribunales militares es en el teatro
52
de la guerra donde los juzgados civiles no estên funcionando, decia— 
rando la Ley marcial porque se estâ en guerra activa e inmediata* - 
Debe tenerse en cuenta que la Orden General Nûm# 27 que establece la 
Comisiôn Militar para juzgar civiles que cometan delitos penados por 
el Côdigo Penal de Puerto Rico, en vigor, tiene fecha de 8 de diciem 
bre de I898# Dos dias después, el 10 de diciembre se firmô en Paris 
el Tratado de Paz y que desde el 12 de agosto de ese ano, cuatro me— 
ses antes, se habîa firmado el Protocolo de Paz,
Mr, V/illiam Dinv/in dice en su obra, Puerto Rico, its conditions 
and possibilities (82) al tribunal militar "el peor ejemplo de poder 
despôtico", El sacerdote jesuita Edward J, Berbusse compara estos - 
tribunales con las cortes del "Star Chamber" por lo agrèsivas que le 
parecen#
La condiciôn jurîdica de las Comisiones Militares continua preo 
cupando a las autoridades gubernamentales# El 16 de febrero de 1899 
el asesor juridico militar del General Henry (83) escribe una carta 
sobre el asunto al Adjuntant General of Porto Rico;
" En vista de la ratificaciôn del Tratado de Paz entre los - 
Estados Unidos y Espaha, tengo el honor de llamar su atenciôn 
al hecho de que actualmente hay pendientes ante las Comisio­
nes Militares de este Departamento un gran nûmero de casos - 
bajo acusaciones de asesinato, incendio, robo, hurto y otros 
delitos graves. Estas ofensas fueron cornetidas (y siguen co- 
metiéndose) por bandidos en varias partes de la isla, Actual­
mente hay très Comisiones Militares juzgando estos casos, de
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los cuales se dispone lo mâs rapido posible. Sin embargo, — 
quedara un nûmero considerable de ellos después de la procia— 
maciôn de la paz y como pueden surgir otros en el futuro y - 
serâ necesario recurrir a los tribunales militares, tengo que 
recomendar, que en ausencia de legislaciôn por el Congreso, 
se solicite del Présidente que se proclame la Ley Marcial —  
siempre que se estime necesario# La jurisdicciôn de las Comi— 
siones creadas al amparo de la Ley de la Guerra (como son las 
nuestras) solamente puede ser ejercitada hasta el memento en 
que termine el status de guerra# Los casos pendientes se tie— 
nen que abandonar" (84)
La referida carta fue enviada al Departamento de la Guerra, Es­
te ministerio no tomô acciôn ni contestô, Dos dias antes de que el 
Présidente proclamara el Tratado de Paz -el 12 de abril- se enviô 
un cablegrama al Judge Advocate General en IWashington solicitando - 
instrucciones, A ésta y la anterior consulta respondiô el Judge Ad­
vocate General en Washington;
"El asunto de la legalidad de la proclamaciôn de la Ley mar­
cial y el nombramiento de Comisiones Militares en Puerto Rico 
después de la declaraoiôn de paz es uno de gran importanoia# 
La situaciôn allf es una de ocupaciôn hostil o gobierno mili­
tar, como ha sido llamada (opiniôn del Juez Présidente Chase 
en la sentencia de Milligan, 4 Wall, 142) y no hay duda de^la 
autoridad para designar las referidos organismes en la actua- 
lidad# Pero con la declaraciôn de paz surge una situaciôn di- 
ferente... La régla de ocupaciôn hostil no puede ser puesta
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en vigor. El tratado de paz sostiene que los tribunales ordi­
naries de lo criminal continuarân existiendo, pero si no se 
puede descansar en ellos para penalisar los delitos, parece — 
que el Présidente tendria el poder de designar un Tribunal - 
provisional de jurisdicciôn compétente.(85).
La interpretaciôn que ofrece el Judge Advocate General del War 
Department sobre el status del Gobierno Militar difiere totalmente 
de lo que el asesor juridico del mismo ministerio Mr, Magoon expone 
en su extenso y razonado estudio: The power functions, and duties of 
the military government maintained by the United States in the islands 
lately ceded and relinquised by the government of Spain# Asimismo, — 
se cita la opiniÔn concurrente minoritaria del Juez Présidente Mr# 
Chase en la sentencia de Ex Parte Milligan y no la opiniôn mavorita­
rda que estipula y establece todo lo contrario a lo que ahora sostie_ 
ne el Judge Advocate General# Solo vuelvo a citar de la opiniôn ma— 
yoritaria que es la que pauta la posiciôn del Tribunal, Allî se di- 
jo por voz del Juez Davis: "La ley o reglas marcial nunca puede exi^ 
tir donde los tribunales estân abiertos y en el ejercicio propio y 
no obstruido de su jurisdicciôn, Solamente se le confina a la loca­
lidad actual de la guerra" (86), Y en Puerto Rico, los tribunales — 
permanecen abiertos, no hay guerra ni se ha declarado la ley marcial. 
Las Comisiones Militares funcionan durante seis meses y diez 
y seis dfas, desde el 8 de diciembre de 1899 hasta el 24 de mayo de 
1899» cuando son descontinuadas por la Orden General Nûm# 67 de aque 
lia fecha# La misma dispone en su primer articule que: "Los jueces
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de instrucci6n y Certes de Justicia de la isla conocerSn en adelan— 
te de todas las causas criminales hoy pendientes de fallo ante las 
Coraisiones Militares, que a su jurisdicciôn traspasase este Cuartel 
General por conducto de la Seoretaria de Justicia"*
La siguiente es la estadlstica de les juicios oelebrados por - 






1* Ataque con intension de matar, robo y extorsion 1
2* Incendio, amenazas de matar y crueldad de animales 4
3* Incendio, amenazas de asesinato, incitar a otros
a corneter delitos 1
4# Asooiaciôn con bandas de malhechores y portaciôn
de armas ilegalmente 1
5* Intente de ataque con intenoiôn de matar 2
6 m Aoometimiento y agresiÔn con intenciôn de matar 1
7• Hurto 3
8# Conspirar para chantagear 2
9# Solicitor dinero ilegalmente, complice de robo 1








16# Transgresiôn en propiedad del gobierno 1 "
La Admisi6n de los abogados norteamericanos
Lespuês del establecimiento del Gobierno Militar de los Lstados 
Unidos en Puerto Rico el 18 de octubre de I898, coraenzô la inmigra- 
ci6n a la isla de mucbos ciudadanos norteamericanos# Unos venian a 
establecerse en el comercio de San Juan y otros pueblos# Ejemplo de 
ello son los inmumerables anuncios en las pâginas de los diariôs del 
pais# El favorite de los comerciantes estadounidenses era The San 
Juan Nev/s (88)# En las column as de este agresivo diario se leen anun 
cios tras anuncios en idioma inglês ofreciendo productos norteameri­
canes o del pais# Todos les ahaden la coletilla "american"# Asi, —  
"American Barber shop"; "American Cigar Store"; "American store", - 
para distinguirlos de los puertorriquehos y atraer al pûblico, asî - 
comienza el mito de que si es americano es superior (89). Otros inm_i 
grantes norteamericanos llegan para establecer oficinas de servicios. 
Taies las "American doctors"; "American dentist" y "American la\?yers" 
que entonces florecieron# Sus anuncios abundan en la prensai
"Horton y Cornwell "Francis H# Lexter
Abogados americanos Attorney at Law
San Juan y Mayagüez Abogado americano
San Juan, Puerto Rico
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A veces, un profesional norteamericano se asocia con uno puer— 
torriqueno# Ejemplo de esto es el anuncio de "Eandrôn y Smith, Por­
to kican and American La^^ers" • Era la sociedad profesional del - 
Lcdo. Rafael LÔpez LandrÔn y Mr. Herbert E. Smith. Otras veces se 
destacaba en la prensa que el profesional habfa efeotuado sus estu- 
dios en Est ados Unidos. Al respects The San Juan Hev/s publica una 
noticia don de se hace esta afirmaoiôn: "... dice que es el primer - 
puertorriqueho que fué a Puerto Rico con un diploma de abogado de - 
Universidad Americana... y que es el primer abogado americano en ser 
admitido a las Cortes espanolas de Puerto Rico" (90).
También venîan a la isla pastores religiosos o ministres de la 
iglesia protestante, desconocedores en este moments de la situaciôn, 
costumbres y cultura de los puertorriquenos, Algunos obran sin tac­
ts ni respeto a la forma de ser del pueblo de Puerto Rico, csusando 
situaciones desagradables, irritantes y a veces ridicules- El oaso 
de un reverends de nombre Reverend Anderson y otro llam^do Reverend 
Fernando* En doce de noviembre de I898 este ministre comenzô a can- 
tar y predioar en inglés en la plaza pûblica de San Juan, Pronto, in 
numerable8 curiosos se congregaron y al terminar el Rev. Anderson,
D. Eduardo Neuman Gandia que estaba entre los présentes intervins y 
manifesté que los puertorriquenos eran un pueblo suficientemente ci- 
vilizado, que esas manifestaciones eran ri df cul as y que cada uno de 
los présentes estaba capacitado para saber lo que le convenia. La — 
muchedumbre api au dl 6 a Neuman Gandia y dos sol dado s le llevaron es— 
coltado hasta un campamento militar. La muchedumbre se reuni6 al fren 
te del mismo y protesté de esta accién saliendo poco después Neuman
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G-andla en libertad, siendo aplaudido por Ic multitud ue luego se - 
dispersé# Después de éste incidente el orador sagrrdo obtuvo un per­
mise de predicar pero no lo hizo mas en las plazas publions (9I),
Muchos ciudadanos norteamericanos creian que Cuba y  Puerto Rico 
eran lugares propicios para hacer una fortuna râpida y  fâcil. En tér 
minos générales las instrumentalidades militares y  gubemativas de s a 
lentaban a esos "caza fortunes" (92). Entonces se editaban en Estados 
Unidos numerosas gui as para personas interesadas en Puerto Rico y  las 
mismas se vendian raucho: e.g., American Colonial Handbook: facts and 
figures about Porto Rico. Cuba and Hawaii (93); Our Island Empire. A 
Handbook of Cuba, Porto Rico, Hawaii and the Philippine Islands (94) 
Everything about Porto Rico (95), todas de 1899* Tan temprano como el 
5 de diciembre de I898 el diario La Democracia criticaba acremente en 
un editorial a los nuevos "carpet-baggers" que llegaban a San Juan y  
a otras oiudades de la isla, Calificaba a éstos "de una nube de aven— 
tureroo ^luienes sin duda creen lue Puerto Rico estaba abierto nara la 
conquista". Dîas después, en agrla polémica con el érgano periodisti 
00 de los intereses norteamericanos, The San Juan Hev/s, el diario - 
puertorriqueno La Correspondencia de Puerto Rico manifestaba edito- 
riaimente "Nosotros los puertorriquenos respetuosos de la ley tenemos 
un me.jor derecho a quedarnos en esta tierra que esos aventureros guie- 
nes vienen aqui sedientos de riguezas" (96),
Por esta época, se susoitan innumerables comunicaciones al Depar 
tamento de la Guerra y otros ministerios, solicitando informes sobre 
Puerto Rico con el propésito de embarcarse a la isla y comenzar una 
nue va vida. El referido departamento gube marnent al usualmente contes—
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taba desalentando las peticiones. Se les explicate las condiciones - 
de la sociedad puertorriquena y  les informât a que contrario a la creen 
cia popular de que era muy fâcil hacer fortuna en Puerto Rico, habfa 
que trabajar rauy dure para tener un decoroso medio de vida. Se llegô 
a exigir que los inmi grant es de cierta clase tuvieran el boleto de - 
barco de regreso para evitar los problemas que los iniciales inmigran 
tes tuvieron y  que los gobe mantes militares se vieron obligados a - 
resolver,
poco tiempo después de inaugurado el Gobierno Militar de los Es— 
tados Unidos en San Juan comenzar on a llegar a la isla abogados nor— 
teamericanos deseosos de praoticar su profesiôn# La tôtalidad de ellos 
desconocfan el idioma espanol y  el Perecho puertorriqueno. Al inten­
ter praoticar la abogacia el Lcdo, Juan Hernandez Lépez rehusé el per 
raiso. Sobre este particular manifiesta Mr, Francis H, Dexter (97), - 
quien era un abogado norteamericano y  représentante y Agente de la - 
Cuban and Pan-American-Exprès Company en Puerto Rico, el 10 de febre 
ro de 1899 : "Poco despqês de la ocupaciôn de la capital de esta isla 
por las fuerzas norteamericanas un grupo de inteligentes abogados de 
buena reputaciôn vinieron aqui con la idea de vivir aqui y de practi- 
ôar su profesiôn# Has ta donde yo he podido saber ninguno de estos oa 
balleros hablaba el idioma espanol ni conocia las ley es y los côdi- 
gos de Puerto Rico" (98),
Uno de los abogados, Mr, John M, Keldy (99) inconforme con la — 
decisiôn del Seoretario de Justicia puertorriqueno, présenté una Ins- 
tancia al Gobemador Gen# Guy V. Henry, El asunto pasé al Lcdo, Juan 
Hernândez Lépez para su opinién y diet am en, El Informe del referido
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Seoretario de Justicia reaa asi;
"Este asunto es de verdadera importancia, Hosotros tenemos un 
CÔdigo Civil que régula todas las relaciones de la vida priva- 
da; una Ley Ilipotecaria, que se ocupa de las garanties que se 
constituyen sobre los bienes inmuebles; un Côdigo de Comercio 
que trnta de la vida mercantil; una Ley del Notariado por la 
que se rige esta carrera especial y en la nue se indican las 
formas y solemnidades que deben guard: rse en el otorgaraiento - 
de las escrituras; un Côdigo Penal que reprime y castiga los 
delitos; una Ley de Enjuiciamiento Civil que senala el modo de 
tramitar las reclamaciones a pleitos civiles; una Ley de Enjui 
ciamiento Criminal que prescribe el modo de instruir los pro— 
cesos y de fallarlos; una Ley sobre los aprovechamientos de a- 
guas pdblicas; otra Ley sobre expropiaciôn forzosa cuando se 
trata de hacer obras de utilidad pûblica; otra Ley sobre el re 
gistro de los actos de la vida civil, como nacimientos, casa— 
raientos y defunciones; una Ley de organizaciôn y funoionamien— 
to de los Tribunales de Justicia y otras mâs de menos import6n 
cia» Todo ese conjunto de leyes que constituyen nuestra vida 
juridica esta escrito en idioma espanol que es el que habla la 
mayor parte de los habitantes del pais. La profesiôn de aboga­
do no es como la medicina que es universal en todas partes, — 
Las leyes varlan segûn el pais en eue rigen, Y un abogado n e -  
cesita conocer las del territorio en .ue piensa ejercer su pr£ 
fesiôn y necesita conocer el idioma que en ese territorio se 
habla porque de otro modo podria comprometer los intereses que
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le fUesen confiados y no le séria posible entenderse con los 
clientes ni hacerse entender de los tribun aies, Por ello a rai
juicio para permitirsele a un abogado americano el ejercer su
profesiôn en Puerto Rico deberâ exigirsele; 10,— La presenta- 
ciôn del titulo que le haya si do librado en los Es tados Unidos 
20,- i^ ue un exâmen hecho ante la Corte Suprema de Justicia d^ 
muestre que conoce nuestras leyes y hablan nuestro idioma y - 
30,— Que aprobados que sean en ese examen se inscriban en el 
Colegio de Abogados" (lOO),
Este informe fue estudiado por Gobernador Militar y basândose - 
en el mismo el General Henry rehusô permitir que los abogados nortea 
mericanos fueran admitidos a la prâctica de la abogacia en Puerto Ri­
co a menos que previamente aprobasen un examen de revâlida (lOl), A
pesar de esta decisiôn los abogados norteamericanos continuaban tra- 
tando de entrar al foro puertorriqueno ejerciendo toda la influencia 
que podian. El 12 de enero de 1899 el Gobernador Ge, Heniy decide in 
formar de la situaciôn al "Adjuntant General of the Army en l/ashing- ' 
ton D,C; (l02)• ■
Sehors
Tengo el honor de informer de que recibo constantemente 
solicitudes de abogados americanos para praoticar ante los tri 
b un aies de esta isla, pero a menos que aprueben el exâmen re- 
querido por las leyes espanolas en vigor hasta la ratificaoiôn 
del Tratado de paz, cuando se presume que el Congreso pasarâ 
las leyes necesarias, soy de opiniôn que aquellos deben impe- 
dirseles la prâctica, excepto en sociedad con un abogado que
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hable espanol, Aûn cuando se les admita a la prâctica no en— 
tiondo como pueden comparecer ante los tribunales, cuyos pro— 
cedimientos se conducen por el présente necesariamente en len 
guaje espanol, Hago este informe de raanera que prepare la le- 
gislacion necesaria sobre la materia"
ûbsêrvese que el Gobernador liilitar continua respaldando la opi 
niôn y polftica pûblicas recomendadas por el Seoretario de justicia 
Hernândez Lôpez, Sin embargo, el General Henry la matiza cuando mani» 
fiesta; excepto en sociedad con un abogado que hable espanol,,"
Asimismo, comete un error de interpretaciôn al manifestar que las 1^ 
yes en vigor exigîan un exéjnen de revâlida, ésta no era la realidad 
como bien sabemos, sino la opiniôn del Seoretario de Justicia con re- 
feréncia a los extranjeros. La carta oficial del Gobernador Henry es 
recibida en la "Custom and Insular Division" del Departamento de la 
Guerra el 24 de enero de 1899 (l03). El Judge Advocate General (IO4) 
Mr, Liebers contesta el 31 de enero lo siguiente;
"Respétuosamente devuelto al Seoretario de la Guerra con la re 
comendaciôn de que se le informe a Henry de que tiene autorl- 
dad (bajo las condiciones existentes) para hacer y ejecutar r^ 
glamentos con referéncia a los abogados norteamericanos que - 
practiquen en los Tribunales de Puerto Rico",
El 2 de febrero el "Assistant Secretary of War" autorisa al Go­
bernador Militar a adoptar los reglamentos que créa convenientes in­
form an do de ello al Departamento de la Guerra (105), Entonces el Go­
bernador General consulta y emite una directria (IO6) con relaciôn a
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los abogados nortoamericanos que desean ejercer la profesiôn de ab_o 
gado en Puerto Rico*
"Como se ha demostrado, no considero que se admitan los aboga 
dos norteamericanos excepto an los tÔrminos explicados* SÔla 
monte es una clase inferior la que esta tratândo de ser admi- 
tida y yo no aprobarô eso* Esa gente hace mâs dano que bien a 
la isla"
Guy V* Henry
El 6 de febrero de 1899 renuncia el Seoretario de Justicia Lcdo, 
Hernândez lôpez por causa de una aguda crisis politisa, El nuevo mi­
nistre Lcdo, Herminio Diaz Havarro, ratifica en su totalidad el Infor­
me de su antecesor inmediato sobre la admisiôn de abogados norteame— 
ricanes* La prensa de Estados Unidos informa sobre el asunto, Enton­
ces Puerto Rico era objeto de constantes reportajes periodisticos en 
la prensa norteame ricana* Ejemplos de articules en revista son: "Pur 
new possessions and the interests they are exciting"; (107)'Tat offi­
ces going to incompetent Americans" (108) ; ILL feeding tov/ards Ameri­
cans (109)•
Los abogados norteamericanos interesados es crib en al Departamen­
to de la Guerra inquiriendo sobre los requisites para tomar el examen 
de revâlida y solicitando copias de reglamentos* Carta tipioa es la 
siguiente: (llO) "Sehor: He lei do en el Star de dia 2 que los aboga­
dos que deseen praoticar en los tribunal es de Puerto Rico se les re­
quiers aprobar un examen y cumplir los reglamentos establecidos por 
las leyes que reglamentan la prâctica de la abogacia ante los tribu— 
nales, deseo cumplir esos requisitos de las leyes espanolas en vigor 
en Puerto Rico, solicite que se me ernvie copia de las mismas para mi
inforrnaciôn" • Fimia la carta tir. E. G, Farrell, abogado de Washing­
ton D.C. La referiaa comunicaciôn y otras como esta fueron enviadas 
al General Ileniy el 4 de marzo de 1899 « En la carta de trâmite al Go 
bernador Militar Henry se dice:
II
Desde que aprobamos la recoraendaciôn del Comandante General — 
requiriendo el cumplimiento de las leyes espanolas que regla­
mentan la prâctica de la profesiôn de abogado, el Departamen— 
to de la Guerra estâ recibiendo constantemente comunicaciones 
solicitando informaciôn sobre el tenor de esos requisitos. Se 
solicita que se envie un informe completo sobre este asunto a 
la brevedad posible" (ill)
Inmediatamente que se recibiô la carta antes mencionada, se re- 
firiô al Seoretario de Justicia de Puerto Rico para informe, El 23 - 
de marzo de 1899 el Gobernador Militar Henry remitia al Seoretario de 
la Guerra la consulta del Seoretario de Justicia puertorriqueno (112), 
En la misma el Lcdo# Herminio Diaz Navarro reproducia la opiniôn an­
terior del Lcdo# Hernândez Lôpez, y terminaba de esta mariera: "Ese fué 
el informe de mi antecesor y estândo yo conforme en un todo con el - 
mismo, tengo el honor de reproducirlo" (113). En el momento en que me 
refiero, priraeros seis meses de 1899» no practicaban en la isla casi 
ningun abogado norteamericano. La razôn para ello nos la ofrece Mr, 
Francis H# Dexter: (II4)
"A mi juicio no existen condiciones que justifiquen las espe- 
ranzas de los abogados norteamericanos de praoticar en los tii
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bun cil es de Puerto Rico# De acuerdo con la Orden General Nûm#
1, emitida por el General Brooke al ocupar San Juan las fuer 
zas norteamericanas, las leyes en vigor que no eran inconsis- 
tentes con las instituciones norteamericanas o que no fuesen 
abrogadas por ôrdenes del Gobierno Militar quedaron en vigor; 
hasta este moments, ninguna orden ha sido emitida cambiando — 
las leyes de Puerto Rico acerca del procedimiento judicial o 
la reglamentaciôn de la prâctica de la abogacia ante los tri- 
bunales".
Los prÔximos seis meses del ano 1899 traerân cambios en el pano­
rama que hemos trazado. El General Henry ya no es Gobernador Militar 
habiondo sido relevado el 9 de mayo de 1899» sucediêndole el General 
George V/, Davis. Escasamente 21 dîas después se inaugurarâ la "Uni­
ted States Provisional Court". Como sabemos su oreaciôn y vida inst^ 
tuoional enoontrô la oposiciôn de la prensa, con excepciôn del ôrga- 
no del parti do Repub lie ano, El Pais y The San Juan News, port avez de 
los intereses norteamericanos en Puerto Rico. Asimismo la contra de 
la gran mayoria de los abogados y de la sociedad puertorriquena. La 
tônica de este foro privilegiado y de excepciôn lo ofrece el Mayor - 
Sharpe al manifest art "La instalaciôn de la alta Corte Federal es el 
Paso de mas trasoendencia dado en el pals en su camino de americani- 
zaciôn". Alrededor de ese foro provisional en Puerto Rico cerrarân - 
filas los abogados norteamericanos. Alli serân admitidos y practica- 
rân todos los primeros y originales abogados estadounidenses que con- 
tinûan llegando a la isla. Ahora no tienen que sufrir un exâmen de -
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revâlida por la Corte Suprema de Justicia de Puerto Rico, pues eran 
admitidos por el novel tribunal# En ese foro judicial de los Estados 
Unidos practican los abogados Boerman, Cornwell, Abbott, Dexter, —  
Smith, î.ïott, Paine, Meyers, Thompson, Lealce, Anderson, Howe, linhart. 
Brown y Robbins. Luego el Tribunal federal provisional servira como 
puente para que al^^nos abogados admitidos alli practiquen en los Tri 
bunaies de Puerto Rico; también puertorriquenos se beneficiaron de - 
esta situaciôn (115)
El 9 de agosto de 1899 la United States Insular Commission reco— 
mendaba en su informe provisional, ûnico que se publica, lo siguiente;
"Abogados
Cualquier persona de buen carâcter y moral que présente a cual 
quier tribunal de récord un certificado de admisiôn al foro, 
por un tribunal de los Estados Unidos o los tribun aies de cual 
quier Estado de la Uniôn, o de las autoridades apropiadas de 
otros paises, tendra derecho a praoticar la abogacia en los tr^ 
bunaies de Puerto Rico" (116)
El Informe de esta ComisiÔn estâ influenciado por los abogados 
norteamericanos que entonces practicaban en San Juan# La recomenda— 
ciôn de la Insular Commission difiere totalmente de la politica pûblj^  
ca o directriz establecida por el Gen. Henry en febrero. Sin embargo 
a las recomendaciones de esta comisiôn no se les prestarâ la menor a- 
tenciôn, a pesar de la reiterada insistencia de sus miembros. Serâ la 
Junta Judicial la que dictarâ la pauta definitive, durante este peri_o 
do y que estarâ vigente algunos anos, sobre la reglamentaciôn y admi-
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siôn de abogados en Puerto Rico. Este organisme cuya mayoria de miem 
bros responden a la ideologia o teoria de que es necesario suprimir 
las instituciones hispano—puertorriquenas y establecer las norteame— 
ricanas, es decir, americanizar a los puertorriquenos rocomienda la 
Orden General Eûm* 134 de 31 de agosto de 1899# La misma reglamenta 
la abogacia y suprime la profesiôn de Procurador# El titulo de aboga­
do se tiene que obtener en alguna Universidad de los Estados Unidos 
prohibiêndose cursar la carrera de Derecho en Espana o Cuba# Sin em­
bargo, la Junta Judicial hace una excepciôn: "Constituirâ asimismo, 
titulo suficiente para ajeroer la profesiôn de abogado una certifica— 
ciôn de haber sido admitido a postular ante la Corte Suprema de Esta 
dos Unidos". Excepciôn, por cuanto mâs adelante en la secciôn VTI de 
la Orden General se dispone: "Los abogados que posean titulos expedi- 
dos por los tribunales de los diversos Estados o territories de la - 
Uniôn Americana podrân ejercer en esta isla de Puerto Rico, previo - 
examen ante el Tribunal Supremo, que demuestre a satisfacciôn de este, 
que conocen suficientemente las leyes vigentes en el pais". (Enfasis 
suplido", quedô subsistente, con una excepciôn, la medida o directriz 
del General Henry con relaciôn a la admisiôn de abogados al foro puer 
torriqueho# Obsêrvese que no dice nada sobre el requisite de tener C£ 
nocimiento del idioma espanol#
Algunos ahos después, la referida Orden General es usada por es- 
tu di antes inescrupulosos para tener fâcil acceso a la abogacia# En su 
"Informe Anual del Attorney General de los Estados Unidos" (H7) de 
1 de noviembre de 1902, Mr. James S# Harlan, nos ilustra de lo que a— 
contece al amparo de aquella medida.
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"Segun una orden general militar que tiene fuerza de ley has— 
ta que sea modificada por la Asamhlea Leglslativa, la pose- 
si6n de un diploma emitido por una escuela de derecho de los 
Estados era suficiente para dar derecho al poseedor del mismo 
a la admisiôn del ejercicio de la abogacia en los varies tri­
bunal's de la isla# La posesion de tal diploma emitido por - 
una Universidad espariola con anterioridad al cambio de sob era 
nia era también suficiente. Parece sim embargo existir una de 
signaldad manifiesta en el curso de los estudios requeridos - 
en las escuclas de derecho espanolas y por algunas de las es- 
cuelas de derecho americanas. Las anteriores, segun se me ha 
inforraado, generalmente conceden un diploma sôlo después de un 
curso de proparaciôn que se extiende por un numéro de anos; - 
mientras que algunas escuelas de derecho americanas se dice - 
quo han concedido diplomas después de un curso de estudios por 
un pério do de menos de un ano. 8e me ha informado que varies 
jôvenes puertorriquehos, después de una visita a los Estados 
Unidos de menos de doce meses, han regresado a la isla con di 
plomsÆ extendi dos por escuelas de derecho americanas, no obs­
tante que ellos no sabian hablar, leer ni escribir el idioma 
inglês. Algunos de esos diplomas fueron aceptados en cumpli­
miento de la orden militar a que me he referido antes de que 
este asunto llamase la atenciôn general. Por legislaciôn sub- 
secuente se diô al Tribunal Supremo de la isla autoridad ple­
na para regular la materia.....
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La admisiôn de abogados pue rt o rri ue L o s al loro de la United 
States Provissionod Court se régula por la Orden General Hum. 88 de 
1899* En la secciôn XIV se dispone que: "Los abogados de Ihierto Ri 
co serân admitidos a ejercer en 1;.. Corte Provisional, me di ante la 
presentaciôn de un certificado firm:'.do por el Presidents de la Cor­
te iuprema, en ;jue consten la posiciôn profesional que ocupan" (ll8) 
Con relaciôn a los abogados norteamericanos esta detallada Orden 
neral no menciona nada. Sin embargo, en la secciôn IV establece que: 
"Los jueces de la Corte Provisional ejercian las mismas atribucio- 
nes uue law de las Cortes de Circuito o Distrito de los Estados Uni— 
dos"# Y entre estas se encuentra la admisiôn al foro federal.
Una de las nuejas de los abogados norteamericanos de Puerto lü.;
co era rue como no sabian el idioma espanol les erâ imposable cono­
cer los textes juridicos, legislaciôn y Qôdigos puertorriquenos. Pa­
ra el verano de 1899 el Departamento de la Guerra de Estados Unidos 
comienza a traducir y publicar los mâs importantes de dichos textes 
La razôn para ello es la siguiente; "El propôsito fue hacerlos ase^  
quibles a aquellos que ûnicamente entienden el idioma inglês".
No debe de porderse de vista nue la presencia de estos abogados 
norteamerio'inos responds también a presiones y situaciones de orden 
econômico y financière. Las grandes empresas de Estados Unidos co- 
mienaan a tomar posiciones en los mercados islehos y a establecer 
sucursales y oficinas en Puerto Rico. Recuérdese que Puerto Rico y 
Cuba tenian intensas relaciones mercantiles con casas norteanerica— 
nas de comercio antes de 1898# Ahora con el problema politico resuel. 
te a BU favor las grandes empresas vendrân a la isla y usualmente -
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usarâii abogados norteamericanos, También contratarân letrados puer— 
torriqueiios por razones que ahora no es del case exponer, Asimismo, 
esas gi'andes corporaciones y sus abogados ejercerân su gran influen­
cia en los centres de poder de Washington para la permanencia, desa- 
rrollo y ampliacién jurisdiccional de la United States Provissional 
Court y luego su sucesora la United States District Court por the 
Department of Porto Rico # Su desconfianza en los tribunales puerto— 
rri^iuehos sera tradicional y su influencia en las reformas légales 
y constitucionales sera grande,
La crisis polftico-institucional de febrero de 1899*
El General Henry, Gobernador Militar, cité a la sede del Gobie_r 
no, La Fortaleza, una reuni6n o asamblea de delegados de los pueblos 
de la isla; sus ayudantes y el Consejo de Secretaries, Los propési- 
tos de dicha Asamblea segun su presidents, era conocer y discutir — 
los des60S y nocesidades de los pueblos y sus habitantes, El Gober­
nador Militar liizo claro que êl conduciria los trabajos. En su dis— 
curso inaugural el 19 de diciembre de 1898, el General Hemy manife^ 
(119)
"Senoresj
Aqui no hay autonomie, ni gobierno insular. La uni— 
ca autonomia es la suma de libertad de accién que tenga a bien 
concéder el Gobierno Militar. No existe, digo, Gobierno Insu­
lar; el ûnico gobierno existante, hoy por hoy, es el militar, 
auxiliado por un Gabinete de funcionarios o ciudadanos que —
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aquél tenga por conveniencia llamar a su lado. Estos podrlan - 
ser sustituidos por oficiales del ejêrcito, lo mismo que los - 
alcaldes, pero tal determinaciôn no se considéra de necesidad"
Luego intervinieron los Secretarios, Cuando le tocô el turno al 
Lcdo. Manuel F, Rossy (120) pidid la aboliciôn del Consejo de Secre- 
tarias; la creaciôn de tribunales norteamericanos y supresiôn de los 
"espaiioles". Le contesté el Gobernador Militar manifest an do que consi^  
deràba impropio de la ocasién taies solicitudes. Las relaciones entre 
el Gobernador Militar y los Seoretarios del Gabinete se iban a dete- 
riorar en las sémanas siguientes. La primera situaoién tirante entre 
ambos estamentos de que tengo noticia surgi é como cons ecu en ci a de la 
aprobaciôn del Presupuesto de 1899 (l2l). El rompimiento se conjuré 
por el momento, sin embargo, las relaciones entre ambas partes eran 
de mutua desconfianza. Hasta ahora las atribuciones ministeriales de 
los Secretarios no habian sido cambiadas o mermadas. Tampooo las reduc 
oionos en los presupuestos de las Secretarlas preocupaba en demasia 
al ûonsejo, pues en el mismo cuerpo colegislador se habla presentado 
otro proyecto nue reducia los gastos ministeriales. Lo que preocupaba 
al Consejo de Secretaries era el método a emplearse. Sin embargo, es­
ta situaciôn iba a c.mbiar pronto. Una de las primeras medidas que - 
merma las funciones de las Secretarlas es la Orden General Nûm. 37 de 
28 de diciembre de I898 (l22). Esta disposicién establece la primera 
de las juntas administrativas independientes: La Junta de Sanidad.
La misma le resté la referida juris die ci én a la Secretarla de Gober-
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naciôn que dirigîa el Présidente del Gonsejo y  Secretario de Gober- 
naciôn D# Luis Munoz Bivera. 8e désigné al Capitân L. P. Lawson del 
5® Regimiento de Infanterîa de los Estados Unidos, Presidents de la 
Junta y  Oficial ejecutivo e Inspector Sanitario de Puerto Rico. La - 
oreacién de este organisme fue aprovechada por la prensa republicana 
para informar al pais que se iba perdiendo la confianza en el Consejo 
de Secretaries. El establecimiento de esta Junta fué motive de preo— 
cupacién del Consejo de Secretarios que vela en esta medida merma de 
facultades jurisdiccionales y la intromisién de un soldado norteame— 
ricane en asuntos que hasta ese momento se consideraron de la exclu— 
siva competencia de civiles puertorriquenos.
Otro elemento se iba a ahadir a la situaciôn. Los soldados y ofi 
Ciales del ejército que ocupaban el interior de la isla intervienen 
en los asuntos municipales interrumpiendo los trabajos y causando in 
dignaciôn y sorpresa. Estos incidentes tomaron tal cariz que el peri^ 
dico El liberal publicé un vibrante editorial titulado "Alto", que ha 
brXa de precipitar una situaciôn delicada entre el General Henry y el 
Consejo de Secretaries (123). Protesté el Présidente del Consejo y el 
General Henry estuvo de acuerdo y amitié una carta a sus oficiales y 
sol dados ouyo tenor oomplaoié a D# Luis MuHoz Rivera, evitândose la 
renuncia de los ministres (124)
El nuevo ano de 1899 comienza con la aprobaciôn de una disposi— 
ciôn militar que de ja a la Seoretaria de Hacienda sin jurisdicciôn so 
bre los fares y boy as maritimas (l25). Al dia siguiente, 18 de enero, 
se aprueba la Orden General Nûm. 5 que suprime a la Secretarla de Br  
cienda la ingerencia que ténia sobre las Aduanas (l26). La Orden Ge-
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neral Hum. 10 de 28 de enero de I898 asigna al Comandante Albert S. 
Snow los deberes de Capitân de Puerto suprimiendo la supervisiôn que 
sobre este asunto tenia la Secretaria de Fomente (’127), Estas medi­
das, que poco a poco, mermaban la participaciôn de civiles puertorri 
quenos en los asuntos de Gobierno y se los entregaba a militares nor— 
teamericanos précipité la ruptura definitive. La misma vino poco de_s 
pué8 de la renuncia del Secretario de Fomente; ésta se debié en gran 
medida al soliciter este ministre los servicios del Dr, John Eaton, 
General del Ejército residente en Washington D.C. para encargarse de 
los asuntos de instruccién pûblica. Esta decisién no tuvo la aproba- 
oién del reste de los Secretarios del Consejo y a la misma se opuso 
terminantemente D# Luis Munoz Rivera. El Gobemador Militar, en vez 
de design ar un puertorriqueno para sustituir al De. Carbone 11 en Fo­
mente, decidié dividir esa Secretarla en dos ministerios, Instruccién 
Pûblica y Obras Pûblioas (l28). De la primera se encargarla el Gene­
ral Eaton y de la segunda el Mayor Pierce. Al enterarse de esta deci­
sién, el Consejo de Secretarios se reunié y présenté su renuncia:
"Al Hon. Mayor General Henry 
Comandante del Departamento 
Sehor;
El Consejo de Secretaries ha visto con profunda pena la 
supresién de la Secretarla de Fomente, que destruye la perso— 
nalidad de Puerto Rico, ya mermada por actes anteriores del - 
Gobernador.
Los naturales del pals no pueden hoy intervenir:
En las Aduanas
En el Servicio de Correos
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En el Telégrafo
En los asuntos de sanidad raarltima y terrestre.
En Obras Publioas.
En la Ensehanza Publica, etc. f
Queda pues el Consejo de Secretarios sin funciones, sin ^ t o ­
ri dad, sin medios, en una palabra, de contribuir a la buena — 
marcha de la isla, respond!endo, segun respondiô siempre, a la 
confianza del puoblo.
No considéra pues util ni decorosa su permanencia en el puesto 
que ocupa, ni cree que le es licito continuar ofreciendo su - 
cooperaciôn a la politica absorbente que va desarrollândose a 
su alrededor, y que los puertorriquehos contemplan tristes y 
angustiados.
Para nosotros dentro de la nacionalidad hay algo sacratlsimoi 
las libertades de nuestra tierra y su derecho a administrar por 
si misma sus propios intereses.
No respond!endo a esos dos principios, no responds nuestra ge^ 
tion, que résulta también muy dificil, pero también muy estéril, 
Por cuyas razonc-s présenta el Consejo su renuncia al Mayor Ge­
neral, rogândole se sirva aceptarla desde luego.
4 de febrero de 1699»
Luis Munoz Rivera, Juan Hernândez LÔpez y Cayetano 
Coll y Loste" (l30)
Ya para el dîa 6 de febrero de 1899 el Gobernador îviilitar Henry 
establece un nuevo sistema de Gobierno similar en lo externe al de -
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los Estados Unidos elirainando el Consejo de Secretarios y estable— 
ciendo cuatro Departamentos independientes entre sî, Hasta el moraen- 
to de su desapariciôn, el Consejo de Secretarios sirvio dentro de las 
circunstancias con su presencia moral y h"bilidad politica de freno 
a los poderes i limit ados del Gobernador militar y garantis, para la - 
salvaguarda de la cultura Fuertorriaueha, Asi lo entendiô D, Mariano 
Abril, editor de La Democracia al manifestar; "Q,ué le sucederia a la 
personal!dad politica y juridica de Puerto Rico, si el Consejo desa- 
parece y si la isla se de jase absolutamente en manos del Gobierno Mi— 
litar, un Gobierno que no en tien de nuestro modo de ser" (l3l) « E n ­
carta pûblica Munoz Rivera sintetiza el sentir del pais al decir* - 
"En nuestra pat ri a nada es nuestro"» El 6 de febrero de 1899 se es­
tablece una forma de Gobierno parecida a la norteamericana en lo ex— 
temo; (132)
"I#- Quedando plenamente demostrado, después de dos meses de 
concienzuda prueba, que la organizaciôn oreada bajo el sistema 
espanol y continuada por los représentantes de los Estados Uni 
dos bajo la designaciôn de Gabinete Insular, no es compatible 
con los métodos y progresse americanos, declârase disuelto di 
cho Gabinete Insular.
II.- Const itÛ3"ense por la presents ouatro département os, a se, 
ber*




IIIo- Los Jefes de Lepartomentos u otros que se opongan a la
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introducciôn de los métodos de administracién y progresos - 
americanos o a la investigacién de los asuntos, cuando se or­
den e en debida forma, serân relcvados de sus cargos, o admi- 
tida su dimisiôn, si la presenteren.
I V . - ....................    " (133)
En la Orden General Nûm. 15 de 9 de febrero de 1899 se désigna— 
ban los Secretarios o Jefes de los Départementos recien creados (l34). 
En Estado. el Lcdo. Francisco de Paula Acuna y Paniagua, -uien se dÆ 
sempehaba entonces como Fiscal del Tribunal Supremo de Justicia; en 
Justicia al Lcdo. Herminio Diaz ÎJavrrro, propuesto recientemente pa­
ra Magistrado de aquél alto tribunal, ambos miembros del Partido Li­
beral, cuya jefatura ténia D. Luis Munoz Rivera. Para la cartera de 
Hacienda se désigné al Dr. Cayetano Coll y Toste, historiador y médi 
co quien liabia pertenecido al Consejo de üecretarios como titular de 
la oartera de Fomento y el Lcdo. Federico Degetan y Gonzalez, miembro 
del Bsirtido llamado Radical, luego Republic ano Puertorriqueno, quien 
fue nombrado beoretario de lo Interior. En esta misma disposicién se 
des ignare n jefes del IJegooiado de Educacién y Obras Pûblicas al Gene­
ral John Eaton y al Mayor Francis L. Hill, respeotivamente. Asimismo, 
se creaba el Departamento de la Policig Insular el cual ya anterior— 
mente habia sido puesto bajo la dlreccién de Mr. Frank Teohter.
Las funciones asignadas al Departamento de Justicia, nue es mo­
tive de espocial intarés en este troba.io, eran las siguientesj "Ad­
ministracién de Justicia, designaciôn de jueces y notrrios, estable- 
cimientos pénales y recursos de alzada" (l35)» Al dia siguiente, la
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Orden General Nûm, 16 amplia las ârer.s de interés de cada ministe- 
riiit (136)
"II, Départe.mentO de Justicia, El Secretario de Justicia hard 
los nombramiontos de notaries, Con el fin de introducir los - 
procedimientos americanos simplificando la gestion de este ïte 
partamento y  de abolir leyes innecesarias,..• al Éecretario - 
de Justicia se asociarâ el Comandante A* C, Sharpe, Ejército 
de los Estados Unidos, Asesor de Guerra en ejercicio, en cali­
dad de Subordinado* Este se consultarâ con el Seoretario y  le 
auxiliarâ con la preparaciÔn de leyes o sistemas, de acuerdo 
con los que rigen en los Estados Unidos, proponiéndole la abo­
li cién de aquellas leyes que se hallen en pugna con el progreso.
Obsêrvese la intenciôn del Gobernador Henry al cambiar la orga- 
nizaciôn judicial; "no es compatible con los métodos y progresos ame— 
ricanos"; "Los Jefes de Departamento u otros rue se opongan a la in- 
troducciôn de los métodos de administracién y progresos americanos.
"Con el fin de introducir los procedimientos americanos simplifican­
do la gestiôn de este Departamento y de abolir leyes innecesarias,,, 
al Seoretario de Justicia se le asociarâ el Comandante A, C, Sharpe,,. 
Este... le auxiliarâ con la prepai'aciôn de leyes o sistemas de acuer­
do con los que rigen en Estados Unidos.,." Asi estâ ^sarrollado el 
plan del Gobernador lülitar con referenda a las instituciones y el 
Derecho puertorriqueno* la transculturaciôn y americanizaciôn del - 
mismo. (l37)*
La organizaciôn gubornamental decretada por el General Henry en
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febrero tiene una duraoiôn de alrededor de seis meses. El 12 de ago^ 
to de 1899 el Gobemador Militar Davis cambia sustancialmente dicho 
sistema. La Orden General Nûm. II6 establece una serie de negociados 
dependientes del Gobernador y régula las Juntas independientes. Gin—
00 Negocindos; Estado y Asuntos Municipales; Rentas Internas; Agricul­
tura; Instruccion; Obras Pûblicas y el cargo de Seoretario Civil del 
Gobernador Militar. con facultades de coordinaciôn y supervisiôn gen^ 
ral. Continûan luncicnando las siguientes instituciones independien­
tes entre si pero bajo la alta direcciôn del Gobernador; la Tesoreria. 
la Contaduria, la Junta Judicial, la Junta de Gobierno de Cârceles, 
la Policîa Insular, el Servicio Postal, los Telégrafos, Oficina. de - 
cuarentena de Puertos, la Junta Superior de Sanidad, la Inspecciôn de 
far os y boy as y la "United States Provissional Court" Ademâs se desi£; 
nÔ por la Orden General Nûm. 121 de 17 de agosto de 1899» una Junta 
Consultiva de politica insular cuyas funciones eran: "consideraoiôn - 
de asuntos referentes a la politica insular", "discurrir medidas en- 
caminadas al mejoramiento industrial y econômico de Puerto Rico", pa 
ra ayudar a las victimas del huracân. Eran miembros de este organis­
me; D, Andres Gros as; D. V. R. Lâtimer; D# Francisco de Paula Acuna;
D, Manuel Egozeue; D# Manuel Paniagua; D# Santiago R. Palmer; D, Ra 
fael Pal- cios; D, Fidel Guillermety y D, Romôn Hêndez Cardona#
La anterior organizaciôn gubemarnental se mantuvo con algunas - 
reformas 0 cambios hasta el 30 de abril de I9OO en -ue por Orden Ge­
neral Nûm. 102 se establece un régimen modèle civil pre-Ley Orgânica 
de 1900, (Ley Foralcer). La razôn oficial para esto nos la da la mis­
ma disposiciôn; "Con el fin de facilitar el traspaso de los cargos -
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civiles al Gobierno Militar de Puerto ilico a las r ut o rida de s debida— 
mente constituldas del Gobierno Civil, y  a propuesta del Gobernador 
electo, establécense los Departamentos Ejecutivos relacionados a co»— 
tinuaciôn". luego se mencionan los muevos ministerios con la denorai- 
naciôn de Departamento como en los Estados Unidos; Estado, Justicia, 
Tesoreria, Auditorîa, Interior e Instruccién. Designândose para di- 
chas carteras ejecutivas a los Senores N.B.K. Pettingill, Arthur P. 
Odlin, John H. Hollander, J .R. Garrison, Cayetano Coll y  Toste y  Geor 
ge G. Groff. Todos, con excepciôn de Coll y Toste, norteamericanos.
Es mi opiniôn que este "gobierno" fantasma tiene su razôn de ser para 
preparar el camino a los nombramientos de funcionarios norteamerica— 
nos, con exclusiôn de los puertorriquehos. Durante muchos, muchos ahos 
se considéré a los puertorriquehos ineptos para ocupar los altos car 
gos Gjcoutivos del Gobierno de Puerto Rico#
Establecimiento del Tribunal Provisional de Estados Unidos.
La primera fase#
El Presidents de Estados Unidos Mr# McKinley ratifica el Trata­
do de Paz el 6 de febrero de 1899# ^  Puerto Rico, las autoridades - 
militares se ven obligadas a reevaluar la situaciôn juridica de las - 
Comisiones Militares que funcionàban enjuiciando civiles# Pronto se 
ratificaria el Tratado de Paz y su teoria e interpret aciôn del Derecho 
militar y constituoional quedaba en precario© El Mayor Alfred C# —  
Sharpe, "Judge Advocate" del Departamento de Puerto Rico preocupado 
por el asunto escribe el 16 de febrero a su superior en San Juan#
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plica lo que ha ocurrido; el funcionamiento de las Comisiones Milita, 
res y  que en vista de la imposibilidad de continuar con las referi- 
das Comisiones, se solicite autorizaciôn al Présidente para procla- 
mar la ley marcial siempre que se créa necesario. El General Henry -
aprueba la sugerencia del Mayor Sharpe y se envia al Departamento de
la Guerra para su infoime y autorizaciôn. Dîas antes de que se procla. 
me el Tratado de Pas por el Présidente se vuelve a insistir sobre lo 
anterior, El 13 de abril el "Judge Advocate General" envia la siguien
te comunicrciôn al oecretario de la Guerra: (l38)
"La legalidad de la proclamaciôn de la ley marcial y la desig 
naciôn de las comisiones militares en Puerto Pico despuês de 
la declaraciôn de pas, es un asunto de gran importancia. La — 
actual situaciôn alli es una de ocupaciôn hostil o de gobier- 
no militar como ha sido designado (Opinion del Juez Pi'osiden­
te Chase en la sentencia de Milligan) y no hay duda sobre la 
autoridad para el nombramiento de las comisiones militares en 
es a isla. Pero con la decl araciôn de pas surgira una nueva si— 
tuaciôn* Puerto Hico entonces se convertirâ en parte del terri 
torio de los Est ado s Uni dos, aun cuando no un territorio para 
el eu al el Congreso ha legislado un gobierno* Ahora es un te­
rritorio bajo autoridad del Presidents por virtud de ocupaciôn 
hostil ^cualos son entonces los poderes del Présidente? Ho pue_ 
de retirai' la autoridad federal de la isla, Tiene entonces que 
mnirier el control de la situaciôn, Y al ejercitar tal con­
trol, bienc _uo mantener algun sistema de gobierno hosta que 
el Congreso legisle sobre ello, iero desruês de la decl"raciôn
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de pas no tondra los misraos poderes ue disfruta ahora. La - 
norma de la ocupaciôn hostil no puede ejercitarse, El Tratado 
de Pas sostiene que los tribunales ordinaries de lo criminal 
continuaran existiondo, pero si en estos no se puede confiar 
para la supresiôn de ciertos delitos, parece que el Présiden­
te tendrîa el poder de designar un tribunal provisional con - 
jurisdicciôn compétente",
Entonces el Judge Advocate General se refiere al establecimien— 
te, por autoridad ejecutiva, de tribunales provisionales en Louisiana 
durante y despuês de la Guerra civil y sugiere "que un tribunal de - 
esta clase probablemente sera efectivo en caso de que los tribunales 
criminales ordinaries no lo sean". El Presidents aprobô estas recornen 
daciones y el 14 de abril el Secretario de la Guerra las envi6 a San 
Juan, recibiéndose las mismas en los cuarteles générales el 25 del - 
mismo mes, El Hayor Eharpe procediô inmediatamente a preparar una Or 
don General para el ootableciraiento de un Tribunal Provisional de los 
Estados uni dos, somotiôndose diciio borrador al General Henry el dia 
2o de abril© iisimismo se sometiô una carta de tramite con 1rs explica 
clones pertinentes al caso:
"Habiendo aprobado el Présidente las recomendaciones del "Jud­
ge Advocate General*,' los juicios por comisiones militares en — 
esta isla estan autorizadas, pero a menos que esa acciôn sea 
absolutamente nocesaria, se recomienda como mucho mâs deseable 
recurrir a alguna otra medida, como los tribunales provisiona­
les, que fueron establecidos durante e inmediatamente despuês
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de la rebeliôn. Las condiciones existantes en los Estados sju 
renos en 1865-66, fueron muy diferentes a las que prevalecen 
iioy en Puerto Rico, Las leyes, usos, costumbres y lenguaje de 
los conquistadores eran los mismos del pals sojuzgado, y los 
tribunales provisionales se establccieron inmediatamente, ha- 
bia numerosos abogados en el ejército y civiles que estaban 
bian versados en la prâctica y el procedimiento de los tribu- 
iiales norteamericanos, Pero on esta isla, hay pocos abogados 
ziorteameric..nos, si alguno que pueda servir para este propôsi— 
to, y el designer abogados portorriqueiios serâ meramente mult_i 
plicar cargos y perpetuar el sisteraa anti—norteamericano de De 
recho que prevalece aqui",
Luego el Mayor Sharpe procédé a explicar cual es la competencia 
y jurisdicciôn del Tribunal provisional de los Ebtados Unidos que re— 
comienda:
"La clase de casos que estarfan bajo la jurisdicciôn de un Tri 
bunal provisional son los que hasta ahora han sido traidos an­
te las comisiones militares, taies como delitos cornetidos por 
un civil, native o ciudadano de los Estados Uni dos, o un ex- 
tranjero contra los Estados Unidos, como son, robo, obstruc- 
ciôn del correo, o por un ciudadano de Estados Unidos o extran 
jero en contra de otro ciudadano o residents extranjero; tam- 
bien el numéro considerable de crimenes cometidos durante la 
guerra, tan tarde como febrero ultimo por natives en contra de 
esparioles y por natives contra oficiales y sold- dos de los Es—
q3
xaciüs Uniuûs, etc,
üi este plan tiene la aprobaciôn del comandante del Departa- 
mento, yo recomendare la constituciôn de ese tribunal provisi^ 
nal en San Juan, lla^ ’-agüez y Ponce,..'*
Obsôrvese la insistencia del Judge Advocate General de dar lega 
lidad a la existencia de las "Military Commissions". Cita para ello 
-vuelvo a repetirlo- la célébré sentencia de Ex Parte Milligan. Pero, 
en vez de invocai* la opiniôn del Tribunal, de la ma^ /'oria de los jue— 
ces, invoca la opiniôn de Mr. Chase, que es la minoritaria y por ello 
no constituye la régla jurisprudencial. Mâs aûn, la opiniôn de la ma- 
yoria es totalmente contraria a lo que sostiene el Judge Advocate - 
General, Con referencia al establecimiento de tribunales provisiona­
les de los Estados Unidos como el que se estableciô en Louisiana el 
informe de Mr, C, Magoon es muy precise. (l39)
"Mabiondose concertado un tratado de paz, cesan los peligros 
de la guerra, como también el derecho de los militares de ejer 
citar los poderes ilimitados e indefinidos de la guerra; las 
leyes do la paz operan otra vez y los derechos de los indivi— 
duos y las comunidades tienen que ser reconocidos y protegi- 
dos" •
Luego cita Mr. Magoon la sentencia The Grapeshot sobre el tribu 
nal provisional de Estados Unidos en Louisiana. Alli se sostuvo que: 
"Cuando durante la pasada guerra civil, se ocuparon partes - 
del territorio insurgente por los ejôrcitos nacionales, estaba 
dentro de la autoridad constitucional del Presidents, como co—
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mandante en jefe, el estableoer allî tribunales provisiona­
les para la vista y determinaciôn de todas las causas que sur 
jan bajo las leyes del Sstado o de los Estados Unidos, Y el - 
Tribunal provisional para el Estado de Louisiana, organizado 
por la proclama de 20 de octubre de 1862 fue autorizado legal 
mente para ejercer esa jurisdicciôn"
Luego la sentencia sostiene; "No tenemos dudas de que el Tribu­
nal provisional de Louisiana fue establecido por el Presidents apro- 
piadamente en el ejercicio de su autoridad constitucional durante la 
guerra" (énfasis suplido en el original), Mr. Magoon vuelve a citar - 
la sentencia de Ex Parte Milligan, la parte de la miama que enfatiza 
que: no siendo el territorio teatro actual de guerra y estando abier— 
tos y funcionando los tribunales civiles, el Tribunal Provisional que 
juzgo a Mr. Milligan carecia de jurisdicciôn y autoridad para ello y 
ûnicamente los tribunales de justicia civiles tenîan competencia y po­
der para celebrar juicio# La situaciôn en Puerto Rico era similar a 
la antes descrita, los juzgados y demâs instituoiones judiciales civi­
les puertorriquehas continuaron funcionando aôn cuando la isla estu- 
vo dividida entre Estados Unidos y Es pana. A partir del 14 de agosto 
de 1899 sn que se firma el Protocole de Paz ceaa totalmente la guerra. 
El 18 de octubre comienza la administraoiôn civil por el Gobierno Mi­
litar; el 10 de dieiombre de I898 se firma en Paris el Tratado de Paz 
y el 11 de abril de 1899 se intercambian las ratificaoiones. Durante 
todo ese période nuestras instituoiones judiciales funcionan normal- 
mente. Serâ el 14 de abril de 1899 en que Iiîr. McKinley autorizarâ por
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endosQ un triounal provisional de los Estados Unidos en Puerto Rico, 
estableciendose el mismo el 1 de julio de 1899? mâs de seis raeses - 
desde la finma del Tratado de Paris. La jurisprudencia del Tribunal 
Supremo de Estados Unidos no favorece la decisiôn de establecer un - 
tribunal provisional de Estados Unidos en Puerto Rico, dadas las con— 
diciones politicas, institucionales y militares de la isla#
El Proyecto del Mayor Sharpe fue sometido al General Henry y al 
Secretario de Justicia, Lcdo# Herrainio D ia z Navarro. El 2 de mayo lo 
devuelven sin aprobar al Secretario de la Guerra#
Ataques a los Tribunales puertorriquenos
Mientras esto ocurria en los cuarteles générales del Gobemador 
Militar se habia desarrollado en la prensa una intensa polêmica, por 
causa de la campana de descredito del sistema judicial y el Derecho 
puertorriqueno que mantenia el diario "The San Juan NewsV Para esta 
época, aiio de 1899? los diaries principales de Puerto Rico se habian 
dividido en dos grupos# De una parte la prensa que defendia los fue- 
ros, las instituoiones, la cultura y el ser puertorriqueho y de la o- 
tra los diarios que propugnaban la amerioanizaoidn# la asimilaciôn po 
lltica a Estados Unidos y por ello desprestigiaban cuanto podian las 
instituoiones hispano-puertorriquehas# En el primer sector se encon- 
traba, La Democracia# establecido en la ciudad surena de Ponce en 1890 
dirigi do y orient ado por Don Luis Munoz Rivera, Jefe del Parti do Au­
tonomist a y ex Presidents del Consejo de Secretaries; El Territorio, 
combative diario de San Juan, inspirado por D. Luis Munoz Rivera fun- 
da do en 1899? La Correspondencia de Puerto Rico# que aunque tenia por
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leraa "absolutarnente imparcial" cuando peligraba la integridad de lo 
puertorriqueuo tiraba ou cuarto a eopadas; B1 Combate, trisemanario 
ponceho, antes La Bomba, célébré por un articule de su director D, 
Evariste Izcoa Diaz sobre las tropas norteamericanas titulado "^Ban— 
didos o soldados?".
En el segundo sector se encontraban El Pais, ôrgano del Partido 
Republicano Ihiertorriqueilo ^^ ue deseaba la anexiôn politisa y cultural 
de Puerto Rico a los Estados Unidos, la tônica editorial de este pe­
ri 6 dice era el ataque solapado y el destaque de las ventajas de la - 
gran naciôn. Vocero de los intereses norteamericanos de Puerto Rico, 
enemigo jurado de todo lo que représenta la cultura puertorriquena y 
propagandista sin descanso de los métodos, usos y formas norteameri­
canas en el diario The San Juan Nev/s. Se publicaba en ing'lés, con una
secciôn en espahol. No fue el primero en ese idioma en Puerto Rico,
pero si el mâs persistente y de larga vida# Su primer numéro viô la
calle a principios del mes de noviembre de I898. Nos dice el Dr. Pe-
dreira .^ue "por sus ru do s ataques a los puertorriquenos bajo la dire_c 
ciôn de Mr. Racklin, numéro s as firmes comerciales le retiraron sus 
anuncios" (I40).
Comienza la polêmica en torno al descrédito de los tribunales - 
puertorriquenos con unas declaraciones del Juez Curtis miembro de la 
Insular Commission (141). Las mismas se publican en el diario El Ter­
ritorio de 1 de abril de 1899 y dicen en su parte pertinente: "Bajo 
la bandera americana no puede haber otro derecho que el araericano" 
(142). Dfas despuês, The San Juan News publica un editorial ofensivo
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para los puertorriquenos* (l43)
"Es tiempo ya de que los viejos tribunales espaholes de esta 
isla sean abolidos. Nadia tiene respeto por ellos. ( .......
.. . o ................o ............................................................... )
Si hubiese algun peligro o razôn para creer que los tribuna­
les norteamericanos serian injustos con el pueblo de la isla, 
habrîa alguna excusa para continuar el viejo rêgimen. Todo el 
esquema de la justicia espanola es una gran farsa y no ha sido 
mejorado ni un punto bajo el nuevo orden de oosas. Es tan co­
rrupts, tan têcnico, tan servil y rastrero, como siempre, como 
se observa en la isla todos los dias. Debe de solicitarse de 
la oficina del Secretario de Justicia que envie a esta isla un 
numéro suficiente de abogados norteamericanos para ocupar los 
cargos de jueces, y sôlo entonces todo hombre estarâ seguro de 
recibir justicia imparcial. Cuando se purifiquen los tribuna­
les, serâ fâcil reformer otros departamentos. Pero hasta que 
esto se ajecute, toda la estructura continuarâ corrupta a pe­
ser de todo lo que se haga".
X este editorial contesta El Territorio con otro titulado Desver- 
gonzado en su numéro de 8 de abril* (144) "El San Juan News.... No 
h ace mucho tiempo atacô . • o y en su numéro del jueves àtaoa, en suel- 
to prooaz a los prestigios de nuestro tribunales de Justicia, ouya su 
presiôn pi de, asi como la sustituciÔn por abogados amerioanos para - 
que todos nos sintamos de justicia. ©. Con la audacia del ignorante, 
la presunciôn del necio y la maldad del aventurero, llama a nuestros
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tribunales, tribunales espanoles, y habla de la farse de la jurispru 
dencia espanola... y se permite hablar de la competencia y moralidad 
de diciios tribunales. Sepa ese periÔdico y sus ambiciosos instigado- 
res, que los Tribunales de l\ierto Rico los foiman puertorriquenos, 
que tienen la dignidad, la vergüenza, competencia y moralidad que ya 
desearia para si el San Juan News y sus instigadores.. .
También el 8 de abril se reûne el pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de Puerto Rico compuesto por los Magistrados D. José Severo 
Quinones, Presidents; D. José. C. Hernandez, D. José Maria Pigueras,
D. Rafael Nieto Abeille, D. Eduardo Acuna Aybor y D, Angel Acosta —  
wintero# Luego de discutir los comentarios del San Juan News expiden 
la siguiente Résolue!6n; (145)
"Honorable Mayor General Comandante en Jefe del Departamento: 
Senors el unico periodico que se imprime en inglês en esta is­
la se ha perraitido en su numéro del dfa 6, verter frases suma— 
mente incorrectas contra los tribunales de esta isla, a los - 
que impropiamente llama Tribunales espanoles, cuando todos — 
son foiiiiaaos por puertorriquenos. Ese periodico desconoce en 
absolute la materia de que trata y la opiniôn del pais. Y el 
articule que dedica a la Magistratura es una prueba de ello ... 
La Corte Suprema, en nombre de los Tribunales del pafs y au- 
torizada por el Sr, Secretario de Justicia. protesta ante V.H. 
de tan injustos ataques y sin per juicio de la acciôn del Hini_s 
terio fiscal si estima precedents ejecutarla, os ruega hagais 
entender a ese periôdico que es obra malvada, obra de démoli-
oiôn la suya al desprestigiar a los Tribunales del pais, en- 
cargados de velar por la seguridad de los bienes y de las par
sonas Puerto Rico, 8 de abril de 1899"
KL Gobemador Militar recibiô la anterior resoluoiôn, autorizada 
por el Secretario de Justicia Lcdo# Herminio 12.az Navarro pero no t£ 
m6 acciôn alguna# Compares e la actitud del General Henry con The San
Juan News y la que tomô contra La Bomba por publicar un articule titu
lado "Solda dos o ban didos" y su Orden General suspend! endo La Me tra­
ils y "encausando a su director por la inserciôn de un articule en — 
desprestigio de un funcionario pûblico". Culminô el asunto con la 6r- 
den del Gobemador Militar disponiendo que cesara el prooeso seguido 
contra The San Juan News por libelo en el Tribunal de Instrucciôn de 
Catedral#
Continua la polêmica y los ataques del San Juan News# El diario 
El Territorio publica la siguiente nota en primera plana de su edi ciôn 
del 15 de abril; (146) "Fin de semana, Los destemplados ataques diri­
gides por The San Juan News a la magistratura puertorriquena, la ac­
titud pasiva del Fiscal de la Suprema Corte de Justicia y la Orden - 
del General Henry disponiendo que cesara el procedimiento seguido con 
tra dicho periôdico por el Juzgado de Instrucciôn de Catedral consti- 
tuyen la nota estupenda de la semana"
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La Insular Commission.
El Informe do liofoima Diaz Navarro
El infoime de la Insular Commission es entregado al Secretario
de la Guerra el 27 de mayo de 1699« A pesar de esto, la mayoria del
informe y sus recomendaciones se conocian en San Juan desde la segun 
da semana de abril. Ademâs, los miembros de esa Coraisiôn, el General 
Kennedy, Mr. V/atld.ns y el Juez Curtis habian hecho sendas declr.racio 
nés a los diarios del pais, especialmente a The San Juan Nev/s, tan - 
afin a los comisionados. En las mismas habian hecho gala de la nece- 
sidad de arnericanizar y cambiar todo lo puertorriqueho. En el infor­
me final los comisionados norteamericanos rnanifiestan: ".... a nues­
tro juicio el modo de americanizar a Porto Rico es dândole el bénéfi­
cie complete de nuestro sistema jux'idico total y no tratar de inser­
ter rofomas parciales al sistema juridico espahol". Su principal re- 
comendaciôn con referencia al Derecho puertorriqueho es la siguiente:
"Nosûtros por lo tante recomendamos que todas las leyes espah» 
las, los Côdigos civil y penal, los Côdigos de procedimiento - 
civil y criminal y todos los reales décrétés en materia de De 
recho sean suprimidos y de j ado s de lado y entonces se adopte 
el Derecho anglo-sajôn de los Estados Unidos segûn esta regu- 
lado por los Tribunales de alli, excepto cuando se modifique 
por las leyes federales norteamericrn-s" (l47)«
Ademds de hacer sus recomendaciones —que examinaremos en de ta-
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lie mâs adelante— los miembros de la Insular Commission decidieron — 
preparar una serie de Côdigos para sustituir el sistana de Derecho — 
puertorriqueho* Su plan era recomen dar formalmente al Gobernador Mi­
litar dicha sustituciôn por Decreto Militar a manera de experimento 
(148) • El General Henry solicita la opiniôn de la Suprema Corte de - 
Justicia y del Secretario de Justicia* El 12 de abril el Le do* Henni— 
nio DjTaz Navarro prépara un Informe sobre la legislaciôn civil y cri­
minal de Puerto Rico y sobre las reformas que han de haoerse en la - 
misma (149)# Pedido por el General Henry también se ofrece como tes- 
timonio del Secretario de Justicia en las audiencias o vistas pôbli- 
cas celebradas por el Dr* Carroll en la isla*
"Honorable Sehor;
Al tener el honor de emitir el Informe que se me ha pedido so­
bre la legislaciôn que aquî rige y sobre las reformas que a 
mi juicio deben haoerse en la misma, aoompano un resûmen de t^ 
das las leyes promulgadas en Puerto Rico, tanto en lo civil 0£  
mo en i).o criminal, para que de ese modo, teniéndose una idea 
de los prinoipios en que ssas leyes se basan, se pueda apreciar 
la razôn o la sinrasÔn de mis afirmaoiones en orden a su refor 
ma*
Se verâ por ese resumen que nuestra legislaciôn, en su mayor 
parte codificada, no es una legislaciôn caprichosa, y si un con 
junto de leyes que, relacionândose unas con las otras y foman 
do un sistema bastante complets, traducen y consignan en sus - 
preceptos las soluciones que a los distintos e intrincados pr£
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blemas de derecho que en la vida juridica pueden presentarse, 
daban, en la época en que dichas leyes promulgâronse, las es- 
cuelas mâs adelantadas y mâs radicales y los mejores tratadis— 
tas de Europa*
Esas leyes no son tan defectuosas como lo afirman algunos, - 
tal vez porque no habiéndolas estudiado detenida y ooncienzu— 
damente no las conocen a fondo,
Esa reforma se impone no tan sôlo porque esas leyes fueron di^ 
tadas teniendo por base la Constituciôn de Espana, cuyas ins­
tituai ones politicas son diamet raiment e opuestas a las repub 3d 
canas instituoiones de los Estados Unidos, si que también por 
que précisa adapt arias en algunos puntos a lo que exigen los 
adelantos hechos ûltimamente por la ciencia juridical modifi— 
car algunos de sus preceptos y derogar otros que han sido aqui 
contraproducentes#
Al haoerse esas modificaciones es mi opiniôn y también la de 
los Abogados mas distinguidos de nuestras Cortes de Justicia 
y de nuestro foro, que no debe haoerse caso omiso de todo nuee^  
tro Derecho y si retener lo que haya sido proveohoso y ûtil 
en el desarrollo de la vida social de este pals,
Teniéndose ello muy en cuenta es absolutamente preciso, al eni 
prender la reforma de nuestras leyes, aceptar el sistema de - 
codificaciôn aqul implantado, perfeccionândolo de tal modo -
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que, sin estar oomprendida en esa codificaciôn, no haya una 
sola disposiciôn de las que aqui rigen y de las que en adelan 
te se promulguen por virtud de la reforma.
Admitido que es necesario el reformer nuestras leyes y deter- 
minada la extensiôn que debe dârsele a la reforma, es import %  
tisimo hacer observaciones sobre el procedimiento que debe a- 
doptarse para realizar la obra#
Desde ahora y permltaseme que hàble con absolute franqueza, - 
porque asi debo hâblerie a mi Gobierno y porque as£ lo exigen 
las sagrados intereses de mi pais, no vacilo en afirmar que si 
la modificaciôn de nuestras leyes se haoe en vista de lo que 
informen las Comisiones aqui enviadas para estudiar las nece- 
sidades del pais, la reforma serâ contraproduoente y lejos de 
producir un bien puede proporcionamos serios maies,
Esas Comisiones han estado aqui muy pocos dlas. En tan oorto 
tiempo no es humanamente posible que hayan podido estudiar y 
conooer a fondo este pais. La mayor parte de los informes que 
a esas Comisiones se les han dado han sido informes egoistas 
de los que, por convenir a sus intereses partioulares, desean 
que a la cosa pôblica se le imprima determinadas direociones# 
Esas Comisiones no han podido juzgar nuestra manera de ser si- 
no por los casos aislados que se les han presentado a su râpi- 
da observaciôn# No han hecho un previo y concienzudo estudio 
en su fonde y en su forma de las leyes que hoy aqui rigen para
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poder apreciar su verdadero valor o su ineficacia, sooiolô— 
gica o juridi cam ente consider adas y por todo ello sus infor­
mes han de resultar errÔneos, déficientes, muy distantes de - 
la estricta (sic) realidad de las cosas.
Aun admitiêndose que esas Comisiones, al informer al Grohiemo 
de Washington fotografiasen, con intuiciôn maravillosa y abso­
lute fidelidad, la vida interna de la sociedad puertorriquena 
en el conjunto y en los detalles, no ha de ocultarse a vos que 
sois hombre de Estado y de Gobierno que la obra legislative - 
hecha en Washington para Puerto Rico por hombres que tienen los 
hâbitos y costumbres de un pals que en su modo de ser es dis— 
tinto al nuestro, no encajarla como encajar debe en los distiri 
tos y multiples engranajes de nuestra mâquina social, (l50)
Hoy, habida cuenta de esas observaciones que yo oreo merececto 
ras de que se les tenga en consideraoiôn, me parece, que si no 
es posible en el momento actual satisfaoer nuestros ardientes 
deseos de que Puerto Rico sea declarado territorio de la Uniôn, 
dej&ndoles a las OAMABAS que el pafm entonces eligiese la la­
bor de modificar sus leyes en el sent idc que estimase cpcrtu- 
no, bajo las bases de adapt arias a les principles que informan 
la Constituciôn americana, séria de mâs proveohoso resultado 
que el Honorable Mayor General Comandante del De part ament o M  
ciese esas reformas a propuestas de la Seoretarla de Justicia, 
cuidândose êsta al hacerse las proposiciones, de consultar a 
los letrados mâs eminent es del pals y de tener mty présente lo
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que la opiniôn reclame con voz unânime"
Luego présenta el Lcdo, Dlaz Navarro las reformas y modifioaoio- 
nes que entiende deben de efectuarse en los Côdigos y Leyes funda­
ment aie s de Puerto Rico# Como reproduzco la totalidad de este intere- 
8ante y hasta ahora in,Ôdito documento en los apêndices de este estu­
dio, me permito continuar con el anâlisis# La razôn por la cual el - 
Secretario de Justicia manifiesta que* "nuestra legislaciôn en su ma­
yor parte codificada# no es una legislaciôn caprichosa# ##" es por rs^  
zôn de la campaha de descrÔdito a que se sometlan las instituoiones 
jurîdioas puertorriquehas, En la misma participaban desde los Gober- 
nadores militares hasta los abogados norteamericanos y otros estadou 
nidenses recién llegados a la isla, la gran mayor!a de ellos sin nin— 
gun conocimiento del idioma espahol ni la cultura hispana, Veamos por 
ejemplo las opiniones de algunos de ellos* Gen, John F, Brooke, se­
gundo Gobernador Militar, manifestaba a otro soldadc que su propôsito 
era "dejar tranquilas las condiciones existentes, creyendo que era - 
para los mejores intereses de la isla el que el antiguo sistema de - 
Derecho (permanezoa) a pesar de ser injuste y opresivo en muohos as- 
peotos #,. en vez de correr el riesgo de oaos y desorden al instituir 
cambios con los cuales el pueblo no esta familiari&ado por su idioma 
###” (15^)(Ônfasis suplido)# Mr# Phillip C# Hanna# ûltimo consul de 
los Estados Unidos en Puerto Rico, qui en habla permaneoido en San Juan 
se manifest ab a de la siguiente manera* "Esta isla, no s cl amente nece- 
sita oficiales norteamericanos que administren el derecho, pero pen^ o
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8amente neoesita que se le administre Derecho norteamericano* La - 
gran barrera en el camino de una exitosa y suave administraoiôn aho­
ra mismo es, que nuestros militares norteamericanos tienen que admi— 
nistrar un sistema de Derecho que ha hecho de Espaha un fracaso por 
cuatrooientos anos" (l52),
Asimismo el Secretario de Justicia especifica que es un sistema 
oodifioado para contraponerlo al sistema jurldico de los Estados Uni­
dos que es de factura "anglo-saxon common law", Luego vuelve a enfa- 
tizar el origen y abolengo oivilista de nuestra legislroiôn y hacer 
contraste con la norteamericanai "nuestra legislaciôn ,«• es un
conjunto de leyes •*•• formando un sistema bastante ccmplejo, tradu- 
cen y consignan en sus preceptos las soluciones que daban, en la
êpoca en que dichas leyes promulgâronse, las escuelas mâs adelantadas 
y mas radicales y los me.iores tratadistas de Europa" * Entonces, el - 
Lcdo* Dîaz Navarro consigna claramente su rechazo a los que en ese - 
momento desacreditan y desprecian el derecho hi s pano—puertorriqueho, 
al deciri "Esas leyes no son tan defectuosas como lo afirman algunos, 
tal vez porque no hablôndolas estudiado detenida y oonolenzudAh^e^tf
no las conocen a fondo". El tienne^ las cirounatanoigui vitales nos la
» /
1lustra, ademâs de los dos testimonios arriba Indioados, el Dr# Léo 
S# Howe, Jurista norteamericano quien varios mesea despuês es desig­
nado por el Presidents de les Estados Unidos miembro de la Coroislôn 
Codlfloadora de Puerto Rico, En su libro The Uiited States and Porto 
Rico (153) explica el ambiente de este momento1
"Para la masa de norteamericanos residentes en la isla -y es-
97
pecialmente tratândose de abogados- todo el sistema de Dere­
cho y de gobierno, de instituoiones privadas y pûblicas, era 
male simplements porque era diferente al nuestro# Todo lo que 
no se conformaba con nuestro sistema no sôlamente era no-^ame— 
ricano sino anti—americano© El abogado de Massachusetts que- 
rla el sistema jurldico de Massachusetts, el abogado de Caro­
lina del Sur el sistema de Carolina del Sur, etc#.# El siste— 
ma fue condenado porque era diferente al nuestro# El ûnico nm 
dio de americanizar a los puertorriquenos, se argumentsba, era 
dândoles, sin tardanza, el sistema de Derecho de une de nues­
tros Estados"#
Insiste el ponente en que el ordenaraiento jurldico puertorrique— 
ho debe permanecer "que no debe hacerse caso omiso de todo nuestro de­
recho y si retener lo que haya sido proveohoso y ûtil en el desarro­
llo de la vida social de este pals". En el pârrafo siguiente intuye - 
el peligro que implica para nuestro Derecho la existencia de otro cue^ 
po jurldico extraho pero que también comparta el territorio y el ob- 
jeto del puertorriqueho, me refiero a las Leyes de los Estados Unidos, 
la llamada jurisdicciôn federal# Y es que como Secretario de Justicia, 
el Lcdo# Dlaz Navarro deb la conocer la correspondencia y los planes 
del Mayor Shaucpe con relaciôn al establecimiento de un Tribunal Provi­
sional de los Estados Unidos» Adem&s de las oonversaoiones que mante­
nia el referido Judcçe Advocate del Departamento con los très miembros 
de la Insular Commission para la preparaciôn de un plan recomendando 
la organizaciôn de tribunales de los Estados Unidos en Puerto Rico 
(154)
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Mâs adelante protesta de la presenoia de las Comisiones envia— 
das a Puerto Rico por el Gobierno federal norteamericano para "estu— 
diar" y hacer recomendaciones sobre cual debia ser el future sistema 
gubernamental y las instituoiones que convenîan a los puertorrique- 
hos, Hasta el momento en que nos encontramos, abril de 1899* très qo 
mi8ionés oficiales habian visitado la isla, el Reverendo Thomas E , 
Sherman# S*J, quien era capellân del Fourth Missouri Division of the 
United States Voluntiers# Su viaje investigative comenzô en 19 de oc­
tubre de 1898. A finales de ano el Presidents McKinley désigné al Re­
verendo Dr* Heniy K* Carroll como "Special Commissioner for the Uni­
ted States to Porto Rico!'* En la primavera de 1899 el Secretario de 
la Guerra Mr# R# A. Alger désigné la Insular Commission y todo el tiqm 
po el Cénsul de Estados Unidos Mr» Phil].ip C. Henna informaba cohstan 
temente ados focos de poder en Washington# También infozmaban sobre 
la isla y recomendaban innumerables soluciones, visitantes y grupos 
ofioiosos#
Termina el Lcdo# Dfaz Navarro insistiendo que sean los puertorri
- 'I ’
queues quienes reformen su Derecho e instituoiones, o las Câmaras ]s 
gislat1vas o la propia Seoretarfa de Justicia luego de consultar a - 
los abogados del pals, Como veremos mâs adelante la scoiedad puertc- 
rriquerSa resentla el que se désignera una Comisidn para reviser sus 
leyes y Côdigos (155)* B1 Informe del Secretario de Justicia sobre la 
legislaciôn civil y criminal fue recibido por el Gobemador Militar 
pero a pesar del gran impaoto que tuvo en la opiniôn pûblica no se si 
guieron sus recomendaciones# Luego el Secretario de Justicia lo pré­
senté como su testimonio oficial a las audiencias que celebraba el —
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Dr» Carroll0 Sin embargo, aparecen relegadas y sin darle la impor­
tancia uue tuvieron» Cuaido se publicô la yersiôn inglesa de este - 
Informe en el libro del Dr» Carroll titulado, Report on the Island 
of Porto Rico» el Lcdo. Dîaz Navarre suprimiô la recomendaciôn que — 
habla hecho en la versiôn original en espahol bajo el eplgrafe, "Qr- 
ganizaciôn de Tribunales"» Allî manif estaba* "1. TomSndose como base 
la organiaaciôn de los Estados Unidos se establecerSn Tribunales de
y 4
Part ido en Ponce, Ma^ ’^-agüez y la Capital, los que conocerân de los asim 
tos civiles y con el Jurado de los criminales» 2» Se crearâ una Cor­
te Suprema en San Juan independiente del Tribunal de Partido", Y es 
que para el momento en que ofreciô su testimonio ante el "Special - 
Commissioner" Carroll, el ponente Lcdo, Dîaz Navarro se habla desilu- 
sionado de la "gran Repûblica de Repûblicas", Ya estaba convencido - 
del peligro que representaba para la integridad y permanenoia del De­
recho puertorriqueho, los intentos de transoulturaciôn y americaniza- 
ciôn de los mismos por parte de las autoridades y ciudadanos nortea- 
mericanos y algunos puertorriquenos también. (156)
Pocos dias despues de circular el Informe preparado por el Seore 
tario de Justicia el diario El Territorio de 17 de abril publica un 
vibrante artîculo del Lcdo. Alfredo Arnaldo Sevilla titulado Por —  
Nuestro Derecho (157) # En el mismo, su autor, Juez de Primera Instan 
cia e Instruocién de Arecibo, fustiga los planes norteamericanos de 
cambiar nuestro Derecho puertorriqueho. (158)
"El Gobierno de la Union proyecta reformer nuestro derecho y 
la Secret; rio. de Justicia ha formulado ya el programa de di­
cha reforma, pero la verdad es que no hay una sola razôn que
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determine la neoesidad de reforma tan festinada, que natural- 
mente résultera un fracaso, a pesar de la buena voluntad de - 
todos,
Por imperfecto que sea nuestro Derecho, siempre serâ mejor que 
la reforma que se espera, y si se siente la neoesidad de la r^ 
forma de êl, esa reforma ha de labrarse en Puerto Rico; no pujB 
de venir del Gobierno americano, porque el legislador america- 
no no sôlo desconoce nuestro Derecho sino que nuestras costum­
bres y nuestras necesidades y nuestro modo de ser le son igual 
mente desoonocidos, cuanto mâs no le serân desconocidas las — 
materias sobre las que se sienta la neoesidad de la reforma 
y el criterio que la debe presidir
Para la reforma de un sistema legal es condiciôn esencialîsi- 
ma, absolute, el conocimiento acabado y complète de él, sen­
tir întimamente el modo de ser del pueblo cuya vida judicial 
oondioiona y régula el sistema legal de cuya reforma se t ra­
te, y haber estudiado no espeoulativa sino prâcticamente ese 
sistema legal en sus apliûaciones a la vida del pueblo que - 
vive a BU sombra, la vida del Derecho, para conocer entonces 
y sôlo entonces esa neoesidad, los limites y toda la extension 
de esa reforma.
^Estâ en esas condiciones el legislador americano?
................. . el legislador del Derecho, el que acomete
la ernpresa dificillsima de su reforma también debe serlo, y - 
sôlo puede serlo, con garantie de acertar el pueblo que vive
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al amparo del derecho que vaya a mejorarse: senteinos el axio— 
ma de que sôlo a Puerto Rico corresponde modificar en su dla 
su sistema legal, no tan male como la ignorancia y torcida in 
tenciôn de algunos lo quieren suponer.
Este importante artîculo es reproducido por otros periÔdicos y 
se cornenta sobre el mismo#
Posiciôn de la Suprema Porte de Justicia de Puerto Rico,
Aderaâs de haber pedido su opiniôn legal al Secretario de Justi­
cia, el General Henry, también solicita de la Porte Suprema de Justi­
cia que informe sobre la deseabilidad de cambiar o reformer sustan- 
ci aim ente el Derecho puertorriqueho vigente por el "Common Law" de - 
los Estados Unidos, como sugiere la Insular Commission# El dia 19 de 
abril de 1699 el pleno de la Oorte Suprema de Justicia reuni do en se 
siôn extraordinaria tomô el siguiente ACUERDOt (159)
"Don Carlos Franco y Soto, Secretario de Gobierno de esta Su- 
prema Corte de Justicia#' Oertifioo que el Tribunal pleno en - 
sesiôn extraordinaria de este dia tomô el Aouerdo siguiente* 
Dada cuenta al Tribunal pleno en sesiôn extraordinaria de es­
te dîa con precedents oomunloaciôn del Sr# Présidante de la - 
Comisiôn Insular y del decreto del Honorable Mayor General C& 
mandante del Departamento disponiendo en su vista que se le in 
forme con urgencia por esta Suprema Corte, el Sr# Fiscal expo 
ne lo que sigue t " • • # • usando de toda la llaneza e independen
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cia que acostumbra, pero con todo el respeto debido a la Com_i 
siôn Insular y la Seoretarla de Justicia, manifiesta a la Cor­
te Suprema que considéra inconveniente toda reforma de las Iæ 
yes civiles, pénales y de procedimiento de ambas clases, mien 
tras subsista el rêgimen militar y carezca la isla de perso- 
nalidad polltica ante la Uniôn Americana y de Cêmaras legisl^ 
tivas propias en que las reformas se propongan satisfaciendo 
necesidades sentidas y opiniôn pûblica manifestada con insis- 
tencia# En dichas Câmaras Insulares se debatirlan las refoimas 
por DLputados y Consejeros elegidos por las clases sociales - 
formadas as! tanto por puertorriquenos como por continentales 
residentes en el pals, a quienes es natural interesen también 
las leyes# Se funda el Fiscal en que ese temperamento es el - 
que exige la buena filosofîa a la que répugna que se legisle 
para un pueblo con precipitaciôn y por personas o colectivida- 
des que aunque ilustradas no pueden ebaroar todas las oonse- 
cuencias de los sistemàs y de los preceptos que por si mismo i 
adopten; se funda también en la Historia, que enseha a las na- 
oiones que ensanohan sus territories a respetar las leyes de 
estos mi entras no se las hayon asimlladas en sus costumbres, - 
porque las leyes son de lo que mâs se orna puesto que en ellas 
se funda la vida, oarâcter y sentimientos. Y por ûltimo opina 
el Fiscal que no solamente no conviens ahora el cambio de le- 
gislaoiÔn por los medios que se proyectan, sino que convendrla 
si fuera posible derogar cuanto se ha legislado en el orden de 
lo civil, de lo penal y de sus procedimientos desde el dia de
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la ocupaciôn americana hasta hoy, lo primero porque los maies 
que se deplorahan no eran de las Leyes sino de su mala aplioa 
ciôn prâctica y lo segundo porque asl lo estatuyô el Muy Ho­
norable Mayor General Brooke, inspirado por la filosofîa y - 
por la Historia en su notable Orden General Hûm# 1 de diez y 
ocho de octubre ûltimo#
En vista de todo y previa las oportunas deliberaciones los - 
Sres de la Corte Suprema dijeront Evacuese el Informe de con- 
formidad con el dictâmen del Sr# Fiscal modificândolo en el - 
sentido de que en el supremo caso de estimarse que la reforma 
de la legislaciôn secular del paîs sea conveniente, el proyeo- 
to, discusiôn y formulaciôn se hagan en el mismo paîs oyÔndo- 
se al Colegio de Abogados, a las Cortes de Justicia y a las - 
Seoretarîas respeotivas para el mayor acierto en asunto tan - 
trascendental y que requiers de toda neoesidad el conocimiento 
de las costumbres y de esas leyes que se trate de innover, i>e 
ro que en cuanto a lo yç. innovado nadâ se haga por el peligro 
de los conflictos de derechos a que darâ lugar el ôrden jurî- 
dioo ya creado a la sombra de las reformas# Asl lo proveyeron 
y firmaron los seHores expresados al mârgen de que oertifioo: 
José S# ^uihonez, José C« Hernândee, José Maria Figueras, Ra­
faël Nieto y Abeille, Eduardo Aouha Aybar, Angel Aoosta# 
AsistiÔ el Fiscal Rafaël Romau"#
Recibiô el General Henry el anterior Acuerdo y por el momento -
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desechô la idea propuesta por la Insular Commission# La sugerenoia - 
de la Suprema Corte de Justicia pesô mucho en su decisiôn# La reco- 
mendaoiôn confidencial del alto tribunal fuê publicada en El Territo­
rio el 21 de abril (l60), Alli se hizo un resumen del Acuerdo con el 
fin de infoxmar al pûblico, pero también de usario como argumento - 
ideolôgico en la campaha periodistioa que llevaba ese diario en con­
tra de la americanizaciôn del Derecho puertorriqueho y defensa de su 
integridad# "Corte Suprema# La Corte Suprema de Justicia reunida en 
pleno, acordÔ informar al Honorable Mayor General Guy V# Heniy, para 
que a su vez lo hi ci era al Gobierno de Wâshington, que no debe hacer— 
se reforma alguna por lo que respecta a la legislaciôn del pais, re­
formas que en su dia harân las Câmaras de Puerto Rico, las ûnioas lia 
madas a hacerlas con plena competencia y conciencia de tan importante 
cometido# Aoordô igualmente dicho Tribunal, que se manifestera si a 
pesar del acuerdo tornado el Gobierno de Washington créia de absolute 
e imprescindible neoesidad, hacer reformas en la legislaciôn vigente, 
dichas reformas se llevarân a efecto de conformidad, con los informes 
del Colegio de Abogados, las Cortes de Justicia de esta isla y la -
üecretaria del ramo"# De esta manera se formaba una opiniôn pûblica,
%
pero también los diarios recogian el sentido de la gran mayor!a de - 
los puertorriquenos quienes consideraban sus tribunales y sistema de 
Derecho como parte de su asediada cultura y ont endian que el momento 
era grave y delioado y que ameritaba estar alerta# No sôlo se atenta 
ba y se queria cambiar el ordenaraiento juridico puertorriqueho sino 
que también se planificaba en contra del uso de la lengua espanola y
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se denigraba su cultura*
Las recomendaciones de la Insular Commission
Las recomendaciones de la Insular Commission causaron protestas 
indignaciôn y preocupaciôn* En las mismas se compara el sistema o — 
instituciôn hispano—puertorriquena con el que opera en Estados Unidos 
y usualmente se llega a la conclusiôn de que el primero estâ atrasa- 
do, es pomposO| caro y antinortearaericano y por ende malo y necesit^ 
do de ser cambiado por el "mêtodo y progreso norteamericano", Exami- 
nemos brevemente las recomendaciones referentes al ordenamiento juf£- 
dioo e instituciones# Al narrar como era entonces el sistema judicial 
lo compara con ol do un Estado norteamericano y concluye que la Corte 
Supreraa de Justicia tardaba mâs en decidir una sentencia que lo que 
entonces empleaba un juagado de polioia o paz norteamericano en varias 
decisiones, y as£ por el estilo# Al tratar de les notarios. las en- 
cuentra excesivamente caros y el prooediraiento muy formai# Recomenda- 
ciôni "Las personas interesadas en bienes raloea y venta de propieda­
dos esperon de nosotros que recomendemos la oorreooiSn inmediata de 
estos obstâoulos agoblantes y la adopoiôn del sistema norteamerioaiio 
de transferencla y arciiivo de loe bienes raloes". Cuando se exprefia 
de los teetamentos termina la Insular Oommisaiûn proponiendo lo eiguien 
te: "Todo el sistema de arohivo de testamentos debe ser oambiado para 
requérir solamente el pago de costas razonables y confirmarlo a los - 
mêtodos que estân ahora en prâctica en los Estados Unidos"^ Sobre la 
organizaciôn judicial su posiciôn es por supuesto que se oonformen y
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copien los sistemas judiciales de los Estados norteamericanos, A1 re 
ferirse al nuevo tribunal supremo entiende que debe de estar compues— 
to por algunos magistrados que conozcan el "viejo derecho" porque pu^ 
den darse situuciones donde haga falta recurrir aquel derecho* Los de 
mâs magistrados serân conocedores del nuevo Dereoho# Recomienda que 
se désigné un "Attorney General" norteamericano# (l6l)
Ademâs de los tribunal es arriba expresados la Insular Commission, 
recomienda que se establezca un sistema de Tribunales Federales. con 
iguales poderes y  jurisdicciÔn a los que existen en los Estados Uni- 
dos# "Nosotros recomendamos el establecimiento de très de taies tri­
bun aies de los Estados Uni do s, uno de San Juan, uno en Fonce y el - 
teroero en Mayagüez o Aguadilla.#" "Estos tribunales federales ten- 
drân jurisdicciôn original concurrente con los otros tribunalss de 
la isla, en lo civil, criminal y asuntos de berenoiaj y jurisdicoiÔn 
exolusiva en las oontroversias que envuelvan asuntos federales o de 
los Estados Unidos, como en los Tribunales federales de los Estados 
Unidos que funcionan en los Estados nortearner!canos, autos de habeas
corpus, interdict os y el auto de "mandamus"# Luego recomienda que las
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decisiones y sentenoias del Tribunal Supremo dé Estados Unidos sean 
obligatorias para loa tribunales puertorriquehos y que sea la ûltima 
instanoia de Puerto Rioo la de ese Tribunal Supremo antes menoionado# 
"El idioma oficial -segdn la Insular Commission- de los tribunales 
es el inglês, pero teraporeramente las alegaciones y el procedimiento 
en los "Porto Rican Courts" puede ser en espanol y en los Tribunales 
Federales y en el Tribunal Supremo de Puerto lîico en idioma inglês# 
Cada tribunal tendra un intêrprete" (l62)
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Culminan las recomendaciones de esta comisiôn norteamericana en 
Puerto Rico con la siguiente:
"•.. enteridemos que es imperativ^mente necesario que ellas - 
tengan buenas leyes y procedimientos si guien do los lineamien— 
tos de nuestro sistema#
El sistema de Derecho y procedimiento, aun cuando no es todo 
malo, difiere tan radicalmente en principles y estructuras asi 
como en mêtodos y formas de prâctica del nuestro, que a nues­
tro juicio el mejor modo de americanizar a Porto Rioo es dan— 
dole el bénéficié complete de nuestro sistema juridico total 
y no tratar de insertar reformas parciales al sistema juridico 
espaiiol"#
La uniea excepciên a esta opiniôn viene de aquellos pocos que 
creen tener un derecho inherente a ooupar cargos y dictar las 
leyes y la polit ica de la isla, llamada auto-gobierno#
Por lo tante, nosotros recomendamos que todaS las leyes espano 
las, oôdigoQ civil y pénal, côdigos de enjuiciomiento civil y 
criminal y todos les reales décrétés aplioables a Puerto Rico 
sean suprimidos y dejados de lado, y en vez de elles se adopte 
el Dereoho anglo-eajÔn de los Estados Unidos segun estâ regu- 
lado por los Tribunales de alll, excepte cuando se modifique 
por las leyes federales norteamericanas#
diue la Constituciôri y leyes de los Estados Unidos localmente
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aplioables tengan el mismo efecto en Porto Rico, como en cual 
quier parte de los Estados Unidos*
Que el dereoho anglo-americano y los estatutos de los Estados 
Unidos constituirân el derecho del pais, excepto que sea mo(^ 
ficado o oambiado por ôrdenes y la autoridad del Présidente - 
de los Estados Unidos o el Congreso".
La reacciôn del pals ante las recomendaciones de la Insular Com­
missions fueron de protesta y repuisa* El General Kennedy y el Juez 
Curtis tambiên manifester on al diario The San Juan News la deseabili- 
dad de sustituir los Magistrados y Jueces puertorriquehos por funcijo 
narios judiciales norteamericanos* No tarda en enviarse una Exposi- 
ciôn al Présidente McKinley (l63), donde todos los Magistrados, Jue­
ces y funcionarios del poder judicial de Puerto Rioo protestan de - 
la proposioiôn de los miembros de la Insular Commission»
"Sehort
El Secretario de Justicia del Gobiemo Militer de Puer­
to Rioo, en su propio nombre y en nombre y representaoiôn de 
los Présidentes y Magistrados de la Oorte Suprema y de las Cor 
tes de Justicia de San Juen$ Ponce y Mayagüez, de todos loa 
jueces de instrucciôn y 1  ^Instanoia, de los Jueoes Municipa­
les, Registradores de la Propiedad, Abogados, Procuradores, 
Notarios, Seoretarios y auxiliares de los Tribunales de esta 
isla, 08 dirige esta exposioiôn a vos que représentais el po­
der supremo en la patria amerlcana*
El General Kennedy y el Juez sehor Curtis, pertenecientes a -
109
la Comisiôn Insular enviada por el honorable sehor Secretario 
de la Guerra, segun las manifestaciones que aqui han hecho, 
tal vez os informen que séria oportuno el enviar jueces de o— 
tros territories de la Uniôn a los Tribunales de Puerto Rico»
Se producirân ademâs hondas y trascendentales perturbaciones 
en la vida de esta sociedad#
Los Jueces de los Estados Unidos que se envien a Puerto Rico 
no podrân llenar su misiôn, aunque vos cambiaseis con la rapi­
des del ra;y'o todas nuestras leyes y nos diÔseis las vuestras*
^Es que juzgan faites de condiciones a los puertorriquehos pa­
ra administrar la justicia en este pais?
Puerto Rico, I9 de abril de 1899
Heiminio Dlaz Navarro, Secretario de Justicia" (I64)
Al dla siguiente el Lodo# Dlaz Navarro envia una carta oficial 
al General Henry cornentando los acuerdos y recomendaciones de la In­
sular Commission» Alll el Secretario de Justicia manifiestai "La In­
sular Commission vino a estudiar las neoesidades de este pais y se va 
sin haberlas podico haoer» No es posible conocer el carâoter, los mjB 
dios, las oostumbres, la legislaciôn de un pueblo en unos pocos dias, 
aân cuando dicho estudio se haga en buenas fuentes..»" "El General 
Kennedy estâ equivocado al afirmar que el plan de reformas de nuestro 
Derecho, que he propuesto a usted, no debe ser llevado a cabo# El G^
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neral Kennedy desea que estas reformas se hagan en V/âshington; sin 
conocer ninguna de las leyes puertorriquenas se ha permitido infor­
mer sobre las mismas#.." (I65)
Tambiên el Dr# Cayetano Coll y Teste, Secretario de Hacienda de 
Puerto Rico escribe al General Henry sobre las recomendaciones de la 
Insular Commission# Su carta oficial tiene fecha de 20 de abril de 
1899 (166)• "Los miembros de la Insular Commission han venido guia- 
dos por sus buenos deseos, pero no estân familiarizados, ni conocen 
los usos y oostumbres, la historia, el Derecho y reglamentos de la 
isla y aûn el idioma espanol, que es olnve esencirl para no estar a 
merced de un intêrprete bueno o malo,,," "La segunda entrevista tuvo 
lugar en mi oficina, y los oomisionados trajeron consigo, como su in 
têrprete, al Sr# Roberto H# Todd, un politico# Tuve la impresiôn de 
que la entrevista séria corta y poco satisfaotoria; asi fué, duré m£ 
dia hora..." "Soy de opiniên, y lo declaro leal y honestamente, que 
si el Gobiemo de Washington estâ por dictar nuevo Derecho para mi 
querido pais, ûnioamente basândose en la inforraaoiên de los miembros 
de la Ûoroisiên, se enoontrarâ con un lamentable fracaso"#
En vista de las protestas y consejos contrée?!os a las recomen^ 
clones de la Insular Commission el General Heniy deoidiê per el me­
mento en contra del proyeoto de sustituir el Dereoho puertorriqueno 
por el "Common lav/" norteamericano# Sin embargo, algunas de las su- 
gerencias de la Insular Commission fueron luego puestas en vigor, no 
tanto por razôn de haberlas hecho la tal junta, sino porque figura- 
ban en los planes norteamericanos para Puerto Rico, e, g. el establ^
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ciraiento de tribunal federal en '3an Juan, La unica persona que feli 
cito a los miembros de la comisiôn norteamericana, de que tengamos 
noticia, fue el Sr, Roberto H, Todd, (I67) quien escribio una obse- 
quiosa carta personal al General Robert, P, Kennedy,
Como hemos manifestado anteriormente el informe preliminar (I68) 
de la Insular Commission fue entregado al Secretario de la Guerra,
Mr. Alger en mayo de 1899* Continuan los tres miembros de comisiôn 
trabajando en su informe final y en los promet i dos Côdigos bas ados 
en el "American Common Law" y que segun su recomendaciÔn sustituirân 
el Derecho puertorriqueno (I69)# El 9 de junio de ese aho la impren— 
ta del Gobiemo federal public a el informe preliminar, aunque no lo 
manifiesta (I70). El mismo comienza a circular en los Estados Unidos 
y Puerto Rico. Una de las personas que lo lee con mucho interês es 
el nuevo Obispo de Puerto Rico, el sacerdote norteamericano, Monsenor 
Blenlc, quien por entonces se encontraba en IWashington (I7I). El Obi^ 
po Blenk sus crib e una carta junto al Arzobispo de ITueva Orleans, H.
R. Plâcido Luis Chapelle, Delegado Apostôlico para Pilipinas, Cuba 
y Puerto Rico dirigida al nuevo Secretario de la Guerra Mr, Elihu 
Root (172), El tenor de la misma es el informe de la Insular Commis­
sion. En esta larga carta los dos eclesiâstioos oritioan duramente 
el Informe, especialmente los fundamentos y las recomendaciones. Nos 
interesa sus cornentarios sobre el Derecho puertorriqueno. En cuanto 
al proyecto de côdigos bas ados en el "american common law" que la - 
comisiôn recomendaba para sustituir el Derecho hispano-puertorrique- 
no los Obispos Blenk y Chapelle sostienen que hacer esto es "necio, 
impracticable y tirânico". Entienden que les miembros de la Insular
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Commission "estân totalmente incap^;citados para calibrar la situa- 
ci6n", luego anaden:
"k lIos no conocen las necesidades ni el carâcter del pueblo 
puertorriqueno, Porzar en Puerto Itico unos Côdigos completos 
hechos a priori, es maltratar a un pueblo que esta bien dis;» 
puesto hacia nosotros, pero con tal medida, inevitablemente 
se enajenarâ para siempre©
La gente indudablemente estâ deseosa de buenas leyes, taies 
como las que nosotros tenemos; pero cada Estado tiene sus 1^ 
yes, las cuales al igual que las leyes federales son un sis— 
tema que se ha désarroilado lentamente* Séria una locura cam 
biar de un golpe todas las leyes, o casi todas las que estân 
en vigor. E l pueblo tiene ciertamente el derecho a partioi- 
par en la preparaciôn de las leyes que le han de gobernar",
Indudablemente este consejo de los dos Obispos, junto a las car 
tas y protestas del Secretario de Justicia Lodo. Dlaz Navarro, la - 
opiniôn de la Suprema Corte de Justicia, las campahas periodistioas 
y la agitada opiniôn pûblica eVitaron que se oambiara el Derecho puer 
torriqueho* Como consecuencia de esto, el nuevo Secretario de la Gu_e 
rra Root, archivÔ los Côdigos propuestos por la Insular Commissiôn. 
Los miembros de la comisiôn oontinûan insistiendo* El Comité de Asim 
tos Insulares de la Câmara de Représentantes de Estados Unidos cel£ 
bra audiencias pôblicas en San Juan a principios de 1900* El 17 de 
enero Mr. Henry C. Curtis, miembro que ha si do de la Insular Commis­
sion testifica sobre lo que Ôl entiende conviens a Puerto Rico (l73).
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Al terminar se queja de que el Informe final de la Insular Commis­
sion ténia unos Côdigos de Derecho para sustituir el Derecho vigen— 
te en Puerto Rico y  que el mismo estaba en la oficina del Sécréta— 
rio de la Guerra Root sin imprimir. Que la excusa que se ofrecia — 
era la falta de fondos, pero que el Senador Poraker habia dicho que 
la publicaciôn fue detenida por el Secretario Root porque desapro- 
baba la recomendaciÔn de la Insular Commission de que se sustituye— 
se el Derecho puertorriqueno por el "Common Daw". Radie prestô aten 
ciÔn a Mr. Curtis y los Côdigos nunca se publicaron, Recordemos la 
opiniôn del nuevo Secretario de la Guerra y distinguido juriste Mr. 
Root sobre la recomendaciÔn de la Insular Commission» "Por supuesto 
yo nunca considéré la idea absurda de imponer el "common law" a es­
tas comunidades que se han desarrollado bajo Côdigos basados en el 
Derecho Civil".
Por supuesto no todos los puertorriquenos se manifestaban opue£ 
tos a las recomendaciones de la Insular Commission. Un sector de la 
sociedad se agrupo'para fundar el Partido Republicano Puertorriqueno. 
A princi}'ios de m%'"o circula impreso el Manlfiesto de es a coleotivi— 
dad politien, cuya base o punto nômero 13 titulado "Justicia" dispo­
ne lo siguiente: "13. Queremos el establecimiento del sistema de Ad- 
ministraciôn de Justicia americnno, que grrantisa a cada ciudrdano 
el imperio de la justicia mediante un juioio libre, recto, complète 
y râpido segôn las leyes del pais", (174)'El 2 de mayo de 1899 el - 
diario KL Territorio pub1ica una serie de articules donde comenta el 
referido manifiesto. El que nos interesa comenta el punto anterior­
mente expuestoî "El Parti do Republicano. Analicernos las bases de —
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nuestra constituciôn. Por la Base 13 que dedicais a la "Justicia" 
empleais el mismo sistema de indécisi6n y vaguedad que el empleado 
en la Base 9 respecte a la contribuciÔn. Si algo tiene Puerto Bico 
son "tribunales" y "legislaciôn". Tribunales existen en los Estados 
Unidos, pero nuestra "legislaciôn" civil, criminal, procesal en sus 
diverses rames, hipotecaria y mercantil, no lo duden los firmantes 
de ese manifiesto es superior a la de cualquier Estado de la Uniôn 
araericana. Algunos de los que firman ese manifiesto lo saben y tan— 
to lo saben, que en el seno de la amistad no tienen inconvénients — 
en decirlo. Ho diremos por esto, que no haya que reformer algo, y - 
hasta que suprimir algo igualmente, pero !por Dios! que nos expli- 
quen esa "charada" del "sistema de .justicia amerioanoV,,, Puerto Ri­
co posee culture y educaciôn polîtica, digan lo que digan los detraa 
tores de la raza latina y los aduladores de la raza sajona" (175) 
Continua la campaha del vocero periodistico de los intereses 
norteamericanos en Puerto Rico. Nos informa El Territorio que: "The 
San Juan News insiste nuevaraente en sus ataques a la AdministraÀiôn 
de Justicia y cita el informe jlel General Grant# Tel pareoe que el 
San Juan News tiene oarta blenoa para injurier impunemente no sôlo 
al pueblo puertorriqueho sino a sus instituciones mâs notables" (176) 
El Ledo# Luis Muhoz Morales, abogado y primer Censor del Cole- 
gic Notarial de Puerto Rico, escribe un folleto contestando las con 
clusiones de la Insular Commission sobre la notarié y los registres 
de la propiedad. 31 mismo se titula THE NOTARIES OF PORTO RICO AND 
TIJ2 R:]30 T 0^ TII3 M E R IC IN  COmUSSION. REFUTATION OF ERRORS. Comien 
za el distinguido juriste: "Luego de leer el Informe oficial rendido
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al honoir blo Urosidonte de los Estados Unidos por la Comisiôn espe­
cial nonbiT.üa '/ t 1 efecto, nos consideranos oblige do s a llamar e- 
nôn^iC'.Liente la ato.iciôn sobre el oontenido de ese documente con re 
laciôn a los funcionarios encoraendados a la ejecuciôn de documentos. 
No es raro c^ ue la ignorancia, la pasiôn o la mala fè, probablemente 
con una vision interesada pueda causer _ue las noticias mâs extra­
vagantes sobre este pals lleguen a cîroulos gubernamentales nortea­
mericanos, pero es verdaderamente sorprendente que una Comisiôn Of^ 
cial, compuesta de personas v^ ue se creen a si mismas sérias y enten- 
didas pueda incur ri r en inexactitudes de tal peso y errores de tal 
magnitud como las oontenidas en ese Informe, demostrativo de una ig­
norai! ci a inexcusable sobre las materlas a que se refiere"# Luego — 
discute una a una las conclusiones sobre notarla y registre de la - 
propiedad y las réfuta. Termina manifestândoi "Nuestro Derecho, nue^ 
tras tradiciones, nuestro idioma, nuestras oostumbres no son toma- 
dc'-.s on cucnta por elles; poco les importa que nue s tras leyes obede_z 
can un plan cientifico y refiejen la forma de ser de la poblaciÔn, 
los oomisionados norteamericanos encuentran todo oensuroble, todo — 
os considerado defeotuoso, ânioamente porque es diferente a 1rs prâ^ 
ticas que conocen", Mâs adelante dice; "nuestro Derecho es critica- 
do sin haberse dado el trabajo de leerlo, cuando ellos deben saber 
que estas leyes, a pesar de los defectos naturales a todos los tra- 
bajos humanos, estân juzgadas, especialmente en asuntos civiles, co— 
mo unas de las mejores en el mundo.,. " Cayey, 5 de agosto de 1899.
El 9 de mayo de 1899 es relevado el Gobernador llilitar Guy V. — 
Henry y le sustituye el Brigadier General George V/. Davis©
116
Gobiemo del General George W. Davis. 9 de mayo de 1899 a 1 de 
mayo de 19QQo
Establecimiento del United States Provisional Court
El ambiente social en la isla con relaciôn al Derecho y tribu— 
nalos puertorri ueaos y la colonia de abogados y résidantes nortea- 
mericnnos nos la ofrece el General Davis en su informe oficial al - 
Departr mento de la Guerra, En el mismo encontramos una de las causas 
del por qué se estableciô un ïribunrl de los Estados Unidos en Puer­
to Rico, Esta serâ siempre convalidada y no perderâ su vigenoia. Ma—
nifiesta el Gobernador Militar que:
"Muchos ciudadanos de los Estados Unidos residîan en Porto - 
Rico, y a veces eran partes en pleitos judiciales o sujetos 
de medidas punitivas. Ignorantes de las leyes locales y el p m  
cedimiento; el cual caracteriaaban de injuste, cruel, ultra- 
jante, atroa o bârbaro, no sorprende que aquellos objetaran 
el tener que arriesgar su vida o propiedades en los tribuna­
les natives© Sin embargo, despuês que oes6 el estado de gue—
rra no habia otros tribunales que pudieran deteminar legal-
mente sus causas o pleitos# Fueron numerosas las comunicacio— 
nés al Gobernador Militar para que "barriéra" estas objetables 
ley s y tribunales y las sugerencias de natives y americanos 
rosidcnucs en la isla para .ue se enmendara, suspendiesen o 
abid.iesen estas ofensivLs disposiciones fueron much-' s y urgen
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tes, y : lcp.inas no sin razôn. Se insistia que toda esperanza 
de rogeneraciôn industrial de la isla séria fûtil a menos que 
los extranjei-os colaborasen con los habitantes y suplieran - 
capital en grandes cantidades para la inversiôn y desarrollo 
de los recursos dormidos, que constituyen una inmensa ri: ueza 
potoncial, pero se manifestaba, "el capital no vendra mien­
tras no se le asegure otra protecciôn que las ofrecidas por 
las leyes locales,.. Los norteamericanos no pue den o no quie— 
ren entender esas leyes y el procedimiento existente, Deman— 
dan el juicio por jurado, asi como los privilegios del recur— 
so de Habeas corpus..." (l77)*
Otro contemporâneo de los aconteoimientos tambiên norteamerica 
no, nos ofrece una visiôn similar a la anterior del General Davis,
Ho re;?iero al jurist a Mr, Leo S, Rowe, quien viviô en Puerto Rico a 
principios de siglo. Su cornentario es ol siguiente;
"-rra la masa de americanos residentes en la isla y espocial-
mente tratândose de abogados, todo el sistema de leyes y de 
gobierno, de instituciones pûblicas y privadas era malo sim­
plements porque era diferente del nuestro, Todo cuanto no se 
conforr.iaba con nuestro sistema no sôlo no era americane sino 
antiamericano, El abogado de Massachusetts deseaba el sistema 
de Massachusetts, el abogado de Carolina del Eur, el sistema 
de Carolina del Eur, y asî... El sistema (juridico puertorri­
queno) fuê condenado porque era diferente al nuestro, El ûni—
co modo de hacer americanos a los puertorriquenos, se arguyÔ,
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era dâiidoles, sin tardanza, el sistema de Dereoho de uno de
nue8tros Estados. "Este es el modo que lo haoemos en los Es—
tados", se tuvo oomo argumento sufioiente para tratar de con
veneer a cada native" (178)0
Ademâs de estos argumentes, pos6 tambiên en los planes para es— 
tablecer dicho tribunal federal, el ejemplo que podia ofrecerse ad— 
ministrando ol Derecho anglo-americano en Puerto Rico y la seguri— 
dad que ofreceria un tribunal norteamericano a las grandes corpora— 
cione8 aue por entonces comenzaban a entrar a Puerto Rico.
Continua la polêmica y la situaciôn tirante con rsl-ciôn a la
administraciôn de la justicia y el Derecho pue rt o rri % ue no, SI diario 
The San Juan News vuelve a intervenir, esta vez con un editorial en 
su ediciôn del 20 de ma^ 'o: "Comentario Editorial". Venga una Audién 
cia americana© Esc se necesita mâs que cualquiera otra cosa. Si esto 
se preguntara mahana al pueblo de Puerto Rico, todos con excepciên 
de los jueces espalioles dirân; Venga la Audiencia Americana" (179) # 
Inmediatamante contesta el combative diario El Territorio;
"En estos dltimos dias venîa laborândose, y se afirmaba oomo 
oosa hecha la oonstituoiôn de Audiencias Amerioanas# Del ru­
mor y del comentario se ha ido a la afirmaciÔn en la prensa©
lîabiendo americanizado la instrucciôn pûblica en Puerto Rico, 
suprimiondo el Institute Civil y la Escuela Normal, sustitu- 
yendo a los maestros espaneles (puertorriquehos), por maes­
tros americanos, no es extraho que se pretenda y desee reem—
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plazar las Audiencias y Jueces espaholes (puertorriquehos) 
poi' Auoiencias y jueces americanos.
Este es el deseo de The Ban Juan Nev/s, de sus colahoradores 
o inspiradores....
Americanizada la instrucciôn pûblica, se pretende americani— 
zar la Administraciôn de Justicia.
The San Juan Hews, Mr. Smith, socio del Lodo. Landrôn y el - 
Parti do Republicano, desean y lab or an por la americanizaciôn 
de la Justicia en Puerto Rico" (l8û)
El Mayor Sharpe inmediatamente que arriba el nuevo Gobernador Mili­
ter pone en su conocimiento los planes para establecer un Tribunal 
Provisional de los Estados Unidos. El General D^vis le autoriza a - 
continu-r con estos planes (iBl). La situacion juridica de las Comi- 
siones Militares se hace insoatenible. La Orden General Num. 67 de 
24 do msq o de I899 dispone que; "Los Jueoes de Instrucciôn y Cortes 
de Justicia de la isla conocerân en adelante de todas las cnusas cri 
minaies hoy pendientos de fallo'ante las Comisiones Militares, que 
a su jurisdicoiÔn traspase este cuartel General por conducto de la 
Secretaria de Justicia" (l62)• En este momento cesan las Comisiones 
Militares y su jurisdicoiÔn especial. Siete dlas despuês se dicta la 
Ordon General Hum. 71 de 31 de mayo de 1899 que establece el Auto 
de Habeas Corpus (l83) en Puerto Rico, sin embargo el mismo no tiene 
validez para las autoridades de los Estados Unidos. Ya es de publico 
conocimiento que se creai-â un tribunal especial norteamericano que
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lesionarâ la jurisdicoiÔn y competenoia de los tribunales puertorri 
quenoso KL dirigente obrero D» Santiago Iglesias escribe en la pri­
mera plana de 21 Porvenir Social de 31 de mayo de 1899î "De la Por­
te de Justicia... Ya para suerte, ondea gallarda en las almenas de 
San Juan la bandera de las estrellas, bajo cuyo gobierno se hace - 
justicia cuando se demanda en forma; asi es que estoy resuelto y - 
tranquilo a esperar la ûltima palabra de la justicia de origen "es- 
pahol y politico", para invocar la primera de origen americano, que 
augusta y santa no consentira jamds que los Magistrados sirvan a la 
manera antigua los intereses bastardes de despreocupados politicas- 
tros, que atropellaban los inaliénables derechos de los ciudadanos. 
Por suerte las Cortes americanas, con leyes federales no se harân 
esperar, y el pueblo despuês estarâ seguro que en el temple de la - 
Justicia no podrân perdurar nunca las mezquinas rencillas de la poli 
tica infâme..." (I84)
KL proyecto de Orden General para crear el Tribunal Pi'ovisional 
de los Estados Unidos es s omet ido por el Mayor Sharpe al Gobernador 
Militar General Davis. 21 Secfetario de Justicia, Mo. Herminio Dlaz 
Navarre, se pronunoia en contra de la oreaoiôn de la mencionada ins 
tituoiôn judicial federal y convenoe al Lodo. Juan Hernândez Lôpez, 
en este raomento republicano, para que por razones patriôticas le a— 
yude en esta empresa. Igual hacen los Magistrados de la Corte Supre­
me de Justicia y la gran mayoria de los Jueces de los deraâs tribuna 
les. Los periôüicos 31 Territorio. La Democracia. La correspondencia 
de Puerto Idco. La Bomba, El liberal envi an sus représentantes a una 
Asamblea que cita el Lcdo. Diaz Navarro en los locales de la Secre-
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taxîa de Justicia# Estaban présentes los miembros de la Directive 
del Ilustre Colegio de Abogados de Puerto Rico# El Pais# ôrgano pe— 
riodlstico del Partido Republicano manifiesta en su editorial "Doble 
Juego (185), "Se cree necesaria la instalaciôn de una Corte Federal, 
Los libérales ponen el grito en el cieloj el Secretario de Justicia 
reûne un conclave, discuten, hablan de dignidad, de patriotisme, ciu 
zan telegramas, se escriben protestas, se celebran conferencias de 
dos y tres iioras en la Fortaleza, pero el resultado es la ôrden es- 
tableoiendo la Corte". Tambiên El Diario de Puerto Rico (I86) infor­
ma que: "Al mismo tiempo. Don Juan Hernêndez Lêpez, uno de los con­
currentes a la Junta de funcionarios y abogados reunida con tal motii 
vo en la Secretaria de Justicia, expidiô un telegraraa a Don Luis Mû- 
hoz Rivera, nue se encontraba en .Washington, con una misiôn patriô— 
tica, para -ue el ilustre hombre pûblico représentera al poder eje— 
euvivo de la Metropolis sobre la instauraciôn de la Corte americana, 
anti consti vucional y en grade sumo opuesta a los intereses y a la 
situaciôn del pais". "Pero, contra el dietamen del Secretario de Ju^ 
ticia, de la Suprema Corte y de los principales abogados de la isla, 
contra la voluntad colectiva de todo el pals, se estableciô, por la 
Orden General 88, la Corte Provisional de los Estados Unidos.##"
El 20 de junio de 1899, un grupo de abogados y hombres de négo­
ciés norteamericanos y algunos puertorriquenos tambiên enviaron una 
peticiôn al Gobernador Llilitar Davis sobre diferentes aspectos de la 
sociedad puertorriquena: Nos interesa el primer tema, pues nos de- 
muestra las diferentes influencias que en este moments se ejorcen:
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"Administraciôn de Justicia; A las diverses comisiones en­
vi adas por los Estados Unidos nuestra principal recomendaciÔn 
ha sido que tribunales norteamericanos sustituyan los aquî — 
existantes. Asi lo demandan los intereses comerciales.
Le hemos dicho lo mismo al Dr. Carroll, a la Insular Comis­
sion, al Presidents McKinley, ûltimamente a usted y tambiên 
al General Henry.
Le hemos manifestado a los représentantes de nuestro nuevo ^  
bierno que las condiciones aqui no pueden ser peor... que el 
Derecho de la isla es espanol y opresivo, y que los tribuna­
les no pueden ser mejores que el Derecho.
Nada hay mâs tirai do que el capital y no vendrâ donde haya la 
mâs minima duda de la validez de los titulos y la seguri dad 
de los prêstamos, escrituras e hipotecas.
Kcisten tambiên otras consideraciones para solicitar un nuevo
sistema de Derecho y Jueces y tribunales norteamericanos. La
corrupciôn oficial estâ integrada en el carâcter y hâbitos
de los espaholes...... ......... . . ............
#
las présentas leyes espaholas son muy déficientes, 
a pesar de que los abogados espanoles, comenzando por el ac­
tual Secretario de Justicia, manifiesten lo contrario" (I87)
El Territorio y El Pais anuncian la prôxima inauguraciôn de la 
Corte Federal de Estados Unidos en Puerto Rico en sus ediciones del 
miêrcoles 28 de junio de 1899 (I88). El editorial de El Territorio 
de su ediciôn de 30 de junio de 1899 estâ dedicado a este aconteci- 
miento. El mismo se titula, "La Corte Provisional" y reza asi;
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"Manana se inaugurarâ este tribunal, con las formalidades - 
del caso. Lo deciamos eyer. Vemos como a pas os agigcintados 
se consuma la ruina de las instituciones puertorriquenas. Va 
mos a la absorciôn, a la anulaciôn, sin que nos asista otro 
derecho que la inûtil laraentaciôn, que la protesta platôni- 
ca y estêril.
La Corte comienza a funcionar mahana, el principle del fin - 
judicial de Puerto Rico. Arrebata a nuestros tribunales gran 
parte de su jurisdicoiÔn, y serâ un semillero de conflictos 
jurisdiecionales en el porvenir.
Ho es este desapoderado afân de hacer desaparecer nuestras - 
leyes y oostumbres, de anular y borrar la personalidad jurî- 
dica de este pais, lo que teniamos derecho a esperar los puer
torriquePios ........... «.........................
se créa un rÔginien de privilégies, una di visiôn en los facto— 
res sociales, con el establecimiento de esa Corte, de lo que 
résulta una ley para log natives y otra para los continenta­
les, un tribunial para nosotros y otro para ellos.
Habrâ -ya lo sabomos- quien aplauda, quien célébré, quien fe^ 
teje esa absorciôn. Habrâ quien coopéré a la anulaciôn de - 
Puerto Rico, aunque esto comporte su propia anulaciôn. La se­
vere historia juzgarâ a esos patriotes.
ilosotros, en tanto, citados por la impotencia, veremos como 
se anula y se derrumba lo propio para dar lugar a lo exôtico, 
sin poder oponer otra cosa que nuestra estéril protesta". (I89)
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La Gaceta de Puerto Rico de 1 de julio de 1899 (l90) pûblica 
la Orden General Ivûm. 89 de 27 de junio, creando la "Corte Provi­
sional de los Estados Unidos para el Departemento de Puerto Rico"# 
La razôn para su establecimiento es expuesta en la secciôn I;
"En vista del creciente volûmen de casos que exigen resolu- 
ciôn judicial y que son extranos a la jurisdicciôn de los - 
tribunales insulares, taies como el contrebande en centraven 
ciôn de las leyes de aduanas, robo de bienes pertenecientes 
a los Estados Unidos, oontroversias entre ciudadanos de di— 
ferentes Estados y de naciones extranjeras, violaciôn de las 
leyes postales de Estados Unidos, etc., etc., y en virtud - 
de autorizaciôn del Presidents de los Estados Unidos, trans— 
mitidas bajo fecha de 14 de abril, 1899» por conducto del - 
Secretario de la Guerra, en ejercicio; y despuês de una de­
tenida consulta con la Corte Supremo y abogados de la isla. 
por la présente se establece una Corte Provisional de los 
tados Unidos para el Departamento de Puerto Rico" (I9I) (ên- 
fasis suplido) #
En el proyecto original (192) que se préparé, el Mayor Sharpe, 
no incluyô lo subray ado, ésto es, la oraciôn, "y despuês de una de­
tenida consulta con la Corte Suprema y abogados de la isla", la rai^  
ma se incluye para paliar la oposiciÔn que hay sobre el est able ci- 
mi onto de la Corte Provisional. Un contemporâneo, el Lcdo. Rodrigo 
Diaa manifiesta al respecte: "La Corte implantada por el Gobierno 
absolute de Puerto Rico, despuês d,e una detenida consulta con la —
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Porte Suprema y abogados de la isla, como dice el decreto de 27 
de junio, sin ahadir que la "detenida consulta" fue contraria a la 
instauraciôn del exâtico tribunal" (193) (énfasis suplido en el ori 
ginal). En realidad, a pesar de la larga lista de situaciones para 
las cuales se decla que era necesario un foro judicial federal en 
Puerto Rico, en ningun territorio de Estados Unidos existla tal - 
tribunal# Al respecto se manifiesta oficialmente el "Attorney Ge­
neral of Porto Rico", Mr# James H* Harlan en una Opiniôn de 11 de 
marzo de 1903, dirigida al Consejo Ejecutivo de Puerto Rico (194): 
"La Corte Federal de Puerto Rico, por ejemplo, estâ abier— 
ta a los ciudadanos de Puerto Rico en los casos procédantes, 
mientras que en los territories organizados no hay cortes — 
federales" (énfasis suplido)
Por supuesto ',uc lAiorto Rico en el momento que nos ocupa, julio de 
1899, no es un territorio organisado, pero tampoco es territorio ba­
jo la ley de la -uerra# ÎJo es el caso de la Louisiana, cuando se es­
tablece alll un Tribun0,1 Provisional de los Estados Unidos durante 
la Guerra de Secesiôn de 1865* Estâ vigente en Puerto Rico un Trat_a 
do de Paz, ratificado y promulgado. ^Por quô entonces se establece 
dicho Tribunal federal en Puerto Rico? la secciôn IV dispone que — 
sus decisiones seguiran los principios del "common lav; and equity" 
establecidos por las Cortes de los Estados Unidos, En la secciôn —  
VIII se dis-one lo siguiente;
"VIII# A fin de définir con mâs claridad ciertas raraas corre^ s 
pondlenmes a la jurisdicciôn criminal de la Corte Provisional, 
por la presente se dispone que abarcarâ y sera exclusive en
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las siguientes closes de casos:
1.- Todos los delitos cornet!dos bajo las leyes estatutarias 
de los Estados Unidos*
2.- Delitos cometidos por o contra individuos extranjeros o 
americanos que no son vecinos de este Departamento, pero que 
se hallan de paso o viviendo temperaimente en 61; o contra — 
bienes de personas no avecindadas.
3#^ Delitos contra la persona o hacienda de individuos perte— 
necientes al Ejêrcito o Marina, los cuales delitos no compe- 
tan legltimamente a la jurisdicciôn militar o naval, pero sin 
inclulr las faltas leves de policia.
4*- Delitos cometidos contra extranjeros o por o contra ciu^ 
danos de otro Estado, Distrito o territorio de los Estados, — 
residentes en este Departamento"
Luego en la siguiente secciôn dispone sobre los juicios de los 
sûbditos espaholes* "Los casos previstos en el articule XI del Tra- 
tado de Paz entre los Estados Unidos y Espaha, se resolverân de aouer 
do con lo dispuesto en dioho artfoulo". Aparentemente los espaholes 
por razôn del referido artioulo del Tratado de Paris quedaron exentos 
de la jurisdicciôn del Tribunal Provisional de Estados Unidos (193)• 
En realidad, la Corte Provisional no lo interpretÔ de esa forma, pe— 
ro el General Davis la desautorizô siendo desautorizado por Mr# — 
Elihu Root, Secretario de la Guerra# .
Bn cuanto a la jurisdicciôn civil el novel tribunal tiene la s^ 
guiente competenoia: "X# En las acciones civiles, cuando el montante
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en controversia es de cincuenta dollars o mâs, todos los casos en - 
que sean partes cualosquiera de las clases de individuos enumerados 
en el pârrafo VI11, o que los litigantes convengan en invocar su ju­
risdicciôn, serân prosentados en la Corte Provisional"# Luego ahade 
que cuando los puertorri uenos sean parte o caie la acciôn se originé 
en contrâtes que se celebrasen "de aeuerdo a las leyes espaholas o 
puertorriquenas la Corte se ajustarâ en lo posible a los precedentes 
y decisiones de las Cortes de Estados Unidos, en casos anâlogos que 
iiuüiesen sido juzgados y resueltos en territorio anteriormente adqui— 
rido de Espaiïa o Liêjico, por los Estados Uniaos" (I96)# En el art i eu 
lo numéro XIV se reglamenta la admisiôn de los abogados pue rt orri g ue - 
nos a la mencionada instituciôn# Sin embargo, no se menciona en abso— 
luto el proGOGO para admitir a los abogados norteamericanos© Esto - 
cq,.rentenonto se consigue cuando en el anterior articule VI, se di­
ce; "Los Jueces de la Corte Provisional ejercerân las mismas atribu- 
cionos ne los ao l..s Ce:.-tes de Circuito o de Distrito de los Estados 
Uniaos" # Una de las facultades inlierentes a estos magistrados es la 
admisiôn de letrados al foro ,ue prèsiden# Impi1ci t ament e el mayor - 
Sliarpe ue prepo,rô esta Orden General cuonta . ue los abogados norte­
americanos serân los que regularmonte practiquen alll pues en el ar- 
ticulo inmedi:,to, el EV, dispone; "A todos los abogados .ue ojerzan 
en la Corte r: ovisionL,! y no conozcan el idioma inglês, se les permi— 
tira al solicitarlo, valerse de su propio intêrprete, cuando se di- 
rija a la Corte"#
Son designados los siguientes fu-icionai'ios para la Corte Provi—
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aional de los Estados Unidos; Mr* Hoah, B.K* Pettingill (l97)j Juez 
letrado, présidente; Mi** J.M. Keed;^ '’, como Fiscal (I98) y como Jueces 
Asociados los Comandantes de caballeria, Eugene D. Diramisk (l99) y - 
Earl D* Tliomas* El Teniente Robert Alexander, Secretario y el sol da­
do Samuel C. 3othv/ell, Alguacil jefe (200) *
La inauguraciôn de la Corte Provisional de los Estados Unidos 
se anuncia en la prensa para el dîa 1 de julio de I899 en locales del 
edix'icio del Banco Territorial y Agricola, calle Tetuan num. 15 de - 
San Juan© El diario La Democracia (201) nos ilustra sobre los actos 
efectuados en la inauguraciôn de la referida instituciôn judicial# 
"Varies fueron los oradores que hicieron use de la palabra en inglês 
y espanol# Tocô a Mr# Lliarpe el turno primero pudiendo sintetizarse 
su oraciôn en las siguientes ideas; "La instalaciôn de la Alta Corte 
Federal, es el paso de mâs trascendencia dado en el pais en su cami-
II
no de americanizaciôn..# Mr Pettingill#.# proclamé la independencia 
de la Corte Provisional y dijô que sus actos y sus decisiones no pue— 
den ser revis ados sino por el mâs alto tribunal de los Estados Unidos 
##• El CÔnsul de Espaha D# Adolfô Martinez de Tudela, que habia sido 
invitado para el acto, pronunciôn un diseur so en inglês manifestando 
su agradecimiento por la invitaciôn y las benêvolas frases que habian 
emitido en honor de Espaha, manifestando que habia ido alli a feli— 
citar a la Corte Provisional, porque necesitaba defender los. intere— 
ses de la comunidad que representaba y que ya los veia aiiora perfec- 
tamente garantizados# lîablaron tambiên el Présidente de la Suprema - 
Corte y el Secretario de Justicia#
12'
Las raanifestacionos dol Consul ospa-.ol Er# î.îartînez de Tu de la 
causan gran rovuelo o indignaciôn entre los imortorri uenos y espano 
les, El Territorio, de 4 de julio (202) pûblica un vibrante editorial 
en primera plana titulado "Aclare usted" protestando de esas palabras, 
Igual hacen otros periôdicos de la isla. Un contemporâneo Rodrigo - 
Liaz nos ofrece su versiôn de lo ocurrido; (203)
"La Corte Provisional de los Estados Unidos se inaugurô con 
pompa solemne; y el Cônsul espanol, que se habia opuesto a la 
creaciôn, fuê el ûnico représentante diploraâtico que asistiô 
a la apertura del Tribunal y pronunciô su panegirico en inglês, 
para estar mâs en carâcter, como si hubiera ido a cantar los 
primoros funorales, en Puerto Rico, de la lengua y del Derecho 
de Castilla, La Reina de Espaha le trasladô a otro punto de - 
la Amêrica latina, para que aprenda como se perpetuan en el - 
continente la valerosa estirpe, el fecundo idioma, la santa - 
religiôn y el sabio derecho de su patria"
El incidente ropercute en el Congreso de los Diputados en Madrid, 
Allî el Diputado, Conde de las Alamenas, interpela al Gobierno por - 
las actuaciones del Cônsul Sr, Martinez de Tudela en la inauguraciôn 
del Tribunal Provisional de Estados Unidos (204), El Conde lee las - 
palabrons del Cônsul y piae su destituciôn, Como sabemos, el Ministre 
de Estado ordena su trasladô a Hispanoamêrica#
Dias despuês El Progonero, hasta I898 uno de los ôrganos de la 
colonia espahola de San Juan pûblica, "Saludêmosle (al aho econômico) 
tambiên por la implantaciôn de la Corte Federal, por traernos savia
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arnoiicana, pero ciavia sagrada por ser jurfdica". El 3 de julio el 
combativo aiario El Territorio publica un articule titulado **Abjura— 
ciôn" contesraiido la oraciôn de El Pre^onero (205)# "Nadie ignora — 
que lioy por boy, es el periôdico del cual reproduciraos las anterio- 
res line as, el ûnico que représenta y defiende les intereses espano— 
les en esta isla... Por virtud de la conquista implanté Espana en - 
Puerto Rico sus leyes, costumbres, religiôn e idioma. Siguen unas y 
otras informando y constituyendo nuestra manera de ser ,, ,. Estaba - 
reservado para espaîloles peninsulares el saludar como savia sagrada 
la implantacion c^e un Tribunal uue inicia la asimilacion de aquel - 
Pereciio y de aqueilos procedimientos que implanté Espaiïa# l'Jada jus- 
tifica esta ab juraoién de al go que mâs que para nadie pai'a elles, - 
représenta la entidad de la patria en toda su augusta majestad", Al 
dia siguiente, 4 de julio (206), el ledo. Antonio Saymiento escribe 
una carta al Directe de El Terri torio aclarando la posicién de la ce— 
lonia espanola de Puerto Rico en eu ante al cement ario de El Pregone— 
ro. "IIo conoaco ningun espanol peninsular que haya saludado ni como 
savia sagrada ni como ninguna ôtra cosa la irnplantacién de la Corte
Provisional,., El Pre^onero no se ha declarado hasta aliora pe-
riédico espanol• Conoaco muchos espanoles peninsulares que, en el su 
puesto de que esa Corte sea una rival de la actual administracién de 
Justicia puertorricuena, ven en ella una verdadera desgracia, porque 
comprenden que eso séria un paso gigrnte en la anulacién del car&cter 
de Puerto Rico y un lazo menos que nos ligarîa con esta tierra",
El Pais (207) reprocha al Secretario de Justicia y al Présiden­
te de la Euprema Corte de Justicia su asistencia y participacién en
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los actos de inauguraciôn de la Corte Provisional. A elle contesta 
El Territorio; (208)
"Ei incondicionales ni facciosos
81 los sonores JJ£az Navarro y qui non es rindieron acatamien 
to a la creacién de la Corte Provisional, no hicieron otra - 
cosa, en su condiciôn de Secretario de Justicia el uno, de Pr^ 
sidente de la Corte Suprema el otro, y ambos en su cualidad 
de miembros de un partido de orden, que respetar las érdenes 
emc-inadas del gobierno; por mâs que dichos sonores, como puer— 
torriqueîios, deploraran la creaciôn de ese ôrganismo que merma 
la personalidad del pais.
y cuonta el mismo colega que el sonor Dîaz IJavnrro promoviÔ 
reuniones, expuso observaciones en contra de la creaciôn de - 
ese tribunal, iniciô algo en suma, para oponerse a elle, inten 
to que no le lue dable llevar a la prâciica, porque el gobier— 
no que nos rige es un gobierno militar, absolute y supremo, y 
anadimos nosotros, irresponsable.
En cmbio, el senor itossy, abo^ado puertorriqueho, ha aicho - 
en la nsamblea republicana, on su afân de exaltar y poner por 
las nubes cucinto sea americano, q^ e^ la restauraciôn de la ci- 
tada Corte Provisional représenta para Puerto Rico efeméride 
tan gloriosa como el 4 de julio para los americanos”•
La Corte Provisional continua siendo un tribunal militar a pe- 
sar de su nombre y ostilo y la pretensiôn de asimilarla a los tribu— 
nalos fédérales norteamcricanos. Dos de sus Jueces Asociados son ofi—
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claies del Sjêrcito, asi como el reste del personal subalterne* La 
Orden General ITûm. 103 de 18 de julio de 1899 désigna a los Jefes — 
de los puestos militares de la isla como coraisionados para efectuar 
las investigaciones previas, dictar ôrdenes de arresto, tomar decla­
r e d  ones para la referida instituciôn judicial,
El resumen de le que signified la Corte Provisional de los Es-
tados Unidos para los contemporâneos nos le ofrece Rodrigo Dlaz en -
su articule Tratado de Paris - interpretaciones militares (209); -
"Tribunal exôtico, de jueces militares, que del pals no entiende el
idioma y tiene que oirlo, ni las leyes, y tiene que aplicarias, aûn
cuando, en la mayorla de los cases, aplique leyes no promulgadas y -
procedimientos desconocidos en el pals"* Lu ego mâs adelante anade: -
"iJo son puertorriquenos ni los jueces, ni el fiscal, ni el Secretario
que la forman, ni el procedimiento a que se ajusta; s61o una cosa tie
ne del pals, genuinamente del pals, la Corte Provisional, el dinero
que cobra", "La Corte Provisional, con jurisdicoiÔn mixta, que no es
insular y administra las leyes y oonoce de asuntos propios de la ju-
risdicciôn insular, que no es federal y administra las leyes y oono-
0
ce de los asuntos jurisdiccionales de los Estados Unidos, la Corte - 
Provisional debe ser disuelta, porque se instauré oentra el esplritu 
del Tratado de Paris, de la Const!tuoiôn de la Hepdblica y de las le, 
yes y de la isla".
Aparentemente se iba oumpliendo pooo a poco la peticién hecha - 
por el recién fundado Partido Republicano Puertorriqueno en el punto 
13 de su programa o manifiesto politico: "Queremos el establecimiento
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del sistema de Administracién de justicia americano". Los temores — 
de la opiniôn pûblica de que se cambie el sistema de tribunal es y el 
Derecho puertorriquenos, por instituciones del "common law** nortea— 
raericano se va confirmando poco a poco. Antes ha sido la derogaciôn 
de leyes e instituciones de Derecho, como por ejemplo la legislaci&n 
sobre el matrimonio# Se introduce el divorcio y se cambia la ley por 
una norteamericana. Asimismo otras instituciones, este se estâ ha- 
ciendo por medio de Ordenes Générales. El establecimiento de la "Por­
te Provisional de los Estados Unidos", merma la jurisdicciÔn de los 
Tribunales puertorriquenos; créa desconfianza en el funcionamiento - 
de êstos; introduce procedimientos extranos en un idioma extranjero 
desconocido por los habitantes de Puerto Rico y créa un fore especial 
y privilOfâado. jurisdicciôn êsta que durante todo el siglo XIX fue 
combatida por los puertorriquenos como atentatoria de sus dereohos.
El sentir de la mayorla del pais es recogido en la siguiente oraciôn 
publicada en el articulo-^ditorial del diario El Territorio de 12 de 
julio de I899 titulado, "La Ce rte Federal - Sejntenclas Pronunciadas>‘ 
(210).
* , I
"Le dijimos en otra ooasiôn, sôlo oabe en nosotros los puerto- 
rriquehos la protesta eeteril, y ante heohoa que a nuestro - 
juioio oaen de lleno bajo ella, entendemos oumplir nuestro de 
ber consignândola. De este modo oonviene dejar demostrado en 
el future, que no todos los puertorriquenos se prestaron do- 
cilmente a una americanizaciôn que nos anula, y que ademâs, - 
résulta un peligro para nosotros".
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La afirmaoién de El Territorio no eran meras sospechas o pala­
bras hueoas. Veamos la opiniôn que tiene el Mayor Alfred C# Sharpe, 
Judge Advocate of the Depart of Porto Rico y el responsable de la - 
estructuraoi6n e instalaoiôn de la Corte Provisional de los Bstados 
Unido8# La misma se encuentra en los documentos oficiales usados por 
éste, conocidos por los puertorriquenos (21l), y que fueron publica- 
dos en I9OO y refrendados por el Gobernador Militar Davis, Alii el 
Ma^ or Sharpe manifiesta que; "La influenoia de esta Corte estâ des- 
tinada a ser una potente agencia en la americanizaciôn de la isla y 
ci ert ament e es una de las me.jores medidas instituldas des de la eva- 
cuaciÔn espanola" (212).
Des de el mismo moments de su instalaoiôn la United State Provi­
sional Court comienza su t&rea judicial# Célébra diariamente sesio- 
nes civiles, criminales, de equidad y ejecutivas# No sôlamente célé­
bré sesiones en San Juan sine tambiên en Hayagüez, Ponce y Guayama# 
Tambiên Se efectué una reuniÔn especial en la isla puertorriquena - 
de Vieques# Segân informes del "olerk**, en adiciôn a una gran oanti- 
dad de tfabajc en Câmara la siguiente estadlstica informa su trabajo 
Judioiall (213)
"San Juan;
Cases de equidad instituldos,..,*, I9
Pendientes 13
Goncluldos 6











Cases de equidad instituldos 9 
Conclu!dos 9









Cases de eouidad 4
Conclu!dos 4








Cuatro juicios por asesinato se juzgaron en San Juan, dos en
Ponce y uno en Vieques, Sôlamente una sentencia de pena de mue rte -
fue impuesta siendo la misma conmutada por el Gobernador Militar a 
prisiôn perpétua, Los demâs, resultaron con sentencias menores, Tal 
es el escueto y frfo informe del "clerk" del United States Provisio­
nal Court# Ahora veamos el impacto y la opiniôn que sobre las senten 
ci as y act as del Tribunal Federal Provisional antes mencionado, tiei 
ne el pueblo puertorriqueno# Rompe lanzas el diario El Territorio (214) 
destaoando el hecho de una sentencia muy severa para el délite come— 
tide por un humilde negro sanjuanero quien defendiendo su hogar agre 
diô a un sol dado norteamericano beodo. Luego de un anâlisis de los - 
hechos y la sentencia manifiesta; "podremos decir que la Corte pro­
visional no es un tribunal, sino un Conse.io de Guerra sumarlsimo# cjo 
mo los que funcionan sôlo en tiempo de luoha entre los pueblos" # El 
Tribunal federal provisional va oaracterizàndosé pooo a pooo oomo - 
una instituciôn represiva. El f^ocurador D, José Maria Goicoechea se 
queja de esto en La Demooracia (215)# Dirige desde este diario unas 
preguntas a los abogados y proouradores, entre ellas, "^No estais - 
viendo que se ha oreado la Corte Provisional llena de atribuoiones - 
y que el pais desoonoce sus responsabilidades?, ^No estais viendo - 
que se estâ castigando con traba.jos for^iados a ciertos desheredados 
de la fortuna por lesiones levas?". En la ciudad de Mayagüez el peri^ 
dico El Bruno (216) manifiesta el 13 de julio de 1899, "veremos qué
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clase de sentencia le aplicara la Corte Provisional americana, al 
soldado que injustamente mat6 al anciano Candido Rivera en Adjuntas,
A la Corte Provisional se le présenta la ocasiôn de demostrar jus­
ticia, veremos o6mo es la justicia axnerioanal!"•
El Imparcial (217)# diario independiente, de Maya^ez informa 
sobre los planes de los republioanos de ese pueblo para agasajar la 
United States Provisional Court, "Los antiguos puros, hoy inoondioi£ 
nales americanos, han querido dar prueba de su entusiasmo por la iris 
talaoiÔn del Tribunal Provisional, y al efeoto sacaron una mûsica - 
con una bandera al frente y reoorrieron las celles, reclutando gen- 
te que hiciese una manifestaciôn popular, pero el pueblo se llamô - 
andana, y no seoundô los inoondioionales deseos, Pésima impresiôn ha 
oausado hoy la original oourrenoia de llevar a los acordes de la — r 
"Borinquena" a los senores que foiman el Tribunal, de la Corte Fede­
ral, Burdo résulta lo oourrido"# En el diario de la ciudad de Ponoe, 
El Combate de 5 do agosto de 1899 se publica una carta del Sr# José 
Dominguez, un lector; "Habiendo leîdo en las columnas de su bien di-
rigido periôdico las justas alpbanzaS a los magistrades del pal8; en
■ I
su artloulo "Aba.io la Porte Federal", no pue do menos que demostrar a 
usted la expresiôn de mi agradeoimlento# Nunca, ni bajo ningûn Oon- 
cepto se habia visto aqul tanto extravio, oastigândose al culpable 
y al inooente... Por este motive, me uno a usted en solemne protesta, 
reconociendo con usted la injusticia de la justicia de la Corte Fe­
deral" (218), Escasos meses despues -en octubre— La Demooracia (219) 
tambiên editada en Ponce publica la siguiente noticia; "Nuestrc corn- 
panero en la prensa don Evaristo Izcoa (Dlaz), ha sido puesto en pri-
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siôn por la  Corte Federal P rovisional, por causa que se le  sigue -  
por un a rtlo u lo  t itu la d o  AiïDUEE. ^Pero no hay una c irc u la r por la  -  
que se prohibe la  p ris iô n  preventiva^, Entonces, ^cômo estâ preso -  
Izcoa?"# El pe riod is ta  preso es D irector de El Combate. Cada vez la  
prensa publica las sentencias de la  United States Provisional Court  
ra tifica nd o  su desconfianza en ese tribuna l# Ejemplo de t i t u la r ,  e l 
de La Demooracia de 16 de diciembre (220): "Guayama, ju s t ic ia  «•••# 
prov is iona l" # Hasta e l ôrgano o f ic ia l  del Partido Republicano Puer— 
torriqueho# El Pals# (221) simpatizante de dicho tr ib u n a l, pero que 
se caractérisa por la  ausencia de no tic ias  sobre e l mismo, rompe su 
s ile n c io  publicando la  siguiente notât "Corte Federal# iOue pasô -  
ayer en la  Corte Federal con un abogado puertorriqueho? Se dice que 
pretendiô ser admitido a postu lar ante dicha Corte y êsta se reservô 
contester mâs adelante sobre la  admisiÔn dando razones# Investigare- 
mos e l dato y dareraos mâs de ta lles , con nombres y datos". De mâs es­
tâ  decir que en siguientes ediciones no aparece mâs re fe renda a es­
te  asunto# La Propaganda publica un suelto con este t i t u la r  "AtrO- 
pe llos a d iestra  y s in ie s tra , la# sentencias federales provlsionaleS" 
y La Demooracia (222)i "Abuses y atropello# *un paso inaud ito-  en la  
Porte Federal"# El 6 de febrero de 1900 uno ds los peri(>dioos de San 
Juan, el Diario de Puerto Rloo (223) publica una large noticia t l t u -  
lada "Abuses y Atropellos -en la  Porte Federal- un extranjero que no 
lo  es"#
La situaciôn con respecto a la. United States Provisional Court 
fo r  the Department o f Porto Rico se hace in to le ra b le  para la  mayoria
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de los puertorriquenos, La Demooracia (224) de lunes 12 de marzo 
de 1900 publica un editorial donde recoge ese sentimiento# El mis­
mo se titula "La Corte de DistritoV
"En este naufragio de todas las esperanzas a que asistimos, 
en que no sabemos a que tabla de salvaciôn agarrarnos, ni an­
te quê poderes ni tribunales protester, porque ya no sabemos 
donde empiezan nuestros dereohos y donde acaban, sôlo una e^ 
peranza nos alienta en nuestra vida de ciudadanosi los magi^ 
trados del pais, esas Cortes de justicia, que cual la de Pon 
ce tan alto han elevado en la isla el prestigio de la magis­
trature puertorriqueha; y hay que consignarlo asi, sin amba- 
jes ni rodeos, aunque no agrade a los americanizados. a los 
que quisieron ver en cada distrito una Corte Provisional Fe­
deral Americana#
Podrân las autoridades y los oentros gubemativos, atropellar 
el derecho de un ciudadano, escameoer la justicia y cometer 
toda clase de desafueros, pero ese ciudadano puede acudir - 
por su honor y sus dereohos a esas Cortes de justicia, com-
* I
puestas de abogados del pais que han hèoho de la justicia un 
Qulto y de la mi siôn que desempenan una verdadera religiôn"#
Desde su fundaciôn, la United States District Court, ha idc pc- 
co a poco inmiscuyêndose en los asuntos de los tribunales puertorri­
quenos lesionando su dignidad y prestigio. Un ejemplo de ello nos 
lo ofrece el editorial de La Demooracia de 5 de abri1 de 1900 (225)# 
Se titula "Las Cortes Puertorriquenas con la razôn y el Derecho" t
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"A fines del pasado ano el Lcdo, sehor Guzman Benitez, en represen- 
taoion de D, Gregorio Cardona, promovio cuestiôn de competencia an­
te la Corte de Distrito de Ponce, para que esta requiriese de inhi— 
bicion a la Provisional de los Estados Unidos; que venla conociendo 
de la quiebra del Sehor Cardona promovida por varios de sus acreedo­
res de nacionalidad espanola. La Corte de Distrito de Ponce aoeptô 
la competencia y con arreglo al procedimiento de la ley civil requi- 
riô de inhibiciôn a la (Corte) Provisional, contestando êsta que los 
tribunales natives no podian invadir su jurisdicciôn y que sôlo con— 
testaba por cortesia y que esperaba que la Corte de Ponce no volvie- 
ra sobre su acuerdo evitando asi la posibilidad de que s uf ri era un - 
menoscabo su dignidad", El asunto se decide meses despuês a favor - 
del Tribunal de Distrito de Ponoe y termina el referido editorial con 
el siguiente pârrafoi "Asi quedô la cuestiôn susoitada por el letra- 
do sehor Guzmân, hasta que la Gacetâ del dia 6 de este mes, con la - 
Orden General ITum, 47, fijando que los espaholes "estân sometidos en 
lo civil y criminal a las Cortes Insulares, lo mismo que los puerto-
rriquehos", vino a demostrar que los magietrados insulares supieron
*
interpretar el Tratado de Paris y que en vez de sufrir menoscabo eu 
dignidad, han evidenoiado no necesitar ser continentales para saber 
pensar y disourrir para sostener con entereza su competencia jurisdi_o 
oional# Al felicitar a los magistrados de la Corte de Justicia de - 
Ponce, lo hacemos tambiên a todos los demâs de la isla y abogados 
sulares, pues todos harân suyo el triunfo de la primera que es el — 
triunfo de la Toga puertorriqueha",
Hasta el mismo momento de su aboliciôn como consecuencia del ce
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se del Gobierno Kilitar de Estados Uni dos, la United States Provi­
sional Court for the Department of Porto Rico, continué ejerciendo 
su jurisdicciôn para disgusto de la mayoria de los puertorriquenos#
21 nuevo tribunal federal establocido por la llamada ley Poraker - 
en 190c no pstliaria este sentimiento, como veremos luego#
La polîtica oficial sobre el Derecho Puertorriqueho#
El Présidente McKinley désigné al abogado I\Ir# Elihu Root Secre 
tarie de la Guerra para que se hiciese cargo junto al Secretario de 
Justicia Ml". John V/. Griggs de los asuntos de las nuevas posesiones# 
Root no ténia dudas de que lo que debia estructurarse era una poli- 
tica colonialista# No apoyo para Puerto Rico ni la uniôn con Estados 
Uni do s como un Estado mâs, ni la ciudadania norteamericana. Opinaba 
cl nuevo Secretario de la Guerra que los puertorriquenos no tenian 
dereohos que reclamar bajo la constituciôn norteamericana, puesto que 
los Estados Unidos poseîan compléta soberania sobre las nuevas pose­
siones, ûnicamente limit ada por el Tratado de Paz de Parla» Sin embe  ^
go, adm itla, que tenlan el "derçoho moral de ser t ratados por los - 
Bstados Unidos conforme a los prinoipioa de ju s t ic ia  y lib e rta d  que 
hemos exprèsado en nuestra Constituciôn" (226)#
En su Informe Anual para el aho fiscal que termina el 30 de ju- 
nio de I899 el Secretario de la Guerra Root estableoe la pauta poll- 
tica publica que entiende debe de aplicarse al Derecho puertorrique­
ho. (227) Es necesario consignarla lo mâs compléta posible por cuanto 
como veremos luego dicha declaraciôn de polltica publica fue puesta 
en ejecuciôn y apli cada por la Comisiôn de Côdigos designada por el
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Présidente en 1900# Ahi estâ el origen de lo que luego suoederâ con 
nuestro ordenamiento jurldico#
"Cual debe ser el t rat ami ento del Derecho de la isla y cuan­
to deben cambiarse las leyes que ahora regulan los dereohos 
y conduct a de los ciudadanos para confinnarlos a las ideas - 
prevalecientes entre el pueblo de los Bstados Unidos? présen­
ta poca di fi cuit ad real. El Côdigo Civil establecido por Es— 
pana para Cuba, Puerto Rico y Pilipinas, y en vigor al moment o 
de la cesiôn, es un cuerpo de Derecho excelente, adecuado en 
lo principal y adaptado a las costumbres y condioiones del - 
pueblo (puertorriquefio) # Debe mantenerse en vigor, con las - 
graduales modificaoiones que la experiencia sugiera de tiem­
po en tiempo a los que aotualmente estân encargados de su cum— 
plimiento#
El problema no ha sido que el Derecho fuera defeotuoso o vi- 
ciosô sino que nunca ha sido administrado bien y honestamehte# 
El curso de tal administracién se dirigia, naturalmente a en- 
mi endas y majoras, sobre las cuales el pueblo afectado por - 
allas debe tener una voz# Las costumbres y las condioiones del 
pueblo que han de ser gobemados deben de ofrecer la verdade­
ra base para el Derecho bajo el cual han de vivlr, y cualquier 
intente de sustituir en esas islas, su Derecho por el sistema 
jurldico bas ado en la experioncia y caracterlsticas de una - 
comunidad de Nueva Inglaterra serra tanto opresivo como fûtil# 
Para asegurar una buena administracién de las leyes, sera ne—
142
cesario efectuar cambios extensos en el Procedimiento judi­
cial, y debe haber cambios materiales en el Derecho pénal»
Las condioiones de vida son comparativamente simples, y ambos, 
el Derecho penal y los métodos de procedimiento, en primera — 
instancia por lo menos, deben ser simples tambiên.
Uno de los grupos de personas mâs capaces que se dedicaron a 
tal asunto en este u otro pais, adaptaron las Leyes de Loui­
siana, jue viviô largo tiempo bajo el Derecho espanol, a las 
nuevas condioiones que siguieron a la cesiôn de ese territorio 
a los Estados Unidos. El curso antes bosquejado se asemeja es— 
trechcjnente el que elles prepararon y siguieron con senalado 
êxito» Un rumbo igual fue seguido despues de la adquisiciôn - 
del Bajo Canada por los ingleses en 1763» La Pr ovin ci a frano£ 
sa estaba gobernada por las Leyes y ordenanzas de Francia y 
la costumbre de Paris, un sistema mixto de Derecho romane y 
franco. Por el Estatuto del I4 , George III, el Derecho inglês 
fue introducido on asuntos criminales, y el Derecho privado - 
civil fue de jade igual. El resultado parece que ha sido ente-
' 1
ramente satisfactorio tanto a la poblaoiôn francesa de Ruebec 
y al resto del Dominic que se gobiema bajo el Derecho inglês".
Efeotivarnente el esnuema o polîtica pûblica sugerida por el fe- 
cretario de la Guerra Mr. Root se basa en el t rat ami ento que se le 
diô al Derecho de Louisiana cuando pasô a la soberan!a de los Estados 
Unidos el 20 de diciembre de 1803 (228). Las leyes y el Derecho espa— 
hol estaban vigentes desde que fueron establecidas por el Mariscal -
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Alejandro O'Reilly en 17^9 (229)# Uno de los dos delegados o oomi- 
sionados norteamerioanos Mr. William C. C. Claiborne déclaré vigen­
ie el referido cuerpo de derecho. Los abogados norteamerioanos y fran 
ceses que se establecieron en ITueva Orleans, con esoasas excepciones 
juristas de primer orden, se declararon a favor del Derecho espanol, 
autéctono del territorio. El antiguo delegado Mr. Claiborne, ahora 
Gobernador, abogado entrenado en el "common lav;", no entend!a ni fran 
ces ni espanol, comenzé una campana intensa para sustituir el Derecho 
espanol por el "american common law"» Y hubiera triunfado en sus pin 
nés el Gobernador si no es por la oposicién dirigida por el abogado 
Mr. Livingston. Luego de varios sucesos que no son necesarios narrar 
aqul la Legislatura del Territorio de Nueva Orleans, aprobô en 1806 
una ley manifestando que el territorio séria regido por las leyes y 
el derecho romano-espahol. Claiborne veté la ley y luego de varios in 
oidentes la Legislatura aprobô una Ley para que se aprobase un Cédi- 
go Civil basado en el Derecho civil espanol. Se désigné una Comisiôn 
Codifioadora compuesta por un abogado entrenado en el "common law",
Mr# Brocon y otro ouyos estudios habîan sido los prino ip ios del Dere
•  ,
oho c iv i l  froncés# Mr# M oresu-Idslét• Ambos tvàbajaron en e l proyeoto
y e l resultado fué un 06di;;o C iv i l# basado en e l derecho c iv i l  fra n -
oês segén e l Côdigo de Nauoleôn# No se ha ofreoido nunca una explioa—
ciôn s a tis fa c to ria  de por qué suoediÔ esto# Independientemente de la  
Bustiuuoiôn antes descrita  se reconociô formalmente e l Derecho c iv i l
en su versiôn francesa y no el "American common law", en cuanto al De 
recho privado.
La Ley del Congreso de los Estados Unidos de 19 de marzo de I8O4
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estableciô el Territorio de Orleans. La misma disposicién déclaré 
que los habitantes tendrîan el derecho al Auto de Habeas Corpus. — 
al .juicio por .jurado. a la fianza (excepto en ciertos delitos graves) 
y la inmunidad de ser castigados en forma cruel e inusjtada. Todos 
estos "dereohos" son modificaoiones al Derecho penal espanol que en­
tonces régla en el territorio. Asimismo la Ley de I8O4 autorizaba al 
Gobierno del territorio a decidir en los érganos locales el ordena­
miento jurldico que se deseaba. Como antes manifestâmes, la Legisla­
tura no permitié la abolicién del Derecho civil. En cuanto al Derecho 
penal y al procedimiento o enjuiciamiento criminal se manifesté por 
su sustituoién por el "common law" o derecho anglo-americano.
La ley aprobada manifiesta que* "Todos los orlmenes, ofensas y 
delitos menos graves aqul designados serSn tomados y oonstruidos de 
acuerdo y en conformidad con el Derecho comén de Inglaterra, y que las 
formas de acusacién, el mêtodo del juicio, las reglas de evidenoia y 
la acunacion de esos orlmenes, ofensas y delitos menos graves serân 
procesados de acuerdo al referido Derecho oomén" (230). Esta era la 
experiencia histérica a que se rôferia Mr. Root. Aunque él no la men 
oiona, el mismo eSquema o politics péblioa estableoida y rsoonooidâ 
en el oaso de la Louisiana se aplioé a la Florida. La Ley del Congre­
so para la administracién de Florida de 30 de marzo de 1822 siguié 
el precedents dé Louisiana. Sin embargo, oomo en el Territorio no ha. 
bla gran poblaoiôn espanola, el Consejo legislative de Florida en una 
Ley de 2 de septiembre de 1822 (23l) aboliô todas las leyes y el De­
recho en vigor y lo sustituyô por el Derecho Comûn de Inglaterra, con 
la salvedad de que ninguna ley britânica respecte a los delitos esta—
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rîa en vigor en el territorio. Una ley posterior de 17 de septiem- 
bre establecié un Cédigo penal. Volvieron a ser aplioados estos ante 
cedentes en 22 de septiembre de 1846 cuando el General S. W. Keamey 
comandante de Nuevo México recién ar rebat ado a México promulgé un — 
Cédigo Penal derogando el Derecho penal hispanomexicano.
En cuanto al ejemplo ofreoido por el Secretario de la Guerra con 
Quebec, efeotivarnente, el Gobierno inglés ûnicamente sustituyé el De 
recho penal y su procedimiento. El Derecho civil continûa siendo de 
origen francés (232), Procedié el Secretario de la Guerra aplicando 
los precedent es que conocia. Louisiana y Quebec, y no dudamos que la 
Florida y Nuevo México, ejemplos todos del mundo americano (233), No 
pesé en el pens ami ento del distinguido jurist a que la situaoién his­
térica, sooiolégica, lingüistica, racial y cultural de Puerto Rico - 
era muy distinta a la de sus ejemplos (234), Sin embargo, cuando la 
Comisién codifioadora estableoida por la Ley Orgânica de 1900 llama­
da Foraker se reuna, aparentemente las instruooiones que tenian los 
dos miembros norteamerioanos Mr. Eowe y Mr« Daly, ninguno oriundo o
femiliarizado con el Derecho civil del Estado de Louisiana, eran en
• . 1  
el senti do establecido por Mr# Hoot# Sin embargo, a pesar de que el
Presidents MoICLnley siguié las opiniones del Secretario Root oaôl al
pie de la letra en su Mensaje anual al Congreso del 5 ée diciembre de
1899) en cuanto a la polîtica recomendada por el Secretario de la Gu^
rra para el Derecho puertorriqueho no fue asi. Manifiesta el Presiden
te McKinley que; "El sistema de Derecho civil ahora adopt ado por el 
pueblo de esta isla es descrito por abogados compétentes, que estân 
familiarizados con él, como complet amen te modemo y cientîfico, en lo
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que se refiere a asuntos mercantiles internes, comercio, producciôn 
y derecîioG soci les y privados en general". No menciona para nada - 
el Deroc.io penal ni los de enjuiciamiento, Imaginemos el disgusto de 
los asügados norteamerioanos y los coraisionados insulares.
La Americanizaciôn de los Tribunales Puertorriquenos.
La actitud y la a.ctividad desplegada por el Secretario de Justi­
cia, Lcdo, Dîaz Navarro, contra el establecimiento de la Corte Proyi 
oional de Estados Unidos le ouest a el cargo que ocupaba. La Orden G_e 
neral Nûm, 98 de 15 de julio de 1899 suprime el cargo de Secretario 
de Justicia y estableoe una Junta Judicial en su lugar. La Judicatu- 
ra es declarada independiente del Depart am ento de Justicia (235) • - 
Luego se dispone que "El Departamento de Justicia ejercerâ en lo su- 
cesivo las mismas àtribucionos que las correspondientes a los Depar- 
tamentos de Justicia y Piscalias Générales en los Estados Unidos y - 
diverses Estados de la Uniôn..." La direociôn del Departamento de - 
Justicia estâ encomendada a la referida junta, as! oomo la polftioa 
pûblica en relaciôn con la administraoiôn de justicia, El Secretario 
de eue orguniomo oolegiado serâ el "Attorney General" o Procurador - 
General quien tambiên despaoharâ los asuntos del Departamento,
El General Davis désigna miembros de la Junta Judicial a los si­
guientes senores* Lcdo. Hilario Cuevillas Hemândez, Decano del Cole- 
gio de Abogados y uno de los abogados de ma^ o^r prâctica en San Juan; 
Mr. IToah B.K. Pettjngill, Judge United States Provisional Court; Ma­
yor Alfred C. Sharpe, Acting Judge Advocate of the Department; Lcdo.
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Manuel F. Rossy (236), representando al Partido Republicano y Lcdo. 
Juan Hernandez Lôpez (237)» représentante del Partido liberal# La - 
creaciôn de la Junta Judicial le permite al Gobernador Militar tener 
un control absoluto sobre los asuntos de la Administraoiôn de Justi­
cia. Obsêrvese que très de sus miembros son incondicionales suyos y 
partidarios de la râpida americanizaciôn de la justicia y el Derecho 
puertorriquenos. Me refiero a los senores Pettingill, Sharpe y Rossy. 
Y aûn los Sres, Cuevillas y Hernandez LÔpez no parecen ser obstâculo 
para los planes del Gobernador l'Iilitar y el Mayor Sharpe. Un comenta
rio del General Davis sobre la Junta Judicial nos ilustra de cierta
manera el papel uue êsta desempeha* "Esta Junta fue una de las agen­
das mas importantes y que mâs ayuda prestô a los planes del Coman dan
te del Departamento" (238). De ahora en adelante, serâ la Junta Judi­
cial responsable de todas las medidas que con relaciôn a la adminis— 
traciÔn de Justicia y el Derecho puertorriqueho emita el Gobernador 
Militar. Obsêrvese que en la Junta de referencia tienen partioipaoiôn 
dos personajes que en realidad y en pureza de procedimiento no debie- 
ron ser nombrados, me refiero a Sharpe y a Pettingill. El primero era
• . t
el "Acting Judge Advocate of the Department", designado como tal per 
el General Henry el 16 de enero de 1899# Desde el 10 de enero de 1899 
hasta Bu supresiôn fue asooiado del Secretario da Justicia para auxi- 
liarle en la preparaciôn de leyes o sistemas de acuerdo a las que 
gen en los Estados Unidos. Mr, Sharpe es el consejero del General - 
Davis en cuanto a la conveniencia de la americanizaciôn del Derecho 
puertorriqueho (239)# Mr, Pettingill por el contrario era el porta- 
voz del grupo de abogados norteamerioanos que entonces se encontra—
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ban en la iala y de otros ciudadanos ostadounidenses, El General - 
Davis en su Informe oficial manifiesta lo siguiente sobre aqueilos: 
‘^.luciios ciudadanos de los Estados Unidos residian en Porto 
i:ico, y a veces eran partes en pleitos judiciales o sujetos 
de medidas punitivas. Ignorantes de las leyes locales y el proi 
cedimiento, el cual caracterizaban de injuste, cruel, ultra-
jante, atroz o bârbaro, no sorprende que elles objetaran el -
tener que arriesgar su vida o propiedades en los tribunales 
natives".
De esta colonia era portavoz Mr, Pettengill, asimismo era el - 
Magistrade del Tribunal Provisional de Estados Unidos, Ambos funcio— 
narios no debîan ser miembros de la Junta Judicial por cuanto tenlan 
lealtades contrarias a los intereses de los puertorriquenos, Amén de 
que Servian al Gobierno Militar, Su consejo y asesoramiento estaba 
ya inclinado a ese punto de vista. Las deoisiones de la Junta se po­
dian tomar con el voto y asistencia de très de sus miembros.
La Junta Judicial se dedioa inmediatamenta a estudiar y preparar 
los cambios ya proyeotados en sistema judicial de Puerto Rico, Ya 
para el dfa 21 de julio tiens preparado un proyeOto de nueva organisa 
ciôn de la judicatura (240), Esta serâ la primera reôrganizaoiôn to­
tal de los tribunales hecha por las autoridades norteamerioanas, El
6 de enero de 1Q99 se efeotuarân algunos cambios, pero iban dirigidos 
mâs bien a sustituir la designaciôn oficial de los juzgados. En vez 
de Audiencia Criminal de Ponce se désigna Corte de Justicia de lo Cri­
minal de Ponce y as! por el estilo. Las Ordenes Générales lïûms. II4 
y 118 de 7 y 16 de agosto respectivamente, recogen la propues ta es-
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tructuraciôn de nuestros tribunales y la liacen oficial# La misma co— 
mena ara a régir desde el 10 de agosto de 1899# Esta reorganizaciôn - 
cambia totalmente el panorama judicial que existia en Puerto Rico - 
hasta ese momento# El cambio casi rompe définitivamente con la tradi— 
ciôn jurldica hispano-puertorriquena. El nuevo sistema es una copia 
del que por entonces existia en varios de los Estados norteamerioanos 
(241) • Podemos afirmar que la nueva organizaciôn es products de los 
reiterados intentes de asimilar la judicatura de Puerto Rico, Tan si­
milar a las estructuras norteamerioanas que la secciôn 33 de la nue­
va Ley Organisa otorgada por el Congreso de Estados Unidos a Puerto 
Rico en I90Ü, llamada Ley Foraker por el legislador que la presentô, 
deja existente esta organizaciôn judicial,
El nuevo sistema establecido es el siguiente:
"Junta Judicial (242) 4 de agosto de 1899
Secretaria.
Esta Junta ha acordado proponer al lion. Gobernador General la 
reorganizaciôn de los tribunales de la isla en la forma si—  
guiente:
t
1,- Una Corte Suprema en San Juan, compuesta de un Présidente, 
cuatro Jueces Asociados, un Fiscal, un Secretario, dos Oficia 
les, un Arcliivero-tasador y el personal subalterno necesario
2.- Cinco Tribunales de Distrito para lo civil y lo criminal 
en San Juan, Rumacao, Mayagüez, Arecibo y Ponce, con très Jue- 
oes, un Fiscal, un Secretario, dos oficiales y personal sub al— 
terno suiiciente^
Se propone la supresiôn de los Juzgados de Primera Instancia
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y de Instrucciôn y sus escribanias,
3*— Los Juzgados municipales continuaran como en la actuali- 
dad.
(Continua la designaciôn de los Jueces)
Rafael Nieto Abeille 
Secretario, Junta Judicial 
Procurador General"
Obsêrvese que se han eliminado las Cortes de Justicia de lo Cri­
minal de Ponce y Mayagüez, sucesoras de las antiguas Audiencias de - 
lo Criminal con se de en esas ciudades y dedioadas exclusivamente a - 
ser juzgados criminales, Asimismo se élimina la jurisdicciôn criminal 
primaria que tenia la Corte Suprema y que antaho compart fa con las - 
Audiencias de lo Criminal, Esa potestad se le transfiere al recién - 
creado Tribunal de Distrito de San Juan (243), Tambiên se suprimen - 
los Juzgados de Primera Instancia e Instrucciôn, Ahora se estableoen 
cinco Tribunales de Distrito que tienen jurisdicciôn en asuntos civi­
les y tambiên en asuntos criminales, Por ahora continûa la judicatura 
oolegiada.
La anterior propuesta de sistema judicial hecha por la Junta Ju­
dicial fué aprobada por el Gobernador Militar Davis y puesta en vigor 
por la Orden General ITûm, 114 oomo anteriormente menoionamos, Poco - 
tiempo despuês el mismo funoionario emite la Orden General Hûm, 118 
de 16 de agosto de 1899 (244)# Esta ley militar complements la ante­
rior, La gran importancia de esta Orden 118 es que estableoe un nue— 
vo procedimiento o ley de enjuiciamiento civil y criminal sustituyén—
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do al que hasta entonces se venfa usando en los tribunales puerto— 
rriquehos# Debe tenerse en cuenta que a pesar de ello se continué 
aplicando partes de las antiguas leyes de enjuiciamiento# La opiniôn 
del Gobernador Militar sobre la reorganizaciôn que ha patrocinado y 
hecho api'obar por la Junta Judicial es la siguiente;
"La reorganizaciôn de los tribunales y el procedimiento le­
gal fue causa de mucha preocupaciôn# Sn Puerto Rico se encon- 
trô una corte suprema de siete miembros, dos audiencias de 
très miembros cada una, y, en adiciôn, do ce tribunales de pri 
mera instancia e instrucciôn (245)# Sus jurisdicciones y pro­
cedimiento eran complicados y habia grandes dificultades y - 
tardanzas en sus juicios criminales y civiles, Los Côdigos de 
Derecho y ïieglamentos en vigor eran numerosos y voluminosos, 
y todo el sistema era anti-americano y extraho. La Orden Gen^ 
ral Nûm# 114» reoientemente expedida, ofrece la base para un 
nuevo sistema judicial. Los tribunales y sus jurisdicciones - 
se disehan en el sistema usual de los tribunales estataies en 
la Uniôn Ainerioana# No fue fâcil haoer esto, pero a golpe de
ê
constantes esfuerzos y con una compléta y libre dlscusiôn, se 
oonsigTiiô una reoomendaoiÔn unânlme de la Junta Judicial para 
abandonar cl viojo sistema e instalar estes nuevos tribunales# 
Esto fue mas fâcil que lograr que se abandone el en jui ci ami en— 
to espaiïol. JJ. fin esto fue logrado, y se promulgô una Orden 
General prèscribien do un procedimiento que si bien en muchos 
aspectos no es totalmente americano, se aparta del que hasta
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este momento prevaleoe".
Bajo este nuevo orden de cosas hay todavia tosquedades y - 
muchos requerimientos y reglas extrahas a los abogados y jue— 
ces norteamericanos, pero una a una desaparecerân, y al final 
una mâs compléta armonia del sistema procesal de Puerto Rico 
y el norteamericano vendra a ser realidad" (246)
Sin embargo, para el puertorriqueho la realidad era otra. En - 
carta publicada en El Territorio de lunes 31 de julio de 1899, ©1 Lr# 
Felipe B . Cordero de Camuy manifiesta en sintesis lo que estâ ocur- 
riendo: "El aho venciô, y excusândose con los rigores de un rêgimen 
militar, aunque accidentai, nuestras costumbres no se respetan, pues 
se truecan on c;%mbios r api dos de americanizaciôn, como ocurre con — 
nuestros tribunalos de Justicia", (247)#
Otro punto de vista representative del sector de puertorriquenos 
americanizados y norteamerioanos residentes en la isla y que aspiran 
y desean la asimilaciôn de las instituciones hispano-puertorriquehas 
a las de Estados Unidos es ofreoido por el diario El Pals en su edi­
torial de primera pâgina titulado* "Un caso judicial" (248)*
"Indudablemente es que las nuevas leyes judiclaies establecien 
do nuevos procedimientos para la administraoiôn de justicia y 
dando severo golpe a las oorruptoras prâctioas de la Ley ant_l 
gua hablan de traer dudas en su interpretaoiôn; sobre todo - 
cuando estâ rompiendo por completo la tradiciôn casulstica de 
la ley espanola que^  en este punto no se ha curado aûn del ex— 
cesivo influjo del Derecho romano, se ha limitado tan sÔlo a
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consignar*..
Conflioto de .jurisdicciôn entre los Tribunales de Puerto Pdoo
y el Tribunal federal.
Conflictos jurisdiccionales entre ambos tribunales, los de Puer 
to Rico y la United States District Court for the Department of Por­
to Rico no tardai! en sur^ ^^ ir. El 2 de septiembre de 1899 ©1 Juez del 
Tribunal de Distrito de San Juan, Don Juan Harnôn Pamos envia una car 
ta oficial al General Davis dando cuenta del problema de jurisdicciôn 
surgido entre su instituciôn y la Corte Federal (249)# Alll informa 
al Gobernador Militar los antecedentes del asunto. En 22 de mayo de 
1899 ©G iniciaron los procedimientos judiciales en el antiguo Juzga- 
do de Instrucciôn de San Francisco contra seis acusados de falsifica 
ciôn de moneda. Très de elles eran sûbditos espanoles y très "ciuda­
danos" de Puerto Rico# Luego se trasladô el caso a la secciôn crimi­
nal de la Corte Suprema de Justicia de Puerto Rico y de ahi a la re- 
cien creada Corte de Distrito de San Juan# El 20^ 1^6 agosto se comen 
2Ô a ver el caso# A estas alturafS la Corte de Distrito reoibiô una 
ooraunioaoiÔn del Tribunal Federal de Bstados Unidos solioitando el 
envio de los expedientos del caso y la inhibiciôn del Tribunal de Di^ 
trito por ou en to tros de los acusados eran espaholes, El fiscal de 
ese ultimo tribunal y los magistrados rehusaron reconocer la compe­
tencia del Tfibunal Provisional de Estados Unidos, Las razones ofre— 
cidas son: "(l) Très de los acusados son puertorriquenos, y los otros 
très, aûn suponiendo que sean espaholes, estân bajo la jurisdicciôn
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del tribunalj de acuerdo con el artioulo XI del Tratado de Paris - 
que establece que les espaîioles solamente pueden ser juzgados per - 
las leyos y tribunales empleados para juzgar a los ciudadanos del - 
pals en que vivlan; (2) Que el Tribunal Provisional, no era un tribu 
nal del pals, ni sus procedimientos eran los empleados en Puerto Ri­
co, sino que la Orden que lo constituye, la numéro 88, indicaba que 
era un Tribunal Provisional de los üstados Uni dos > (3) Porque era un 
principio de Rerecho que nadie podia ser sentenciado sino por la ley 
cuya existencia es previa al deli to cometido. Y que éste delito fue 
cometido antes de la creaciôn del Tribunal Provisional, y por lo tan 
to el caso no puede ser juagado por ese foro"»
Continua la comunicaoiÔn del Juez Ramos manifestando que el Tri­
bunal Provisional de los Rstados Unidos insistid en su peticiôn y — 
quo enviaron a la Porte de Distrito un escrito de rêplica con los s^ 
guientes argumentes% ”(l) Que este Tribunal federal, por ciertas de— 
cisiones, ha promulgado principles de ley por los cuales la falsifi- 
caoiôn de moneda era asunto de su competencia privada, no importa la 
fecha en que fue cometido el delito; (2) Que cuando algunos indivi- 
duos eran acusados del mismo delito, y unos eran puertorriquenos y 
los otros espanoles u otros extranjeros, era su competencia juzgar- 
los a todos# (3) Que el Tribunal Federal no podla entender como el - 
Tratado de Paris entre Dspana y los Estados Unidos podrîa tener nin- 
gûn efecto sobre 61, pues ellos entendian que el Tribunal Provisional 
de los Est ados Uni dos era tan del pais como cualquiera” • Volviô el — 
Fiscal de la Porte de Distrito a insistir en su posiciôn anterior y a
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reourrir a la Corte Suprema de Puerto Rico, pues si el Tribunal Pro­
visional manifestaba que era igual a cualquier otro foro judicial - 
puertorriqueno la Corte Suprema era ciertamente superior a todas. El 
29 de agosto el carcelero de San Juan recibe una oomunicaciôn del - 
Tribunal Provisional de Est ados Uni dos ordenândole que ponga a los — 
tres prisioneros espanoles del caso de falsificaciôn de moneda bajo 
la exclusive, jurisdicciôn de esa institucion judicial. El mismo dia 
el Seoretario del Tribunal de Distrito reoibiô la visita de un mensa- 
jero ordenândole que entregara los documentos del oaso Zinestra y - 
otros al tribunal federal. El Seoretario, Sr, Ramôn Palcôn Elias con­
testé "que a menos que se usara la fuerza, él no enviaria los docu­
mentes de referenda sin ser instruido al respecte por los Jueces de 
Distrito, También insistié en la anterior peticiôn el Fiscal interino 
de la U. S, Provisional Court. Mr, Arthur F, Odlin (250), El pleno - 
del Tribunal se negô a tal solicitud, por las razones expuestas (251), 
Termina su oarta oficial el Juez Hamos manifestandot "Los heohos 
especificados son suficientes para permitirle al Honorable Gobema- 
dor formarse una idea de la forma violenta e insultante usada por el 
Tribunal Provisional (de los Bstados Uni do s) para decidir un problema 
jurisdiccional, 6 •" "Y solicitâmes del Gobemador que se mantengan - 
nuestros dereohos y dignidad ordsnando que este ccnflioto de juris- 
dicciôn se rosuelva por la autoridad compétente, sea la Corte Supre­
ma de Justicia de la isla, o la Corte Suprema de Estados Uni do s en 
Washington o por el Gobernador Militar, como autoridad suprema de la 
isla, pero nunca aceptaremos que sea resuelto de la manera propuesta 
por la Corte Provisional, porque nuestro prestigio y decoro nomo tri-
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bimal no lo permite".
La anterior oomunicaciôn fue enviada por el Gobernador Militar 
al Juez Pettingill del Tribunal Federal, Este magistrado contesta a 
los anteriores argumentas el 5 de septiembre, Comienza diciendo que; 
"Desde la organizaciôn de este Tribunal he estado tan ansioso como 
usted puede estar de evitar cualquier conflicto de jurisdicciôn con 
los tribunales insulares, pero de informaciôn recibida de varies si- 
tios, asi como de sus acciones, yo temo que algunos jueces de esos 
tribunales espeoialmente Becerra de Ponce y Acosta de San Juan, bus- 
car an la primera oportunidad disponible para propioiar tal conflicto", 
Luego el Juez Pettingill desoarta la importancia del Tratado de Pa­
ris, artfculo XI en el asunto* Argumenta que la Corte de Distrito de 
.'ian Juan no entendiô bien la Orden General Ndm* 88 por defectos en — 
la traduocion y que cl Tribunal Provisional tiene jurisdicciôn exclu— 
Siva en delitos sobre la falsifioaciôn de monedas, independiente de 
que sean cornetidos antes o después de establecerse el Tribunal, y - 
trae como ejemplo los Tribunales marciales. Termina su oarta oficial 
el Juez Pettingill con el siguiente pôrrafo que résulta muy interesan 
te;
"Pero el mêtodo adoptado por el Tribunal de Distrito al reou­
rrir a uated para que inteivenga envuelve mds sérias oonsecuen 
oias de las que resultarlan del caso individual, 3i usted oree 
necesario en este caso el sehalar a este tribunal la acciôn - 
que ha de seguir, sea positiva o negativa, ese poder podria - 
ser luego ejercitado (sin sacrifioar ningun principio) en or­
den ar qué veredicto o sentencia debemos de rendir en cualquier
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caso ante nosotros y ol Tribunal dejaria de ser un cuerpo - 
judicial, como lo entienden los norteamericanos. Yo entiendo 
_,ue esa acciôn dostruiria el use de este Tribunal y yo confio 
que usted contestera esa oomunicaciôn de manera que continue 
en efecto los propÔsitos por los cuales este Tribunal fue - 
creado y provenga otros intentos de invocar su intervenciôn - 
con ordenado procedimiento de cualquiera de los tribunales,7.^252)
Al dfa siguiente, 5 de septiembre, el "Judge Advocate" del De­
part ament o, Mayor Sharpe envia su opiniôn jurldica al Gobernador Mi­
litar, El tenor de su consejo es el siguiente. Que segun el pârrafo 
lA de la Orden General Hum, 88 el Gobernador Militar se reservô la 
decisiôn de los problèmes jurisdiecionales que se relacionen con li- 
tigios en que los sôbditos espanoles sean parte (253), Que es claro - 
que la intenciôn del artioulo XI del Tratado de Paz fue asegurarle a 
los sûbditos espanoles, résidantes en Pue rto Rico, libre aoceso a - 
los tribunales con cuyo idioma, dereclio y procedimientos ellos estân 
familiarizados, pero si eligen otro tribunal compétente, no parece - 
que el Tratado se lo impida, En^asuntos criminalôs, sin embargo, la 
parte aousada estâ oblignda a someterse a la jurisdicciôn del Tribu­
nal compétente para jusgarle, Una vez la referida jurisdicciôn se con 
sigue, el acusado no puede esoapar de ella por usar el privilégie del 
Tratado de Paz, Concluye pues que en cuanto a los sûbditos espanoles 
se refiere, aquellos que deseen invocar la jurisdicciôn de los tribu 
nales locales o tribunales insulares, tienen tal Derecho bajo el ar­
ticule vCl a hacerlo. De lo oual se concluye que los tribunales puer
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torriquenos tienen la misma jurisdicciôn, con relaciôn a los subdi- 
tos espanoles, que antes de la invasiôn norteamericana, incluyendo 
la falsifioaciôn de monedas, En cuanto a los tres natives puertorri 
quenos, éstos estân sujetos a la United States Provisional Court, - 
de acuerdo a la Orden General Hum* 88* En el future, si los sûbdi­
tos espanoles acusados ante el Tribunal Federal Provisional desean 
eximirse de su jurisdicciôn tienen derecho a ello bajo el articule 
XI del Tratado de Paz* Si no lo reclaman, el juicio proseguirâ en - 
ese tribunal, (254)
El mismo dfa 5 de septiembre, el General Davis toma una deci­
siôn y escribe al Juez de los Estados Unidos, Mr* Pettingill* En la 
misma no presta atenciôn a la sûplica del referido juez, Por supues- 
to dicha opiniôn incorpora todos los argumentes de su Asesor Juridi­
ce, Mayor Sharpe (255)> por ello me relevo de reproduoirla, Idénti- 
ca carta se lo envia al Juez Juan Ramôn Rames, Juez de Distrito de - 
San Juan, El "Acting Provisional U, S, Attorney", Mr. Arthur Odlin, 
présenta un alegato repitiendo los argumentes del Juez Federal, pero 
no se le presta atenciôn al mismo (256), El I4 de septiembre vuelve 
el Juez Rames a enviar otro esorito al Gobernador Militar donde resu 
me otra vez la poeiciôn de su Tribunal* Se rumoraba que el Gobernador 
iba a someter el asunto al Departamento de la Guerra* Efeotivamente, 
el General Davis somete el expedients al Depaftamento de la Guerra - 
el 28 de septiembre (257)* El IXique de Arcos, Embajador de Espaha en 
Washinton interviene en la controversia (258)* El 26 de octubre es­
cribe una carta oficial de cuatro pliegos donde expone su posiciôn 
de la misiôn* Luego de hacer una narraciôn de los anteoedentes del -
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caso, el Embajador sostiene que la United States Provisional Court 
for the Department of Porto Rico es un tribunal del pals y que por
10 tanto los espanoles deben estar sujetos al mismo como lo estân 
los demâs extranjeros. Que el Tratado no ofrece privilegios a los - 
sûbditos espanoles. La referida oomunicaciôn se envia al Seoretario 
de la Guerra, El Gobernadoi' Militar envia un alegato el 16 de noviem 
bre con los anteoedentes del asunto y sus recomendaciones (259). SI
11 de diciembre el Seoretario de la Guerra personalmente emite un — 
proyecto de opiniôn (260) y el 18 de diciembre se envia al General 
Davis como la opiniôn formai del Departamento de la Guerra, En la - 
misma se aprueba la decisiôn del Gobernador Militar de 5 de septiem­
bre (261).
La Democracia pub lie a un editorial haoiêndose cargo de la situa- 
ciôn de inestabilidad por la que pas an los tribunales de justicia - 
puertorriquenos con las intervenciones de la United States Provisio­
nal Court en los procedimientos de aquellos. En esta Ôpoca surgen va 
rios problemas jurisdiccionales entre ambas clases de instituciones 
judiciales, El referido editorial se publica en la edioiôn del dia - 
28 de septiembre de aquel peri^dlcot 
**Un oaso anôroalo (262)
Esa dualidad de Derecho en ciue vive la justicia, esa suspen- 
siôn de juicios en causas determinadas, por razones de desco- 
nocimiento, muchas veces, dé los Côdigos que han de régir en 
esta isla, como sucediô ha ÿoco en que hubo de suspenderse un
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juicio para consultar a Washington si podla o no el referido 
tribunal (Corte Provisional de los Estados Unidos), ha trai- 
do tal perturbaciôn en el orden jurldico que dentro de poco 
no va a saber el ciudadano nacional o extranjero residents - 
en Puerto Rico a qué férmula debe ajustar sus dereohos y en 
caso de reclamacién, a qu6 tribunal deberâ reourrir para obte 
ner justicia",
El anterior conflioto de jurisdicciôn que hemos examinado bre- 
vemente es une de las muchas aituaciones de esta naturaleza que en— 
tonces surglan entre ambas clases de tribunales. Sin embargo, al pr£ 
blema se le darâ una soluciôn que favorece los grandes intereses - 
norteamericanos y que a mi juioio viola el espîritu y la letra del - 
Tratado de Paris, como veremos a continuaoiôn.
Como antes vimos, el 18 de diciembre de I899, el Departamento 
de la Guerra envia una ooraunicaoiôn oficial al Gobemador Militar - 
Davis aprobando la soluciôn que éste b& dado al problema jurisdio- 
cional sobre falsifioaciôn de moneda. Casi dos qeses después, el 14 
de febrero de I900, Mr. Richard T, Greene, àbogado, socio del Bufete 
de New York, Greene and Stotesburv. escribe al Seoretario de la Gue­
rra (263). El propôsito de la oarta es oomunioar al Seoretario Root 
de un posible problema jurisdiooional entre la United States Proyis- 
sional Court y los Tribunales puertorriquenos, por razôn de una de­
manda de su cliente, la Western Electric Company contra la Companla 
de Alumbrado Elêctrico de Maya^ez. La misma fue radieada ante el pri 
mer tribunal mencionado para ejecutar una hipoteca a favor de la cor 
poraciôn norteamericana. Se désigné un sindico de quiebra y la com—
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pailla puertorriquena se opuso al procedimiento# Mr Greene termina — 
su carta de la siguiente manera:
"Ile recibido ahora mismo de Mr. Arthur P. Odlin, Esq. de —  
Odlin and Abbot, San Juan, Puerto Rico, nuestros abogados lo­
cales, una carta en la cual él afirma • ue su orden disponien 
do el tras1ado del Tribunal Provisional a la Corte nativa de 
los casos de los tres alegados criminales espanoles ha sido 
interpretada ampliamente para incluir también norteamericanos, 
y que el General estâ prôximo a emitir una orden confiriendo 
a los tribunales natives jurisdicciôn sobre todos los casos - 
que envuelven los dereohos de los ciudadanos, firmas y corpo- 
raciones norteamericanas donde los nativos son parte. Esta nue 
va orden como estâ redactada manda al "clerk" de la United - 
States Provisional Court que transfiera a los tribunales na­
tives todos los casos pendientes donde un espahol o un native 
es una parte, independientemente del status del otro litigante# 
De las circmistancias del caso estoy convenoido de que trans— 
ferir la demanda pendiente de la Western Electric Company al 
tribunal nativo resultard prâoticamente en una negaciôn de la 
justicia y le quitarâ a la compaiiîa la protecciôn que estâ - 
llamada a recibir. Yo entiendc que su ôrden ha side mal inter­
pret ada, y respetuosamente solicite que esa medida sea retira , 
da para prévenir la transferenoia propuesta " (264)
Ese mismo dia el Seoretario de la Guerra Mr. Root envia un ca­
ble gram a al General Davis ordenândole que la referida orden no debe
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de eraitirse y ;ue la interpretaciôn que le diô el General a las - 
instrucciones do Root sobre el caso de falsifierciôn de moneda no 
debe de entenderse como de aplicaciôn general. Termina su comunica- 
ciôn Mr. Root manifestando ^ue los casos que de acuerdo a la Orden 
General de su constituciÔn pertenezcan al Tribunal Provisional deb en 
verse allî aün cuando un sûbdito espahol sea parte dsl pleito (265) #
SI 16 de febrero, dos dias después de recibir el cablegrama del Se- 
cretario de la Guerra, el Gobernador Militar Davis contesta y expo— 
ne su posiciôn.
"Se proyecta una Orden como la descrita por la Western Blec— ' 
trie, pero sus disposiciones especfficas todavîa no estân de­
terminadas, Fue mi entendimiento de su opiniôn, expresada - 
verbaimente, que las causas civiles y criminales que afecta- 
ban a sûbditos espanoles, deben verse en los tribunoles loca­
les, El articule Eueve menciona dos clr-ses de orusrs como ep- 
juiciables en los tribunales de la isla,
Western Electric es aoreedor de una corporaciôn local en Ma—
i
yagüez y estâ demandando en el Tribunal Provisional,., pero un 
sûbdito espahol, no miembro de la corporaciôn tiene una hipo- 
teoa sobre la propiedad y ha si do hecho oo-demandado. Bajo su 
interpretaciôn, el articule once, Tratado de Paris, se ©ntien 
de que tiene el derecho a exigir que se adjudique en un tri­
bunal local y tengo oonocioiento de que ha hecho tal solicitud. 
^Puede Ô1 obligar a Western Electric a someter su demanda en 
los tribunales locales, o puede el demandante obligar al sûb— 
dito espaiiol a someterse a la jurisdicciôn del Tribunal Pro—
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visional? A mi me parece que el procedimiento hipotecario - 
en contra de la compahîa puertorriquena debe ser efectuado - 
unicamonte en los tribunales locales. El articule nueve del - 
Tratado dispone :ue los espanoles empehados en la industria
o el comeroio estân sujetos a las leyes aplicables a otros -
extranjeros,,,,
Termina el General Davis su largo cablegrama oficial con el si­
guiente pârrafo que nos ilustra muy ciaramente, y por testimonio de 
un observador de excepciôn, la opiniôn y el sentimiento que los puer-
I
torriquehos en general y la judicatura nacional en especial tenîan 
por el Tribunal Provisional de los Estados Unidos.
"Los tribunales locales (puertorriquenos) y el Tilbunal Provi­
sional (de los Estados Unidos) confligen en un numéro crecien- j 
te de casos y pleitos, y como no hay tribunal superior coniûn % 
amboB, la soluciôn de los problemas jurisdiccionales descansa 
en rai. No es agradable interferir de forma ejeoutiva en prooe-
dimientos légales, y el efecto es malo a los tribunales! y eh Isi
■ '■ - ,
opiniôn pûblica. Los rum035es en constante oirculaciÔn son a les
ofcotos de que el Tribunal Provisional oerâ suprimido y yo no 
tcngo la menor duda de que los tribunales puertorrlqueRcs de­
sean este, fin embargo tal evento séria el mâs grande desastre 
para los nativos pues el capital no vendrâ aquî e menos que se 
le asegure protecciôn en otros tribunaloa eue los tribunales - 
nativos (puertorriquenos). Davis"
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Poco tiompo tar(16 el fecretario de Justicia Mr, Root en contes- 
tar la oomunicaciôn del Gobernador Militar, El 19 de febrero de 1900 
escribe al General Davis un largo memorando donde expresa su opiniôn 
sobre la jurisdicciôn del Tribunal Provisional y los dereohos de los 
espanoles residentes en Puerto iüco (266)# Los dereohos de p m
piedad de los sûbditos espanoles estân sujetos a las leyes que se a- 
plican a los demâs extranjeros. Pero en los procedimientos judicia­
les los dereohos garanti s ado s a los espaiiol es son aquellos que disfru 
tan los natives. Los sûbditos espaiïoles estarân sometidos en lo civil 
y en lo criminal a los tribunales del pals en que residan, con arreglo 
a las leycs comunes que regulen su competencia". "Los sûbditos espaho- 
les no estân exentos de las leyes o de la jurisdicciôn de los tribuna— 
les por raaôn de su ciudadanla, El propôsito del Tratado es hacer im— 
posible que se les nieque tal jurisdicciôn y por lo tanto asegurar a 
los sûbditos espanoles el dereclio de presentense ante los Tribunales 
del pais, demandar y recibir audienoia alll en igual situaoiôn con los 
ciudadanos del pals. Muchos palses deniegan este privilégie a los ex­
tranjeros,..". "Teniondo el dereoho â invocar los poderes de todos -
■»
los tribunales del pals, estân correlativamente obligados a respetar 
esos poderes cuando son invooados por otros y la tondiclôn por,la oual 
se man tienen los dereohos garanti g ado s por el Tratado es, que taies - 
dereohos estên sujetos a las leyes del pals; siendo el propôsito del 
Tratado prévenir que las leyes del pals disoriminen en contra de los 
espanoles con relaciôn a estes asuntos por raaôn de su ciudadanla. El 
Tribunal Provisional de Puerto Rico ha sido establecido, instalado y
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mantenido como imo de los tribunales del pals* Bstan pues los sûbdi­
tos espanoles sujetos a su jurisdicciôn Igualmente que otros residen— 
tes de la isla en los casos en que dicho tribunal tenga jurisdicciôn 
sobre el asm to, Se mantiene on cumplimiento de una ley del pals y - 
los espanoles residentes que peiroanecen en esa isla estân sujetos a - 
la jurisdicciôn y poderes tanto de la ley como del Tribunal (Provisi^ 
nal)" Termina el Memorando de Mr, Root distinguiendo el caso "espe­
cial" de la falsificaciôn de moneda de la actual posiciôn oficial,
Como puede observarse la interpretaciôn que se le ha dado a las 
clâusulas del Tratado de Paris relatives a los dereohos de los espano—. 
les en cuanto a los tribunales que han de juzgarles ha sido torcida - 
para acomodarla a la situaciôn deseada por el Departamento de la Gue—
l!
rra, dirigido por un distingua do juriste norteamericano, Mr. Root© **
Se le ha cambiado la denominaoiôn oficial de "United States Proviaip— ' 
nal Court", (267) segûn oonsta en el articule I de la ver siôn en idip 
ma inglês de la Orden General Nûm© 88 de 27 de junio de 1899# En la - 
ver siôn en idioma espahol se titula oficialmehte a dicho foro judicial 
de la siguiente forma: "Corte Provisional de los Estados Unidos para 
el Departamento de Puerto Rico"» En ninguna de las dos ver si one s se - q 
le désigna "The Provisional Court of Porto Rico", como se hâoa ahora, , 
y no es solamente una cuestiôn dé nombre, sino que al examinar las di£ 
posioiones de la Orden General Hûm, 88 vemos que U.S. Provisional 
Court es asimilada en todo a un tribunal de los Estados Unidos, Unos 
ejemplos bastan: "I* En vista del cre oient e volûmen de casos que exi- 
gen resoluciôn judicial y que son extrahos a la jurisdicciôn de los
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triburicileG incul ares, . ", En el artîcu3oII se dispone; "Las deci- 
siones de dicha Corte se ajustarân a los principles de justicia y - 
equidad establecidos por las Cortes de los Estados Unidos, y sus pr^ 
cedimientos, reglas y archives concordarân en lo posible con lo ob- 
servado y llevado en dichas Cortes Federales", En el articulo VI: —  
"Los jueces de la Corte Provisional ejercerân las mismas atribuciones 
que los de las Cortes de Circuito o Distrito de Estados Unidos", El 
idioma us ado por la "Corte Provisional de Estados Unidos" es el inglês, 
su estilo, su jurisdicciôn, su origen y sus miembros no son puertorri 
quenos# Entonces, como se atreve el Seoretario de la Guerra, Mr# Root ' 
a 808tener que la "United States Provisional Court"# ha sido institut 
do, instalado y mantenido como uno de los tribunales del paîs" y que 
ahora su nombre es "Provisional Court of Porto Rico", Por supuesto — 
que entendemos el por qué de esta entelequia, de ese nombre falso y - 
de toda esa teoria; para presenter someter a los sûbditos espanoles 
a la jurisdicciôn del tribunal federal de Estados Unidos,
Liez y seis dîas después de ômitida la anterior opiniôn por el -
I
Seoretario de la Guerra, el General Davis la incorpora en su totali-
»
d@pd en la Orden General ilûm, 47 de 6 de raarzo de 1900, El artioulo II 
dispone: "De oonfomidad con la precedent© interpretaciôn, todas las 
cuestiones de jurisdicciôn que se suociten entre la Corte Provisional 
dé los Estados Unidos, cre ada por las Ordenes Générales, ITûm, 88, s£ 
ri© de 1899, de este Cuartel Generalj y las Cortes Insulares, esta- 
blecidas por las Ordenes Générales, Num.'118, serie de 1899, de este 
cuartel General, se resolverân por lc.s citadas Cortes en consonancia 
con dicha interpretaciôn". En el articulo 11 y ûltimo resuelve el a-
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8unto de la falsificaciôn de moneda# "Segun Instruooiôn del Depar­
tamento de la Guerra, el delito de falsificaciôn de monedas en la - 
Isla de Puerto Rico no cae dentro de la jurisdicciôn de la Corte Pr_o 
visional de los Estados Unidos, y las Ordenes Générales num. 88, que 
dan en tal sentido modificadas",
Rodrigo Dîas dedica su ensayo "Tratado de Paris... Interpreta- 
ciones militares" (268) a analizar la Orden General Nûm. 47# Me per- 
mito citar solamente algunos pasajes en aras de la brevedadj "...
Por fin luego de tantos circunloquios y vueltas inutiles, se llega - 
al centro, al verdadero y ûnico motivo de la Orden Num. 47, la juri si 
dicciôn civil y criminal a que estân sometidos los espanoles residen 
tes en Puerto Rico. En tanto los tribunales, los genuinos tribunales 
del pais, organizados por las leyes puertorriquehas y oompuestps de , 
jueces insulares, que administraban recta y cumplida justicia, por el 
clâsico dereoho de los siglos, las costumbres y la ciencia hab£an - 
consagrado en nuestra tierra, en tanto que los espanoles, lo mismo 
que los otros extranjeros tenîan, como los nativos, en el foro y en
los tribunales, la honradez y la competencia de los jurisconsultes,
>
en el derecho sustantlvo los sabiôs préceptes, que con lèves adapta- 
olones han perpetuadc el espîritu de Homa en las naoiones de mÔB el£ 
vada oultura jurîdioa,., ni una sôla protesta podîa levantarse con­
tra el funoionamiento de la adrainistraciôn de justicia, ni la duda 
mâs ligera ocurriô en la interpretaciôn del articule XI de la con— < 
venciôn ûltimaVentre Espaha y los Estados Unidos",
"Pero, contra el dictâmen del Seoretario de Justicia, de la
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Suprema Corte y de los principales abogados de la Isla, con­
tra la voluntad colectiva de todo el pais, se estableciô por 
la Orden 88, del retroproximo ano, la Corte Provisional de - 
los Estados Unidos, donde sôlo intervienen dos o tres puert£ 
rriquehos, como intêrpretes o subalternos, tribunal exotico, 
de jueces militares, que del pafs no entiende el idioma y 
tiene que oirlo, ni las leyes y tiene que aplicarlas, aun -
cuando en la mayor!a de los casos aplique leyes no promulga-
das y procedimientos desoonocidos en el pafs"#
Luego continua Rodrigo Diaz su narraciôn e interpretaciôn de la 
situaciôn entre la U. S. Provisional Court# los Tribunales puertorri­
quenos y el articulo XI del Tratado de Parfs que estatuye el status
judicial de los espanoles en Puerto Rico,
"x/uedô abierta la flamante Corte y, con ella la discusiôn del 
xuero que para los espanoles estatuye el articulo XI del Tra­
tado de Paris: empezaron las cuestiones de competencia entre 
los tribunales insulares y la Corte Provisional, con asombro 
del Presidents de Ôsta, <iue se extrahaba de que los tribuna­
les del pais "le esoribieson"•
ÎLa Corte Provisional de Puerto Rico I iQuê Corte es esa, cu­
ya existenoia ignoraban los poderes pûblioos, los Tribunales 
de justicia, los abogados y el pueblo todo de la isla? Aqui 
existe creada, creada por un decreto a 2? de junio de 1899,
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una Corte Provisional de los Estados Unidos para el Departa­
mento de Puerto Rico, segun expresa textualmente en el arti­
culo I, del decreto de su creaciôn..# sin que en parte aigu- 
na del mismo decreto se estampe la denominaoiôn o titulo de 
Corte Provisional de Puerto Rico"
Estân los puertorriquenos, en cuanto détermina la Orden 88 - 
del aho pas ado, sujetos al tribunal que se instaurô con el - 
nombre de Corte Provisional de los Estados Unidos, porque el
I
nombre entonces convonia para justificar la creaciôn de un or 
ganiumo ..uo despojase de atribuciones a los juzgados y Audi en 
cias del pais, i
Pai'Ôse luego en mientes de que el Tratado estatuye que los es 
paholes queden sometidos a los tribunales del pais, en la mi^ 
ma forma que los puertorriquenos, y conviene aliora decir "Cor- , 
te Provisional de Puerto Rico", como si en la isla no hubiesé 
habido antes Corte ninguna de justicia o como si pudiera oreaj?,
se provlsionalmente lo que preexist© con oarâoter definitive,
' ' L
Con este carabio de nombre, que parece una t rave sur a infantil, 
oonsidorÔ ol Gobierno debi dament e preparado el asunto para fi 
jar el preoepto del artioulo XI del Tratado de Paris",
De esta forma solucionô el Gobierno Militar el problema jurio-
diccional nue representaba el articulo XI y la "Corte Provisional de 
Estados Unidos", Los espanoles quedaron sometidos a la jurisdicciôn 
del referido tribunal (269). Recuërdese que el Embajador espanol en
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Washington solicité nue los espanoles fueran juzgados por el Tri©- 
uunal Federal Provisional. Y de esta forma se violé la letra y el - 
esj/iritu dol Tratado de Paz de Paris (27ü).
La bupresion de la Profesion de Procurador.
La represent aciôn procurât oi'i a, profesion del Procurador, fue - 
suprimida por la Junta Judicial en la seccién XI de la Orden Gene­
ral ITûm. 134 de 31 de agosto de 1899 * Do un plumazo se suprimiô una 
profesiôn de especialistas en enjuiciamiento pivil y criminal, puis­
que era extrana al sistema legal norteamericano, como manifesté el 
General Davis,
Esta profesiôn, de mucha importancia en el sistema jurfdico puer 
torriqueno, existia desde tiempo en Puerto Rico, La Compilaciôn de - 
las disposiciones Organisas de la Administraciôn de Justicia en las 
provincias y Posesiones Ultramarinas de 5 de enero de I89I habla re- 
glamcntado la representaciôn procuratoria y autorizado la fundaciôn
de un Gole/;io de Procuradores en Puerto Rico, (271), A tenor con ôsa
\
legislaciôn los procuradores puertorriquenos solicitan Real Orden - 
que les auturice aoogerse a los bénéficies y deberes de la colegia- 
ciÔn obligatoria, Wo tarda la referida dispoaiciôn en llegarles. La 
Real Orden de 19 de enero de 1893 dispone:
"Procédé accéder a lo solicitado por los procuradores de la 
capital, autorizando a todos los de la isla para que puedan 
fomar* colegio y declarar que el Decano y el Seoretario sean 
siempre elegidos entre los vecinos de la ciudad de San Juan
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y que los procuradores de fuera de la capital que sean ele­
gidos para cargos en la Junta de Gobierno puedan, con la con 
veniente autorizaciôn, trasladarse a la misma para ejercer 
sus funciones" ( 2 J 2 )
Seis meses después, 23 de junio, se reûne en San Juan una re­
presentaciôn de los Procuradores de Puerto Rico# Presidiô el acte - 
el mâs antiguo de ellos, D# José Manuel Rossy y Guerra, quien actuô 
de Decano# Allf estaban los senores D# José Palacio, D# Emigdio Gi- 
norio Alayôn, D# Evaristo Vêlez y D# José Boneta (273) • Los présen­
tes procedieron a la formaciôn de los Estatutos colegiales quedando 
redactados en 72 articules# Los raismos fueron enviados al Presidents 
de la Audioncia Territorial de Puerto Rico para su aprobaciôn final 
como era obligatorio# Luego se procediô a la eleociôn de la Junta - 
de Gobierno, resultando designados por unanimidadi D# José Manuel - 
Rossy y Guerra para Decano; D# Tomâs Caballero y Osorio para Conta- , 
dor; D. José Palacio Echevarria para Tesorero; D# José Boneta y D# 
Emigdio Qinorio para Vocales y D# Evaristo Vêlez Vêlez para séoreta- 
rio-Arcliivero# TodùB t omar on podbsiôn de sus cargos con excepoiôn - 
del Procurador Caballero y Osorio por estar ausente# Luego se desig- 
naron Delegados en la isla, Los Estatutos fueron sometidos por la 
Sala de Gobierno de la Audienoia Territorial al Ministre de Ultramar 
el 9 de septiembre de 1893» La aprobaciôn no se hizo esperar, la Real 
Orden de 16 de noviembre de 1893 refrendô el referido reglamento, con 
exoepciôn del articulo 61 (274)# Luego este fué redactado de acuer-
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do a las instrucciones recibidas# Comienza la vida institutional 
del Colegio de Procuradores de Puerto Rico, RecuÔrdese que la exi^ 
tencia de Procuradores en la isla es muy antigua,
Como antes hemos informado, ya para el 15 de julio de 1899, la 
situaciôn creada por la oposicion del Seoretario de Justicia, Lcdo, 
Diaz Navarro, a la creaciôn del Tribunal Federal hace crisis. Es - 
entonces cuai^ do se suprime la Secretaria de Justicia y se establece 
la Junta Judicial, Mientras el Lcdo, Diaz Navarro estuvo al frente 
de la Secretaria antes mencionada pudo contener, con su presencia — 
moral, sus consejos, en reuniones y acuerdos, los claros intentos 
de americanizaciôn del sistema juridico puertorriqueno, Muchas vo­
ces, claro esta, no triunfÔ en su cometido patriôtico, otras se ad^ 
lantaba a los planes transouituradores y presentaba reformas, pero 
siempre que podia ejercia su influencia para salvaguardar y defen­
der las instituciones del pais, tan peligrosamente amenazadas en es^  
te moment o de desasosiego, de confusiôn y desorient aciôn. Al ser -- 
despedido y crearse la Junta Judicial, ôsta, por influencia de Me# 
Sharpe, Mr, Pettingill y el Lode, Rossy, y la timida oposioiôn de - 
los Lodos, Hernândez Lôpez y Cuevillas, prooeden a asimilar en lo - 
posible ol ordenamiento juridico hispano-puertorriqueno al de los - 
Estados Unidos, La judioatura oopiada de modèles norteamericanos; el 
Enjuiciamiento Civil y Criminal ahora Leyes de Procedimientos Civil 
y Criminal en igual situaciôn; asi instituciones como el matrimonio 
y las Profesiones juridicas, para solo mencionar unas cuantas. La - 
abogacia puertorriquena es objeto de estudios y reformas para igua-
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larla dentro de lo posible a la norteamericana# Ejemplo de ello es 
la Orden General que dispone; "A partir de esta fecha, el titulo de 
abogado deberâ obtenerse en alguna Universidad de los Estados Uni- 
dos# (275)» Especificamente se prohibe cursar la carrera de abo­
gado en Espaha o Cuba* Asimismo, se intenta cambiar el sistema ré­
gi stral inmobiliario y el notarial,
Los Procuradores adelantândose a los rumores circulantes de que 
se eliminarîa su profesiôn prooeden a elevar al Gobemador Militar, 
General Davis, una Instancia (276)# La misma tiene fecha de 2 de —  
agosto de 1899 y manifiesta en sus pârrafos mâs importantes que:
"Los suscribientes, de esta vecindad, ante ud, compareoemqs 
y de la manera que mejor procéda deoimos: Que la actual ley 
sobre organizaciôn del Poder Judicial fiel a las tradiclo­
nes de la antigua legislaciôn ha conservado a los proourado- 
res para que representen a las partes en los juioios civiles
y criminales mâs inspirândose en las ideas y principles de la
êpoca, declarô limitado el numéro de aquellos funoionariofi, ' 
para ojeroer su profesiôn, resultando de ello una especie de 
Monopolio que obliga a les litigantes a escoger sus represen 
tantes de entre eecaso nûmero de personas, per mâs que ac&so 
ninguna de allas mereciese su elecciôn,
Los suscribientes estâmes en posesiôn del titulo de ]^ocura- 
dor adquirido medionte examen con arreglo al Reglamento apro- 
bado por R, 0, de 8 de agosto de I89I,
El objeto de concéder ese titulo como se desprende de la le-
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tra y espîritu del mismo Reglamento y R#0# fué hacer libre 
el ejercicio de la procura, tan libre como el de la aboga- 
cîa al cual se asimila o cualquier otra profesiôn"
Luego la Instancia se refiere a los Procuradores que obtuvie— 
ron sus oficios mucho antes de I89I y que compraron o enagenaron# 
Como éstos tenîan unos dereohos adquiridos se aprobô para ellos una 
Real Orden de I9 de agosto de I89I "privando a los Procuradores con 
tîtulo de ejercer en donde hubiera de esa clase de oficios y de - 
aquî el mâs irritante de los privilegios que nunca ha tenido razôn 
de subsistir y mucho menos en las actuales circunstancias"• Por ello 
los petioionarios suplican "que se declare libre ol ejercicio de la 
procura, derogando también la limitaciôn que impone el requisito de 
ser Bachiller para ejercer donde haya Audiencias Territoriales a - 
fin de que todos puedan tener los mismos dereohos abriendo de este 
modo de par en par las puertas de los Colegios de Producradores pa­
ra que puedan ejercer su profesiôn cuantos se encuentren en condi- 
ciones légales", Firman la Instancia, D, Damiân Montserrat, D, Luis . 
Freire Barbosa, D, Francisco Lasalle, D, Sandalio Torres y unas iû*-' 
brlca Irreoonoclble, El escrito fue entregado en las oficinas dsl 
General Lavis por una Comisiôn de los firmontes el mismo dîa 2 de 
agosto, El en dose que se le hizo decîa: "Damiân Montserrat y otros 
4, solicitan del Comondante General en contra de la aboliciôn del 
cargo de Procurador" (277)# La peticiÔn se envia a la Junta Judicial 
y luego se devuelve, rehusândose tomar acciôn.
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El 23 de %osto procedieron los Procuradores Suliveres, Gino- 
rio, Lient serrât, Freyre y Torres a dirigir una oarta-circular a - 
un grupo de abogados invitândoles a comentar la supuesta acciôn de 
la Junta Judicial o el Gobierno Militar para suprimir la profesiôn 
de Procurador# El texte de la carta—circular es el siguiente: (2?8)
"Sin duda habrâ ud# tenido ocasiôn de apercibirse de la gra­
ve cuestiôn que suscita la Junta Judicial suprimiendo en ab­
solute la representaciôn procuratoria para darla forzosamen- 
te a los letrados#
El aspecto dominante en materia debe ser la conveniencia del i 
pûblico# ^Puede, en su concepto compétente, resolverse la re­
forma procesal a beneficio exclusive de la clase de letrados 
en ejercioio por la razôn de hallarse ôstos en mayor!a en el 
seno de la Junta Judicial? 
iCômo considéra ud# el criterio de la Junta?
Deseamos conocer su opiniôn para utilidad general y vemos - 
autorizados a publicaria," , '
, ' w ' •„
El 24 de agosto de 1899 se reoibiô la oontestaciôn del XKsdo* 
Antonio Alvarez Nava, Califioa 0I asunto de "grave cuestiôn", y lue­
go manifiesta: "Grec como uds, que en esta como todas las ouestid- 
nes légales, el verdadero objetivo deben ser los intereses del pû-
f
blico, y honradamente debo declarar que éstos, a mi juicio quedarîan 
perjudioados' con aquella medida. Mi criterio en este asunto es el de
la libertad profesional, es decir: que debe permitirse la direcciôn 
y defensa de los asuntos judiciales a todos los abogados y la gestiôn
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y representaciôn a todos los procuradores"• Ese mismo dia contesté 
el Lcdoo Herminio Dfaz Navarro; "Hasta ahora, eso que me indican so­
lo se dice#.. A veces es tan calumnioso el se dice#., que para emi­
tir fundada opiniôn en el caso que tenais la bondad de consultarme 
paréceme discrète esperar que se confirmen los rumores que por ahî 
se aicon. Us adolantarê sin embargo, la idea de que juzgo acertado 
a derecho la supresiôn de los procuradores, pero suprimidos estos, 
destruyêndose as! un privilégie..." Termina su exposiciôn el ex Se- 
cretario de Justicia diciendo; "... una vez ahogados los procurado­
res por la ola que sube con desesperante rapides y que no lo duden 
Uds, aliogarâ también a los abogados puertorriquenos".
La respusta del Lcdo. Emilio Garcia Cuervo es de 25 de agosto 
y dice asi; "Que no estoy de acuerdo con la supresiôn de la represen 
taciôn procuratoria para darla forzosamente a los letrados en ejer— 
cicio; pues esto en nada favorece los intereses del pûblico y en cam 
bio coartaria su libertad" "... que se debe de permitir ejercer la , 
profesiôn tanto de Abogado como de Procurador, a todos los que pc&- 
sean tîtulo", El dlstinguido letrado puertorriqueno, Lcdo, Francis­
co de Paula Acuha manifiesta lo siguiente; "Sobre la materia que uds# 
se sirven tango un criterio muy amplio. Es mi opiniôn que la profe­
siôn de Procurador ante los Tribunales debe ser libre y que debe ad 
mi tir se a ella a los que en la plenitud de sus dereohos civiles acr_e 
dit en su suficienoia y presten una fianza. Cada interesado escogerâ 
entre los que se inscriban en los Tribunales el que le merezoa mâs 
confianza# Debo rectificar el concepto de que la medida que se indi—
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ca no tenga mâs raaôn que la de pertenecer a la Junta Judicial —  
tres letrados en ejercicio. ÎTo puedo bajo ningun concepto atribuir 
les una conducta tan egoista", Desde Ponce, contesta el Lcdo. Rosen- 
do Matienzo Cintrôn. el 1 de septiembre de 1899# "Mi opiniôn es la 
misma que tengo respecto al notariado. Soy de los mâs perjudicados 
con la libertad profesional y sin embargo, no he querido dar un pa- 
so ni una opiniôn sobre la materia. Respecto del Procurador no po­
drîa pensar de otro modo. Creo que con el cambio de cosas algunas - 
cosas tenîan que ser cambiadas".
El ûltimo de los testimonies es el del Lcdo. Pascasio Fajardo 
Cardona de Mayagüez. Dice en su comunicaciôn que: "Habîame propues- 
to guardar silencio contemplando con profundo peser la desaoertada 
labor que lleva a cabo la Junta Judicial, con motivo de las reformas 
en nuestra organizaciôn judicial, pero obliganme uds. a quebrantar 
mi propôsito en vista de la opiniôn que de mi interesan... No pue do 
como buen puertorriqueno abstraerme de censurar los actos llevados 
a cabo por dicha colectividad, en quien con fundados motives cifrâ 
bamos todos grandes esperanzas por contarse en su seno con hômbres 
enoanecidos en la Clencia del Dereoho y prâotlôa de les tribunales. 
La triste realidad nos ha oonvenOido del errôneo juicio formado. P^ 
rece que todos los elementos se han conjurado contra esta bendita - 
tierra; y que nuestros hermanos han hecho vote de llevar a este paîs 
a la desesperaciôn y a la anarquîa social". Luego en el siguiente - 
pârrafo manifiesta el Lcdo. Fajardo Cardona:
"El derrotero por donde dirige sus pasos la Junta es pooo —
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prâctico y  llegurâ el dia en que el pueblo de Puerto Rico - 
anatemice con los calificativos mâs duros taies actos enca— 
minados a la negaciôn de la personalidad puertorriquena".
Termina el referido abogado con las siguientes lapidarias pala­
bras:
"Las reformas tan decantadas y  fraguadas en el silencio ser an 
conocidas en toda la isla con el nombre de Reformas de las —
Supresiones"
Todas las gestiones de los Procuradores y  otras personas cerca 
del Gobernador y  la Junta Judicial son inutiles. La Orden General — 
l'Iûm. 134 de 31 de agosto de 1899 en su secciôn XI suprime la profe­
siôn de Procurador:
"XI. Queda suprimido el cargo de Procurador. Los que lo hayan
ejercido ante cualquier tribunal y con buena nota, tendrân de
recho a ser nombfados Jueces Municipales, o Secretaries de - 
los Tribunales Municipales, en defecto de abogados".
en defecto de abogados". Suprime la referida disposiciôn 
militar una antigua profesiôn legal, dejÔ ipso faoto sin trqbajo a 
un grupo de ciudadanos que tenîan dereohos adquiridos y reoonooidos. 
Tampoco se dispone resaroimiento o retribuoiôn alguna. En cuanto a 
la promesa de designer a los Procuradores como jueces y Secretaries 
Municipales -en defecto de abogados- es huera y sin valor. Tan es —
asi, que pocos dfas después la misma Junta Judicial manifiesta: "Que
en vista de las prôximas elecciones en la cual los jueces municipa-
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les se ele/'-irân por vote popular, no se hacen designaciones para esos 
cargos" (279)# 3n su intento de cambiar el Lerecho puertorriqueno y 
asimilarlo al norteamerioano la Junta Judicial no tomô en cuenta - 
que el Procurador es un especirlista en enjuiciamiento civil y cri­
minal y que el ordenamiento jurîdico de Puerto Rico y la filosofîa 
que lo informa depend!an de la intervenciôn profesional de este fun 
cionario en ciertas fases decisivas del proceso. En ello, el aboga- 
do no era duclio ni ténia prâctica.
La secciôn doce de la Orden General Rtm# 134 ©stipulai
"XII. En lo sucesivo, cuando las partes no comparezoan pers£ 
nalmente serân representadas ante el Tribunal Supremo y Tri­
bun aies de Distrito exclusivamente por un abogado, sin que — 
sea necesario; en este caso, otorgar poder.,,.
los Juzgados Municipales las partes podrân représenter por 
si mismas o por un apoderado vecino de la localidad".
La secciôn trece dispone 1
"XIII, Los abogados, para el,efeoto de la traraitaoiôn de los 
negooios, podrân valèrse'de agentes que designarân por esori-* ' 
to al Tribunal",
ibnbas disposîoiones son oonfusas y enagenadas, Por una seoolôn 
(XI) eliminan la profesiôn de Proourador. de espeoialista diplomado, 
oon astudios; colegiaciôn obligatoria y un Reglamento o Estatutos 
de 72 articules y por otra secciôn (XIIl) entregan la tramitaciôn - 
de los négocies a agentes que designarân los abogados. Estes agentes
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sin los estudios, garantias y oonocimientos juridicos de los Procu­
rador es. Se le ofrece como unica récompensa a los Procuradores de— 
signarles jueces y Secretaries municipales cuando no liaya abogados 
disponibles, y aun eso les es negado dias despuês al manifester la 
propia Junta que no designarâ a nadie para los referidos cargos pues 
se suplirân por elocciôn popular. Cabe mayor enagenaciÔn o mala pl£ 
nificaciôn* El abogado norteamerioano Mr. A. Salomon califica este 
hecho de "inconsistoncia singular" (280).
Como sus gestiones no han tenido fruto, los Procuradores perju- 
dicados contratan los servicios de Mr, A, S^lomôn abogado que les - 
representarâ. Este prépara un alegato y lo somete al Présidence —  
Mcivinley en octubre de 1899 (28l), Lue go de resenar la Orden Gene­
ral Hum, 134 manifiesta Mr, Solomoni
"Esta acciôn, que ha desaforado de la prâctica en los tribu- 
nales una clase profesional de alrededor de ochenta mierabros, 
es contraria a la justicia, la politics, pûblica y el espiritu 
del acuerdo internacional exprès ado en los articulos VIII y 
IX del Tratado de Paz, suecrito por los représentantes de los 
Estados Uni dos y Es pana.'
La profesiôn de Püocuradôr es, bajo las oondioiones, extre- 
madamente neoesaria. De aouerdo gü. Dereoho eepaüol, la prâo- 
tioa ante los tribunaies es oonducida por dos olases de fun-
cionarios conocidos respeotivamente como Abogados y Procura-
c'orûs, Il oui dado del primero se confia la argumentaciôn, el
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asesorarniento y los detalles legales estrictamente legales 
do la litigaoion# SI segomdo se encarga de lo relaoionado con 
el ; .rooedimionto, Cada uno complementa al otro y cada uno es 
necesario mientras los côdigos espanoles de enjuiciamiento - 
esten on vigor, Como evidencia de nue la situaciôn es la de£ 
crita, la antes mencionada Orden General -que es un mal diri 
gldo intento de reforma- suprime la profesiôn de Procurador 
pero autorisa a los abogados a designar agentes para atender 
para atender los asuntos de procedimiento, Hingûn reconoci- 
miento mejor de la iniiabilidad de los abogados para atender 
ambas ramas de la litigaciôn que la anterior. Ss dificil de 
en tender quÔ razonaraiento indujo la remociôn de funciôn tan 
importante de las manos de expertes têcnicos, y las puso en 
las manos de agentes no profesionales e irresponsables. La - 
profesiôn de Procurador no debe su existencia a un capricho.
Estos intereses creados deben ser sagrados. Nunca antes en la 
historia fue eliminada de un plumazo una profesiôn compléta.
Habiondo solioltado al General Davis^ sin reeultado, la modi- 
floaciôn de esta orden general, los Procuradores de Puerto - 
Rico respetuosamente solioitanj
1, ^er reinstalados en su profesiôn o en su defeoto, ser - 
indemnizados.
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5o l^ ue sea designada una Junta Examinadora ante la cual - 
se exarainen los Procuradores para ser luego designados 
Abogados, siendo indispensados de los requisitos usua- 
les de educaciôn, pues se supone que profesionales en 
la prâctioa judicial tienen suficiente entrenamiento - 
literario"•
La anterior Instancia o Alegato fue enviada, como hemos dicho 
antes, a la Casa Blanca* De allî lo trasladaron al "Y/ar Department". 
En 27 de octubre de 1899 se enviô a San Juan para estudio y comen- 
tarios del Cobernador Hilitar. El 9 de noviembre se refiriô al Ma­
yor /ntliorq,’- C, Sharpe, Inspector General and Acting Judge Advocate, 
El diet amen del Judge Advocate fue emitido el 10 de noviembre, ITos 
dice el Ma^'or Sharpe, Juez y parte de la controversia, pues como —  
raicrnbro de la Junta Judicial habia participado y votado por la su- 
presiôn de la, profesiôn de Procurador;
"El cargo de Pi’ocurador fue aboli do por desconocido a nuestro 
sistema de Dereclio e innôûesario bajo los carabios pûblicos - 
operados. Se presentarâ a la Junta Judicial por los miembros 
nortôamerioanos una proposiciôn extendiendo el dereoho a -- 
praotioar en los Tribunales a todos los Procuradores, oondi- 
oionado a que aprueben los exÔmenes requeridos".
Ho creo que merezca ningun comentario el dictâraen de Mr. Sharpe 
El General Davis contesta al Depart mnento de la Guerra el I4 de no—
viombre de 1899* Allî le informa:
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"Pue determinado, despues de cuidadosa consideraoiôn, que 
era necesario emitir cierta reglamentaciôn para la prâcti- 
ca del Dereclio y tambiên abolir un cargo (Procurador), que 
era extrano a nuestro sistema de Dereoho, y cuyo ûnico ob- 
jeto parece que es el requérir de todas las partes que son 
tan infortunadas por verse obligadas a resolver sus proble- 
mas en los Tribunales, emplear a miembros de cierta profe­
siôn, que causaba gastos adicionales a las partes litigan- 
tes, sin que se derive ningun bénéficié,
El asunto de la inderanizaciôn para los Procuradores por la 
pêrdida de sus cargos ha est ado y todavîa esta, bajo consi- 
deraoiôn y serâ, sometido para decisiôn del Departamento de 
le Guerra, tan pronto como la informaciÔn del asunto se ob- 
tenga".
Aparentemonte, aqul termina este proceso histôrico. Le los dd 
cumentos examinados no se despfende ninguna otra informaoiôn. Pue- ! 
do asegurar sin embargo, què los Procuradores no fueron admltidos 
a la profesiôn de abogado como eugiere Mr, Sharpe«
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La transioiôn al Gobierno civil norteamerioano. 1900.
La aprobaciôn de la Ley Qrgânica de Puerto Rico de 1900 
(Poraker)
El informe final del Dr# Henry K# Carroll titulado Report on 
the Island of Porto Rico (282) que fue sometido al Présidente McKin 
ley el 6 de octubre de 1899* Recomienda el Dr. Carroll que la Con£ 
tituciôn y las leyes de Estados Uni do s se extiendan a Puerto Rico, 
Une judicature similar a la de cuelquier Estedo, pero no menciona 
la necüsided de estableoer una United States District Court o Tribii 
nal federal. Créé que los Côdigos Penal, Civil y Mercantil deben - 
continuer en vigor mientras sean consistentes con la Constituciôn 
de Estados Unidos y hasta que una comisiôn designada por el Prési­
dente los considéré, revise y enmiende siendo aprobada ésta por el 
Congreso. Luego entiende que una Comisiôn de cinco personas, très 
de las ouales deben ser puertorriquehas y dos norteamerioanas deben 
ser designadas por el Presidents para revisar, y si es necesario, 
refundirlos. ^ue se aprueben dibposioiones pai-a oelebror julcios 
por juradc en oasos criminales y en ciertos casos civiles también. 
Que se extiendan a Puerto Rico las leyes federales de buncos, paten 
tes, marcas de fâbrica y derechos de autor. Termina recomendando que 
los Côdigos, las leyes de la Asamblea Legislajiva y los documentes 
del Gobernador se publiquen en los idiomas espahol e inglês; que — 
los tribunales tengan intêrpretes para idioraa inglés y que todos - 
los docijjnentos de apelaciôn al Tribunal Supremo de Estados Uni do s 
zécui tr^^ucidos al inglês, taies las recomerlaciones del Informe —
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Carroll que nos interesan, Algunas de ellas, reformas de Côdigos, 
idiornas oficides, extension de leyes fueron luego incorporadas a 
las aisposiciones proyeotadas para la Ley Orgdnioa de Puerto Rico, 
Siguiendo las recomendaciones del mensaje del Presidents de - 
5 de diciembre de 1899 y el Informe del Secretario de la Guerra y 
sugerencias de otras fuentes se radicô en ambas Câmaras del Congreso 
de Estados Uni dos sendos Proyectos de Ley para dotar a Puerto Rico 
de un Gobierno civil temporero# El 9 de enero de 1900, Mr# Joseph 
B. Eoraker (283), Presidents republicans del Comité del Senado para 
las Islas del Pacifico y Puerto Rico, radicô un proyeoto de "const^ 
tuciôn o ley orgânica"© En la Câmara de Représentantes, Mr# Sereno 
Payne, presentô otro proyecto de ley que disponîa sobre los aspec- 
tos comerciales entre la nueva metrôpoli y la isla (284) # Luego del 
trâmite legislative usual, las audiencias pûblicas y privadas, la 
intervenciôn de los représentantes de los grandes intereses corpora 
tivos y agricoles (285) y muy pocos puertorriquenos en êstas reuni£ 
nés celebradas en Washington, se aprobô por meyoria de los legisla- 
dores ropublicanos la Ley Organica de 1900 llamada Poraker por su 
patrooinador original#
El Partido Demôorata de los Estados Unidos. minoritario en es­
te momentû histôrico, y que habla partioipado en las àeliberaoiones 
y se oponla a los planes del Parti do Repub licano de Estados Unidos, 
qui en estructurô la Ley Poraker declarô en su Convenciôn o asamblea 
anual de 1900 lo siguiente sobre la Ley Poralcer; (286)
"Leclaramos otra vez que todos los gobiernos instituîdos en­
tre los hombres derivan sus justos poder es del consentimien—
186
to de los gobernadosj que cual qui er gobierno no basado en 
ese consentimiento es una tirania, y que imponerle a cual- 
quier pueblo un gobierno por la fuerza es sustituir los mê- 
todos del imperialismo por aquellos de una repûblica ••••••
Creyendo en estos principles fundamentales denunciamos la - 
Ley (organica) de Puerto Rico, legislada por un Congreso R£ 
publicano en contra de la protesta y oposiciôn de la mino- 
rîa demôcrata, como una audaz y abierta violaciôn a la @ons- 
tiouciôn de la naciôn y una flagrante alteraciôn de la buena 
fè nacional# Impone al pueblo de Puerto Rico un gobierno sin 
consentimiento suyo e impuestos econômicos sin representa- 
ciÔn   "
Un abogado de la época el Lcdo# Enrique Lôpez Dfaz nos ofrece 
la opinion que muchos puertorriquenos tenian en ese momento sobre 
el ordenamiento orgânico de referenda# La misma es oonsignada en 
su raro folleto titulado El Idberalismo o la Raz6n dvica# actitud 
americana# situaoiôn puertorriquena# (28?).
"Lespues de admit Idas estas teorîns, veamos si a allas sa - 
ajusta el Bill Poraker, Oarta oonstituoional o Âota orgâni- 
oa de Puerto Hioo# Ella fue votada, oomo ya he exprèsado, 
en 12 de abril de 1900 por el Congreso de los Estados Unidos 
Puerto Rico no tenîa representaoiôn alguna en ese Congreso, 
su voluntad no fue exploradaj ninguna elocciôn, votaciôn o 
acte alguno de consentimiento del Pueblo de Puerto Rico con 
curriô en forma alguna a apoyar la proposiciôn, votaciôn y
187
aprobaciôn de la expresada ley, y ésta se hizo por hombres 
extrahoB al pais, en raza, idiorna, religiôn y costumbres. - 
Pregunto yo; ^Tiene autoridad légitima, el Act a Orgânica sjo 
bre los puertorriquenos? El Dereoho, la conciencia y la ju£ 
ticia contestan a una con la negativa. Es hija de la arbi- 
trariedad y su poder el de la fuerza, porque toda arbitrarije 
dad es abuso, y todo abuso constituye fuerza# Ha si do hecha 
fuera de toda régla polîtica".
Ahora expongamos el pensamiento del ûnico Presidents en Propi£ 
dad que tuvo el gabinete ministerial o Consejo de Secretaries esta— 
blecido por la Constituciôn Autonômica de Puerto Rico de 1897• Me 
refiero a D# Luis Munoz Rivera qui en luego durante el rÔgimen esta 
blecido bajo la Ley Orgânica de 1900 (Poraker) serâ miembro de la 
Cémara de Delegados y Comisionado residents de Puerto Rico en el - 
Congreso de Estados Unidos, as! como jefe politico del Partido - 
Uniôn de Puerto Rico, colectividad que gana todas lae elecciones - 
desde 1904 en adelante, durante casi veinte anos# Su opiniôn sobre 
la Ley Poraker se manifiesta en una extensa carta que dirige al Pt£  
sldente William McKinley y que se publica luego en la edioiôn de 
13 de julio de 1901 del diario puertorriqueno de Nueva York, The 
Puerto Rico Herald. (288)
il
La Ley Poraker, sehor Presidents, buena en le econômioo, no 
debiô nunca salir del Capitolio de Washington, es una ley - 
indigna de los Estados Unidos que la imponen y de Puerto
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CO que la soporta. No existe en ella ni la mâs leve sombra 
de un pensamiento democrâtico. Se os faculta para nombrar - 
al Gobernador y para ro dearie del Conse jo a ^estro arbitrio# 
y el Gobernador y el Consejo eligen a los demâs funcionarios, 
sin que se permita a la Câmara de Représentantes fijar la - 
cuantîa de los sue1dos ni la importancia de los servicios#
En los dfas del que llamaron en América despotisme espanol, 
Puerto Rico mandaba sus diputados a las Cortes de Madrid, - 
votaba sus leyes, era una provincia de Espana igual a las - 
provincias europeas por la constituciôn que las amparaba, - 
nivelândolas en el derecho y aûn otorgândo a la isla del - 
Atlântioo la autonomîa que rehusaba a las tierras del oontd 
nente# Existia también un Consejo, pero Iqué diferencia del 
Consejo de entonces, de origen popular y de oaréoter parla- 
mentario, al Consejo de ahora de origen ofioinesco y de ca- 
r&oter buroorâtioo!"
La Ley provisional orgânica de I9OÔ (Poraker) (289) establc^oe 
un Gobierno civil norteamerioano para Puerto Rico# La secciôn Ô âi£ 
pone que ('las leyes y ordenanzae de Puerto Rico que ahora estin an 
vigor continuar&n en pleno vigor y efeotividad, salve en lo que - 
sean alteradas, enmendadas o modifioadas mâs adelante, 0 en ouanto 
hayan si do alteradas, enmendadas por ôrdenes mi lit ares y deoretos 
en vigor cuando esta ley entre en vigor y hasta donde las mismas - 
no sean incompatibles o oontradictorias oon las leyes norteamerioa­
nas,.," Por la secciôn 14 se ordena que las "leyes de Estados Uni­
dos que no sean localmente inaplicables,,, deberân tener la misma
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fuerza y vigor en Puerto Rico que en los Estados Unidos, con exce£ 
ciôn de las leyes de rentas internas,,," la secciÔn 16 ordena que 
todo procedimiento judicial, excepte los criminales se seguirân en 
el nombre de "Estados Unidos de America, ss, El Présidente de los 
Estados Unidos". Los pénales se lie varan a nombre de "El Pueblo de 
Puerto Rico", Se establece una Asamblea Legislative compuesta de 
dos estamentos, el Consejo Ejecutivo cuyos miembros serân los seis 
Secretarios o ministres de gobierno, Secretario Ejecutivo, Procu­
rador General, Tesorero, "Auditor", Comisionado del Interior y el 
Comisionado de Instrucciôn y cinco "habitantes natives de Puerto 
Rico", Todos designados por el Présidente de Estados Unidos, Como 
siempre se nombraban norteamericanos en las carteras ministeriales 
y también miembros del Parti do Republioano Puertorriqueno, que pr£ 
pugnaba una politics, de asimilaciôn cultural a Estados Unidos, la 
defensa de los verdaderos intereses puertorriquenos era muy dificil 
en el Consejo Ejecutivo o câmara ait a, El otro estamento o cuerpo 
oo-legislador era la Câmara de Delegados de Puerto Rico, de autÔn- 
tica eleooiôn popular y que rejpresentaba y defendia los intereses 
del pais oon las limitaoiones de rigor en un rêgimen colonial,
El Poder judicial estableoido por la "Ley Poraker" es el mis- 
mo en existenoia, Esto es, deja subsistante los Tribunales y juzga 
dos en funcionamiento y que habia estableoido la Orden General 118 
de 16 de agosto de 1899 y los Tribunales de Poliola establecidos 
por la Orden General Nûm, 195 de 29 de noviembre de 1899# Los Jue­
ces del Tribunal Supremo de Puerto Rico, sucesor de la Suprema Cor 
te de Justicia, serian designados por el Presidents de Estados Urm
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dos y confirmados por el Senado de esa naoiôn, Los Jueces de los 
Tribunales de Distrito serian nombrados por el Gobernador con el - 
consentimiento del Consejo Ejecutivo. Los Jueces Municipales podlan 
ser eleotos o designados por el Gobernador. Se le otorga potestad 
a la Asamblea Legislativa para cambiar la organizaciôn de Tribuna­
les con ezcepciôn del Tribunal Supremo. La secciôn 34 establece un 
"District Court of the United States for Puerto Rico" (290). Para 
efectos de la judicatura federal se constituye a la isla en "The - 
District of Puerto Rico". La désignacion del "District Judge";'Dis­
trict Attorney" y el "Marshall" serâ hecha por el Presidents. Cada 
nombramiento de estos es por el têrmino de cuatro anos. Dicho tribu­
nal "tendrâ ademâs de la jurisdicciôn ordinaria de los Tribunales 
de Distrito de los Estados Unidos, jurisdicciôn en todos los casos 
de los cuales conocen los Tribunales de Circuits de los Estados Un^ 
dos, y deberâ procéder, en cuanto a los mismos, en forma anâloga a 
la de un tribunal de Circuits". La secciôn 40 establece una Comisiôn 
para revisar très Côdigos puertorriquenos.
El Lcdo. Pedro Munoz Amato. actual Catedrâtioo de Derecho, ma-, , 
nifiesta sobre la Ley Poraker que: "Se hizo muy olaro que la pol£- ' 
tica, oomo la exprèsaba el Congreso, el Ejecutivo y el Tribunal Su 
premo (de Estados Unidos) era gobernar a Puerto Rico como una oôl£ 
nia sin ninguna promesa definitiva para su futuro desarrollo haoia 
la integraoiôn oomo Estado o la independencia". luego aKade, "las 
deliberaciones en el Congreso se caracterizaron por la ignorancia, 
la indiferencia y el desprecio de las oondioiones e idéales puerto- 
rriquehos, fueron un mal ejemplo de democraoia". (29I).
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El Dr* David M. Helfeld, en su articule El Preludio histôrico 
a la Constituciôn del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (292) - 
anal iz an do la Ley Poraker opina que "la judicatura fue sustraida - 
de la mâs leve sombra de ingerencia local; el Présidente de los Es— 
tados Unidos nombraba los jueces de la Corte Suprema con el cons en— 
timiento del Senado de los Estados Unidos, mientras el Gobernador 
nombraba los jueces de distrito con el consentimiento del Consejo 
Ejecutivo". Por supuesto al Gobernador lo designaba el Presidents 
y la mayorîa del Consejo Ejecutivo eran secretarios o ministros de 
su gabinete* Luego Helfeld manifiesta, "el Acta Poraker, mientras - 
concedfa algun gobierno propio evidenciaba un conjunto de aotitudes 
hacia Puerto Rico que transparentaba rechazo, desconfianza, oolonia 
lisrao, con cierto reconocimiento de la situaoiôn econômica de la 
la" (293). "El Acta Poraker provefa que todas las leyes serân envia, 
das al Congreso de los Estados Unidos, el cual se réserva el poder 
y la autoridad para anularlas si lo creyese oportuno" # Mâs adelante 
nos informa el Dr. Helfeld;
"En ningân sitlo apareola mâs évidents la aotitud imperlalis- 
ta que en aquellaa olâusulas que requerlan que toda ley lo- ' 
cal futura debîa estar de acuerdo oon la legislaoiôn congre- 
sional, concordancia que deberla ser determinada finalmente 
por las oortes federales.
El Acta Poraker, a pesar de ciertas medidas de gobierno pro­
pio, ven£a impuesta sobre la Isla por un poder imperial con 
la intenciôn de realizar drâsticos cambios legales y polfti-
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cos# Ninguna medida o 1 ^  del gobierno territorial tendria 
vigencia a menos que armonizase con la prâctica y la ley nor 
teamericana# Ni estaba esta imposiciôn basada en otra cosa 
que la fuerza, pues el demi ni o por los americanos nunca fué 
sometido a plebiscito popular",
Sobre la judicatura puertorriquena segun organizada por la nu£ 
va Ley Orgânica manifiesta su decepciôn el Lcdo# Enrique Lôpez Dfaz; 
"El Présidente créa, nombra y subordina de una manera absoluta el 
poder judicial supremo en sus magistrados, que serân respetados en 
sus puestos mi ent ras presten su asentimiento a la tendencia del po­
der arbitrario que émana de los Estados Unidos, y los sujeta a la 
coacciôn exterior que es mortal para la justicia en este pals* Los 
magistrados inferiores, o sea de Cortes de Distrito, son nombrados 
por el Gobernador, a qui en nombra a su vez el Presidents" (294) • 
Termine este breve recuento de opiniones sobre la llamada Ley Pora 
ker de 1900 oon un comentario de Mr* Robert J* Huntert "A pesaT de 
la oposiciôn pôblica general, de Ips memoriales y peticiones de los 
puertorriquenos, y de una opiniôn virtualmente unanime de la prensa ' 
contra el Proyeoto de Ley puertorriquena, el liderato oongresional 
republioano llevô dicha legislaoiôn para su aprobaciôn final" (295)# 
Segûn la Ley Orgânica, la United States Provissional Court ce- 
s6 y el nuevo tribunal federal de Distrito séria su sucesor*
Mientras se estâ aprobando la referida Ley Orgânica en Estados 
Unidos el Gobierno Militar continua funcionando en la isla* El 19 
de abril de I9OO el Gobernador Militar General Davis oomunica en - 
cart a oficial confidencial a Mr. Root sus impresiones y recomenda—
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clones para el futuro Gobierno civil# S6lo me ocupo de las partes 
pertinentes a nuestro estudio# (296)
Respecto a la Corte Suprema diria que el presente personal; 
Juez Présidente y cuatro asociados, el Fiscal; estâ bien - 
constitulda, todos han sido jueces muchos anos# Nombre de - 
los Jueces y orden de antigüedad; José Severe Quinones, Juez 
Présidente, Conrado Hernândez, Jose Marla Pigueras, Rafael 
Nieto Abeillé y Juan Morera Martinez# Hay algunas razones - 
para que estos jueces deban ser todos natives, siendo la - 
principal el idioma, y que el Derecho y el procedimiento que 
son exclusivamente espanoles y as! deben continuar per al­
gun tiempo# La Camara de Delegados nunca consentira a ningu 
na medida que disponga con los estatutos que son familiares 
y los sustituya por Côdigos extranos# Las leyes no serân pi£ 
bablemente cambiadas hasta que sean codificadas por una Co­
misiôn y legisladas por el Congreso; por lo tanto yo pienso 
que los Côdigos presentee y el procedimiento deben continuer# 
A menos que los Jueces oonozoan el Dereoho espanol, el pro­
cedimiento y el lenguajs, serân incapaces, por lo tanto injs 
fioiontes# De otro lado algunos urgen que las leyes nunoa - 
serân revisadas y los abusos oorregidos a menos que nuevos 
hombres y mêtodos anglesajones se traigan a la Corte Supre­
ma# Como el Tribunal de los Estados Unidos no toma competen 
cia de casos civiles de menos de dos mil dôlares, todos los 
que estén bajo ese limite deben ser decididos en los tribu-
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nales locales. Algunos insisten que el capital extranjero 
no vendra aqui sabiendo los empresarios que los pleitos me— 
nores serân llevados sôlamente ante los tribunales locales. 
Aqui los norteamericanos estan divididos en dos opiniones, 
una que todos los Jueces de la Corte Suprema sean nortea­
mericanos —visiôn con la que disiento-. Otros desean que dos 
o très jueces sean norteamericanos, de manera que ellos pue 
dan ejercer influencia encaminada a la reforma del procedi­
miento, el cual ellos insisten con rsizôn es la principal ob- 
jeciôn a los Côdigos locales. Yo sugiero que se designen dos 
norteamericanos en la Corte Suprema, oon tal que conozcan — 
el idioma espanol, el Derecho y su prâctica. Ninguno asi en 
Puerto Rico. Si algun norteamerioano ha de ser designado, 
yo recomiendo que los nativos cesados sean aquellos al fi­
nal de mi anterior lista".
Dos perspeotivas nos ofrece esta comunicaoiôn del General Davis al 
Secretario de la Guerra, hasta ahora inêdita. Primer© el asunto de 
la oom-posioiôn del Tribunal Supremo de Puerto Rico, no tan sôlo en 
eu aspect© humane sino en la influencia que ejercen los jueces o 
magistrados de ese alto tribunal pautando y desarrollando el Dere­
oho puertorriqueno. Recuérdese que ahora, Puerto Rico entra a un 
sistema, que como el de Estados Unidos, el Derecho judicial inter- 
viene de manera prépondérante en la formaciôn de nuestro ordenamien­
to jurîdico. El segundo, mâs sutil, el de la .iurisdicciÔn de la - 
District Court of the United States for Porto Rico o Tribunal Pede 
ral. La forma en que quedô establecida la jurisdicciôn de esa ins-
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tituci 6n en la Ley Organica Poraker dejô muy disgust ados a los abo 
gados norteamericanos de San Juan y del resto de la isla. Obsêrve— 
se que el General Davis respalda la soluciôn moderada, esto es, el 
nombramiento de varios magistrados norteamericanos en el Tribunal
4
Supremo de manera que de all! ejerzan influencia. Sin «nbargo, es 
importante notar que habia un influyente grupo de norteamericanos 
abogados entre ellos, que deseaban, y asi lo manifestaban, que la 
totalidad de nuestro Tribunal Supremo estuviera compuesta por jue­
ces norteamericanos. El momento es realmente delicado.
La ampliaciôn de la jurisdicciôn del Tribunal Federal en Puer­
to Rico era asunto eue traia preocupados a los abogados norteameri­
canos. Un grupo de ellos, de la ciudad de Ponce, Mr. Frank Howe,
Mr. A.E. Idnhart, Mr. Charles M. Boerman (297) y Mr. L. J. Brown 
se reunen, discuten el asunto y aprueban una Resoluoiôn que envi an 
al Gobernador Militar el 20 de abril de I9OO. El texto de la misma, 
firmada por los interesados lee como sigue* (298)
"Peticiôn de los miembros del 'Bar of Ponce', Puerto Rico; 
Los miembros del 'Bar of Ponce', Puerto Rico, en una reu- 
niôn celebrada el dia 19 de abril de I9OO adoptaron la si­
guiente resoluoiôn.
Por cuanto. la secciôn treinta y cuatro de la del Congru 
80 estableciendo un Gobierno civil en Puerto Rico créa una 
United States Districto Court for Puerto Rico (299), inves- 
tida con la jurisdicciôn ordinaria de los Tribunales de Di£ 
trito y Circuito de los Estados Unidos; y
Por cuanto. dicha Ley del Congreso no estatuye cual procéda 
miento serâ usado en dicho Tribunal; y
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Por cuanto. la secciôn treinta y très de dicha Ley mantiene 
en figor los existantes tribunales de Distrito establecidos 
por el Gobierno Militar de los Estados Unidos en Puerto Ri­
co, con la misma jurisdicciôn conferida por dicho Gobierno 
Militar; y
Por cuanto, en la secciôn treinta y cuatro de dicha Ley la 
United States Provissional Court for Puerto Rico es descon— 
tinuada; y
Por cuanto, la jurisdicciôn de la United States Provissional 
Court, segun establecida por la Orden General Nômero ochen­
ta y ocho, proraulgada por el Brigadier General Davis, United 
States Volunteers, es sôlo parcialmente seguida en la juris­
dicciôn de la United States District Court of Puerto Rico - 
creada por esa Ley, y no poseido de ninguna manera por los 
Tribunales de Distrito cuya existencia continua por la seo- 
ciôn treinta y très de dicha Ley, por ello dejando a muchas 
personas sin remedio en ley,
Por lo tanto. se resuelvei '
Que los abajo firmantes aqui solidtan al Congreso de los Es 
tados Unidos que enmiende la secciôn treinta y cuatro de di­
cha Ley oonfiriendo a la United States District Court for - 
Puerto Ri00, en adioiôn a la jurisdicciôn otorgada en esa - 
secciôn treinta y cuatro, la jurisdicciôn adioional posaida 
por la United States Provissional Court, antes nombrada y - 
también enm endar dicha secciôn treinta y cuatro proveyendo 
que el procedimiento de dicha United States District Court
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of Puerto Rico serâ de acuerdo a las réglas del Common Law**
La Resoluoiôn fué dirigida al General Davis quien la recomen— 
dô favorablemente luego de consultar con el "Judge Advocate" del Go­
bi erno Militar. Los abogados norteamericanos de San Juan visitaron - 
al General e hi ci er on toda la presiôn que pudieron. El Depart ament o 
de la Guerra recomendô muy favorablemente la peticiôn en carta diri­
gida a Mr. Joseph B. Poraker, Chairman del Committee on Pacific Is­
land and Porto Rico del Senado, el 7 de mayo de 1900. Mr. Poraker la 
recomienda favorablemente y la referida peticiôn es aprobada por el 
Congreso en una Ley de 2 de marzo de 1901 (300), En la misma se ana— 
diô aquella jurisdicciôn "to embrace controvercies where the parties, 
or either of them, are citizens of the United States, or citizens or 
subjects of a foreign States or States wherein the matter in dispute 
exceeds, exclusive of interests or costs, the sum of a value of one 
thousand dollars".
Este cambio otorgô al Tribunal amplios poderes, intolérables pa­
ra los puertorriquenos. Veremos luego, como durante muchos anos se - 
demandarâ constantemente la abojiciôn de esta jurisdicciôn. Ejemplo , 
de ello es el Memorial de la Câmara de Delegados ITûm. 1 de 4 de fe- 
brero de 1909 donde se manifiesta; "Que la ampliaoiôn de la jurisdio- 
oiôn de la Corte Federal se inspiré en los f also s, caluinniosos y oon 
oupiscentes informes de varios abogados, sin arraigo en Puerto Rioo 
ni conocimiento de las Leyes y los tribunales de la isla, reoién 11e- 
gados al pals, con el ûnico anhelo de ganar la mayor fortuna en el - 
menor tiempo posible" (301). Otro ejemplo; el 13 de enero de I9IO el 
Colegio de Abogados de Puerto Rico près idi do por el Lcdo. Juan Hernân-
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dez L6pez y siendo miembros de la Junta de Gobierno los Lcdos, Ma­
nuel F. Eossy, D, Francisco de Paula Acuna y D, Rafael L6pez Landrôn 
y foxmando también los letrados D. Juan de Guzmân Benitez, W, Martin 
Travieso y Do Cayetano Coll y Cuohl, aprobé una Resoluoiôn solicitân 
do la supresiôn de esa jurisdicciôn. Dicha Resoluoiôn fue sometida 
a la Asamblea General de la instituaiôn siendo aprobada por unanimi- 
dad. También se opuso el Parti do Republioano Puertorriqueno. cuyo C£ 
mité Territorial votÔ el 16 de febrero unanimemente por "quitarle — 
las actuales e injustificadas atribuciones" al Tribunal Federal. Re- 
frendan la medida los Sres. Guzman Benitez, Parra Capô. Tous Soto, 
Rossy, Quinones, Franceschi, Gômez Dassere. Vêlez, Quinones (D« Fran­
cisco), Torres Monge y Vizcarrondo (302), Parecido acuerdo tomô la 
Junta Central del Parti do Union de Puerto Rico en re uniôn de 16 de - 
febrero de ese ano (303), Asistieron a esa reuni6n los Sres, Eduar­
do Georgetti, D, José de Diego, D, Manuel Zfeno Gandia, D, Carlos Ma­
rla Soler, D, Ramôn H, Delgado, D, José C, Torres, D, Francisco Coira, 
D. Juan Garcia DucÔs y D, Pedro de Elzaburu, También protestaron con 
tra dicha jurisdicciôn los diaries, 'El Tiempo. La Democracia y El He- 
ral do* La opiniôn en ese eentido era general y unénime entre los abo, 
gados y politicos puertorriquehos. En el lugar oportuno examinaremos 
el problema que nos ocupa y ofreoeremos la opiniôn de los abogados 
norteamericanos que componlan la asooiaciôn federal de abogados
El Idioma espahol y la nueva Ley Organica.
Segun nos manifiesta el Lodo. Alfonso Garcia Martinez, en su - 
clâsico estudio Idioma y Derecho en Puerto Rico (304), "la Ley Fo-
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raker contenia las siguientes disposioiones relacionadas con los - 
idioraas; I#- El articulo 30 exigla que los miembros de la Câmara de 
Delegados supieran leer y escribir cualquiera de los dos idiomas: es— 
pahol o inglês. 2.— El articule 34 creaba la Corte de Distrito de los 
Estados Unidos para Estados Unidos, También ordenaba que "(t) odas - 
las defensas y procedimientos de dicha Corte se harân en el idioma in. 
glés", 3.- El articule 35 regulaba las apelaciones desde los tribuna 
les de Puerto Rico hasta el Tribunal Supremo de los Estados Unidos, 
También ordenaba que "(t)odos los citados procedimientos en el Tribu 
nal Supremo de los Estados Unidos se lievaran en el idioma inglés", 
4#- El articule 39 que se refie re al oar go de Comisionado Residents 
de Puerto Rico en los Estados Unidos vedaba la ocupacién de dicho c ^  
go a las personas que no supieran leer y escribir el idioma inglés". 
De ahora en adelante, en forma continua, el problema del idioma es— 
panol en Puerto Rico, que es el idioma nacional de los puertorrique— 
nos, serâ asediado tratândose de erradicarlo y menospreciarlo*
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III
El Régimen Civil de la Ley Orgânica de 1900#-
La inauguraciôn del gobierno#
El nuevo Gobernador designado para Puerto Rioo de acuerdo a la 
Dey Orgânica fue el subsecretario del Ministerio de la Marina, Mr. 
Charles H. Allen. Cuando deserabaroô en San Juan el 27 de abril de - 
1900, el Gobierno que se inaugurarîa dentro de uno s dias no estaba 
constituido, ni designado ningun miembro del mismo, Como antes mani 
festamos el General Davis por medio de la Orden General Num. 102 de 
30 de abril de I9OO, reorganizô el Gobierno Militar para que se asje 
mejase al que pooo tiempo despuês séria estruoturado por la Ley Po­
raker (1). Ya qui, observâmes el inioio de la politica paternalista 
de designar norteamericanos para ocupar los altos cargos de Gobier­
no. El 1 de mayo fue inaugurado el Gobierno civil norteamericano de
Puerto Rico. En su discurso de despedida el General Davis en una — 
parte de su anodine discurso manifestât
"Las leyes con que estais familiarizados continûan en vigor, 
excepte en ouantc hayan aide modifioadas por Ordenes Milita- 
res; y las moâlfioaoiones que en esas leyes se han introduci- 
dc no fueron dictadas, en casi todos los casos, sino despuês
de haberse meditado ouidadosamente y haber sido apoyadas por
distinguidos hijos de esta tierra, versados en el oonocimientc 
de sus j.nstituciones y leyes, y corapenetrados de las condioiô, 
nés sociales y econômicas del pais" (2).
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Comienza en ese mismo momento la camp ana de los gobernantes - 
para poco a poco ir desvirtuando la realidad y llevar a la opiniôn 
publica -situaciôn que tuvo êxito- que en Puerto Rico no hubo pro­
testas y vigorosa oposiciôn en muchas fases de la nueva situaciôn. 
Otro ejemplo de esto, y abundan, esta consignado en el Informe —  
Anual al Gobernador de Puerto Rico de 1901 (3) suscrito por el "At­
torney General de Puerto Rico". Mr. James S. Harlan.t "Es quizâs - 
cierto, como se ha dicho en los Estados Unidos por estos criticos, 
que ningun tribunal de Puerto Rico ha tenido jamâs la misma confian 
za del pueblo que tuvo la Corte provisional establecida por las au- 
toridades militares y que consistia en jueces americanos".
La "organizaciôn del Tribunal Supremo de Puerto Rico"
Ya a finales de mayo la prensa puertorriquena oomienza a publi- 
car rumores sobfe los nomb r ami ent o s de los nuevo s funcionarios. El 
Presidents del Partido Republioano Puertorriqueno, Lcdo. Manuel P. 
Rossy (4 ), patrocina pôblicaraente las candi daturas de los letrados 
D. Rûsondo Matienzo Cintrôn (5) o D. Juan Hernândez Lôpez (6) para 
Presidents del Tribunal Supremo de Puerto Rioo, Sin embargo, en 5 
de junio el Presidents de los Estados Unidos désigné a todos los in 
oumbentes, Hon, Quinones, Presidents, Hernândez, Pigueras y Nieto 
Abeillé, oon excepciôn de D, Juan Morera Martinez (7). La vacante - 
creada fue ocupada por Mr, Louis Sulsbacher quien fue designado el 
4 de junio de I9OO (8) • Téngase presents que el esquema del General 
Davis estâ siendo cumplido.
The San Juan News publica là designaciôn de Mr, Louis Sulzbacher
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en primera plana y muy destaoada en su edioiôn de 6 de junio de - 
1900 (9) . Informa que el nuevo Magistrado estâ, "extraordinariamen- 
te oapaoitado para el cargo, tiene cerca de 50 anos de edad y en los 
ûltimos anos ha vivido en Kansas City". Segui dament e ahadei "Pué - 
educado en Alemania, tiene complete conocimiento de las leyes espa­
nel as y domina el castellano# Antes de 1893 y por algunos anos prao- 
ticô su carrera en amhos idiomas ante la Corte Suprema de Nuevo Mé­
xico y estaba considerado como uno de los me j ores abogados del Es­
tado* El Presidents McKinl^ ha demos trade gran acierto al nombrar 
un amerioano ante el Tribunal Suprano y hubiera sido dificil escoger 
un hombre de majores aptitudes para el cargo que el Juez Sulzbacher" 
(10). Efectivamente el nuevo Magistrado era un distinguido juriste 
educado por los mêtodos de la Escuela al émana del siglo XIX. Poco - 
tiempo duré el entusiasmo del diario norteamericano de San Juan con 
Mr. Sulzbacher. Llega a la isla el juez y hace unas declaraciones — 
al The San Juan News. Las mismas se publican el 12 de agosto de I9OO. 
El titulo es, "Juez Sulzbacher ooraplacido", y el subtîtulo, "Lp.b - 
Leyes de Puerto Rico son justas"; (il)
"El Juez Sulzbacher, nuevo miembro americano del Tribunal Su­
premo designado por el Présidente McKinley, estâ muy compla- 
cido oon su nueva posioiôn tanto oon el ambiante como oon sus 
asociados. Habla muy bien de la isla y del sistema judicial 
y es tuvo muy entusiasta en sus saludos a la profesiôn legal 
en Puerto Rioo*
Los jueces del Tribunal ^ Supreme son pares en su profesiôn, - 
poseen el mâs alto nivel de int eligen ci a, erudiciôn y expe-
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rienoia en el Derecho# Los miembros de la profesiôn legal, 
hasta donde he podido ver, tienen el mâs alto entrenamiento 
legal y comparan mâs que favorablemente oon sus igual es en - 
muchos Estados•.••
Profundo conocimiento y oondioiones son preoedentes a la ad­
mis ion al foro# Las Leyes de Puerto Rico son justas y lôgicas 
y siempre deben ser mantenidas en la isla. pero el procedi­
miento debe ser modificado en muchas partes y simplifioarlo 
para conformarlo a nuestro sencillo y progresivo sistema nor­
teamericano y politica democratica" (énfaeis suplido)
En el ambient e en que son hechas estas declaraciones, por cuien 
son Ofrecidas y siendo un reconocimiento y defensa del Lerecho puer— 
torriqueno -«1 primero que se hace pûblicamente por un abogado nor­
teamericano- desquician, enojan y molestan al grupo de "american - 
Lawyers" de Puerto Rioo# Vuelvo a oitar una oraoiôn del testimonio 
de Mr# Leo S# Rowe sobre las oondioiones y ambiente entre los aboga­
dos norteamericanos de la isla: "Para la masa de americanos residen 
tes en la isla -y espeoi aiment e tratândose de abogados- todo el si£ 
tema de leyes y de gobierno era malo, s implement e porque era diferen 
te del nuestro# Todo cuanto no se oonformaba con nuestro sistema no 
sôlamente era no americano sino antiamericano" (12), Podemos imagi— 
narnos la repercusiôn y el efecto de las palabras del Juez Asociado 
del Tribunal Supremo Mr. Sulzbacher: "Las Leyes de Puerto Rico son 
.iustas y lôgicas y siempre deben ser mantenidps en la isla.., " Poco 
se tardô en contestârsele al Magistrado y en el mismo dierio que es— 
casamente alrededor de un mes le cumplimentaba. Esta vez no serâ un
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Editorial, sino una "oarta" o articule an6nimo, oon la firma simbô— 
lica de "Jankee", Su titulo esi "Yankee hace algunas preguntas" y 
el subtltulo, "No estâ de acuerdo con el Juez Sulzbacher aoeroa del 
Derecho puertorriqueno" (l3)#
"San Juan, August, 13, 1$00 
Editor, San Juan News:
Su entrevista oon el Juez Sulzbacher del Tribunal Supremo en 
su ediciôn del domingo fuê leida con agudo interês# Después 
que muchos norteamericanos han est ado estudiando por de 
un ano las leyes de esta isla y ùniformemente ooncuerdan de 
que las mismas son en su mayoria mal as y deben ser totalmen— 
te erradicadas por otras de manera que se asegure un buen go- 
biemo, es extremadamente grato saber oficialmente que estos 
Caballeros estân todos equivocados, de hecho tan claramente 
equivocados que este juez puede desoubrirlo en una sémana.
En vista de esta muy valiosa declaraoiôn algunas preguntas - 
son pertinentes, que ruego conteste usted ai es posible «y 
séria muy dessable oonooer la oplnlôn del snblo juez,
Primeroa Como déclara éste ûltimo, "las aotueles leyez de ~ 
Puerto Rico son justas y lôgicas y siempre deben ser mante- 
nidas en la isla",
^Por quê razôn vamos a tener una costosa comisiôn para revi— 
sar y codificar todas las leyes existentes?
Segundo. Actualmente un hombre joven llega aqui oon un grado 
de Bachiller en Derecho otorgado por la Universidad de Ma­
drid o Barcelona y le es permitido practicar ante el Juez - 
Sulzbacher# Otro joven llega aqui con el mismo grado otor—
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gado por la Escuela de Derecho de Harvard o de Yale y le es 
denegado el derecho a practicar ante dicho tribunal* ^Aprue- 
ba este el Juez Sulzbacher? ^Es Puerto Rico todavia una isla 
espanola o nortearner!cana? iBs el ilustrado Juez espanol o 
norteamericano?
Tercero, &Cree o no el Juez Sulzbacher que lo que esta isla 
neoesita mês que cualquier cosa es un influjo de capital nor 
teamericano? &Crée el Juez Sulzbacher nue el capital nortea— 
mericàno vendrâ algun dia aqui mientras las inicuas, complé­
tas y estûpidas leyes que gobiernan el traspaso de propiedad 
inmueble permanezcan en vigor?
No, 8r* Editor, cualquier hombre inteligente sabe que esta 
isla se atrasarâ en vez de ir adelante mientras continûe el 
sistema de Derooho espanol# En ouanto al àbajo firmante, —  
qui en le ha dado cuidadoso pens ami ento a este asunto por dos 
aFios, est& oonvencido que a menos que les Bstados Uni dos in- 
tenten estableoer aqui un Qistema de gobiemo y Derecho simi­
lar al que lo ha hecho ^ grande mejor ser& que abandone l a  is- 
l a *  Si les (Estados Unidos) permiten que permanesoa el siste- 
ma que EspaHa dejô cuando Amérioa entrd, entcnoes lo m&s in­
teligente que hay que haoer es devolver Puerto Rico a Bspa— 
Ra (como muchos nativos lo desean), otorg&ndole a los nortea_ 
mericanos, digamos très meees de plazo de manera que puedan 
cerrar sus négociés lo mejor que puedan y entonces regresar 
a los Estados Unidos"
Yankee"
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No oreo necesario comentar la carta anônima firmada por Yan­
kee, indudablemente fue escrita por un abogado por los conceptos - 
juridicos que expresa, El Juez Sulzbacher, por supuesto no contes­
ta. En marzo de I9OI el Gobernador de Puerto Rico, Mr# Allen désig­
né abogados norteamericanos y puertorriquenos miembros del Partido 
Hepublicano para ocupar la mayoria de las plazas de Jueces de Dis­
trito. El diario The San Juan News (I4) destaca el nomb rami ento de 
dos jueces norteamericanos. Bn el Tribunal de Mavagüez entra Mr. - 
J. E. Erwin qui en junto a los le dos. Arturo Aponte y Juan José Pe­
rea forman la magistratura y en el Tribunal de San Juan a Mr. J. H. 
F. Savage, quien con los Lcdos. Morera Martinez y Juan Ramôn Ramos 
administran justicia en la capital. El Fiscal de Distrito de Huma- 
cao serâ Mr. Keamey y une de los très jueces de Distrito de Areci— 
bo es Mr. Otto Schoenrich. En el aho siguiente entrarân en el esca— 
lafôn judicial como jueces -mientras otros de elles renuncian- Mr. 
Frank Richmond, Mr. E. B. V/ilson y Mr. Charles E# Poote (l$). Por 
supuesto la mayoria de los jueces ^ son puertorriqueKos miembros del 
Partido Republioano como por ejemploi D, José Tous Soto, D# Jesûs 
M. Rosay, D# Arturo Aponte, D, Enrique Gonaâlez Darder, D# Isidoro 
Soto Nusa, D. Carlos Franoo Soto por sôlo mencionar algunos# Coro­
na el nomb l'ami ento de abogados norteamericanos el de Mr. J. H. —  
McLeary (16) como Juez Asooiado del Tribunal Supremo de Puerto Rico. 
Ahora de cinco magistrados del Alto Tribunal très son puertorrique- 
nos y dos norteamericanos (17)* El Juez Sulzbacher cesa en 1904 y 
en ese mismo aho el Présidente de los Estados Uni dos désigna otro 
norteamericano, Mr. Adolph G. V/olf, a pesar de las solicitudes de
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los abogados, la prensa y los partidos politicos de que un puerto­
rri queho ocupase dicho alto cargo. Luego en 1914 al retirarse el - 
Juez MacLeary se designer à a Mr. Harvey M. Hutchison como nuevo - 
Juez Asociado. Ambos, Wolf y Hutchison pautarSn y confirmerén el De 
recho puertorriqueno haste el aho 1940> en que los dos se retiran.
En el dis curs o que pronuncia el Lcdo. Cayetano Coll y Cuchi en nom­
bre del Colegio de Abogados de Puerto Rico glosa brevemente, y con 
el oui dado que el momento requiers, la despedida del Juez Wolf, la 
labor de algunos de los jueces norteamericanos en el Tribunal Supre 
mo. Asî como el quehacer juridico de jueces puertorriquehos "ameri- 
canizados"
"Se formé iniciaimente el Tribunal Supremo de Puerto Rico oon 
abogados cuyas mentalidades eran europeas en sus costumbres 
y en su oultura, y, sobre todo, en sus conocimientos juridi- 
008. Pué mâs tarde que comenzé a venir elements nuevo al Tzi 
bunal Supremo, impreganado de las ooriientes norteamerioanas, 
oomo el Hon. Juez Presidents de este Tribunal (übiilio del To­
ro Cuebas) (19), oomo él lament ado Juez Félix Oérdova (20) - 
D&vila, oomo los i lue très Jueoes Franoo (21) y Texidor (22), 
oomo los justioias senores De Jesde (23) y Travieso (24)I - 
pero en los inioios era imprescindible que la orientaolén de 
nuestro Tribunal hacia los nuevos horizontes fuera estable- 
ciendo un nexo de cooperacién con hombres doctos en el Dere— 
cho procèdent es de Norte América. Hoy gracias a Üos, todos 
somos iguales, todos hemos aprendido lo que sabemos en las
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mismas fuentes. En aquella épooa el trabajo del Juez Wolf 
y del Juez Hutchison y el trabajo del Juez Mac Leary, apa- 
rentemente dure e ingrate, porque representaba cientifioa- 
mente el avance de la agresiôn contra la resistencia en ma- 
nos de nuestros jueces tradicionales adictos al antiguo De­
recho espanol debiô haber sido extraordinario# Puè una ta- 
rèa primordiaimente modesta, porque cualquier actitud que - 
impli car a superioridad hub i era t rai do la destrucciôn de la - 
buena armonia en el Tribunal y, al mismo tiempo, adusta, se­
ver a y cientifica (25). Una labor que graduaimente incorpora 
râ dentro de nuestras tradiciones las nuevas ideas, que inter 
pret^do nuestros preceptos inspirarâ al Tribunal decisiones 
que pudieran ser admitidas y suscritas por los tribunales de 
apelaoiôn de los Estados Unidos".
Recuêrdese que hasta 1952, el Presidente de los Estados Unidos 
designaba los Jueces del Tribunal Supremo de Puerto Rico, El sistema 
fundlonaba a base de reoomendaoiones y patronazgo politico tanto a 
nivel de Puerto Rico como a nivel de Estados Unidos. La oficina fe­
deral encargada de haoer la reoopilaoién de la informaoiôn, de las 
reoomendaoiones, ofrece opiniones sobre oada candidato e investigar 
los fue el Bureau of Insular Affairs que era dirigido usualmente - 
por un General de Brigada. Alli se preparaba un ouestionario sobre 
cada candidate y al fin se le of recia altemativas al Présidente - 
quien en realidad daba poca importancia al asunto, descansando en 
los candidates que se le ofrecian.
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La iraportancia e influencia del Tribunal Supremo de Puerto Ri 
GO en el desaxTollo continuo y la pautaciôn del Derecho puertorri- 
queho es sumamente grande* En virtud de una Ley aprohada por la A- 
sanblea Legislativa de Puerto Rico, el 12 de marzo de 1903, el Tri 
bunal Supremo se convirtiô en Tribunal de apelaciÔn. Se décrété que 
en sus del ib eraci one s y fallos en todos los asuntos, no se limi ta­
ra Golamente a las infracciones de Ley o quebrantamientos de forma* 
segun fuesen senalados y alegados por los litigantes sino que como 
el mds alto fin de la justicia demandaba, el Tribunal debia conocer 
de todos los hechos y tramitaciones de la causa, tal como compare- 
cierren de los autos, considerando en igual foiroa sus méritos para 
la mejor administracién de la justicia (2?)*
Examinemos brevemente los cambios producidos en el poder deci­
sional del Tribunal, esto es el impacto que en su funcién ha tenido 
la influencia del método legal del Derecho angloamericano# Muchos 
de elles fueron expuestos en la interesante monografia del Dr# Ma­
nuel Rodriguez Ramos titulada, Interaction of Civil Law and Anglo- 
Amerioan Law in the Legal Method in Puerto Rio% (28) • All! dice el 
Deoano Rodriguez Ramoat %ue a pesar de sendas deolaraoiones del al­
to Tribunal sobre la supreraacla de la Ley y los Oédigos, luego se - 
dan muohas ooasiones en que dicho foro expresa su poder para inter­
preter y desechar dichos estatutos# Asimismo alterna el uso de las 
réglas de interpretacién contenidas en el Cédigo Civil con la apli- 
cacion de las maximas y aforismos en boga en la jurisprudencia anglo- 
norteamericana (29)# Que el Tribunal Supremo complementa los articu­
les del Cédigo Civil con citas de fuentes de Derecho norteamericano#
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En un axtlculo que escribe el Lcdo. Ulpiano Crespo en 1914 titula- 
do Uniformidad de Legislaciôn (30), nos ofrece la siguiente visién 
de lo que veniraos exponiendo;
"Un hecho que demuestra la identidad existante entre los — 
principios del Derecho sajôn y el nuestro, es que casi todos 
los abogados de la isla tienen en sus bibliotecas un juego 
completo de las decisiones de California, la Enciclopedia de 
Dey y Procedimiento y hasta las decisiones del Tribunal Su­
premo de Estados Unidos, y estos son los libros que se usan 
en la preparaciôn de los alegatos para sostener cualquiera 
contenciôn jurîdica ante cualquier corte insular,
Y aûn mas, el Tribunal Supremo de Puerto Rico sanciona como 
buena esta prâotioa y en sus decisiones cita jurisprudencia 
amerioana y la obra de texte de autores sa jones. Se compinie 
ba esto, por ejemplo, ojeando el tomo 17 de las Decisiones 
de Puerto Rico, y leyen do las opiniones contenidas en él se 
verâ que estân basadas sobi*e los mismos razonamientos que - 
servirfan de base en cualquier deoislÔn anâloga en una ûor- 
tô cualquiera de les Estados Unidos (l7 D.P.H* 1116)
Luego ahade el Lcdo, Ulpiano Crespo lo siguiente: "La termino- 
logia de la jurisprudencia espanola va desapareciendo por momentos, 
pues hay tendencia entre los jueces y abogados puertorriquehos en 
usar têrminos légales americanos en lugar de los ya casi olvidados 
de nuestra vieja jurisprudencia". Sobre este particular escribiÔ - 
treinta y très ahos después (1947) el ex Decano de Derecho de la -
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Univers!dad de Puerto Rioo, Lcdo, Rafael Martinez Alvarez, en su - 
articule, Influencia de la Ley Comûn en el Derecho Civil de Puer­
to Rico: "No es de extrahar, por lo tanto, que frases derivadas de 
la ley comûn sean de uso corriente y continuo en la jurisprudencia 
nativa" (3l)
En cuanto al "stare dècisis" (32), la misma ha tenido gran im­
port anci a e influencia en el Derecho puertorriqueno desde 1904# Ma- 
nifiesta el Lcdo. Martinez Alvarez que: "Es digno de notarse que la 
filtracién de la stare decisis se va opérande a trayês de las deci­
siones de los jueces norteamericanos, especialmente de las del Juez 
Mac Leary mostrândose reacios los jueces de procedencia hispânica 
a utilizarla", Luego ahade: "Asi comenzé el trasplante de la ley co­
mûn en el derecho civil, y s, germinar el criterio de que los trihu- 
nales puertorriquehos tornasen "the same view of the binding force - 
of judicial precedent as do the judges of any Common Law jurisdic­
tion" ", (33), Poco a poco los magistrados puertorriquehos del al­
to tribunal comenzaron a usar los,précédantes bajo el lidernto de 
los jueoes norteamericanos y 61 patrooinio de D, Emilio del Toro - 
Cuebas quien permaneciÔ en el Tribunal Supremo de Puerto Rioo la fri£ 
lera da 31 ahos# Desde 1909 a 1922 oomo Juez Asooiado y desde 1922 
a 1940 oomo Juez Aresidente (34)# Durante el periodo histérioo que 
examinâmes, poderaos afirmar que se oit an en demasia, a diestro y 
siniestro, y que se acude usualmente en las decisiones y sentenoias 
del Tribunal Supremo de Puerto Rico a las opiniones de los tribuna­
les norteamericanos, federales y estatales. Aén cuando las ûnicas - 
que le obligan son las opiniones del Tribunal Supremo de los Estados
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Unido8 (35)# Pinalizé este sucinto anâlisis del stare decisis - 
con una cita de la monografla del Dr. Manuel Rodriguez Ramos titu— 
lada, Reexamen del Precedente Judicial en Puerto % o o &
"En Puerto Rico el Derecho positive ha si do siempre, pri- 
mordi aiment e Derecho emanado de la Legislatura, y no Derecho 
judicial, Cierto es que al resolver todos los prohlemas lé­
gales que se presentan tiene el Tribunal Supremo que inter- 
pretar la Ley aplicable al caso y que al convertir en pre­
cedent e obligatorio esa interpre^aoiôn, lo que hace el Tri­
bunal realmente es legislar,,., De otra parte, en distintas 
ocasiones ha exprèsado el Tribunal Supremo que su funcién - 
no es la de legislar, y que s Clament e lo hace intersticial- 
mente^'
Ademês del aspecto del stare decisis el precedente judicial ha 
inf lui do en Puerto Rico en otros aspectos de la problemâtica que - 
venimos examinandot en la ensehanza del Derecho y en la prepa^acién 
y vida profesional del abogado. En realldad hlstérica amibos aspec­
tos estân muy uni dos hasta 1913 (36), pues no es hasta ese aho en 
que se establece la Escuela de Derecho del Estado, la de la Uni ver» 
si dad de Puerto Rico, El estudlante de Derecho hasta 1912 cursa la 
carrera por estudios libres, esto es, por su cuenta o bajo la direq 
cién de un "abogado en la prâctioa", Ya en 1904 el Secretario de - 
Justicia de Puerto Rico, o como entonces se le designaba el Attorney 
General, Mr. Frank Feuille, describe en su Informe Oficial como es- 
tudia y se prépara un letrado puertorriqueno, al comentar la reciôn
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aprobada Ley de Procedimiento Civil: (37)
"Uno de los mas grandes bénéficiés de riva dos de la nueva - 
ley de prâctioa se encuentra en el impulse que le ha dado 
al estudio del Derecho americano por los abogados nativos, 
Pocos de ellos no tienen libros de Derecho norteamericanos, 
y en la selecciôn de dichos libros, no se limitan a obras 
sobre procedimiento, sino que han extendi do sus investiga- 
ciones a muchas otras ramas del Derecho norteamericano. El 
result ado ha sido un marc ado cambio en el pensamiento juri- 
dioo en Puerto Rico. Para poder leer el Derecho norteameri— 
cano el abogado portorriqueho tiene que aprender inglês, y 
la dedicacién de muchos de ellos en esa direcoiôn es valedo- 
ra de la raâs alta alabanza".
La prensa de la época contiens anunoios de casas éditeras de 
obras de Derecho norteamerioanas, Vienen a la isla viajentes de las 
mismas y es necesario e imprescindible tener en su oficina profesio 
nal dichos libres norteamerioçnos. La situaciôn es descrita en 1914 
por el Lcdo. Ulpiano Crespo en el articule antes cltado, Uniformi­
dad de Lepisiacién: "Un hecho que demuestra la identidad existante 
entre los principles del Derecho sajôn y el nuestro, es el que ca­
si todos los abogados de la isla tienen en sus bibliotecas un juego 
completo de las decisiones de California, la Enciclopedia de Ley y 
Procedimiento y hasta las decisior.es del Tribunal Supromo de Esta— 
dos Uni dos, y estos son los libros que us an en la preparaciÔn de 
los alegatos para sostener cualquiera contenciôn jurfdica ante cugd
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quier corte insolar". En el aho 1935 un distinguido jurista y po 
lîtico puertorriqueno el Lcdo. José Ramirez Santibahez describe - 
la situaciôn de esta formai
"Desde el oambio de soberanla, o sea desde I898 acâ y siem 
pre en crescendo, el letrado ha ido perdiendo en puerto Ri­
co, fuerza créâtiva e imaginaciôn, ha desatendido el estu­
dio de la lôgica, de la filosofîa y de la historia, emén - 
del abandono manifiesto en nue se tiene el idioma, para con 
vertirse no en un analizador de la ley sino en un simple - 
bibliotecario, coleccionador de interminables tomos de las 
decisiones y buscador de citas, circunstancia que le ha ve- 
nido apartando de la noble misiôn del togado profesional, 
de hombre pensante, razonador y analltico para convertirlo 
en un simple eco de cosas dichas por otros, en interpreta- 
ciôn de Leyes dislmiles en estruoturas sociales diferentes, 
en pueblos que responden a otro impulso de foimaciôn y se -
orient an por una muy opuesta ideologla. El sistema de Inter
*
preteoiÔn por el situai de decisiones estâ quizâs justifies 
do, aunque hoy grandemente combatido en comunidades regi- 
das por el derecho comûn, no como en la nuestra, por Côéi- 
gos preestablecidos" (38),
En cuanto a la ensenanza del Derecho en Puerto Rico la misma 
confronta iguales problemas que la abogacîa para los estudiantes 
que permanecen en Puerto Rico y cursan la carrera por cursos libres, 
esto es, por cuenta propia o bajo la direcoiôn de un abogado. De -
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otra forma, y esto para las clases acomodadas, si se desea estu­
di ar en una Pacultad de Derecho hay que trasladarse a los Estados 
Unidos, pues asi lo estipula la Orden General Nûm, 134 de 31 de 
agosto de 1899, politisa publica que es reiterada por la Asamblea 
Legislativa por Ley de 8 de mayo de 1906. La ausencia de una Es- 
ouela o Pacultad de Derecho en Puerto Rico es problema vital dur^ 
te los primer os quince ahos del nuevo rêgimen. El Pais de 3 de ju- 
lio de 1900 ve el peligro que ello oonlleva para el Derecho puert£ 
rriqueho y advierte sobre el mismo, sin eco en las esferas guber- 
namentalos quienes no establecerân una Pacultad hasta 1913 y ello 
obligados por las circunstancias. Dice El Pais» "Sin esa escuela - 
dentro de quince o veinte ahos no tendremos jurisprudencia propia, 
y el Derecho a que estamos sornetidos habrâ que traerse de otra - 
parte, si pudiera deoirse que dentro de cuatro o cinco ahos ten­
dremos Escuela de Derecho, el teraor séria injustifioado, pero aûn 
asi, séria racionalj hoy, tenemos hombres que pueden dedioarsa a - 
esa ensenanza, dentro de ocho o diez ahos habrâ que traerlos de - . 
otra parte" (39) # Sibilinas {jalabras las del dlariô republioano.
Por eata êpooa se publioaba diariamente un anunoio en The San Juan 
News, sobre la Pacultad de Derecho de la National University cf - 
Washington* Comenzaba anunoiando los requisites necesarios para ser 
admitido y luego reproduoia la siguiente notai "En vista del creci- 
do nûmero de estudi antes cubanos y puertorriquehos que hay matri— 
culados en el Colegio de Leyes de la Uni ver si dad Naoional, esta - 
Pacultad anuncia haberse agregado al plan de estudios ordinario, 
varies cursos encaminados a elevar las necesidades especial es de —
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aquellos estudiantes que piensan ejercer la abogacia en Cuba y - 
Puerto Rico. Entre estos cursos hay uno de Almirantazgo y Leyes 
Maritimas, una BxposiciÔn del sistema Judicial de los Estados Uni— 
dos y conferencias sobre el mêtodo para establecer reelamaciones 
contra el Gobiemo de los Estados Uni dos (40) • Terminé con una ci­
ta del jurista y sociôlogo puertorriqueno Dr. Santos P. Amadeo (41), 
"Este Tribunal (se refiere al Tribunal Supremo de Puerto Pico) al 
interpretar estos estatutos especiales asi como las disposiciones 
del Côdigo Civil las ha interpretado a la luz de la jurisprudencia 
americana".
Las Comisiones Codificadoras.
La idea de revi sar el ordenamiento juridico puertorriqueno - 
es antigua entre los nuevos gob ornantes norteamericanos como hemos 
visto (4 2). Dos Comisiones sucesivas se encargaran de examiner, re_ 
visar y recomendar cambios en el ordenamiento juridico puertorri- 
queho # La primera cuyo nombre oficial es Oommlssion to compile and 
revi&a the laws of Porto Rico (43)f es creada per el articule ndm. 
40 de la Ley Orgânioa de 1900 (Poraker) # El mismo dispone t "Sie 
una Comisiôn oompuesta de très miembros, siendo por lo menos uno 
de ellos ciudadano natural de Puerto Pico, serâ nombrada por el Pt£ 
sidente, con el concurso y consentimiento del Senado, para compi— 
lar y revisar las leyes de Puerto Rico, oomo también los varies - 
Côdigos de procedimiento y sistema de Gobiemo municipal actual­
mente en vigor; y para formuler y proponer las leyes :ue fueran -
217
necesarias para formular un gobierno sencillo, armônico y econômi-
0 0.,," La se^ginda es creada por una Ley de la Asamblea Legislativa 
de Puerto Rico de fecha 31 de enero de 1901 y su nombre oficial - 
es Comisiôn Codificadora de Puerto Rico, (44)* Su enoomienda. es - 
la siguiente: "La compilaciôn, revisiôn y codifioaoiôn de un siste_ 
ma de leyes para Puerto Rico"# Luego en su informe se manifiestai 
"ia citada Ley ordena a la Comisiôn presenter un minucioso informe 
de su labor al Gobernador de Puerto Rico, quien some ter & los Côdi­
gos propuestos a la prÔxima Asamblea Legislativa de Puerto Rico. - 
Se exige también a la Comisiôn que presents los Côdigos en inglês 
y espaiiol" (45) # El Gobernador de Puerto Rico designarâ los très 
miembros*
La primera Comisiôn, 1900*
El artfculo 40 de la Ley Foraker estipula que la Comisiôn pa­
ra revi sar y compiler las Leyes de Puerto Rico tiene el têrmino de
»
un aho para efeotuar su delioada, extenaa y muy oomplioada tarea, 
Esto es, desde el 12 de abril de 1900 hasta el 12 de abril de 1901. 
Un examen estadistioo y oronolôgiôo de ese aho en relaolôn oon las 
tareas de la referida comisiôn nos ilustra y demuestra que ésta - 
dedicô muy poco tiempo a trabajar como tal cuerpo. La estadlstica 
refiejarâ el tiempo pasado desde la vigencia de la Ley: un aho de 
11 meses. 13 dias.
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Resûmen estadistico sobre el funcionamiento de la Comisiôn para 
revi sar y compi lar las Leyes de Puerto Rico.-
l o  Péchas Bâsicas
1. Aprobaciôn de la Ley Orgânica 
( Poraker)
2. Vigencia de la misma disposiciôn
3» Tiempo disponible para trabajar y 
reunirse
II. Nombramientes (juramento) 
Nombre 
1# Mr. Léo S. Rowe
2. B. Juan Hemândez Lopez
3. Mr. Joseph M. Daly 
(Présidente)
fecha 
25 junio 1900 
30 junio 1900
12 de abril de I9OO 
1 de mayo de I9OO 
11 meses, 18 dias
tiempo transe.
1 mes, 25 dîas
2 meses
2 meses, 3 dias
III. Beuniones de los Comisionados en Nueva York. 
(Mr. Rowe y Mr. Daly exclusivamente)
1» 26 de junio de I9OO (Daly* no ha jurado)
2. 27 de junio de I9OO
3# 2 de julio de I9OO
4 # 10 del mismo mes
5 . 19 del mismo mes
6. 26 del mismo mes
7. 17 de agosto de I9OO
8. 24 del mismo mes
Total de reuniones; 8
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IV. Traslado de los Comisionados norteamericanos a Puerto Bioo.
Nombre Llegada P.R Regreso BEUU Tiempo de estancia
1. Mr* Rov/e 30 agosto 1900 abril 1901 Alrededor de 7 me­
ses y 7 dias
2* Mr* Daly 8 septiembre 1900 16 septiembre 1900 7 dias
4K Advertencia: La fecha de regreso de Mr. Rov/e no ha podido ser —  
exact am ente conocida, aparentemente fue a finales de abril* El mes de 
octubre y parte de noviembre viajÔ por pueblos.
Tiempo transourrido desde 1 de mayo de 1900 (vigencia Ley)
Nombre Tiempo
1. Mr. Rowe 4 meses
2. Mr. Daly 4 meses, 8 dias
V. Audiencias PGblicas de la Comisiôn en Puerto Rioo.
Participantes Fecha Dias laborales disponi­
bles.
1. Mr. Rowe 6 al 20 septiembre 13 dias exoluyën-
de 1900 ' do Domingos 6 in?
2# Sr. Hemândez LÔpez cluyendo Sâbàdos
VI# Feohas limites Impuestas por la Oomlsiôn#
Fecha Asuntc
1. 30 de noviembre de 1900 Hasta cuando se consideraron los infor­
mes y escritos enviados por personas es-
cogidas invitadas por la Comisiôn.
2. 12 de abril de 1901 Entrega, oficial del Informe al Congreso
de Estados Unidos.
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El Présidente de los Estados Uni dos, Mr. William McKinley, - 
design© miembros de la Commission to revise and compile the Lav/s - 
of Porto Rico a los abogados norteamericanos, Mr, Joseph Daly, ex 
Juez, residents en Nueva York y Mr, Leo S, Rowe de Pennsylvania - 
(4 6) y al puertorriqueno, ex Secretario de Justicia, Lcdo, Juan Her 
nandez Lopez, Los miembros norteamericcnos se reunieron en ITueva - 
York, lugar de residencia del Présidente de la Comisiôn Mr, Daly, 
el 26 de junio de I9OO, casi très meses después de la aprobaciôn de 
la Ley Orgânica Poraker (47)* En dicha reuniôn, se constituyeron en 
comisiôn "y acordaron invitar al tercero, a la sazôn residente en - 
Puerto Rico, para que se sirviese venir a unirse a sus colegas en - 
la ciudad de Nueva York con el fin de organizarse, delinear un plan 
general de los trabajos y preparar una entrevista con el Présidente 
de los Estados Uni dos y el Fiscal General" (4 8). Aderaâs de este réu­
ni ôn inicial los dos comisionados norteamericanos se reunieron siete 
veces mâs durante los dias 27 de junio, 2 , 10, 19 6 26 de julio y - 
17 y 24 de agosto. Durante estas reuniones se dividiô el trabajo de 
la Comisiôn entre ambos comisionados (49)t todo ello sin la partlci- 
paciôn del Lcdo, Juan Hernândez Lôpez quien oontinuàba en Puerto Rico, 
A au debido momento contesta el oomisionado Hemândez Lôpez 1
"Nabionde el miembro puertorriqueno de la Comisiôn, Dr, Juan 
Hemândez Lôpez, contestado a la carta de invitaciôn manifestan 
do su preferencia porque la organizaciôn se llevase a cabo en 
San Juan, Puerto Rico y apoyândose para ello en excelentes ra— 
zones, fue acuerdo que el oomisionado Rov/e saliese para Puerto 
Rioo..." (50).
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Las razones expuestas por el Oomisionado puertorriqueno las 
imaginamos por ser obvias, ^Cômo efeotuar la revisiôn y compilaciôn 
del Derecho puertorriqueno desde Nueva York?, La séria dedicaciôn, 
no a la revisiôn y compilaciôn, a meramente conocer aunque superfi- 
cialmente un ordenamiento juridico como el puertorriqueno de ese m£ 
mento, I9OO, obligaba a comenzar trasladândose a Puerto Rico, Y si '
manifiesto que sea para conocer y estudiar dicho cuerpo juridico se
debe a que el mismo es uno técnico, muy avanzado, ciertamente mucho 
mas completo y complicado que el Derecho a que estaban acostumbrados 
los novel es comisionados norteamericanos. Ahâdase a esta perspective 
que como la misma Comisiôn reconoce en su informe oficial:
"Al dar comienzo la Comisiôn a sus trabajos de revisiôn el ma 
terial que existia era fragmentario, y en muchos casos defec-
tuoso. No se habîan hecho traducciones de las leyes de enjui-
ciamiento civil y criminal, pues la que se puhlicô de la pri­
mera, en enero del corriente ano (I9OI), no llegô a Puerto RJ^  
00 sino en el mes de febrero siguiente, Aquellas traducciones 
de quê podiamos aprovecharnos, exiglan asimismo una detenida 
revisiôn oon objeto de que fueran del todo utilizables" (5I)
Aflora pues en estas aotitudes y deolaraoiones de los miembros 
de la Comisiôn una de las dificultades mâs grandes que existen en - 
en el seno de la misma para poder efeotuar la tarea encomendada, El 
desconocimiento total del idioma espanol por parte de los comisiona— 
dos norteamericanos y la misma situaciôn por parte del oomisionado 
puertorriqueno con respecto al idioma inglês, Asimismo el conocimien
222
to superficial del Derecho Civil y el ordenamiento juridico de ralz 
civil por los comisionados Rowe y Daly y la compléta ignorancia del 
sistema legal anglo-americano, estatal o federal, por parte de D. - 
Juan Hernandez Lôpez, quien curs6 la carrera de Derecho en las Uni­
vers! dades Central de Madrid y Sevilla en 1881 (52),
Mr, Leo S* Rowe llega a San Juan el 30 de agosto de 1900, esto 
es, cinco meses desde la aprobaciôn de la Ley Orgânica Poraker, - 
&Cual era el amhiente y la opiniôn de los puertorriquehos con res­
pecto de la Comisiôn para revisar y compi lar las Leyes de Puerto Ri­
co?, Un testigo excepcional por su posiciôn y del que no se puede - 
juzgar de paroi al a los puertorriquehos, nos ofrece el estado de la 
opiniôn pûblica sobre este asunto. Me refiero al Gobernador Militar, 
General George V/, Davis, quien en su informe oficial manifiesta:
"A pesar de que pocos, si algunos de los raâs ilustrados nati­
vos, y ninguno de los espaholes de la clase del comercio, se in 
clinan a comentar abierta y desfavoràblemente la exigencia del 
Congreso de que sus leyes sean ôodifioadas y alteradas por una 
Comisiôn extraha, todos, en su fuero interno, resienten la in- 
sinuaoiôn de que ellos mismos, sin la ayuda de los americanos, 
no sean perfeotamente aptos para revisar sus propios Côdigos si 
el nuevo estado de cosas asi lo requiers, Estân ellos conscien­
tes de tener ahora una Asamblea Legislativa en la eu al ha dele- 
gado el Congreso el poder de legislar, iQuê falta hace una Comi 
siôn codificadora?, Ellos saben que el Congreso ha establecido 
en la isla un Tribunal en el cual los ciudadanos de los Estados 
Unidos y los extranjeros pueden dirirair sus controversias y ha-
223
liar castigo para los delitos, Asi los americanos no tienen 
inotivo de queja, "Las leyes puertorriquenas son satisfactorias 
para los puertorriquenos',' aducen éstos, "y si no lo son, noso— 
tros mismos podemos cambiarlas, pero siempre nos negaremos a 
aceptar de buen grado una revisiôn de nuestros côdigos que no 
sea nuestra propia revisiôn" (53),
Seguidamente ahade el Gobernador Militar:
"Pero el Congreso exigla que tal revisiôn se hi ci era, Aunque - 
parecerla flsicamente imposible que très de los mâs sabios ju­
ristes que jamâs existieran pudieran revisar y redactar de nue­
vo en pocos meses un completo Côdigo de leyes para un pueblo ex 
traho (casi un millÔn en nûmero) Supongamos que se somete el in­
forme a la consideraciôn del Congreso, Cuando la revisiôn alte- 
rase substancialmente las leyes existantes, las protestas llega— 
rân al Congreso firmadas por mil lares, con razones de peso en - 
contra de la innovaciôn. De otra parte, nadie estarâ dispuesto 
a sostener y defender tal*modida, exoepciôn hocha de la Comisiôn 
Codificadora y de algunos americanos, résidantes en la isla, - 
^Puede alguien dudar que el Congreso, en tal caso, desistirla - 
de forzar en ese pueblo un Côdigo extrano que no séria bien vis- 
to por sus habitantes?" (54)
Sin embargo, el diario norteamericano publicado en Puerto Rico, - 
The San Juan Nev/s, refie j an do la preocupaciôn de la colonia norteameri— 
cana residente en la isla publica la siguiente nota en primera plana: 
"La tardanza de los comisionados en venir a la isla y dedicarse a la -
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muy importante tarea de re v isa r las  leyes existantes y haoer r  e corne n - 
daciones en esto ha sido e l objeto de considerable ansiedad en la  is ­
la .  Primero se anunciô, hace algûn tiempo a trâs, que la  Comisiôn te n - 
drâ sus o fic in a s  p rinc ipa les en Washington a cuya proposiciôn e l miem­
bro puertorriqueno objeto basândose en varies fundamentos" (55) •
En vista de que el oomisionado Daly no llegaba a San Juan para 
desoargar la responsabilidad cent rai da, la Comisiôn por mayoria de Ro­
we y Hemândez Lôpez decidiô celebrar audiencias pôblicas desde el 6 
al 20 de septiembre. El 8 de ese mes, ya comenzadas las visitas llegô 
a San Juan Mr. Joseph Daly. Luego se procediô a reunir dicho organisme 
y a distribuir por segunda vez las areas de estudio entre los comisio­
nados. "Al Hon. Joseph Daly* (l) côdigo penal; (2) enjuiciamiento civil 
y criminal, particularmente el habeas corpus; (3) ley de pruebas, jui- 
cio por jurados; (4 ) organizaciôn de tribunales. Al Sr. Juan Hemândez 
Lôpez* (1) côdigo civil; (2) enjuiciamiento civil y enjuiciamiento cri­
minal; (3) Ley Hipotecaria y territorial; ley notarial; (4) jurisdic- 
oiÔh y ofganizaciôA de los tribun&les. Al Dr* L. S* Bowes (l) gobier- 
no local rural; (2) gobiemo local urhano; (3) organizaciôn de los de­
part ament os administratives; (4) tributaoiôn y renias; (5) instituoio- 
nes de beneficencia. Segôn el acuerdo cada miembro "deberia concret ar­
se y para hacer el correspondiente infoiroe". Ocho dias después, el P m  
sidente de la Comisiôn Mr. Daly se ausentaba permanentemente de Puer­
to Rico, mi entras dicho organismo continua trabajando en San Juan con 
sôlo dos miembros. Tsinto llamô la atenciôn la ausencia de Mr. Daly que 
el diario The San Juan News, de miêrcoles 13 de febrero de I9OI se vé
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obligado a publicar una nota al respeoto* "El Juez Daly tràbaja en - 
el Informe, "Desde que recibiô su nomb rami ento, el Juez Daly ha veni- 
do desempenando su cargo desde Nueva York, habiendo visitado esta is­
la una sola vez" (56). Esta irregular situaciôn nos ofrece una idea - 
del marco de circunstancias en que se desenvolviô este organismo.
Ante la Comisiôn testifican abogados puertorriquenos y norteame­
ricanos (58) y personalidades especialmente invitadas. Las audiencias 
duraron escasaraente trece dîas y no vuelven a celebrarse, asimismo se 
pone de fecha limite para tener en cuenta los informes que se le en­
vi en* Otra noticia del The San Juan News nos ofrece una idea del impac 
to de los trabajos de la Comisiôn en los abogados norteamericanos. La 
fecha de la misma es domingo 9 de septiembre de I9OO y se titula: ^  - 
Comisiôn propone audiencia", "Importante reuniôn de la Asociaciôn de 
Abogados Americanos celebrada ayer tarde"
Il ^
Ayer tarde se celebrô una reuniôn de la Asociaciôn de Abogados 
Americanos en las oficinas de Mr# Dexter. Mr# José R. F# Savage 
aotuô de Seoretario pro temp y los m&s importantes abogados de 
San Juan estaban présentes, Muohas importantes enmiendas que se 
consideran necesarias en leyes que existen actualmente fueron - 
discutidas, asi como los mâs importantes argumentes serân trai- 
dos a la consideraciôn de la Comisiôn".
Luego el sâbado 15 de septiembre de I9OO la Comisiôn, Mr. Rowe y 
el Lcdo, Hemândez Lôpez, dedicaron todo el dîa a escuchar el testimo— 
nio y las sugerencias del Tribunal Supremo de Puerto Rico y la Asocia-
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cion de Abogados Americanos, La influencia que trataron de èjeroer — 
los miembros de esta organizaciôn y la colonia americana sobre las de 
terminaciones finales de la Comisiôn fue grande, Muchas de sus propue£ 
tas fueron aceptadas, la mayoria de las veces con la des aprob ac i ôn o 
el voto en contra de D, Juan Hemândez Lôpez, En un articule—editorial 
de Review of Review, revista que se publica en Estados Uni dos, titul£ 
do The New Porto Rican Law Codes, Contact of the Spanish with the ame- 
rican legal system (58) se apunta y menciona el hecho que antes afir- 
mamos, "Es évidente ademâs, del cornentario contenido en el Informe, - 
que se adujo considerable presiôn sobre la comisiôn para que barriese 
el sistema espanol de un solo golpe y lo sustituyese por el côdigo de 
un Estado de la Uniôn,. .  "Esta ignorancia de los sistemas juridicos 
extranjeros explica el sentimiento tan prevaleciente en el foro, de - 
que cualquier otro sistema fuera del "Common Law" no puede llenar los 
requisites de la justicia".
Hr, Leo S, Rowe, publica très ahos después, en 1904, un extenso 
libro sobre la isla y lo titula, The* United States and Porto Rico, - 
Cito una vez mâs su opiniôn sobre el ambiente y las inter relaoiones 
entre los norteamericanos -especialmente les abogados- y los puerto­
rriquehos en BU isla:
"En Puerto Rico nos hemos confrontado con un pueblo extraho a 
nosotros en su modo de pensar y marcadamente europeo en su vi­
da institucional, Por cerca de cuatro siglos el Derecho roma- 
no, con su esencialmente distinta teoria de la familia, ha go- 
bernado las relaciones domêsticasj un sistema administrative
227
altamente centralizado ha fijado el tone a la vida ciudadana 
y la iglesia Catôlioa Romana, sostenida por el Estado e iden- 
tificada con êste, ha fortaleoido el principio de autoridad - 
qua pénétra tanto las relaciones domêsticas como las publioas, 
Cualquiera que sea nuestra opiniôn con respecto a la convenien 
cia de esta estructura social, es évidente que la misma no pu£ 
de ser variada sûbitamente sin que necesariamante se ponga en 
peligro la tôtalidad del orden social de la isla# De no haber 
sido por la politics conservadora del Gobierno civil estableci 
do bajo la Ley Porqker, pudimos haber despertado una descon- 
fianza en las instituciones americanas que habria danorado por 
no menos de una generaciôn la americanizaciôn de la isla. Para 
la masa de los americanos residentes en la isla, especialmente 
para los abogados, la tôt alidad del sistema de ley y gobiemo, 
de instituciones domêsticas y pûblicas, era malo sencillamente 
porque era distinto del nuestro, Todo lo que no se conformaba 
a nuestro sistema era ne sÔlamônte no americano, sino antiame- 
ricane, El abogado de Massachusetts queria el sistema de Mas­
sachusetts, el abogado de South Carolina queria el sistema de 
North Carolina, y asi sucesivamente# No tuvo peso el hecho de 
que uno de los prôsperos Estados de la Uniôn vive bajo un dem 
cho civil que en muchos aspectos es similar al sistema espanol# 
Se condenaba el sistana porque diferia del nuestro# El ûnico - 
modo de hacer americanos a los puertorriquehos, se argüia, era 
darles, sin dilaoiôn, el sistema de Derecho de uno de nuestros 
Estados, "Esta es la forma en que lo hacemos en los Estados Un_i
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dos" se consideràba un argumento suficiente para orear el con 
vencimiento en la mente de cada native"#
El 17 de diciembre de I9OO, D, Manuel F. Rossy, Présidente de la 
Câmara de Delegados de Puerto Rico, solicita por acuerdo de ese cuer­
po un resùmen de los trabajos hechos por la Comisiôn "para que puedan 
servir de base y auxilio a la comisiôn legislativa de este cuerpo" - 
(59) ' Al dia siguiente los Comisionados Rov/e y Hemândez Lôpez contes 
tan enviando proyectos de ponencias individuales#
El Informe de la Comisiôn tiens fecha de 16 de abril de 1901, Se 
enviô el mismo al Attorney General of the United States, Mr, P, C, - 
Knox, para que Ôste mâs tarde lo remitiera al Congreso, enoomienda que 
este funcionario cumpliô el 3 de diciembre de I9OI (60), Cinco partes 
tiene dicho Informe* I, Preâmbulo General* II# Cornentarios a los Pro— 
yectos de Ley Acordados por la Comisiôn; III# Comentarios a los Pro­
yectos propuestos por individuos de la Comisiôn: IV# Texte de las re­
vis iones propuestas por la Comisiôn; V# Texto de las reviaiones propues 
tas por individuos de la ComlsiÔn (61),
En cuatro pâginas nos narra la Comisiôn "El Problema de la Revi­
siôn (62)# De ellas espigarê lo que entiendo sea mâs interesante pa­
ra nuestro estudio# Comienza distinguiendo la diferencia entre Leyes 
pûblicas y privadas# Luego ofrece unos consejos sobre la administra- 
ciôn local llegàndo inmediatamente a la médula de su enoomienda*
"La revisiôn de los côdigos criminal, civil y de comercio y de 
las leyes de enjuiciamiento que entra en el propôsito de la - 
Ley Poraker ofrecen ma^ y^ ores dificultades que las del sistema —
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politico y administrative. Al acometerla nos ponemos en con­
tacte con instituciones intimsjnente identificadas con las tra— 
diciones, hâbitos y vida del pueblo y en cierto modo nacidas 
de êstos, Todo cambio, pues, especiaimente en la ley sustanti- 
va, debe someterse a prueba, no sôlo en cuanto a su viabilidad 
y valor intrînseco, sine tambiên por le que respecta a la in- 
fluencia que haya de ejeroer en la estabilidad y ordenado de- 
8envo1vimiento de las instituciones del pals" (63) (ênfasis - 
suplido)
Es necesario consignar aqul que taies instrucciones no fueron ni 
seguidas ni respetadas, cuando la Comisiôn de Côdlgos de Puerto Rico, 
suce sera de la Comisiôn para revisar y compiler las ley es de Puerto - 
-cuyo informe estamos examinando- entregô sus recomendaciones, Ténga- 
se encuenta que la segunda Comisiôn estaba integrada por las mismos - 
miembros que la primera, oon exoepciôn de Mr, Daly, que fue sustitul- 
do por Mr, J, M, Keedy, ex Fiscal de la United States Provission&l - 
Court,
Luego continûa inmediatamente el informe que antes interrumplmos, 
"Hay que notar* por otra parte, que los côdigos civil y de co- 
merdio de Puerto Hloo ban si do ouldadosamente revisados por su- 
cesivas comisiones codificadoras espanolas y que constituyen - 
un sistema de Derecho muoho mâs avanzado que los que existen — 
en cualquiera de los palses de Sud Amôrica"
El mas importante problema que présenta la revisiôn de los cô-
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digoa civil y de comercio es la simplificaciÔn del sistana - 
en ciertas partes, y la eliminaciôn de instituciones que no 
han echado ralz en Puerto Rico, El Codigo penal vigente no - 
ha recihido el bénéficié de la misma esmerada revisiôn ,,,,, 
Las leyes de enjuiciamiento civil y criminal exigen simplifi- 
caciôn, con el objeto de que su aplicaciôn sea menos embara- 
zosa y pesada. La sencillez en los procedimientos, que carac­
térisa muchas de las leyes de nuestros Estados, puede ser in- 
troducida aqul muy fâcilmente sin violar o contrevenir ningu- 
na de las tradiciones establecidas, A la verdad, la adaptaciôn 
del sistema espanol al sistema americano del Derecho privado, 
convendrla que se iniciase por medio de las leyes de en.iuicia- 
miento. (ênfasis suplido) (64)
Luego procédé a hacer unas interesantes observaciones que nos o- 
frecen una visiôn ds los problemas que estamos examinando*
"ITo cabe duda que fue el propôsito del Oongreso armonizar las 
instituciones de la Isla^ oon el sistema americano, haciendo - 
esto, no obstante, sin repentinos oambios que pudieran ooasio- 
nar a los habitantes oargas y gastos minando asl su respeto - 
por el Derecho, El esfuerzo que signifioaba el estudio de nue- 
vos sistamas légales y su ajuste a la vida diaria recâe en la 
comunidad con todo el vigor de una nueva e inesperada carga, 
Cualesquiera cambios violentos despertarân un espiritu de re­
sist enci a pasivo como impedimento a todo esfuerzo por america 
nizar la isla, Debe tenerse en mente que la base de los cÔdi-
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gos espaholes es el Derecho Civil o romano, el que, hahiendo 
sido durante siglos el ûnioo sistema en los paises de los cua— 
les derivamos el Derecho Comun, puede consider arse fuente de - 
origen de este ultimo, al cual ha prestado muchas de sus salu- 
dahles instituciones, El sistema legal de Estados Unidos es — 
completamente compatible con la preservaciÔn de instituciones 
que han resistido la prueba del tiempo y la experiencia de los 
palses mas avanzados de Europa y Sur América,
La Comisiôn no fue nombrada para barrer por completo con el 
sistema legal de la isla, sino mâs bien para preserver las ins­
tituciones nativas que han dado evidencia de vigor y crecimien 
to y para adaptarlas a los principios fundamentales del Dere­
cho Americano " (63)
Se refiere a que sobre los miembros de la Comisiôn se ejerciô in 
fluencia para que reoomendasen la total sustituciôn del Ordenamiento 
jurldico puertorriqueho por un sistema legal parecido al norteamerica 
no (66), Como nos informa el Attorney General de Puerto Rico, Mr, Jame 
S, Harlan en su Informe Anual al Qobemador de Puerto Rico de 1 de àbril
de 1901, "Muchos de los abogados americanos résidantes aqul, creen que
hubiera sido mâs sabio implantar un sistema de leyes americanas en la
islaî*(67), Continuemos; asimismo leyendo este éltimo pârrafo me sor-
prende la oàndidez de la Comisiôn pues, &quien decide cuales institu 
ciones nativas han dado evidencia de vigor y crecimiento?, &cômc se - 
efectûa ésto técnicamente?, y asumiendo para efectos de discusiôn que
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tales decisiones se pue dan ,tomar séria y jurfdioamente y sin arbi- 
trariedad, las résultantes instituciones nativas serân "adaptadas a 
los principios fundamentales del Derecho anglo-americano", ^Puede - 
pedirse mayor confusiôn, hibridismo ezôtico y mayor desconocimiento 
juridico y metodolôgico? Mâs no podemos ser exigentes con el informe 
de la Comisiôn pues, ^cômo descargar la encomienda congresional de 
revisar y recopilar las Leyes de una naciôn como Puerto Rico, dife- 
rente en idioma, cultura, raza y con un sistema jurîdico codificado 
superior al de los comisionados norteamericanos?* La misma Comisiôn 
reconoce su incapacidad para entender en su enmienda al manifestar;
"Ebcceptuândose la revisiôn de la Ley Orgânica, todas las mate- 
rias confiadas a la Comisiôn caen dentro de la oompetencia de 
la Asamblea Legislative local, y a menos que el Congreso se —  
disponga a aprobar un complete côdigo de leyes para la isla, 
la revisiôn del sistema legal tendrâ que ser heoha por la A s %  
blea insular, (68)
Terminâmes el anâlisis de "El problema de la revisiôn" con una 
ûltima oita, "Cualquiera de ôstas materias exiglrla de por si gran 
parte del tiempo que dispone la comisiôn para el estudio de las oon- 
dioiones actualmente existantes y para disourrir aoerca de un plan de 
reformas, Habiêndosele ordenado presentarâ su diotâmen general dentro 
del ano siguiente a la fecha de la aplicaciôn de la Ley Poraker (abril 
12, 1900) el nombramiento de los miembros que la componen no se 11e- 
vÔ a cabo sino dos meses despuês. Dado el tiempo y el material, y los 
recursos de que disponia, se considéré provechoso y conveniente re—
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oonoentrar todo nuestro pensamiento en aquellas partes de los o6di— 
gos existantes que mâs neoesitaban de revisiôn, Siguiendo este plan, 
se remediarân las mâs urgentes necesidades de la isla y las refozmas 
sübsiguientes se podrian llevar a cabo gradualmente por la Asamblea 
legislative de Puerto Rico",
Termino con una cita del Dr, Rodriguez Ramos sobre la Comisiôn* 
"Si nos propusieramos descubrir en dos palabras la situaciôn y las - 
circunstancias que rodearon el Trabajo de la Comisiôn escribirlamos* 
premura y confusiôn" (69) (ênfasis suplido)
La Segunda Comisiôn, 1901.
El Congreso de los Estados Unidos no estaba dispuesto a legislar 
aprobando un ordenamiento juridico para Puerto Rico, Asi, el informe 
de la Comisiôn para revisar y compilar las Leyes de Puerto Rico fué 
impreso y distribuido, pero dicho cuerpo legislative se ocupô mâs del 
asunto, Una Ley de la Asamblea Législative de 31 de enero de I9OI es- 
tableoiô una Comisiôn Oodlfioactera de Puerto Rloo (70), la oual se - 
dedioarîa a revisar, compilar y codificar el Derecho puertorriqueHc, 
entregando al Qobemador un Informe Of ici al oon sus reoomendaoiones 
al têrmino de su encomienda, KL término para efectuar tan delicada, - 
extensa y muy complicada tarea es de ocho meses y diez y ocho dlas, - 
esto es, desde el 12 de abril al 31 de diciembre de I9OI, Entiendo ne 
cesario para una mejor comprensiôn de los trabajos de ésta muy impor­
tante Comisiôn Qodificadora. examinarlos estadistioamente*
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Resumen estadistico sobre el funoionamiento de la Comisiôn Codifioa- 
dora de Puerto Rico,
I* Fechas bâsicas,
1, Creaciôn de la Comisiôn Codifica- 
do r a de Puerto Rico
2, Comienzo de los trabajos
3* Entrega del Informe al Qobemador
4# Tiempo disponible para trabajar y 
reunirse
II# Nombramientos
1# Mr. Léo S. Ro\ve, Présidante
2, Sr, Juan Hernândez Lôpez 
3# Mr, John M, Keedy
31 de enero de 1901 
12 de abril de 1901 
31 de diciembre de 1901
8 meses, 18 dias
Pécha 
28 de marzo de 1901 
id. 
id.
III, Fecha de vigencia de los nuevos Côdigos,
1, Côdigo Civil 1 de marzo de 1902
2. Côdigo Penal id,
3# Côdigo de Enjuiciamiento Criminal id,
4» Côdigo Politico id,
5# Côdigo de Procedimiento Civil 10 de marzo de 1904
IV. Nueva reuniôn de la Comisiôn de Côdigos de Puerto Rico.
Fecha Asunto
1. Reuni ôn de 10 de marzo de 1904 Ley de Enjuiciamiento Civil
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No hay ninguna comunioaciôn oficial entre el Congreso de los 
Sstados Unidos y la Asamblea Legislative de Puerto % o o  o el Gober 
nador, en el sentido de que el primer ouerpo legislative que hemos 
menoionado no aprobarfa un ordenamiento juridico para la isla. Por 
supuesto en comunioaciôn confidencial del Bureau of Insular Affairs 
se le comunica al Gobemador Mr. Charles Allen, que séria convenien 
te que dados los hechos antes estipulados y ds que la Ley Orgânica 
otorgaba a la Asamblea Legislativa plenos poderes legislatives, su— 
jetos solamente a revisiôn por el Congreso nortearner!cano, serla - 
propio que se creara una Comisiôn Codificadora local. Esta colabo- 
rarià y trabajaria en armonia con el Consejo Ejeoutivo y Câmara de 
Delegados, cuerpos colegisladores de la Asamblea, sometiendo eO. Go­
bemador un Informe para ser considerado por este ûltimo foro en su 
prÔzima reuniôn (?l). De acuerdo a estas "sugerencias" el Dr, José 
C. Barbosa présenté en el Consejo Ejecutivo un Proyeoto de Ley que 
creaba una Comisiôn Codificadora. Luego del trâmite usual se aprobô 
por la Câmara de Delegados y el Cônse.io Ejecutivo dicha Ley el 31 
de enero de 19 01. La const it uciôn y filiaoiôn politics, de ambos cuer 
P98 de la Asamblea Legislativa puertorriqueha es importante oonocer 
la para entender el por qué de la aprobaoiôn de estes oôdigos. 8e- 
gôn dispcnia la Ley Poraker la câmara alta de la Asamblea Legislati­
va era el Consejo Ejecutivo. Este estamento estaba integrado por — 
once miembros, de los cuales cinco tenian que ser puertorriquenos. 
Los miembros se dividian en seis ex officio, pues pertenecian tam- 
bién al gabinete ministerial del Gobemador y cinco designados Ü -
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bremente por el Présidente de Estados Unidos. En el momento en que 
nos ocupamos el Consejo Ejecutivo se componîa de Mr. William H. - 
Hunt, Secretario de Puerto Rico; Mr. James S# Harlan. "Attorney -
General"; Mr. Jacob H, Hollander, Tesorero; Mr. Y/illiam H. Elliot,
" !
Comisionado de lo Interior; Mr. Martin G, Braumbaugh, Comisionadc 
de Educaciôn (72). Los cinco puertorriquenos eran los senores, D,- 
Rosendo Matienzo Cintrôn (73), D, José Celso Barbosa (74), por el 
Partido Republicano Puertorriqueno; B. José de Diego (75), D. Ma­
nuel Camunas por el Partido Federal y D, Andrée Crosas (76), inde- 
pendiente. De los once miembros del Consejo Ejecutivo cinco eran - 
àbogados, Los norteamericanos Mr. Hunt y Mr. Harlan y los puerto— 
rriquenos Sres. Matienzo Cintrén, de Diego y CrÔsas. Sobre el Con­
sejo Ejecutivo dice el Lodo. Bolivar Pagân, en su RLstoria de los 
Parti do s Politicos Puertorriquenos que*
"Ténia que ser intimamente choc ante al pensamiento politico 
del liderate puertorriqueno que la nueva metrépolis angloa- 
mericana, al dar por terminado el transitorio régimen mlli- 
tar, proveyera una carta gubemativa retrégrada como la Ley 
Orgânica Poraker, que retenia en manos norteamericanas el 
poder ejecutivo, destrula o menosoababa el poder legislati­
ve con una mayoria de norteamericanos en la câmara alta o 
Consejo Ejecutivo, sin cuyo concurso quedaba toda iniciati— 
va legislativa insular y reservaba exprèsamente al Congreso 
de Washington el poder para anular toda la legislacién ema- 
nada de las Câmaras de Puerto Rico" (77)•
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Las primeras elecciones para llenar las vacantes de la Câma­
ra de Delegados de Puerto Rico (78) se celebraron el 6 de noviem- 
bre de I9OO. Como el Partido Federal no asistiô a las mismas todos 
los cargos en la Câmara de Delegados fueron ocupados por los repu- 
blicanos. De los treinta y cinco miembros de este cuerpo legislati— 
vo ûnicamente cinco eran abogados# Estos eran los senores, D. Manuel 
F. Rossy, qui en présidia" la Câmara; D. Francisco Parra Capô, Mr. - 
Frederick Cornwell, D. José Tous Soto y D. Leandro Aponte.
A tenor con la potestad que le confer!a la Ley, el Gobemador 
Mr. Charles H. Allen désigné a los miembros de la Comisiôn Codifi­
cadora de Puerto Rico el 28 de marzo de 19OI. Recibieron dicho nom— 
bramiento los miembros de la anterior Comisiôn Mr. Léo S, Rowe y el 
Lodo. Juan Hernândez Lôpez. Para sustituir al Comisionado Daly se 
invité al abogado norteamericano. Mr. John M. Keedy (79), ex Fis­
cal de la United States Provissional Court y uno de los lîderes de 
la Association of American Lawyers of Porto Rico. Asimismo se ha- 
bia oreado en el Consejo Ejeoutivo una Comisiôn para estudiar las 
leyes y reoomendar enmiendas a los Côdigos vigentes; la integraban 
los Sres. Matienzo Cintrôn, Garrison y Guzmân Benitez (80). Otra - 
Comisiôn idÔntica se estableciô en la Câmara de Delegados compues- 
ta por el Lodo. Tous Soto, los Sres, Todd y Fajardo. La funciôn de 
ambos comités no era competir con la Comisiôn Codificadora sino es— 
tar preparadas las Câmaras para cuando se les envi as e el Informe de 
la Comisiôn Codificadora. Obsêrvese que esto prejuzga de cierta ma- 
nera el Informe de la antes mencionada Comisiôn, pero es que todos 
sabian cual séria el destine de los CÔdigos puertorriquenos.
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La Comisiôn comenzô su trabajo el 12 de abril de 1901, ouan- 
do expiraba el término de vigenoia del anterior organisme, oreado 
por la Ley Poraker*
"Con arreglo al plan adoptado en la sesiôn inioial de la Co 
misiôn, se enoomendô al Comisionado Keedy la revisiôn del - 
Côdigo Penal y Codigo de Enjuiciamiento Criminal; al Comisio 
nado Hernândez Lôpez. la revisiôn del Côdigo Civil y la Ley 
de Enjuiciamiento Oivil y al Comisionado Rowe la redaooiôn 
de un Côdigo Politico. El contingente de oada miembro fué - 
luego àisoutido en conferencias de la Comisiôn, con el res- 
Bultado que oonsta en la revisiôn propuesta" (8l).
Durante oasi nueve meses estudiaron los miembros de la Comisiôn 
el ordenamiento juridico puertorriqueno, teniendo en ouenta el In­
forme de la anterior Comisiôn* Los Côdigos estudiados y revisados 
fueron el CÔdigo Civil de Puerto Rico (82); el Côdigo Penal (83); 
el Côdigo de Enjuiciamiento Criminal (84) y el Côdigo Politico* —  
"Lo limit ado del tiempo de qûe podia disponer la Comisiôn -nueve 
ses esoasos- haoia Imposible intenter la revisiôn de la Ley de En- 
juiolamiento Civil. Esta ley, por otra parte, se balla tan intima­
mente relacionada oon leyes espeoiales, como la Notarial y la Hipo- 
tecaria, que sôlo podrâ acometerse la revisiôn de ella despuês de 
un detenido estudio de êstas leyes espeoiales".
La revisiôn del Côdigo Civil de Puerto Rico la llevô a cabo el 
Lodo# Hernândez LÔpez, educado en la tradiciôn civilista de las Uni­
vers idades Central de Madrid y Sevilla. En el Comentario al CÔdigo
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Civil revisado el Comisionado puertorriqueno se présenta muy preo- 
oupado por el giro que han tornado los asuntos enoomendados a la 
Comisiôn y el destine de los Côdigos de Puerto Rico. Coi^ienza ha­
ciendo un brève recuento de lo acontecido y manifestando es posi- 
ble que continuen en vigor los Côdigos, con las revisiones de rigor 
para atemperarlos a las nuevas condiciones politisas de la isla.
"Bn resumen, pues, las reformas legislatives no deben ser - 
un rompimiento absolute e injustificado con el pasado y mu— 
cho menos con el presente, sino que por el contrario, dentro 
de lo establecido por el propio "Bill Poraker", el pasado y 
el presente especialmente, habrân de subsistir para servir - 
de base al desarrollo legislative en lo future; o, en una pa­
labra, las reformas legislatives no deben ser un cambio ra­
dical, sino una evoluciôn sistemâtica y reflexive, que tenga 
por norte o rumbo la identidad civil y juridica con las ins­
tituciones que son comunes a los Estados y Territories de la 
Uniôn, por medio de la adaptaciôn, y no por medio de la igusd 
dad, la oual resultaria prâcticamente inaplicable y contraria 
a la variedad que es principle esencial de vida, as! en la - 
naturaleza como en la constituciôn politica del hombre en - 
sus manifestaciones colectivas.
Puerto Rico, como parte intégrante de los Estados Unidos, ti^ 
ne derecho, mientras no quebrante leyes fundamentales o el - 
principio de unidad nacional, a desenvolver su vida local con 
toda varie dad o especi alidade s en su manera de ser como pue—
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bio regional, que constituyen prâcticas légitimas o insti­
tuciones de carâcter local que no se oponen a las institu­
ciones de carâcter general que estân obligados a guardar y 
cumplir les Estados y Û?erritorios de los Estados Unidos#
Asl realizada la obra legislativa, resultara segura, eficaz 
y fecunda en los resultados de una americanizaciôn graduai, 
perfectamente consciente, que no nazca de una imposioiôn de 
arriba hacia abajo, sino que, por el contrario, sea el frutc 
sazonado de la influencia y de la acciôn que les admirables 
principles del Pueblo de los Estados Unidos van ejerciendo — 
poco a poco, pero muy hondamente, en el corazôn, en las cos- 
tumbres y en el pensamiento de los puertorriquenos. Y asl las 
leyes serân el result ado de una americanizaciôn que ha actua- 
do prime rament e sobre el pueblo y de éste ha pasado a las - 
disposioiones legislativas, y no el resultado de una america­
nizaciôn precipitada que este sôlo en la ley y no en el nue- 
blc llamado a cumplirlft#
Taies principles y tal oriterio han sexvido de base a la re­
visiôn del Oôdigo civil, y si de algo peca, es mâs bien por 
haber cal do del ladc de la referma en muchos casps, no tanto
por el convencimiento de que algunas de las instituciones ac- 
tuales reformadas no sean buenas, cuanto por el deseo de de- 
mostrar prâcticamente el amor ferviente al principio de la - 
identidad en todo lo que pueda parecer justo o siquiera ra- 
cional" (85)»
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No creo necesarios muchos comentarios a lo expuesto por el - 
Lcdo. Hernandez Lôpez. Indudahlemente lo que tan tlmidamente, res— 
petuosamente y cui dados amente quiere expresar y lo consigne, es que 
los otros miembros de la Comisiôn, la colonia de norteamericanos 
de San Juan (86) y el grupo republicano desean la sustituciôn de - 
las instituciones jurldicas y Côdigos puertorriquenos por otros - 
traidos de Estados Unidos. No olvidemos que estos anos al comienzo 
del régimen civil norteamericano eran de confusiôn y que algunos - 
puertorriquenos desorientados y de buena fê entend!an que convenla 
al progress de la isla borrar todo vestigio de lo hispano-puertorid 
queno. Asimismo recordemos que son los tiempos del inicio de la piâ 
dica orientadora y exaltadora de los valores puertorriquenos del - 
Le do. Rosendo Matienzo Cintrôn. Sin embargo, ni aün el tlmido recla 
mo del Lodo. Hernândez Lôpez le serâ concedido, como veremos ense— 
guida.
En el COMEITTAKEO AL CODIGO POLITICO, el Comisionado Rowe sostie 
ne que, "la Comisiôn abriga el convencimiento de que la isla no sô­
lo estâ preparada para elle, sine que el pueblo ansla recibir los - 
bénéficies del sistema americane y entrar de lleno, cuanto antes, 
en la prâctica de un régimen administrative que corresponda a los 
majores modelas de la metrôpoli" (8?). El Comisionado Keedy en su 
Comentario al CODIGO PENAL Y A LA LEÏ DE ENJUICIAMIEl^TO CRIMINAL, 
de casi dos pâginas. exprèsa el propôsito y la filosofia que le ha 
movido en su misiôn "al compilar, revisar y codificar las leyes pé­
nales, el principal objeto ha sido reunir en el volümen todo el - 
cuerpo de leyes relativas a délitos y penas, y armonizar en lo po-
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sible la legislaciôn vigente con las leyes y procedimientos adopta- 
dos por los diverses Estados de la Uniôn". Sorprende la afirmaciôn 
de Mr. Keedy, pues no entiendo como puede hacer la anterior mani- 
festaciôn si el Côdigo Penal de Puerto Rico, vigente hasta ese me­
mento ha sido descartado y el Proyeoto de Côdigo que él reoomienda 
es uno totalmente norteamericano, el del Est ado de California. Mâs 
adelante dice el Comisionado Keedy, "se han examinado detenidamente 
las leyes y estatutos de los diversos Estados, con el fin de inclulr 
en este Côdigo unas leyes que respond!eran al desarrollo y desenvol- 
vimiento de nuevos delitos..." El Lodo. Hernândez Lôpez consigné - 
en el Informe oficial su enôrgica protesta por dicha sustituciôn —
) del Côdigo Penal puertorriqueno. En el "Veto particular del Comisi^o 
nado Juan Hernândez LÔpez contra la totalidad del proyeoto de Côdi­
go Penal", consigna que*
"El Comisionado que suscribe entiende que el Côdigo Penal - 
en la actualidad vigente en Puerto Rico, estâ necesitado de 
importantes reformas, sustanciales en muchos puntos, asî oo- 
mo de una eliminaciôn de varies de sus preceptos que no guar 
dan amonla con el sistema politico y de gobiemo en que es­
tâ constitulda esta isla de Puerto Rico, despuèb del cambio 
de soberanla sancionado por el Tratado de Paris de fecha 11 
de abril de 1899# Y es igualmente urgente llevar a cabo una 
perfects concordancia entre las nuevas leyes polltioas y ad­
ministrât i vas y muchas de las disposioiones y aun dootrinas 
de dicho Côdigo Pénal. Pero ésta necesidad de taies cambios 
y reformas no justifica. a juicio del que suscribe. una sus-
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tituoiôn compléta del sjatema penal vigente. o sea la dero- 
gaoiÔn compléta y àbsoluta del exprèsado Côdigo Penal que - 
hoy rige y la promulgaoiôn de uno totalmente nuevo. asl en 
su sistema general da los delitos y faltas, de la responsa- 
bilidad criminal, de las penas y de su aplicaciôn, como en 
muchas partes de su tecnicismo legal, como en el detalle, - 
fôrmula y desarrollo de sus diferontes preceptos y djsposi- 
ciones".
En el pârrafo siguiente el Comisionado puertorriqueno expone 
el oriterio que tiene sobre la forma o modes de efectuar la refor­
ma de la legislaciôn que se estâ llevândo a cabo en el pals. Dos — 
procedimientos se ofrecens "uno, la sustituciôn de unas leyes por - 
otras, tOmando ôstas entre las que se consideran mejores de las m%Ü 
tiples y varias que rigen en los diversos Estados de la Uniôn. Este 
procedimiento, que es el mâs fâcil para el legislador y para la - 
rapidez de la labor legislativa, es guizâs el mâs perturbador y mè­
nes conveniente para la vida wiurldica del nais* en primer lugar# por 
que es muy dudoso y problemâtico que las leyes tomadas totalmente - 
de Estados y Territories de les Estados Unidos y nacidas alll al - 
calor de costumbres y condiciones espeoiales, puedan tener aqul, - 
de moment©, y sin mâs preparaciôn que la hasta ahora realizada, una 
compléta adaptaciôn y un fecundo y provechoso desenvolvimiento; en 
segundo lugar. porque taies sustituciones harân que las nuevas le­
yes no resulten fâcilmente comprend!das, por su propia y absoluta 
novedad, y de esto habrâ de seguirse confusiôn en la prâctica, a -
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mâs de que las leyes que no son o pueden ser entend!das fâcilmente 
por el pueblo caen en descrêdito y producen la desconfianza a su - 
derredor; y en tercer lugar. porque, no puede negarse ni desconocer- 
se que muchas de las leyes vigentes hoy en Puerto Rico, entre ellas 
el Côdigo Penal, contienen principios y dootrinas que a mâs de ha-» 
ber echado raices en las prâcticas jurfdicas del pueblo de Puerto - 
Rico, son buenas en si y corresponden perfectamente a elevados con- 
ceptos de .justicia y a indiscutibles principios de la ciencia del - 
Derecho". Termina el Lodo. Hernândez Lôpez su voto particular contra 
la totalidad del Proyeoto de Côdigo Penal llamando la at enci ôn a que 
ni siquiera se tomô en eu enta los Côdigos o leyes norteamericanos 
"cuyo pueblo guarde mâs analogia o semejanza con el puéblc de Puerto 
Rico". Aqui demuestra el Comisionado puertorriqueno un desocnccimien 
to total de la histcria de los Estados Unidos, pues como sabemos, - 
ningun Estado tiene Leyes pénales de origen hispano. Ni California, 
Texas, Nuevo MÔxico, Louisiana o Florida preservaron el Derecho his- 
pano-mexicano. El mismo fuÔ abolidc y ûnicamente en Louisiana se - 
preservô el Derecho autôctono pero al momento de "revisarlc y oodi- 
ficarlo" la Comisiôn se equivooô y préparé un Côdigo Civil francôs 
al estilo napoleônico, Por supuestc que luego se incorporaron leyes 
espanolas y que aquellas y êstos pertenecen a un tronco comûn.
El jurista puertorriqueho, oontemporâneo de estos acontecimien 
tos, Dr. Luis Munoz Morales (88), manifiesta que "el proyeoto de 
Côdigo Penal, que fué redactado por el Comisionado Mr. Keedy, quien 
présenté un brevisimo informe explicative pero sin mencionar que -
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©se proyeoto estaba copiado oasi en su totalidad del Côdigo Penal 
y el de Enjuiciamiento Criminal de California, lo présenté como si 
fuera una novedad y un progreso en relaciôn con lo existent©". Ine- 
go sostiene el Dr. Muhoz Morales al discutir el Plan del CÔdi go que* 
"Segun dejamos indicado, ese proyeoto del Comisionado Keedy 
es copia literal del Côdigo de California, y en su plan pri­
mitive y distribuciôn de materias se siguiÔ hasta el extre­
me de presenter hajo un solo articulado las disposioiones - 
positivas del Côdigo Penal, y las adjetivas de Enjuiciamien­
to Criminal, aunque separândolas en dos leyes distintas, la 
Legislature Insular, cambiô el plan, en cuanto al articulado, 
estableciendo uno distinto para cada Côdigo, y en cuanto al
orden de materias también se séparé en algunos cases que sô­
lo sirvieron para resaltar mâs la faita de plan cientifico 
de ese nuevo Côdigo, y notâmes que el Côdigo modelo de Cali­
fornia (el que copié Keedy) fué la antigua ediciôn de 1873, 
anterior, y muy inferior en su mêtodo y principio cientifi­
co, al derogado espanol (puertorriqueho) de 1879" (89)#
El Informe de la Comisiôn Codificadora de Puerto Rico fue en-
tregado el 31 de diciembre de 1901 al nuevo Gobemador de Puerto Ri 
co, Mr. V/illiam H. Hunt, quien era abogado. Inmediatamente la mayo­
ria de los abogados de Puerto Rico se oponen a los nuevos Côdigos. 
Entre estos abogados se distinguen, el Ledo Rosendo Matienzo Cintrôn 
quien tan temprano como el 16 de enero de 1902 "lanza un fuerte at^
que a los nuevos Côdigos, recomendando a la Câmara de Delegados que
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no les impartisse su aprobaoiôn" (90)• Tambiên se oponla el Fiscal 
de la Corte de Distrito de San Juan, Lodo# Jesûs Maria Rossy (9I), 
hermano del President© de la Câmara de Delegados. En una serie de 
articules publicados en La Democracia. De uno de elles es el siguien 
te pârrafoI
"... aqul todos hemos afirmado que el proyeoto de Côdigo Pe 
nal que nos ocupa es un disparate juridico, y los que lo h^ 
mes asegurado pûblicamente, lo hemos demostrado con razona- 
mientes de indole cientifica) los impugnadores de nuestra - 
legislaciôn actual, deben seguir el mismc mêtodo para conven 
cemos de que el proyeoto supera a cuanto aqul hay escrito - 
en materia penal, pcrque ne bast a decir que una obra es bue­
na porque si y que ya veremos cuando se aplique que buenos 
resultados nos dâ, sino que es precise demostrar primerc sus 
bondades para poder confiar en sus resultados,
Pero no estamos satisfechos aûn con esto sôlo; si el autor 
del proyeoto o cualquiera <ds sus defensores desea discutir- 
lo en otro terrene que no sea el periodismo, pueden elegir 
entre cualquiera de lofi abogados distInguides del pais y el 
que mâs les ccnvenga, para estudiar y resolver la interesan- 
te cuestiôn, que yo estoy seguro de que ninguno se negaria 
al llamamiento. Por lo que a mi, el ûltimo de esta clase, se 
refiere, yo estoy a las ôrdenes de los autores de proyeoto o 
sus defensores para demostrarles de nuevo que ese Côdigo no 
es obra de la ciencia. ni es digno de un pueblo culto" (92) •
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La oposiciôn a los prôyectos de Côdigos, espeoiaimente a los 
prepsurados y recomendados por los Comisionados norteamericanos, - 
calcos de Leyes de Estados de los Estados Unidos, es intensa y por 
supuesto en ella toman parte destacada los abogados (93)* Poco tiem 
po tienen para estudio y propaganda pues ya para el 28 de febrerc - 
de 1902, escasamente dos meses despuês de entregar los Comisionados 
su Informe al Gobemador, el Consejo Ejecutivo lo somete a vctaoiôn# 
El ûnico miembro de este cuerpo oclegislador que se cpcne a la apr£ 
baciôn de los nuevos Côdigos calcados de los Estados norteamerica­
nos es el Lcdo. Rosendo Matienzao Cintrôn, Los argumentos de ôste 
son (1 ) "que las propuestas eran perjudiciales al pals, por no es­
ter en armonia con la opiniôn pûblica ni favorecidas por Ôsta"; - 
(2) "que hablan sido redactadas aprisa, sin haber tomado en consi- 
deraciÔn las condiciones en que se hallaba el pals"; (3) "que el - 
pueblo no estaba representado en la Câmara de Delegados, de donde 
estaba ausente el elements federal" (94). Luego de un intercambio 
de palabras con el Dr. Barbosa, el Consejo aprobô los Proyectos de 
Côdigos, con el ûnico voto en contra del Lcdo. Matienzo Cintrôn, - 
Por unanimidad la Câmara de Delegados aprcbô las recomendaciones h^ 
chas por la Comisiôn de Côdigos de Puerto Rico, oon muy pocos cam­
bios, especialmente en cuestiones de estilo, Recordemos que en es­
te cuerpo oolegislador ccmpuesto de treinta y cinco miembros, s61a— 
mente eran abogados cinco Delegados, cuatro puertorriquenos y un 
norteamericano, asimismo téngase en cuenta que todos eran miembros 
del Partido Republicano Puertorriqueho, (95)«
Los siguientes cuerpos de Derecho fueron aprobados cada uno
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por una Ley de fecha de marzo de 1902. Côdigo Penal de Puerto - 
Rico, copiado. como manifiesta el Secretario de Justicia de Puerto 
Rico, Mr, James S. Harlan, "casi palabra por palabra, con aquellos 
cambios que fueran necesarios para adaptarlos a nuestro sistema, - 
del Côdigo Penal y de Enjuiciamiento Criminal del Estado de Califor 
nia" (96). En realidad el modelo usado por Keedy y que fue aprobado, 
es el Côdigo Penal de Montana, quien a su momento lo habia adopta- 
do de California (97)# Ambos tienen como origen los côdigos modelos 
preparados por Mr, David Dudley Field de Nueva York a mediados del 
siglo XIX, El Côdigo de Enjuiciamiento Criminal fue tomado del Code 
of Criminal Procedure del Estado de California (9 8), Y el Côdigo Po­
litico de Puerto Rico fue copiado en gran parte del mismo estatuto 
de California# (99)# En cuanto al CÔdigo Civil de Puerto Rico el Dr# 
Luis Muhoz Morales sostiene que*
"Se introdujeron en el texto del Côdigo Bspahol, sobre todo 
en el libro primero, bastantes modificaciones en los referen­
te al matrimonio, divorcio^ tutela, patria potestad, ausencia, 
patemidad y filiaoiôn, dereohos de los hijos légitimes, a- 
dopoiôn y otras que detalladamente estudiaremos, pero en la 
mayor parte de ellas prédominé el propôsito de incorporer a 
nuestro Derecho civil muchos preceptos del Côdigo de Louisia^ 
na, que por cierto fueron tomados de la ediciôn revisada del 
aho 1870, muy anterior por tanto a la promulgaoiôn del Côdi­
go Civil Espanol; y no se tuvo en cuenta que la mayor parte 
de esas modificaciones chocaban sust anciaimente con nuestro
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Derecho tradicional y arraigadas costianbres, qua no se ada£ 
taban a nuestro ambiante, y que no eran exigidas por ningun 
estado de opiniôn, de tal modo que luego hubo que irlas de- 
sechando para restablecer en lo mâs fundamental mucho de lo 
que se hab£a derogado del Côdigo espanol". (lOO)
El responsable de la reforma que se hizo al Côdigo Civil de - 
Puerto Rico sostuvo que la razôn subyacente para esas reformas fué; 
"Taies principios y tal oriterio han servi do de base a la revisiôn 
del Côdigo Civil, y si de algo peca, es mâs bien por haber cal do - 
del lado de la reforma en muchos casos, no tanto por el convenci­
miento de que algunas de las instituciones actuales reformadas no 
eran buenas, cuanto por el deseo de demostrar prâcticamente el amor 
ferviente al principio de la identidad en todo lo que pueda parecer 
justo o siquiera racional" (lOl),
La anterior sustituciôn de Côdigos es completada en 1904# Aun 
que debo mencionar el hecho de que en el mismo ano 1902 es aproba- 
da una Le.y de Corporaoiones »(Sooiedadea Anônimas) que es modi fi oa­
da en 1911, que es idéntica con algunas excepciones menores, a la 
misma del Estado de Nueva York, California, Y que se aplica e in­
terpréta siguiendo con los principios de prâctica y jurisprudencia 
sent ados por los tribunal es norteamericanos, (102), En 1904 se ter 
mina la tarea iniciada en 1902 sustituyèndo los Côdigos puertorri­
queho s, El 12 de mayo de 1903 se aprobô una Ley en virtud de la - 
cual la anterior Comisiôn de Côdigos "quedaba autorizada para con- 
tinuar celebrando sesiones con objeto de préparer y presenter a la
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prôxima Asamblea Legislativa, proyectos de Ley para revisar el Cô­
digo de Enjuiciamiento Civil y para corregir y revisar aquellas - 
leyes y côdigos que necesiten ser corregidos o revisados". A pesar 
de esta disposiciôn, dicha comisiôn no funcionÔ y quien en reali— 
dad préparé el Proyeoto de Ley sometido a las câmaras fué el Attor­
ney General de Puerto Rico. Mr. Willis Sweet (l03). El 10 de marzo 
de 1904, se aprobô el nuevo Côdigo de Enjuiciamiento ^ivil. tomado 
del Estado de Idaho (IO4).
Veamos los comentarios de un testigo excepcional, Mr. William 
H. liunt. Governor of Porto ^ico, en relaciôn con la aprobaoiôn de 
este Côdigo antes mencionado.
"Tambiên se ha legislado un nuevo côdigo de procedimiento - 
civil, que t omara el lugar del viejo côdigo espanol el cual 
habla sido mantenido por los abogados locales con gran tena- 
cidad. Bajo el nuevo côdigo de prâctica los asuntos se lleya 
rân a cabo por los mismos mêtodos que estân en boga en Cali 
fomia y otros Estados» Se requerirâ algun tiempo para que 
los jueces y abogados se acostumbren a los grandes cambios 
hechos••.••
Sôlamente que dan en vigor en Puerto Rico dos de los antiguos 
côdigos espaholes, a saber, el côdigo de comercio y la ley 
hipotecaria. Estos dos son considerados por los jueces y ju£ 
ces puertorriquenos casi perfectos en sus diversas âreas, y 
es posible que sean modificados hasta donde sea necesario pa 
ra conformarlos a los côdigos Americanos que ya se han adop-
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tado# Tenemos ahora en la isla im côdigo politico, un cô— 
digo civil, un côdigo de procedimiento civil, un côdigo pe­
nal y un côdigo de procedimiento penal, todos modelados por 
el sistema Americano; y muchos otros estatutos, taies como 
el "hill of rights", la ley del jurado, las leyes del matri­
monio, y otras similares, las cuales han sido adoptadas del 
continente norteamericano", (105)
Temina Mr# Hunt sus comentarios hechos como Gobernador en su 
Informe Oficial de la siguiente manera;
"No hay mêtodo mâs râpido y prâctico de Americanizar nues- 
tras nuevas posesiones que aprobando y poniendo en vigor las 
leyes Anericanas y la introducciôn y prâctica ds la .iurispru- 
dencia norteamerioana"# (IO6)
El sucesor de Mr# Sweet en el Departamento de Justicia# Mr# - 
Frank Feuille nos ilustra cômo ha funcionado la nueva Ley de Enjijd 
ciamiento ^ivil norteamericana en JPuerto Rico# En su Informe Ofi­
cial el nuevo Gobernador de la isla Mr# Beekman Winthrop manifiesta 
que; "Los jueoes y los abogados#### estân estudiando la misma a la 
luz de la jurisprudencia norteamericana, y especialmente con la - 
ayuda de las decisiones del tribunal supremo de California, Esta­
do del cual fue tomada" (IO7), Mâs adelante Mr# Feuille concluye;
'*Uno de los mâs grandes bénéficiés derivado de la nueva ley 
de procedimiento se encuentra en el impulse que la misma e^ 
tâ dan do al estudio del Derecho Norteamericano por los abo% 
dos natives# Pocos de elles estân ahora sin libres norteame
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ricanos de Derecho, y en la selecciôn de esos libres no se 
limitan a obras sobre procedimiento, sino que estân exten­
di en do sus investigaciones a muchas otras ramas de Derecho 
norteamericano. El resultado ha sido un marc ado cambio en - 
el pensamiento legal en Porto "^co# La sabiduria de un sis— 
tema que confia en la sana discreciôn del Tribunal estâ sien 
do admitida cada vez mâs# Para poder leer el Derecho nortea­
mericano el abogado puertorriqueho ha tenido que aprender — 
el idioma inglês y merece al mâs gran encomio la dedicaciôn 
de muchos de elles en esa direcciôn" (108)
Don Rosendo Matienzo Cintrôn récapitula el clima de la época, 
"Cuando llegaron los americanos a la isla hubo una verdadera locura 
que consistia en abominar de todo lo que era espanol o puertorrique 
ho, en obsequio a la ingerencia de los nuevos mêtodos venidos del 
norte#.# Asl matamos el mejor notariado del mundo y aprobamos de un 
modo frenêtico en una noche no sé cuantos Côdigos extranjeros casi 
sin leerlos entonces, menos antes y muy poco despuês" (109).
Terminemos oon algunos comentarios que juris tas distinguidos 
han emitido sobre esta sustituciôn de los Côdigos puertorriquenos# 
El eminente penalista espanol. Don Luis Jimênez de Asûa. manifiesta 
sobre el trabajo de Mr. Keedy que: "La tarea se cumpliô con tanta 
rapides como irresponsabilidad"(llO). Don Luis Muhoz Morales, civi­
lista, Catedrâtico y autor; Don Santos P# Amadeo, penalista, socié 
logo y Catedrâtico y D# Manuel Rodriguez Ramos. Catedrâtico, civi­
lista y comparativista sostienen que dicho acto fué un retroceso —
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.juridico (ill) # El Dr# Amadeo afirma sobre el Côdigo ^ivil que: - 
"Mâs esto no quiere decir que el Côdigo civil, en algunas de sus 
fases haya dejado de ser influenciado también por el derecho ameii 
cano# Esta influencia se ha ejercido de dos maneras: Primero, por 
interpretaciôn judicial de ciertos estatutos espeoiales de carâcter 
substantive y procesal que afectan los derechos consagrados en el 
Côdigo civil# Segundo, a travês de la interpretaciôn judicial de - 
muchas de las disposiciones del mismo Côdigo por el Tribunal Suprjs 
mo de Puerto Rico# Este tribunal, al interpreter estos estatutos e_s 
peciales, asl como las disposiciones del Côdigo civil, las ha inter 
prêtado a la luz de la jurisprudencia norteamericana"# (ll2)
Don Gruaroa Velâzquez# civilista y Catedrâtico de Derecho man^ 
fôstÔ que: "Los efectos de la influencia que el Common Law ha ejer 
citado sobre el Derecho Civil, luego de cincuenta anos de estarse 
produciendo en Puerto Rico, saltan a la vista en la materia que he­
mos examinado# Una instituciôn secular del Derecho vemâculo, fun­
damental, diâfana y précisa, aparece subvertida y reducida a un re— 
me do vacilante, inoierto y obscuro" (113) # D# Alfonso L# Garda Mar­
tinez, Magistrado y Catedrâtico de Derecho sostiene que, "No cabe 
duda que la radical transformaciôn de nuestras instituciones jurl- 
dicas a comienzos del perlodo del Gobiemo Civil adquiriô visos de 
cambios catastrôficos# Se llegô a penser hasta en abolir por comple 
to nuestro secular sistema de Derecho civil"# (II4)
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El Tribunal de los Est ados Uni dos para Puerto Rioo.-
E1 19 de abril de I9OO se reunia un. grupo de abogados nortea 
merioanos résidantes en San Juan y que llevaban su prâctica profe- 
sional en la United States Provisional Court# (l) El propôsito de 
la misma era estàbleoer una organizaciôn de abogados norteamerioa- 
nos y prepararse para cuando oesara la instituciôn antes mencionada 
y oomenzase la que séria astablecida por la recién aprobada Ley Or— 
gânica. &Ir# Thomas D. Mott (2) fuê eleoto "temporary chairman'*> en­
tre los présentes se constituyô un comité de reglas y reglamentos,
El mismo se componla de Messrs. Adlin (3); Degetau (4) y Lsxter - 
(5). Los diez primeros abogados (6), fundadores de dicha asooiaoién 
serânj Mr. U.B.K# Pettingill, J.M. Keedy, T.I). Mott, Jr. (?), Ben­
jamin J# Horton, Herbert E# Smith, V/« Vincent Bobbins, Andrés B. - 
Crosas (8 ), Charles M. Boerman (9) y Frederick L# Cornwell (lO).
El San Juan Hews informa que "uno de los puestos que se soli- 
citan con mSs empeho es el de Présidente de la Corte Federal que se 
establece por virtud del Bill" (il). El 5 de junio de I9OO el diario 
The San Juan Hews anuncia que el Présidente McKinley ha designado 
a Mr. William H* Holt de Frankfort, Kentucky, Juez de la District 
Court of the United States for Porto Rico" (12). Asimismo se nombré 
a Mr. Noah B.K. Pettingill oomo Fiscal Federal (13). No serâ hasta
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septiembre cuando Mr. Holt, comience a organizar su Tribunal. La - 
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Todas los prooedimientos en la District Court of the United 
States for Porto Rico se celebran en idioma inglês segun estipula 
la Ley Orgânica de 1900.I
Jurisdloolôn.
En la secciôn 34 de la Ley Foraker se deecribe la jurisdiociôn 
que tendra la District Court of the United States for Porto Rico; 
"Ademâs de la jurisdiociôn ordinaria de los Tribunales de Distrito 
de los Bstados Unidos, jurisdiociôn en todos los casos de los cua- 
les conocen los Tribunales de Circuito de los Estados Unidos, y de— 
berâ procéder, en cuanto a los mismos, en forma anâloga a la de un 
Tribunal de Circuito. Las leyes de los Estados Unidos, relativas —
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a apelaciones, "writs" do error y de "certiorari", corapetencias y 
otras cuestiones de prooedimientos semejantes a las que se plan— 
tean entre los Tribunales de los Estados Unidos y los Tribunales de 
los diverses Estados, serân las que se rijan en anâlogas cuestio— 
nés y relaciones entre el Tribunal de Distrito de los Estados Uni- 
dos y los Tribunales de Puerto Rico" (14), Por una Ley del Congreso 
de los Estados Unidos se cambiô la anterior jurisdiociôn del Tribu­
nal Federal en Puerto Rico, anadiôndole otra jurisdiociôn que no - 
poseerân los tribunales similares en Estados Unidos# La Ley de 1 de 
marzo de 1901 dispone:
"Secciôn 3# Que la jurisdiociôn del Tribunal de distrito de 
los Estados Unidos para Puerto Rico en los casos civiles se 
extenderâ, ademas de la conferida por la Ley de 12 de abril 
de 1900, (Ley Foralier) a controversias donde las partes, o 
alguna de ellas, son ciudadanos de los Estados Unidos, o ciu 
dadanos o sûbditos de un Sstado o Estados extranjeros, siem 
pre que la cuestiôn en litigio exceda, sin contar los inteie 
ses y las costas, la suma o el valor de mil dôlares".
Esta Ley tiene el efecto de aumentar la jurisdiociôn que tenîa 
este Tribunal Federal en Puerto Rico, Unicamente requiere que una 
de las partes en oualquier lado de la contreversia sea ciudadano nor 
teamericano o de un Est ado extranjero para que tenga jurisdiociôn 
sobre el asunto; por supuesto se refiere al aspecto civil#
En carta que escribe Mr# Francis Â# Dexter al General Edwards 
el 1 de febrero de I9IO oponiêndose al clamor de los puertorriquehos
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contra la jurisdicciôn dèl Tribunal nos describe como surgi6 la - 
extension de la misma# (I5)
"Por los têrminos de la Ley Foraker, la jurisdiociôn del - 
Tribunal Federal de Puerto Rico fuê establecida igual que - 
los tribunales federales ^  los Estados Unidos# Se enoontrô 
sin embargo, que en los casos civiles, esta jurisdiociôn 13^  
mitada prevenia a los ciudadanos americanos (I6) y extranj^ 
ros, residentes en la isla, de usar dicha Corte#
En ausencia de una cuestiôn federal (y habîa pocos casos de 
esta naturaleza) un pleito civil sôlo podla llevarse en ese 
tribunal bajo la clâusula de "diversidad de ciudadanla" de 
la Ley del Congreso definiendo la jurisdiociôn de los Tribu 
nales de Circuito de los Estados Unidos,
Se enoontrô que los ciudadanos de Puerto Rico no eran ciuda 
danos de un Bstado dentro del senti do de la Ley Judicial y 
que el Tribunal Federal no podla tener competencia de un —  
pleito en que los puertorr'iquenos figurasen en oualquier la 
do de la controversia# Tampoco en los casos en que les ex— 
tranjeroD estuviesen en ambos lados de la controversia#
Bajo estas circunstancias, los intereses norteamericanos y 
extranjeros en la isla solicitan una ampliaCiôn de la juries 
dicciôn del Tribunal Federal, extendiêndola de manera que 
este ultimo tenga jurisdiociôn en un caso que se lleve por 
o en contra de un norteamericano o extranjero, aun cuando se 
encuentren puertorriqueîïos al otro lado de la controversia#
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La experiencia demuestra que un tribunal imparcial con la 
dignidad y la jurisdiociôn de un Tribunal Federal asi cons— 
tituîdo, serâ una garantia para los sustanciales intereses 
poseidos en la isla por extranjeros y norteamericanos#
Estas consideraciones fueron presentadas al Congreso, y como 
resultado se aprobô la Ley de 2 de marzo de 1901"#
La antes mencionada jurisdiociôn avivarâ la oposiciôn de los 
puertorriquenos al Tribunal Federal# Comienza sus trabajos judicla­
ies la referida instituciôn#
La Crisis de 1909
El Tribunal Federal es presidido desde I9O6 por Mr, Bernard 
Rodey, En las elecciones de I904, 1906 y I9O8 el Partido Uniôn de 
Puerto Rico se habia convertido en el mayoritario de la isla# La — 
Cômara de Delegados electa en I908 estaba compuesta tôtaimente por 
miembros de ese Partido politico (l?)# Inaugurados los trabajos — 
parlamentarios el 12 de enero de I909, seis dîas despuês, el 18 de 
enero, los Delegados siguientes presentaron la Resoluciôn de la C^ 
mara de Delegados Num# 1, titulada Acerca del modo como administran 
.iusticia los Jueces de la Corte Federal y sobre sus nombramientos 
(18)I genores Coll y Cuchl, Munoz Rivera, Benitez Castano, Oppenhei 
mer, Dlaz Navarro, Lôpez Dlaz, Blzaburu, Aldrey, Aponte, Vivoni, — 
Acuna y Lluveras# El texte de la Resoluciôn antes mencionada es el 
siguiente: "Por cuanto la Corte de Distrito de los Estados Unidos
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para Puerto Pdco ha creado en el pals un sentimiento de hostilidad 
y desconfianza, debido a que sus jueces por ser desconocedores en 
absolute de nuestro Derecho historico, interpretan nuestras leyes 
del modo raâs opresor o injuste para los litigantes, la Câmara de - 
Delegados, resuelve.., se pida al Congreso la supresiôn de dicha - 
Corte". (19)# A peticiôn del Lcdo. Herminio Dlaz Navarre, Présiden­
te de la Comisiôn de LegislaciÔn de la Cêmara, se acordô que dicha 
resoluciôn pase al orden del dla de la siguiente sesiôn. La Democra- 
cia de 20 de enero de I9O9 publica la siguiente nota (20) :
"Câmara de Delegados 
Comisiôn de LegislaciÔn
Habiêndose pasado a esta Comisiôn para Informe, un Proyecto 
de Resoluciôn de la Câmara, que implica un vote de censura 
a la Corte Federal, esta Comisiôn ha de ci di do oir pûblicameri 
te el prôximo viemes y dîas siguientes de 2 a 4 de la tar­
de, en el Salôn de Conferèncias de la Câmara, a los abogados 
amerioanos y del pais y a «oualquier otra persona que desee 
ser oîdo en pro o en contra de la dicha Resoluciôn de la Câ, 
mara, advirtiéndose que todo cargo o exculpaciôn deberâ adu 
cirse presentandose pruebas".
San Juan, 20 de enero de 1909"
Las vistas comienzan el viemes 22 de enero. Présidia el Lcdo. 
Dîaz Navarro, asisten como miembros de la Comisiôn Legislativa los 
Delogados D. Rosendo Matienzo Cintrôn, B. Félix Santoni, D* José - 
de Jésus Tizol, y D. Eduardo Acuna Aybar. El Boletln Mercantil nos
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informa que "la conourrencia era numerosîsima, Consejeros del 
cutivo, Abogados, Delegados, periodistas y personal!dades* Mr. - 
Francis H. Dexter informé primero, haciendo cargos de oar&cter ge­
neral a la Corte; luego hablô el Idc. Mott, formulando cargos y — 
pruebas concretas acompanadas de pruebas", (2l). "Ambos informan­
tes se mostraron de acuerdo con el funcionamiento de la Corte Pede 
ral pero descontentos con el Juez respecte de cuyos actes dieron — 
su opiniôn" (22). El sâbado 23, concurriô Mr. Joseph Andersen quien 
testified a favor del Tribunal y su Juez (23). Asimismo, compareciô 
en ese dia el Lcdo. Juan Vias Ochoteoo (24), Secretario del Depart^ 
mente de Caridad, Sanidad y Prisiones y miembro del Conse.jo E.jecu- 
tivo. Su testimonio fue contrario a la permanencia del Tribunal Fe­
deral. En igual senti do se manifesté D. Laureano Sarria de Vieques. 
En la misma ocasiÔn comparecié el abogado norteamericano Mr. Henry 
H. Hond, qui en ademâs de tener buena px^âctica profesional en la Dis­
trict Court of the United States for Porto Rico desempenaba desde 
el 15 de junio de 1907 el cargo de "Reporter" de ese Tribunal, por 
designacién del Juez Rodey. Su testimonio ante la Comisiôn Legisl^ 
tiva es desfavorable al Tribunal Federal (25).
El Sr. Vicente Balbâs Capô. Director del diario "El Her al do — 
Espanol" testified el lunes 25 de enero (26). Manifiesta, entre o— 
tras cosas, lo siguiente:
"La Corte Federal se nos présenta senores oomo algo sobren^ 
tural, como algo que tiene poder divine y absolute, oomo si 
fuera la representaciôn del Sar de todas las Rusias; y séria 
ocioso que yo me esforzara en demostrar esta verdad con pru^
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bas pues aûn estân latentes, y vivas las palabras de dise 
tinguidos abogados amerioanos en los dîas de anteayer y pi^ 
cédantes, los que expusieron con tonos mâs vivos, la arro- 
gancia y la superioridad de ese juez y de esa Corte sobre - 
testigos y abogados que ante ella comparée en" (27)
Hientras transcurrîan las vistas o audienoias pûbl^oas del Co­
mité de LegislaciÔn de la Câmara de Delegados de Puerto Rico oircu- 
laba en San Juan una carta de respaldo al Juez Federal (28).
"Enero 25 de 1909
Al Honorable 33.S» Rodey, Juez de la Corte Federal de los E^
tados Unidos para Puerto Rico.
Senor; En vista de lo desa.utorizado, ilegal y dentro de todos 
los senti dos injustos ataques contra ustied, nosotros, los a— 
bajo firmantes abogados que ejercemos en el "Bar" de la Cor 
te de Distrito de los Estados Unidos para Puerto Rico, to­
man esta oportunidad para expresar nuestro disgusto por la — 
acciôn ejercida por 1^ Câmara de Représentantes de Puerto - 
Rico, y para notificar a usted nuestra confianza en su inte- 
gridad y habilidad como Juez y nuestro respeto hacia usted 
como hombre y como ciudadano *
Respetuosamente,
Frank Antonsanti, Damiân Montserrat Jr., Edward S. Paine, -
Antonio P. Rodriguez, M. Cdmedo, Antonio J . Araadeo, H.P. Le^
ke. Benjamin Horton, José Benet, José RamÔn Fr%rre y José -
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Pou2*n:.er" (29)
Como consecuencia del testimonio de las vistas y otra infor— 
macion recogi.a, el Lodo. José de Diego, Presidents de la Câmara — 
de Delegados y los Sres, LMs Munoz Eivera, " Herminio Dîaz Navarro 
y Cayetano Coll y Cuehi presentan el 4 de fehrero de I909, el Memo­
rial Num. 1 de la Câmara "sobre limitacién de la Jurisdicoiôn de — 
la Corte Federal" (30)
"Resûelvase por la Câmara de Delegados dirigir al Congreso 
de los Estados Unidos una Sxposicién concebida en esta fomat 
La Câmara de Delegados de Puerto Rico conoce la investiga- 
cién efectuada por el Comité de Asuntos Insulares de la Cânm 
ra de Représentantes (de E#U#) en el ano 1901, con referència 
a la situacién judicial de Puerto Rico, y tiene esta Câmara 
(puertcrriqueha) por cierto que la ampliaciÔn de la jurisdic- 
ciôn de la Corte de los Estados Unidos para Puerto Rico, se— 
gun fuê estatuida por (la) Secciôn 3 de la Ley de 2 de marzo 
de 1901, se inspirô en los falsos, calumniosos y concupiscen­
tes informes de varies abogados, sin arraigo alguno en Puer­
to Rico, ni conocimiento de las leyes y los Tribunales de la 
isla, recién llegados al pais, con el dnico anhelo de gana.r 
mayor fortuna en el mener tiempo. Informes tan injuriosos a 
las Cortes puertorriquehas sôlo podîan ser inspirados en ma­
lignes intereses personales.
Los jueces de Puerto Rico fueron siempre varones ejemplares 
de honradez, y sabiduria y, si en las Certes de la isla han 
ocurrido casos de gravîsima corrupciôn judicial, en elles no
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ha xigurado ningun funcionario puertorriqueho#
Los habitantes de la isla natives y extranos, tenîan y tie_ 
nen iina profunda confianza en las Cortes insulares y no ha- 
bîa ni hay razôn alguna para que la Corte de los Estados — 
Unidos en Puerto Rico hay a invadido por virtud de la Secciôn 
3 de la Ley de 2 de marzo de 1901, la légitima jurisdiociôn 
de nuestros Tribunales en nuestro territorio.
Dicha Ley arrebatô a los puertorriquenos el derecho de admi- 
nistrarse ellos mismos su propia justicia en su propio pais, 
y privô tarabién a los espanoles residentes el derecho que les 
fue otorgado por el articule IX del Tratado de Paris con que 
los Estados Unidos y Espana terminaron la Guerra de I898#
Mâs adelante el Memorial ITôm. 1 de la Câmrra de Delegados de 
Puerto Rico manifiesta sobre los Jueces federales norteamericanos 
lo siguiente;
"Jueces inesperados, sin el mâs ligero conocimiento del idi£ 
ma, de las costumbres y de las leyes de Puerto Rico, pasaron 
sucesivamente por la Corte de los Estados Unidos en este Dis­
trito; no aprendieron, ni entendieron, ni apiicaron las le­
yes del pals.,, administroi'on justicia en nuestro pais como 
los primeros Pretores, con las XII tablas, cual si en nues­
tro pais no existiera un modem o sisteraa de Leyes codifica- 
das; no pudieron comprender ni apreciar las de claraoi one s — 
de los testigos puertorriquenos, en las causas civiles y cri 
minalos; y, con toda esta ignorancia y confusiôn, la justi-
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cia de la Corte de los Estados Unidos en Puerto ^ c o  pro- 
dujo las may or es sorpresas, los mâs grandes contras enti dos 
y la mâs insufrible tirania en lo mâs délie ado de las rela­
ciones civiles.
Tan graves causas serfan suficientes para determinar la Re­
soluciôn de esta Câmara a pedir al Congreso la supresiôn de 
la Corte de los Estados Unidos en Puerto Pdco, ITi esta deter 
minaciôn iria contra las instituciones federales, pues, aûn 
Buponiendo que Puerto Rico fuera un territorio de los Esta­
dos Unidos, existen territories sin Cortes de los Estados U— 
nidos; pero no siendo Puerto Rico nada en el Derecho consti- 
tucional americano, perteneoiendo y no form an do parte de los 
Estados Unidos, segûn ha deolarado la Suprema Corte de la - 
Repûblica, es una antinomia jurfdica y polftica que haya una 
Corte de los Estados Unidos en Puerto Rico que no forma par­
te de los Estados Unidos.
Solioitamos se derogue la Ley de 2 de marzo de 1901 y se -
restablozoa la Seociôn 34 de la Ley de 12 de abril de 1900 - 
(Foraker) si es que esta Ley autoorâtioa e injusta ha de se- 
guir por algûn tiempo mâs rigiendo y oprimiendo al Pueblo - 
de Puerto Rico.
El Memorial de la Câmara antes mencionado es aprobado por una— 
nimidad (31) el miôrcoles 24 de febrero de 1901. Dos dîas despuês
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se discute una Resoluciôn solicitando la destituciôn del Juez Fe­
deral B# Rodey (32). La misma es puesta a votaciôn y es aprobada - 
por 22 votos a favor y siete en contra, estando dos delegados au- 
sentes (33). Bicho Memorando y Resoluciôn de la Câmara de Delegados 
de Puerto Rico es enviado al Congreso de los Bstados Unidos» Obsêr— 
vese que dichos recursos legislatives son la expresiôn del ûnico - 
cuerpo colegislador que es eleoto por el Pueblo de Puerto % c o  ca— 
da dos anos y que se componla desde I9O4 de los miembros del Par- 
tido Uniôn de Puerto Rico, quien obtiene en cada elecciôn el respal 
do popular, ITo era pues una Resoluciôn Qon.junta. que hubiera nece- 
sitado la aprobaciôn del Conse.jo Ejecutivo. el otro cuerpo colegis­
lador se.gun la Ley Foraker. Este Consejo Ejecutivo se componla de 
once miembros, seis de los cuales eran Secretaries de Gobierno y — 
cinco ciudadanos de Puerto Rico, ambas clases de miembros designa­
do s por el Présidente de los Estados Unidos,
Desde el I9 de febrero de I909 la prensa anuncia la compareoen 
cia de los abogados norteamericanos Mr. Hord, Mr. Dexter y Mr. Molt 
ante el Juez Rodey del Tribunal Federal, para iniciar prooedimientos 
por de sac at o (34) • Los orlgenes de esta decisiôn del Juez Federal 
pue den trazarse a la Asarablea de la Federal Court Bar Association 
oelebrada el 6 de febrero de I9O9* A la misma asisten 23 abogados 
(35)# Mr. Sweet, Présidente saliente présenta una Resoluciôn con - 
relac iôn a los acontecimientos ocurrido s en relaciÔn con el Tribu­
nal Federal. La misma dispone lo siguiente; "Por cuanto se ha heoho 
un ataque vigoroso e infundado a la Corte de Distrito de los Esta—
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dos Unidos para Puerto Rico; y Por guaato miembros de la Asocia- 
oiôn de Abogados de esta Corte se han uni do con los enemigos de - 
la instituciôn en si, para el propôsito de exhort ar o conseguir -
la destituciôn del présente Juez de dicha Corte; y Por Cuanto el - 
ataque a dicha Corte como una instituciôn creada por el Gobierno 
de los Estados Unidos fue efecturdo sin base alguna en la ley, y 
si se tornase nota de ello, habria de resultar, no solamente en per 
juicio del Pueblo de Puerto Rico, sine de la Corte, por lo tanto; 
Resûelvase; que la Asociaciôn de Abogados de la Corte Federal de - 
Puerto Rico expresa su sincero desagrado de que algunos de sus miem 
bros hay an tomado parte en dicho ataque a la Corte o al Juez de la 
misma, en la manera, forma y lugar en que dicho ataque tuvo lugar# 
Resuêlvase, ademâs, que por la présente expresamos nuestra confian 
za en dicha Corte y en el presents Juez de la misma" (35)#
Mr. Pettingill descontento oon la Resoluciôn presentÔ la si­
guiente enmienda, "ResuÔlvase, ademâs, que esta Asociaciôn considé­
ra la acciôn de aquellos miembros que oomparecieron ante una Comi­
siôn Législative y tomaron parte en el ataque antedicho, como un a£ 
to en menoscabo de la profesiôn y una séria violaciôn de sus debe- 
res a la Corte, mereciendo dicha acciôn una investigaciôn por parte 
de dioha Corte y el oonsiguiente castigo rue Autorlce la Ley". —  
Efeotivamente, el Juez Rodey inici?. el procediraiento judicial para 
castigar por desacato a los abogados Hord, Dexter y Molt y al Lcdo. 
Sarmiento. El 23 de marzo de 1909 os radicada la opiniôn del Juez 
Rodey sobre este asunto. La misma consolida cuatro causas tituladas
267
"Ex Parte Thomas D# Molt, Jr.; "Ex Parte Henry H, Hord"; "Ex Par 
te Francis H. Dexter" y la del puertorriqueno, "Ex Parte Antonio 
Sarmiento" (36)# Comienza narrando los hechos por los cuales estes 
abogados son objet os de desacato al Tribunal Federal; que el "Bar 
Association" solicité dicho procedimiento; que los tribunales fedo 
raies carecen prâcticamente de poder para castigar por desacato, - 
que dicho Memorial era un ataque al Tribunal Federal como institu­
ciôn y que el mismo solicitàba la abolioiôn de la District Court 
of the United States for Porto Rico o la re strie ci ôn de su jurisdi£ 
ciôn (37) • Niega la juris dicciôn de la Câmara sobre el Tribunal* — 
Luego condena la presencia de los abogados norteamericanos allî pues 
"estân eduoados de acuerdo a la ôtica legal americana". "Estes mis— 
rnos hombros, segun se dice, tomaron una gran parte en inducir al 
Congreso a establecer este Tribunal en Puerto Rico, como un ejemplo 
de los Tribunales norteamericanos, y sin embargo compareoen ante - 
dicho desautorizado Comité" (38), Termina ÜÆr, Rodey su larga opiniôn 
imponiendo sentencias suspendiendo por diferente tiempo de la prâo- 
tica en el Tribunal Federal y multas* Al Lcdo, Sarmiento le absuol—
ve. (39).
En marzo de 1909 cuando la Câmara de Delegados de Puerto Rico 
revisa el Presupuesto anual del psS a para el ano siguiente: "intro- 
dujo (tambiên la Câmara) una rebaja del 90 por ci ente en los ofioi^ a 
les de la Corte de Distrito de los Estados Unidos, cuyos salarios 
no fi ja el Aota Orgânica (40). Esta rebaja era una protesta contra 
la Corte de Distrito de los Estados Unidos, cuya modificaciôn o su—
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presiôn habîa pedido la Câmara* Virtualmente, al suprimir los suel^  
dos, se suprimia la Corte". Asi desoriben los Delegados D. Luis Mu 
noz Rivera, D. Cayetano Coll y Cuchi y D. Eugenio Beniteo Castano 
la acciôn de la Câmara rebajando los sueldos que dicho cuerpo anual. 
monte aprobaba (4l)#
El Gobernador de Puerto Rico, Mr. Regis II. Post, decide aus- 
cultar la opiniôn pûblica enviando un cuestionario con siete pregun- 
tas en relaciÔn con otros tantos temas sobre posibles enmiendas a — 
la Ley Orgânica Poralcer. Las preguntas se dirigieron a varies ciuda­
danos en septiembre de I9O9# lies interesa la pregunta numéro très, 
la misma trata sobre la District Court of the United States for —- 
Porto Ricoo (42)
"3# iCrée usted que deba hacerse algûn cambio en la jurisdi_c 
ciôn de la Corte Federal?
iCrêe usted que deba proveerse lo necesario para apelaciones 
a una Corte de Circuito en los Estados Unidos, y de êsta en 
définitiva para ante la Corte Suprema de Estados Unidos?
£,Crée usted que los asuntos de la Corte Federal justifiquen 
la creaciôn de otra corte, o el nombramiento de dos jueces 
£)ara la misma?"
De los cômputos oficiaies preparados en la oficina del Gober­
nador Post me peimito reproducir las relacionados con esta pregun­
ta numéro très.
"Pregunta III — Tribunal Federal,
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Parte 2, Apelaciones al Tribunal de Circuito








Tôt al • • • 44 Total... 97
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Parte 3, Aumento en Tribunal 0 Jueces
A favor En contra
Abogados 12 31






Total••. 28 Total... 104
De las 147 contestaciones ofrecidas en la encuesta sobre el - 
Tribunal Federal, pregunta numéro très antes transcrite, me permito 
escoger dos para dar una idea, aunque somera de las respuestas re- 
cibidas. Seleccioné dos opinionss contrarias, las de Don Vicente - 
Balbâs Cap6 y Dr. José Celso Barbosa, ambos ayunos en Derecho, pe— 
ro con gran sentido juridico y de la realidad de su tiempo, segun 
la entendieron.
Vicente Balbâs Capé 
Editor, Heraldo Espanol 
Independiente
"Creo que debe ser suprimida por innecesaria y peligrosa, ha— 
bida cuenta de que no sôlo es una cmenaza constante al derecho de 
los ciudadanos, pues los jueces ignoran nuestra legislacién, y sus
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sentencias, basadas en legislaciones de otros paises, estân en - 
pugna con nuestro Derecho y hasta con nuestros uses, sino porque 
la existencia de una Corte Federal implica desconfianza en nuestros 
tribunales insulares que constituyen sobrada garantia para proté­




"Creo que la Corte Federal de Puerto Rico debe tener la misma 
jurisdicoiôn que sus similares en los Estados Unidos; que al Distrd 
to Federal de Puerto Rico se agregue una Corte de Circuito de los 
Estados Unidos para sus apelaciones menores de cinco mil pesos y — 
que se cree otra Corte",
Termine esta secciôn reproduciendo las partes pertinentes de 
un articule del Lcdo* José de Diego publicado en el diario La Demo- 
cracia de 1 de abril de I9IO titulado, "La Jurisdicoiôn de la Cor­
te Federal en el Bill Olmsted" : (43)
"Desde que se aprobô la Ley de 2 de marzo de I9OI, hasta - 
que se introdujo en la Câmara de Représentantes (de Estados 
Unidos) el Bill-Olmsted, en ese largo perlodo de nueve anos, 
sôlo la Câmara (de Delegados) realizô gestiones tendantes a 
reducir la jurisdicoiôn de la Corte Federal de Puerto Rico» 
lli el Colegio de Abogados, ni otro organismo alguno se habla 
raovido en la justa demanda reparadora de nuestro poder judi
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cial, cuando la Câmara velaba por êste, como por todos los 
privilegios de la interna soberania, ella sola y valiente 
clamando y luchando por el Derecho de la Patria. En la pri­
mera sesiôn de la Quinta Asamblea, que se celebrô el pasado 
ano de 1909, la Câmara (de Delegados) reiterô al Congreso su 
anterior pedimento en un memorial razonado y concrete sobre 
el asunto, que fuÔ reproducido y enviado en la sesiôn del — 
curs ante ario, mereciendo la aprobaciôn del Colegio de Aboga­
dos de Puerto Hico, que entregô el Memorial a sus coraisio— 
nados, como un documento de gran fuerza en apoyo de la soli- 
citud del Colegio de Abogados sus t anci almen te conforme con 
el Memorial de la Câmara",
El Proyecto de Ley Olmsted
El 15 de marzo de I9IO se presentô en el Congreso de los Esta­
dos Unidos el llamado proyecto de Ley o "Bill Olmsted", De esta - 
forma inioian los trâmites legislativos para dotar a Puerto Rico ds 
una nue va Ley Orgânioa, que sustituya la primera norteame ricana - 
llamada Ley Orgânica de I9OO (Foraker) (44) • Todo el aho de I9IO s^ 
râ marcado por los osfuerzos de los puertorriquenos de obtener ma- 
yores libertades constitucionales, Ya desde fines de I9O9 se sabla 
que se trabajaba en la reforma de la Ley Foraker, El 7 de enero de 
1910 un grupo representativo de los abogados puertorriquenos de la 
Bar Association of the District Court of the United States for Porto
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Rico reoomiendan que se modi fi que la secciôn 34 de la Ley Foraker 
de manera que los pi*o ce diraient os en el referido Tribunal Federal 
se conduzcan oficialmente en los idiornas inglÔs o espanol, "Tal —  
cambio —razonan— parece ser juste y propio pues es un Tribunal Fe­
deral establecido en un pals hispano—americano cuyo idioma native 
generalmente es el espanol. De esta forma la justicia como es admi— 
nistrada por dicho Tribunal estaria en contacte directe e inmediato 
con el pueblo y dichos prooedimientos, mejor conocidos tenderlan a 
aumentar la validez y el prestigio del Tribunal ante el pueblo. Es­
te tambiên aumentarâ el numéro de jurados accesibles en casos de — 
juioios por jurado y facilitarla la prâctica de los abogados puert^ 
rriquenos, quienes en la mayorla de los casos, o no conocen el idi£ 
ma inglês o lo conocen deficientmiente, siendo la ventaja total de 
parte de los abogados norteamericanos, quienes tienen un conocimien 
to total de su lengua nativa" (45)
Ante la reforma que se espera, el Colegio de Abogados de Puerto 
Rico se reune el 13 de enero de 1910, Preside el Lcdo, Juan Hernân- 
dez Lôpez, y siendo miembros de la Junta de Gobierno los let r ados 
D. Manuel F, Rossy, D, Francisco de Paula Acuna y Paniagua y D, Ra­
fael Lôpez Landrôn, aprobÔ una Resoluciôn solicitando la supresiôn 
de la jurisdicoiôn extra que ténia la District Court of the United 
States for Porto Rico por la referida Ley de 1901, Dicha Resoluciôn 
fuê sometida a la Asamblea General siendo aprobada por unanimidad 
(46), Asimismo, se acuerda enviar dos abogados a representar al Co­
legio cuando se inicien las audienoias o vistas pûblicas en el Con-
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greso de V/ashington sobre las reformas a la Ley Orgânica# Liez — 
dias despuês -el 13 de febrero-, el Comité Territorial del Parti- 
do Republieano Puertorriqueno (47) voté unânimemente por "quitarle 
las actual es e injustificadas atribuciones" que ténia el Tribunal 
Federal, este es, la abolicién de su jurisdlccién extra otorgada 
en 1901# Votaron a favor, los senores Guzrnân Benitez, Parra Capé, 
Tous Soto, Rossy Calderôn, Quinones, Francesclii, GÔraez Lassere, - 
Vêlez, Quinones (Fco.), Torres Monje y Vizcarrondo# Parecido tenor 
tiene el acuerdo unânime de la Junta Central del Partido Uniôn de 
Puerto Rico en reuniÔn de 16 de febrero (48)* Los diarios El Tiempo, 
La Lemocracia# Boletln Mercantil de Puerto Rico y La Corresponden- 
cia de Puerto Rico, La opiniôn pûblica era general y unânime en con 
tra de la continuaciôn del Tribunal Federal con los privilegiados 
poderes conferidos por la Ley de 1901,
La reacciôn no tarda en oponerse, El Lcdo, Francis II, Dexter 
escribe al Secretario de la Guerra el 26 de enero de 1910: (49)
"Desde su parti da, los abogados puertorriquenos estân cele— 
brando varias reuniones con el asombroso y ostensible obje­
ts de asegurar la reducciôn del Tribunal Federal de aqul,
Han preparado y onviado a V/ashington una mgmcrando a eooo - 
ëfectos, Yo sôlamente deseo manifestar que ello serâ poco — 
afortunado para los sustanciales intereses comerciales de — 
la isla",
El Bar Asociation of the District Court of United States for
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Porto Rico se opone a dicha medida y envia al Secretario de la Gue 
rra un largo infoime firmado por su Presidents, Mr, Charles Ilartaell 
y fechado cl 1 de febrero de I9IO, Allî manifiéstan su respaldo al 
tribunal y argumenta por el mantenimiento de la jurisdicoiôn y el 
ostablecimiento de otro Tribunal Federal (50)# Vuelve a insistir - 
Mr, Dexter sobre este asunto, primero en una carta de 1 de febrero 
donde entre otros argumentos sostiene que: "Yo entiendo que los ab£ 
gados puertorriquehos estân pidiendo demasiado,., Si el pueblo de 
Puerto Rico es sincero en su profesiôn de américanisme y en su de­
seo de americanizaciÔn, no deben tener objeciôn a por lo menos un 
Tribunal norteamericano en la isla ejerciendo jurisdiociôn concurren 
te con los tribunales insulares", "Yo le aseguro a usted que esta 
sugorencia no la hago en interês de los abogados norteamericanos 
practicando ante el Tribunal Federal, sino para bénéficia de los in, 
tereses norteamericanos y extranjeros en la isla", "Yo confio que 
usted favorecerâ la peimanencia del présente Tribunal Federal, el 
cual es uno de los mâs importantes factores en asegurar una impar­
cial administraciôn de justicia y la real americanizaciÔn de la is­
la" (51)* La segunda carta de Mr, Dexter es de 9 de febrero y en 
ella ofreoe su soluciôn al problema judicial de Puerto Rico:
"A mi juicio, la apropiada soluciôn del problema judicial en 
Puerto Rico es la sustituciôn de los tribunales insulares 
y federal, digamos por cinco Tribunales territoriales que - 
tengan ambas jurisdicciones, local y federal, incluyendo - 
"Equity". Habrîa una revis iôn compléta del Derecho y la ado^
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ciôn de un Côdigo Civil Norteamericano,
Hemos heohc avances radicales en el Derecho espanol por in 
troducciôn de varias Leyes norteamericanas, y, como resul- 
tado, nuestras leyes estân en un estado de conflicto y con- 
fusiôn, Hemos adoptado el Côdigo de Procedimiento Civil de 
California, el Côdigo Penal y de Procedimiento Criminal de 
Idaho, Tenemos el juicio por jurado en casos criminales. Te 
nemos el Habeas Corpues, Mandamus e Injuction, Tenemos la - 
ley norteamericana de evidencia y la de testamentos, ê,Por- 
qué no ir un paso adelante y adoptar un "American Civil Co­
de", el cual séria consistante y compatible con las otras - 
Leyes en vigor y la inevitable norteamericanizaciôn de la - 
isla? (52)
Dos représentantes del Colegio de Abogados de Puerto Rico era— 
barcaron para Washington para participer en las audiencias pûblicas 
que el Congreso celebraba en torno del Proyecto de Ley Olmsted, - 
Las instruociones de D, Jacinto Texidor y D, Manuel Rodriguez Serra 
eran en el sentido de que se limite estrlotamente la jurisdicoiôn . 
del Tribunal Federal a asuntos federales, (53) Tambiên la Câmara de 
Delegados envia una Comisiôn para solicitar que la District Court 
of the United States for Porto Rico sea reducida a su minima juris- 
dicciôn (54)# Sobre el Tribunal Federal el Lodo, Coll y Cuchi ma­
nifiesta: "Es lo mismo que si se trajera aqui (a Washington) un - 
juez de Espana para aplicar la Ley en el Distrito de Washington y 
Georgetown, Sin tener el mener conocimiento del castellano los jue-
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ces de la Corte Federal aplican leyes espaholas" (56)# El edito­
rial de la Porto Pdco Review# revista dirigida por el abogado Mr, 
Willis Sweet, antiguo Attorney General de Puerto Rico nos ilustra 
sobre el estado de opiniôn entre los abogados puertorriquehos * (56) 
"Los abogados puertorriquehos estân opuestos a la Corte Fe­
deral en cuanto a su actual constituciôn. Si se prescribe 
la jurisdicciôn de la Corte de manera que quede eliminada — 
de la vida jurldica del pals, entonces el Colegio de Aboga­
dos o al menos la mayor parte de sus miembros encontrarlan 
consuelo suficiente en este particular para reconciliarse - 
con todos los extremos del "Bill", Las opiniones de los aboga 
dos norteamericanos (de Puerto Rico) no impresionaron favo— 
rablemente a Mr, Dickinson (Secretario de Guerra) y dîcese - 
que manifestô que dudaba de si los abogados continentales - 
fueron o no inspirados por motives egoistas",
A pesar del esfuerzo de los puertorriquehos pocos oambios se 
introdujeron en el "Bill Olmsted" # El mismo fuê aprobado por la C£ 
mara de Représentantes pero no asl por el Senado de Estados Unidos
(57) .
Desde el Bill Olmsted a la Ley Orgânioa de 1917
El 18 de julio de 1913 Don Luis Muhoz Rivera, entonces Comisi^ 
nado Residents en Washington, escribiô una carta a D, José de Diego 
donde le expresa su pens ami en to con relaciÔn a un Proyecto de Ley —
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Orgânica preparado en el Bureau of Insular Affairs, Allî entre — 
otros asuntos manifiesta que "merecen franco apoyo.., la supresiôn 
de la Corte Federal" (58}, El 8 de diciembre de 1913, el asesor — 
jurîdico del Bureau antes mencionado, Mr, Félix Frankfurter, pre— 
parô un "Announcement of Porto Rican Policy". (59)» El mismo es una 
declaraciôn de la polltica del Gobierno de Estados Unidos para con 
Puerto Rico, y para que basândose en sus disposiciones se prepare 
una nueva Ley Orgânica, El mismo no se publicÔ pero circulô entre 
las personas interesadas en el asunto. Cuando trata sobre la judi— 
catura sostiene que la "United States District Court for Puerto — 
Rico" debe ser abolida, pues tal tribunal no tiene funciones en na­
da que se acerque a un gobierno autonômico". (60). Cuando se pré­
para el Proyecto de Ley Orgânica se usa dicha declaraciôn de Mr. 
Frankfurter, participando éste personalmente en el proceso. La se^ 
ciôn 43 del Proyecto original antes mencionado suprime o desconti— 
hûa la District Court of the United States for Porto Rico, Dicho — 
proyecto, oomo es usual se envia junto a la declaraciôn (Announce­
ment) a los funoionarios que por sus cargos puedôn ofreoer sus 00- 
mentarios, El 15 de dioiembre de 1913* el Gobernador de Puerto Rico, 
llr. Arthur Yager, esoribe una oarta of loi al al General McIntyre - 
fechada el 15 de diciembre de 1913, La misma se refiere a las en- 
mi endas a la Ley Orgânica. En el cuarto punto el Gobernador mani­
fiesta que; "El Tribunal Federal debe ser o descontinuado o su ju­
risdicciôn modificada". En este punto estoy en duda, pero me incli­
ne a la continuaciôn del Tribunal bon jurisdicciôn modificada (6I).
El Attorney General de Puerto Rico, Mr. V/, Pittin en carta a
279
llr* Frankfurter de 28 de enero de 1914 comenta oficialmente el - 
nuevo Proyecto de Ley Orgânica* Sobre el Departanento de Justicia 
manifiesta que, "Puerto Rico estâ todavia en estado formativo, cain 
biando su sistema de Justicia espanol a norteamericano. Per muchos 
anos en el porvenir este carabio necesitarâ ser conducido bajo la - 
supervisiÔn de un abogado norteamericano (62). En la eventualidad 
de la aboliciôn del Tribunal Federal, y el cambio al mismo tiempo 
a un Attorney General puertorriqueno, con poder de supervisiÔn so­
bre los tribunales locales, serâ considerado êsto por muchos nor- 
tearnericanos que tien en intereses inverti do s aquî, como una calam^ 
dad". (63). En cuanto a la abolioiÔn del Tribunal Federal, el Attor 
noy General esta de acuerdo si se dan ciertas condiciones. Por e_s 
ta êpoca, D, Luis Llufloa Rivera prépara y circula un proyecto de - 
Ley Orgânica en el cual la District Court of the United States for 
Puerto Rico se descontinua. Su jurisdicciôn es conferida al Tribu­
nal Supremo de Puerto Rico, hasta que la legislatura actûe (64),
En la versiôn oficial y final que se prépara del Proyecto de Ley 
Orgânica y que se envia al Congreso continua figursndo el Tribunal 
de los Estados Unidos en Puerto Rico (65).
En 11 de febrero de 1914j ol Présidente del Bar Association 
of the District Court of the United States for Porto Rico, Mr. Fran 
cis H. Dexter protesta de los planes para abolir dicho Tribunal 
(66). En la misma comunicaciôn vuelve a reiterar los argument os ya 
sabidos de la oonveniencia de que dicho fore permanezca en la isla. 
Acepta que "se estân haciendo grandes esfuerzos para abolir el Tri­
bunal Federal en relaciÔn con la referida legislaoiôn". Y que "la
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existencia de la Corte Federal es una de las grandes consideraoio— 
nés en la inversiôn de capital por los ciudadanos americanos y ex— 
tranjeros en esta isla". A dicha carta contesta el Bureau of Insu­
lar Affairs asegurando que no se eliminarâ dicha instituciôn. Aun 
que sabemos que el asesor juridico del Bureau, el que serâ insigne 
Catedrâtico y Juez del Tribunal Supremo de Estados Unidos, Mr. Frank 
furter, contemplô la idea de suprirair el Tribunal Federal en Puerto 
Rico y que lo propuso en su Declaraciôn de polîtica pâblica y en -
la redacciôn original que se efectuô de la nueva Ley Orgânica. Lue
go sabemos que se cambia de idea en el War Department,
El 24 de febrero de 1914, Mr. Pitkin, Attorney General de Puer
te Rico, escribe una opiniôn oficial al Gobernador Yager (6?). La 
misma ofrece las recomendaciones del funoionario ûltimamente cita- 
do sobre el nuevo Proyecto de Ley. Con relaciôn al Tribunal de Es­
tados Unidos, Mr. Pitkin recomienda que se suprima la jurisdicoiôn 
extra que posee desde I9OI, asimismo que se éliminé el oargo de - 
Juez Federal y que el "Attorney General of the United States" asi_g 
ne un Juez cada vez que haga falta. En el prôximo pârrafo le infor­
ma Mr. Frankfurter por quë el pueblo de Puerto Rico se opone tenaz- 
mente a la creaciÔn, funoionamiento y existencia institucional del 
Tribunal Federali "Las causas principales para el descontento grany 
de, considerable y general para con la United States Court for Por­
to Rico han sido dos, primero, su râpida jurisdicciôn general que 
permits a cualquier ciudadano americano, sea residents de Puerto — 
Rico o no, transferir su caso a dicho tribunal o juzgarlo original-
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mente en ese tribunal, y, segundo, la falta de reputaoiôn y habi- 
lidad de los hombres que han actuado como jueces de ese tribunal 
federal". Es por entonces que el Juez del Tribunal Federal en Puer___ 
te Rico, lir. Peter Jo Hamilton, escribe una carta al Hon# J,F, - 
Shafroth sobre los asuntos de Puerto M c o  donde termina con estas 
palabras: "Las Escuelas Publicas y el Tribunal Federal son las dos 
grandes fuerzas educacionales de norteamericanizaciôn en la isla" 
(68). Asimismo el Secretario de Justicia, Mr. Htkin envia al Gober 
nador un plan graduai para abolir la United States District Court 
for Porto Rico (69)*
Es en este moraento en que se publiea en la Revista de Legisla— 
ciôn y Jurisprudencia de la Asociaciôn de Abogados de Puerto Rico 
(70) un artîculo escrito por el letrado D. Jorge V. Dominguez que 
llama la atenciôn y se comenta en la prensa. Su titulo es: "La abo­
liciôn de la Corte de Distrito de los Estados Unidos",
La aboliciôn o limitaciôn jurisdiccional de aquella Corte, 
no habia de beneficiar sensiblemente los intereses profesio- 
nales del que susoribe, ni segûn creo, los de ninguna clase 
o parte del elemento profesional native. Huestras observaoip^ 
nés no obedecen tarapoco a sentido de animesidad o recelo — 
profesional hacia sus compaheros americanos que de rivan, ca— 
si exclusivemente, sus fuentes de ingreso de la obligada — 
clientela que la actual organizaciôn de dicha Corte créa, — 
haciendo en cierto modo necesaria la existencia de algunos 
bufetes de nacionalidad americana. Ho es asimismo sentido —
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alguno de prejuicio hacia los magistrades que en distintas 
ocasiones la presidieron, juicio acerca de alguno de los cua 
les nos reservamos por considerar su exposiciôn inoportuna. 
Es sin embargo necesario que el pais discuta séria y discre- 
tamente la necesidad de una importante e inmediata limita— 
ciôn, ya que no una total aboliciôn de las facultades juris- 
diccionales de dicha Corte, Hemos de admitirr que la Corte - 
Federal représenta en Puerto Rico el principle de autoridad 
federal del Gobierno de los Estados Unidos,.." "Es el agente 
o medio de que el poder dominador se sirve para llevar a ca— 
bo y hacer efectiva la autoridad de sus ley es nacionales", 
"en tanto el status politico de Puerto Rico sea definido, es 
bien seguro que una total supresiôn de la Corte Federal serâ 
combatida y derrotada... por los que ven en toda justa de­
manda de nuestro pueblo una ofensa a la naciôn.... un despre 
ciable desconocimiento por nuestra parte del mérite o valor 
indiscutible de las sablas prâctioas democrâticas y de la su 
puesta superior!dad de las instituoionôs jurîdicas anglosa- 
jonas". liuego el Lodo# Dominguez recomienda que la jurisdic­
ciôn del Tribunal Federal debe restringirse a los siguientes 
asuntosI "l) Al oastigo de violaciones de las leyes pénales 
de los Estados Unidos y leyes de correo; 2) A la tramitaciôm 
de los asuntos de quiebra; 3) A la resoluciôn de las causas 
de almirantazgo"
A este articule del Ledo. Dominguez contesta otro abogado, el
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Lodo* Francisco Soto Gras# Su breve nota lleva por titulo: Sobre - 
la Corte Federal#
"Abimdo en la opiniôn del Director de esta Revista: la Cor­
te Federal debe restringirse en su jurisdicciôn a materias 
puramente federales» Quiebras, Leyes Pénales de los Estados 
Unidos y Leyes Maritimas (Admiralty). Desde lu ego quiero a- 
clarar, que al aceptar la continuaciôn de la Corte Federal 
en estas condiciones, no es que sea partidario de su existen 
cia en este pais, sino que acepto un têrmino medio concilia 
torio, inspirândome en el refrân que dice: "del mal al menos" 
ya que si bien es verdad que la Corte en cuestiôn, con sus 
sistemas, leyes, idioma y demâs particularidades distintas, 
hasta antagônioas de las de nuestra patria, neoesarirmente 
ha de producir y ha producido fatales resultados y un estado 
general de inoertidumbre y recelo en ambos. litigantes y abo- 
gados. Hecesidad que bien sabemos todos, no subsistiria por 
un sôlo instante si ello dependiera de la voluntad de los - 
puertorriquenos, pero que con el fanatisme de las realida­
des desesperantes hemos de aceptar resigjiados" (71)
Es en este moments en que el Colegio de Abogados de Puerto - 
Rico aprueba por unanimidad una ResoluoiÔn solicitando la supre­
siôn de la District Court of the United States for Porto Rico. Con— 
signada en un cablegrama se envia a D. Luis Munoz Rivera en Washing 
ton:
"Asocinciôn de Abogados de Puerto Rico solicita Congress —
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supresiôn Corte Federal fundândose en razones légales. No 
fijado status politico de Puerto Rico continuaciôn esta - 
Corte de forma territorial especial es contraria sentimien- 
tos de esta Asociaciôn, No siendo posible supresiôn, insis­
ta adecuada limitaciôn jurisdicciôn al conocimiento leyes - 
pénales, postales, marîtima y quiebras, Cualquier otra juris 
dicciôn serâ contraria a la soberania de las certes insula- 
res" (72).
Asimismo la Câmara de Delegados de Puerto Rico elige al Le do, Be­
ni gno Fernândez Garcia, miembro del cuerpo, como su représentante 
oficial ante las audiencias que el "Committee on the Pacific Islands 
and Porto Rico" celebraba entonces -marzo de 1914“ sobre reformas — 
a la Ley Orgânica (73)» El 9 de marzo el Delegado Fernândez Garcia 
(74) comparece ante dicho Comité y solicita la aboliciôn del Tribu­
nal Federal en Puerto Rico a nombre de la Câmara de Delegados (75)• 
Mr, Francis Dexter, Presidents del Bar Association of the Dis­
trict Court of the United States envia una carta al Lcdo, Luis Mu­
noz Morales, Présidente del Colegio de Abogados de Puerto Rico el 
15 de junio de 1914, invitando formalmente a esta ûltima organiza- 
ciôn a la inauguraciôn oficial del nuevo edificio del Tribunal Fe­
deral# Cuatro meses despuÔs contesta el Sr, Munoz Morales, manifes— 
tândole que la Junta de Gobierno del Colegio de Abogados se reuniô, 
discutiô el asunto y decidiô por unanimidad ^  asistir oficialmente 
a dicha inauguraciôn, Los act os se llevan a cabo el 4 de noviembre 
del 1914, En su diseurso Mr. Dexter intenta analizar la razôn de -
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la oposiciôn de los puertorriquenos al Tribunal Federal, Por l o ­
que maniiiesta, no llegô a oomprender el problema, pues compara 
la realiü-ad puertorri uona, con la do due va York u otro s Estados - 
norteamericanos.
El gran Estado de îTueva York no considéra los tribunales fé­
dérales que ojercen jurisdicciôn en un enorme numéro de ca­
ses judicialos dentro del territorio como una intervenciôn 
en su sistema judiciaJ o invasiôn de sus poderes soberanos.
Se pretendiô que esta provisiôn (estableciendo el Tribunal 
Federal), y asi deberia ser considerada, una concesiôn y un 
privilégie para el Pueblo de Puerto Rico, Paradôgioamente, 
un considerable numéro de elementos puertorriquenos la oon- 
sideran todo lo contrario, como una amenaza y un peligro, 
l a  quë? (76)
En carta que escribe al Gen, Frank McIntyre, Chief of the Bu­
reau of Insulca’ jiff airs, Mr, Boxter da noticia del interior aoto 
y de la actitud del Colegio de Abogados de ftier to Rico, "La ocasiën 
fue un éxito a posar de que los abogados puertorriquenos se hicie- 
ron conspicuos por su doliberada y estudia.da ausencia. Su actitud, 
como esta explicada en la comunicaciôn del So-lor Hunôz Morales no 
se debe a ninguna antipatfa personal al dues y abogados de la Dis—
trict Court of the United States for Porto Rico, sino al espfri- 
tu de oposiciôn a dicho tribunal como institucion" (77)* IfL aiio - 
sigriienoCj ol S' de mai-so de 1915 da Camara de Delogados vuelvo a - 
solicitar la aboliciôn del Tribunal Federal en Puerto Rico o en su 
defocto, el otorgamiento de jurisdicciôn exclusiva del Tribvaial — 
Supremo de Puerto Pico on los asuntos federales que aquella cono—
Cla (78).
La he;- Or.r.nica de 1917 (Jones)
^1 Tu 0.0 enero de I9I6, el Gongresista Hr, ./illirm Jones pré­
senta un Itroyucto do Ley Organisa para Puerto Lico, Ps el resuita- 
do de consultas privadas a difemites est ament os gubern ament ales, 
Incliq,'-e la District Court of the United States for Porto o-dco, aun— 
que con algunos cambios on su jurisdicciôn, Cuatro dfas despuôs, — 
ol Gole;;io do Abogados de Puerto Rico se reûne en Asar.iblca extraor— 
dinaria y aprueba una lie so lu ci 611 en relaciôn con el Tribunal de Es 
tados Unidos on la isla. En el primer por tanto se solicita "que - 
se suprima la Corte de Distrito de los Estados Unidos para Puerto 
Rico, confiriendo la jurisdicciôn adicional necesaria a la Corte - 
Suproma de Puerto Rico para ver y determinar todos los casos en que 
una cuestiôn federal este envuelta o en que los estatutos de los — 
Estados Unidos hayan de hacerse cumplir, con jurisdicciôn asimismo 
sobre los c  ses de Almirantazgo y Quiebra, En el se,gundo por tanto 
dice lo, ncsoluciôn; "En caso de que la anterior medida no se esti­
me Pacticle, que entonces se restrinja la jurisdicciôn de la dicha
287
Corte de Distrito de los Estados Unidos para Puerto Rico al cono­
cimiento de casos en que esté envuelta la violaciôn de las leyes 
estatutarias de los Estados Unidos, y de casos sobre almirantazgo 
y quiebra, confiriendo toda la demâs jurisdicciôn a las Cortes in- 
sulares de Puerto Rico",
Las razones del Colegio de Abogados puertorriqueno para soli­
citar taies medidas se encuentran en los, por cuantos, que contie­
ns la referida Resoluciôn: "La Asociaciôn de Abogados de Puerto Ri­
co ha recomendado, repetidas veoes, la supresiôn de la Corte de Di^ 
trito para Puerto Rico, ateniêndose a la opiniôn manifiesta de la 
mayoria de sus miembros, y en anteriores ocasiones ha tornado acuer­
do s a tal efecto", Mâs adelante expresa la "reconocida eficiencia, 
capacidad de integridad de los jueces de las Cortes insulares.,,., 
se ha hecho siempre cumplida justicia en todos los casos y en to— 
des las ooasiones, y la vida, la libertad y la propiedad de los na- 
tivüs de Puerto Rico, de los ciudadanos americanos y de los extran 
jeros, estân debidamente protegidas y garantizadas por diohas cer­
tes (puertorriquehas)• Pinalmente, en el sêptimo Por ouanto se tra 
ta el problema del idioma* No debe olvidarse que todos los procedi- 
mientos se con duo en y llevan en idioma inf;lôs en la District Court 
of the United States for Porto Rico, (S)iendo el oastellano el i(xni- 
co idioma que habla la gran mayoria de los habitantes de la isla, 
incluyendo a los abogados en ejercicio, son grandes las dificulta- 
des y excesivo el trabajo que pesa sobre las partes y sus abogados 
en las vistas de los casos y en la determinaciôn de sus derechos - 
ante la Corte de Distrito de los Estados Unidos para Puerto Rico,
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oircunstanoia que no o curre cuando recurren a las certes insula- 
res". Firman la Resoluciôn los Lcdos, D# luis Munoz Morales y D, 
Pablo Berga Ponce de Leôn (79) * El Colegio de Abogados envia al - 
Lcdo, Manuel Rodriguez Serra para que le represents y argumente - 
la referida Resoluciôn ante el Committee on Insular Affairs de la 
House of liepresentatives en V/ashington, Asi lo hace el Lcdo, Rodrl 
guuz üerra en la sesiôn del 5 de febrero de 1916, Como la discu- 
siôn toma otro ruiiibo el testirnonio principal de este letrado sobre 
el Tribunal Federal es el siguiente; "En representaciôn del Colegio 
de Abogados de Puerto Rico, deseo manifestar que su convieciôn es 
que la United States for Porto Rico debe ser discontinuada. Ho —  
es necesaria. Ho ha hecho en el pasado nada bueno, que nuestros — 
tribunales no pue dan ejecutar, lia creado una diferencia en la con 
diciôn juridica y los derechos privados de los ciudadanos, no ju£ 
tificada y mucho menos entendida en Puerto Rico" (80).
Es interesante comparar el largo testimonio del abogado Mr, - 
Francis H, Dexter ante el mismo Comité congresional, pero unos dias 
antes, el 26 de enero de I9I6, Testifioa a nombre y representaciôn 
del "Bar Association of the District Court for Porto Rico", Su mo- 
tivo, aumentar aôn mâs la jurisdicciôn de esa instituoiôn 0 por - 
lo monos .^ ue se mantonga como es en ese momento. Argumenta en con­
tra de que se assimile al Tribunal Federal en Puerto Rico con los 
tribunales fédérales en Estados Unidos, Vehementemente sostiene que 
debe centinuar la jurisdicciôn aumentada en I9OI, no para benefi— 
cio de los abogados norteamericanos sino del Pueblo de Puerto Rico 
y las Corporaciones norteamericanas, Podemos sacar la siguiente -
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conclusiôn del testimonio de Mr, Dexter, que ooulta al Comité la 
verdadera situacién y actitud de los abogados y ciudadanos puertoi 
rriquenos sobre el Tribunal de los Estados Unidos, Lleva al Comi­
té a creer que no hay protestas u oposiciôn sobre dicho foro, Por 
supuesto el posterior testimonio de los représentantes de la Cama­
ra de Delegados ; del Colegio de Abogados; del Partido Uniôn de —  
Puerto Idco; de la Uniôn A-ntillana y otros organismes y testimonies 
individuales pondrân en conocimiento de dicho Comité y del Congreso 
la verdadera situaciôn del Tribunal Federal en Puerto Rico (8l),
En el mismo mes de febrero testifioa la Comisiôn del Partido 
Uniôn de Puerto Rico compuesta por los Sonores D, Antonio R, Bar- 
celô y D, Cayetano Cell y Cuchi, Con relaciôn a la District Court 
of the United States for Porto Rico, solicitan la supresiôn de la 
misma, Manifiesta el letrado Barcelô: "Esta demanda représenta de^ 
de luego el sontimicnto de la gran mayoria de los puertorriquenos 
y yo dobo hacor constar aqui ese deseo de mis compatriotas, Pero si 
considéra el Comité que no es conveniente la supresiôn de dicha - 
Corte, nos satisfarâ ol que se roduzca la jurisdicciôn de este tri 
bunal" (82), El 16 de febrero La Democracia editorialisai
"Y aüm con esos defeotos, llegamos a la conclusiôn de aoep- 
tar el Bill, considerând&lo, en su conjunto superior a la — 
Ley Foralcer que nos rige« Porque se mernia la jurisdicciôn - 
de la Corte Federal, restituyendo a las Cortes de Distrito 
del pais mayor suma de facultades, con acrecentamiento de - 
su prestigio" (83)
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En la misma fecha antes mencionada, la mineria parlamentaria 
del Partido Republicano Puertorricmeno radica un Proyecto de Peso— 
luciôn donde solicita al Congreso de Estados Unidos, entre otras - 
peticiones, "que se establezca como idiornas oficiales de la Corte 
de Distrito de los Estados Unidos para Puerto Rico, asi el inglés 
como el espaiiol", Por supuesto que esta peticiôn no pasa de ser - 
una declaraciôn de dicho Partido en cuanto a este problema vital.
Es necesario consignar que ya anteriormente la Presidencia del Par­
ti do Rcpublicano, en enero del mismo aiio, habia establecido como — 
norma politica de la colectividad con referencia a dicho tribunal 
federal que se le suprimiese la jurisdicciôn extra que ténia desde 
1901 y que el idioma espanol también fuese oficial en ese foro (84) 
Ante la inminencia de la aprobaciôn de una Ley Orgânica para 
Puerto Rico, vuelve la Câmara de Delegados de Puerto Rico, aprueba 
por unanimidad, la ResoluoiÔn de la Câmara lïum, 3, titulada "Para 
solioitar del Congreso de los Estados Unidos que décrété la Supre­
siôn de la Corte de Distrito de los Estados Unidos para Puerto Ri­
co, delegando sus facultades en la Corte Suprema de Puerto Rico",
La misma es presontada por los Delegados, Ledos, José Tous Soto, - 
Francisco Parra CapÔ, Enrique Gonzâlez Mena, Antonio Pihero Rodri­
guez, Benigno Fernândez Garoia y el Présidente del Cuerpo, José de 
Diego (85). La Resoluciôn cuya fecha es de 13 de abril de 1916 es- 
tipula que;
"Por cua:ito, no siendo Puerto Rico un Estado de los Estados
Unidüs, no existe motive constitucional alguno para que exi^
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ta una Corte de Distrito federal y con jurisdicciôn, ademâs 
de que carecen las Cortes Federales de los diferentes Esta— 
dos,
Por cuanto, el prestigio de la Corte Suprema de Puerto Rico 
aconseja que la jurisdicciôn de la Corte de Distrito de los 
Estados Unidos para Puerto Rico se confiera a la Corte Su­
proma de la isla,
Por cuanto, esta medida estarâ de acuerdo con los précéden­
tes establecidos en todos los territorios,
Por cuanto, existe un hondo disgusto en la opiniôn pûblica 
de Puerto Rico contra dicha Corte, debido a los procodimien- 
tos seguidos por la misma desde su fundaciôn, consistentes 
en desconocer en sus decisiones las leyes civiles de Puerto 
Rico, en aplicar el Derecho comûn de Inglaterra,
Por tanto, resuôlvase por la Câmara de Delegados de Puerto 
Rico solicitar del Congreso de Estados Unidos que décrété — 
la aboliciôn de la Corte de Distrito de los Estados Unidos 
para Puerto Rico"# (86)
Un Memorando oficial del General Frank McIntyre fechado el 7 
de julio de 1917 glosa las recomendaciones del Depart ament o de la 
Guerra, del cual depend!a el Bureau of Insular Affairs, con rela­
ciôn a la "pendiente Ley Orgânica de Puerto Rico", Alii el autor — 
narra una serie de event os desvirtuando la verdad liistôrica# Por — 
ejemplo, sostiene que el Tribunal provisional de los Estados Uni— 
dos fué establecido para protéger a los espanoles y resolver sus —
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asuntos# Luego se refiere a la District Court of the United Sta­
tes for Porto Rico de la cual manifiesta: "Siêndo êste un Tribunal 
donde se habla el idioma inglës y se apiica el sistema de Derecho 
de Estados Unidos en vez del de Bspaiïa, prâcticamente excluyô de 
sus procesos a los abogados puertorriquenos. La prSctica en este 
tribunal estaba en rnanos de unos pocos abogados norteamericanos que 
habian ido a Puerto Rico# Estas condiciones crearon un gran prejui 
cio en contra del tribunal en la mente de los puertorriquenos y que 
se hizo mayor por el hecho de que los ciudadanos norteamericanos - 
en Puerto Rico eran tratados diferentes a los ciudadanos puertorri 
quehos" "Se ha pens ado que la Câmara (de Représentantes) al conti­
nuer la District Court of the United States for Porto Rico# a pe­
ser de su impopularidad con el pueblo de Puerto Rico, las peticio­
nes de la Câmara de Delegados para su aboliciôn y la opiniôn gene­
ral de que 08 innecesaria, probàblemente sigue la llnea de menor - 
resi:;tencia, y a que es muy probable que la supresiôn del Tribunal 
Federal en el Proyecto hubiera militado en contra de la aprobaciôn 
del mismo"# (Ô7)
El Prpyeoto de Ley Jones se convirtiô en Ley el 2 de marzo de 
1917# La Boociôn 41 que se refiere a la "District Court of the Uni­
ted States for Porto Rico" efectuô algunos cambios y adiciones en 
la estructura de dicha instituciôn# Se aumentô el término de servi- 
cio del Juez de cuatro a ocho ahos y su sueldo se aumentô a 10,000 
dôlares# Se le concediô al tribunal jurisdicciôn adicional para la
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naturalizaciôn de extranjeros y puertorriquenos. Se alterô la ju­
risdicciôn conferida a dicho Tribunal federal por la Ley de marzo 
de 1901. Ahora es mâs restringida que la jurisdicciôn que antes - 
tenîa, pues requiers el no domicilio, se aumenta la cuantia y se - 
exige la ciudadanîa de un Estado, territorio o un dis tri to de los 
Estados Unidos. Esto en lo civil, porque toda la demâs jurisdicciôn 
que posera continua intocable. Los esfuerzos de los puertorriquenos 
para que se suprima la District Court of the United States for Por­
to Rico resultan fallidos, asimismo los de la colonia de abogados 
y ciudadanos norteamericanos de mantener el status quo (88).
Très meses despuôs. el 14 de mayo de 1917. se reûne la Asamblea 
General del Partido Republicano Puertorriqueno. colectividad que fa, 
vorece las instituciones norteamericanas en Puerto Rico, la ameri— 
canizaciôn de los puertorriquenos y la integraciôn a Estados Unidos 
como un Estado mâs. El punto cuatro de su Programa sostiene que:
"4« Mi entras llegue este momento, demandamos del Congreso - 
una declaraciôn explicita o inmediata de que Puerto Rico es 
un Territorio incorporado de los Estados Unidos, y la orga­
nic aciôn oonsiguiente de nuestra Corte Suprema y Certes de 
Distrito como Cortes territoriales, suprimiendo la Corte - 
de Distrito de los Estados Unidos para Puerto Rico, cuya ju 
risdicciôn se tranferirâ a las Cortes locales" (89)
Es muy importante observar que dicha Resoluciôn del Partido Republi— 
cano fue aprobada très meses despuôs de ser firmada y tener vigen-
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cia la Ley Orgânica Jones. Hecuêrdese que de ahora en adelante - 
los puertorriquenos son ciudadanos norteamericanos por imposiciôn 
del Congreso. Continua pues el problema que plantea la existencia 
del Tribunal Federal en Puerto Rico. En 1920 el mismo Partido ra­
tified întegraraente ou programa. Quizâs una explicaciôn del por 
quë se insiste una vez tras otra por los puertorriquenos de todos 
los credos y confesiones, por los abogados puertorriquenos y otros 
nos la ofrece un letrado norteamericano de Nueva York que visitaba 
la isla con frecuencia. Me refiere a Mr. Perry Allen qui en en una 
carta al asesor jurîdico del Bureau of Insular Jiff airs, Mr. Félix 
Fi-ankfurter de fecha 16 de diciembre de 1912 sostiene que; (90)
"Es verdaderamente para ser deplorado que todos los puerto­
rri quehos natives parecen tener este tribunal no sôlamente 
en el mâs grande odio sino en terror, teniêndolo como una - 
mâquina de opresiôn. Tampoco este sentimiento estâ por nin- 
gun confinado a los puertorriquenos, sino que pareoe ser - 
oompartido por casi todos los norteamericanos con los cuales 
hablé".
Termine esta secciôn con una declaraciôn del Goneral Frank - 
McIntyre, chief of the Bureau of Insular Affairs del War Department. 
Como sabemos, esta oficina es la encargada de llevar a cabo, coor- 
dinar y recomendar toda la politica pûblica federal con referencia 
a Puerto Rico, Pilipinas y otras âreas menores dependientes. En una 
carta oficial que envia el General McIntyre al Gobernador de Puerto 
Rico Mr. Horace M. Towner fechada el 25 de abril de 1928 sostiene
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que favorecia la aboliciôn de la District Court of the United Sta­
tes for Porto Rico en I9I6-I7, pero que a pesar de que asi lo re- 
comendô al Congreso de Estados Unidos, êste no toraô en cuenta tal 
opiniôn. En palabras del Gen. McIntyre; "Yo pue do decir. como us- 
ted pue de acordarse, que yo estaba a favor de la aboliciôn de la - 
U.S. District Court for Porto Rico, pero esto no fue el punto de vi^ 
ta tornado por el Congi*eso en ese momento. ^Crêe usted que hay razo— 
nés ahora para que se tome un punto de vista diferente en este asun 
to? (91). Mr. Tov/ner, ex Presidents del Comité de Asuntos Insulares 
de la Câmara de Représentantes de Estados Unidos contesta a la car­
ta del General McIntyre el 2 de mayo de 1928: 'To estpy de acuerdo 
con usted en el pensamiento de que la United States District Court 
de aqul (Puerto Rico) no es necesaria, y estoy bien seguro que des 
pués de un tiompo puede y debe ser abolida" (92).
Finaimente la revista Pica-Pica de 5 de abril de I924 rinde - 
homenaje a D. Luis Munoz Rivera como uno de los llderes puertorri— 
quenos que mâs lucharon por la supresiôn del Tribunal Federal en 
Puerto Rico, Pues "Munoz Rivera sabla lo que una exôtica Institu­
ciôn de justicia significaba para el pais; Munoz Rivera, quien no 
erapequenecia lo que significaba para los puertorriquenos, en su ma­
yoria ignorantes del idioma inglês.^  tener jui ci os conducidos en - 
una lengua extraha, con testimonios presentados en idioma descono- 
cido; Munoz Rivera, quien analizô el espinoso problema de que las 
sentencias asi rendidas eran casi inapelables, pues la apelaciÔn 
costaba un mar de gastos, ademâs de abogados y costas que muy pocos
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podian pagar; Munoz Rivera qui en sabla todo esto, sin j act arse en 
los peri6dicos, poniendo su deber sobre todo lo demas, desde el ini 
cio de los debates del Proyecto de Ley Jones, nunca ces6 ni un s6— 
lo dla de laborar con su indomable insistencia para lograr la abo­
liciôn del Tribunal Federal en Puerto Rico, sin animosidad contra 
ningnano, sirnplemente usando los argumentss serenos de la absoluta 
razôn sobre el asunto, Y si la muerte no le hubiera llevado, sus 
esfuerzos, porque eran continues y verdaderos, a esta hora hubie- 
ran merecido el triunfo" (93)
Desde la Ley Jones de 1917 hasta la Constituciôn del Estado
Libre Asociado de Puerto Rico,
Siete aiios despuôs de aprobarse la Ley Orgânica Jones, el Co- 
misionado Residente en Washington, Lcdo. PÔlix Cordoba Dâvila pré­
senta un Proyecto de Ley para et or gar un nuevo gobierno civil a - 
Puerto Rico, liberalizando la anterior constituciôn. El mismo se 
présenta el 17 de diciembre de 1923 en la Câmara de Représentantes 
de Estados Unidos. En el articule numéro 49 se suprime el Tribunal 
Federal, traspasândose su jurisdicciôn al Tribunal Supremo de Puer­
to Rico y a los demâs Tribunales de Distrito puertorriquenos. Este 
Proyecto muere en Comisiôn sin que se le preste atenciôn (94)
El 2 de abril de 1928, D, Antonio R. Barcelô, Presidents del Sena- 
do y D, José Tous Soto, Presidents de la Cambra de Représentantes 
de Puerto Rico solicitan del Presidents de Estados Unidos Mr. Calvin 
Coolidge, entre otras peticiones que; "se invista a la Corte Supre
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ma de Puerto Rico con la jurisdicciôn federal, tal cual suce do — 
on los Territories.,#" A dicha peticiôn que no es otra cosa que la 
aboliciôn del Tribunal Federal responds el Bureau of Insular Af­
fairs en un Memorando interne de abril de 1928 (95)*
"La jurisdicciôn del Tribunal Federal en Porto Rico ha sido 
discutida durante muchos ahos. Cuando la presents Ley Orgâ— 
nica (Jones) era discutida, el Colegio de Abogados de Puer­
to Rico, por medio de su représentants en Washington, urgiô 
el punto de vista de que no habia necesidad para la existèn 
cia de la "United States Court for Porto Rico". El Colegio 
de Abogados de Puerto Rico se compone de casi exclusivamen— 
te de letrados puertorriquenos. Los miembros del "Bar" de — 
practicantes ante el Tribunal Federal, tomaron de otra raa- 
nera, la posiciôn a favor de la mâs amplia jurisdicciôn del 
Tribunal Federal". "Mucho se puede manifestar a favor de la 
aboliciôn del Tribunal Federal en Puerto Rico y conferirle 
la jurisdicciôn de ese tribunal a los tribunales locales de 
Distrito y iiupremo. Esta es prâcticamente la situaciôn en - 
las Islas Filipinas. Ello enfatiza la necesidad de fortale- 
oer el Tribunal Supremo de Puerto Rico y de esta forma mâs 
que compensa por la pêrdida del Tribunal Federal".
Obsôrvese que en el Bureau of Insular Affairs continûan sutil^  
mente sosteniendo la oonveniencia de la supresiôn de la District - 
Court of the United States for Porto Rico, En una carta aue escribe
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el General l.iclntyre al Gobemador Towner de Puerto Rico el 25 — 
de abril do 1928 le informa de esto asunto y termina concluyendo:
" i: % -, ■' '■'’n]i-:b'iQ do lo quo he, f'uoedido cada ves que las Leyes 
r:,T 0-8 do ruerto Rico se han dis cut ido, serâ opuesto por los - 
nortermuric uios ■ ue practican Derecho en la isla y por los grandes 
fiiuaicieros en la isla, particularmente los norteamericanos, Usted 
recordara quo esta proposicion para abolir la "U, S, District Court 
for Porto Rico" fué considerada bastante cuando la presente Ley - 
Orgânica estaba siendo considerada por el Congreso",
El 10 de agosto de 1931, très anos de los anteriores aconteci- 
mientos el Partido Uniôn de Puerto Rico, "Denuncia del rêgimen de 
Gobierno que Estados Unidos de América impono al Pueblo de Puerto 
Rico".
"En la administraciôn de justicia en nuestro pals hay algo 
mâs trâgico que esa subordinaciôn de los tribunales al poder 
invasor. Ademâs del sistema de Cortes insulares, funoiona 
una "Corte de Distrito de Estados Unidos para Puerto Rico", 
oon funcionarios de nombramiento presidential y amplia ju- 
rlEdicoiôn en asuntos locales de e ig n lf lc a tiv a  traeoenden- 
oia. La intromisiôn de este tribunal en la vida judicial de 
Puerto Rico, no sôlo merma notablemente las facultades de — 
nuestra judicatura y en ciertos mementos de nuestra historia 
colonial ha tendido a paralizar la maquinaria administrati­
ve, sino lo que es mâs grave, somote al pueblo puertorrique­
no a la tortura de procedimientos judiciales que se llevan
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a cabo en una lengua extraha, que no es la del acueado, en 
un cinbiente exôtico, ante un magistrado que, por delitos - 
que no existen en nuestro CÔdigo Penal, irapone castigos que 
deben cumplirse en la prisiôn de una ciudad lejana del con­
tinente noeteamericano". (96)
Firman dicho manifiesto D, Antonio R, Barcelô, D. Luis Llorens 
Torres, D. Manuel A, Martinez Davila, D, Ernesto Ramos Antonini, 
h# Vicente Geigel Polanco, D, Antonio Coll Vidal, D, José Dâvila 
Ricci, B. üamuel R. Quinones, D, Joaquin Velilla y D, José Enrique 
Gelpi•
En 1945 Gl Colegio de Abogados de Puerto Rico aprueba una Re­
soluciôn (97) donde en el Apartado C -Poder Judicial, protesta 
de que "el Pueblo do Puerto IJico, en el cual y sobre el cual hace 
Justicia esa Corte (Federal), no interviene, ni directe ni indirec— 
tamente, en ol nombramiento de sus funciones, ni en la elecciôn de 
las autoridades que las nombran", jlsimismo protesta de que se use 
el idioma inglôs en sus trabajos judiciales y se pregunta: ^Cômo - 
puede aplioarsele justicia a un pueblo que desconooe el idioma en 
que diohas leyes estân redactadasî". Termina el Colegio de Aboga­
dos manifestando que la District Court of the United States for 
Porto Rico, es "extraha p, nuestra idiosincracia",
Se inician los procedimientos preliminares a la aprobaciôn de 
la Constituciôn del Estado libre Asociado de Puerto Rico de 1952.
En la prensa diaria no aparece ninguna noticia o articulo sobre la 
reforma constitucional y el Tribunal Federal, con excepciôn de un
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articulo publicado por El Imparcial de sâbado 20 de octübre de 
1951; donde se reproduce un editorial del Diario de Nueva York;
"Si el propôsito de los lideres puertorriquenos que ges- 
tionaron del Congreso la llamada Ley de Constituciôn hu­
biera sido el de establecer un genuine gobierno propio en 
aquella isla y el Congreso hubiera oompartido ese propô­
sito on todas sus implicaciones jurîdicas, de la nueva e_s 
tructura gubernativa se hubiese eliminado la Corte Fede­
ral, que funoiona en Puerto Rico, y toda apelaciôn de los 
Tribunales puertorriquenos para ante las certes norteame­
ricanas#
Pero como en puridad de verdad, el propÔsito no iba tan - 
lejos, ni pretendia crear nada genuine, sino mantener la 
colonia, con ligeros retoques y remiendos que la hi oieran 
aparecer mâs democrâtica en la Ley 600 del Congreso de Es­
tados Unidos, se ha dejade subsistante la Corte Fédéral - 
en Puerto Rico y sigue subordinada la independencia de les 
tribunales puertorriquenos a las decisiones de la Corte de 
Circuito de Apelaciones de Boston y del Tribunal Supremo 
de Estados Unidos, Los fallos del Tribunal Supremo de Puer­
to Rico, no son definitivos. Son révisables por Cortes nor- 
teamcricanas. La Administraciôn de Justicia en Puerto Rico 
résulta asi una especie de sucursal colonial de la Adminis_ 
traciôn judicial de Estados Unidos", (98)
La constituciôn del Estado Libre Ascciado de Puerto Rico d©
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1952 no trae ningun cambio en el Smbito de la judicatura fede­
ral o sobre la United States District Court for the District of 
Puerto Rico. Asi lo establece la sentencia de Mora v. Mejia (99) 
También vêase el comentario del Juez Federal Hon. Clemente Ruiz 
Nazario con referencia al idioma espanol en el Tribunal Federal: 
"El Pueblo de Puerto Rico voté a favor de nue quedaran en vigor 
bajo el Estado Libre Asociado, las disposiciones de la antigua — 
Ley Orgânica que establecen como requisito para poder actuar como 
jura do en la Corte Federal, el hablar inglés" (lOO)
En octubre de I968 el Lcdo. Federico A, Cordero, hijo, presen 
ta un alegato en la United States District Court for the District 
of Puerto Rico, impugnando la jurisdicciôn de esa instituciôn fe­
deral para entender en casos que envuelvan exclusivamente leyes 
del Estado libre Asociado de Puerto Rico. En resumen la conten— 
ciôn del Profesor Cordero es la siguiente; (lOl)
"Sostiene el Idcenciado Cordero en su memorando que en — 
virtud de la Ley 600 de I95O y de la Ley 447 ûe 1952, - 
(del Congreso de Estados Unidos) se creô una entidad po­
litisa juridica dentro del sistema constitucional america­
no, el Estado libre Asociado.
Agroga que al crearse el Estado libre Asociado, el Congre 
so voluntaria e irrevocablemente, cedio al Pueblo de Puer 
to Rico la autoridad plena y absoluta con relaciôn a to­
dos los asuntos de Gobierno interno en sus très fases, — 
ejocutiva, administrative, y judicial. Se indica ademâs, -
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desde la creaciôn del Estado libre Asociado, las rela— 
ciones entre Puerto Rico y Estados Unidos no pueden alt^ 
rarse por el Congreso.
Se alega que luego, a partir del 25 de julio de 1952 - 
cuando se inauguré el Estado libre Asociado, Puerto Rico 
dejo de ser un territorio de los Estados Unidos, sin con— 
vortirse en un Estado federado y por tal razôn la Corte 
Federal dejô de tener jurisdicciôn sobre los casos que - 
envuelven cuestiones de Derecho intemo puertorriqueno. 
Mis adelante se indica que el Congreso asi lo reconociô 
en 1956 al enmendar el Côdigo Judicial Federal para confe­
rirle jurisdicciôn a la Corte de Distrito Federal para - 
adjudicar casos en los que exclusi varient e estên plantea- 
das cuestiones de Derecho de cardoter puramente local del 
Estado libre Asociado".
La alegaciôn del Lcdo. Cordero, hijo, no fue decidida, ni 
siquiera tomada en cuenta por la United States District Court - 
for the District of Puerto Rico. Continûa pues dicha instituciôn 
con iguales, y aûn mâs poderes que cuando se estableciô. Su idio­
ma oficial y obligatorio es el inglés, asi como el Derecho que - 
aplica es de factura amglo-americana.
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Conolusiones
1) Cuando llegaron a Puerto Pdco las tropas del Sjército de los 
Estados Unidos la isla tenia un rêgimen producto de la Constitu­
ciôn Autonômica de 1897• Asimismo, una sociedad cuatricentenaria 
con una cultura, una historia y un idioma vemâculo diferente - 
al del pueblo invasor, Puerto Rico tenla un sistema legal de oïd 
gen espanol, cientlfico, técnico, moderno y bastante justo. Su - 
sistema judicial, altamente organizado, era similar al europeo - 
de la êpoca#
2) La irrupoiôn de los Estados Unidos en la sociedad puertorriqu£ 
ha trajo como conseouenoia una serie de problèmes jurldicos muy 
delioadoso Desde un prinoipio se oomenzaron los intentos de su- 
plant ar el Derecho puertorriqueho asi como la organizaoiôn judi­
cial y la filosofla que la informaba# La llegada de los abogados 
norteamericanos agudiza el problema de la sustituciôn de Côdigos 
y la norteamericanizaciôn de las instituciones# El establecimien 
to de la primera United States Provisional Court obedece a dos 
principales razones, primero a la necesidad de un foro cuasi mi­
liter que reprima los numerosos intentos de oposiciôn a los mil^ 
tares y segundo ofrecer un foro apropiado a los abogados nortea­
mericanos que no conoclan el idioma nacional de los puertorrique 
hos, el espanol y donde pudieran practicar ol derecho anglo-ame_
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ricano*
3) La gran ma5''oria del Pueblo de Puerto llico se opuso tenazmen- 
te a la suplantaciôn del Lereciio y la organiaaciôn judicial hi_s 
pano—puer tor riquena* Con excepoidn del Parti do Republicano Puer— 
torriqueno que preconizaba la asimilaoiôn y transculturaoiôn de 
Puerto Rico, la Suprema Corte de Justicia de Puerto Rico, la 
cretarîa de Justicia, el Colegio de jÜDOgados y los ôrganos de - 
opiniôn publiea también se opusieron al novel Tribunal Provisio­
nal de los 2s t ados Uni do s# A pesgr de esto los Gobernadores llili 
tares llevaron a cabo durante el bienio de su rêgimen todas las - 
medidas originales oue poco a poco fueron cambiando las institu- 
ciones juridicas puertorriquenas, e,g. la judicatura, la orgaM 
zaciôn administrative y partes muy importantes del Derecho proce
sal y el civil.
4) La nueva Ley Orgânica de Puerto Rico de I9OO establece las —  
pautas y las condiciones mediante las cuales se llevo-r^ a cabo 
la sustituciôn de los principales Côdigos puertorriquenos. La prl 
mer a Oomisiôn de OÔdigos establecida por el Congreso de los 2st_a 
dos Uni do s, a pesar de su trabajo superficial, y de asegurar que 
"no fue nombrada para barrer con el sistema de Lerecho de la is— 
l a e o s i e n t a  las condiciones para lograr en gran parte ese fin© 
La segunda ComisiÔn compuesta como la primera, de dos nortearae- 
ricanos y un puertorriqueno, establecida por la Asamblea Législa­
tive, de Puerto Rico, procédé a recomendar la sustituciôn de cua—
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tro cuerpos de Derecho por otros tantos Côdigos de Estados nor- 
teaiaericanos* En su momento se présenta la protesta del Comisio- 
nado puertorriqueno ante la recomendaciôn de derogar el Côdigo 
Penal y la afirmaciôn de que no ve necesaria dichas reformas© — 
Una Asamblea Legislativa compuesta totalmente por miembros del - 
Partido Republicano aprueba en una noche la sustituciôn de dichos 
Côdigos, ante la protesta firme del pals y letrados puertorrique 
nos. Los abogados norteamericanos desempenan un papel prépondé­
rante en todo el proceso.
5) La reforida Ley Orgânica establece un Tribunal de los Estados 
Uni dos para Puerto Rico permanente, a pesar de la reiterada re— 
puisa del pals durante el Gobierno Militar. Hay prueba histôrica 
de que los contemporâneos comprendieron el papel de instrumente 
de norteamericanizaciôn que le asignaron sus creadores y valedo- 
res. Estes pudieron no estableoerlo en las Leyes OrgSnioas de - 
1900 y 1917 por cuanto ningun territorio de los Estados Uni dos - 
le tenla, con excepciôn de Hav/ai y Alaska, similares a Puerto Ri­
co© Su presencia correspondiez al esquema trazado por el Congreso 
para la nueva oolonia# ReouÔrdese que Ôste es el période histôri- 
co designado por los historiadores norteamericanos como la êpoca 
de la genesis imperial,
6) La sustituciôn de los Côdigos Penal, Politico, Enjuiciamien- 
tos Criminal y Civil, la presencia del Tribunal de los Estados - 
Uni dos en Puerto Rico, que aplica un Derecho de factura anglo-s^
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jona, en idioma inglés y en donde practioan en su raayorîa, al 
principle abogados norteamerioanos, ha creado las condiciones - 
ôptimas para el progresivo avance del Derecho anglo-americano so­
bre lo que queda del Derecho tradicional de Puerto Rico, Anâda- 
se a esta perspectiva la continua copia por la Asamblea Legisla— 
tiva puertorriqueha de las Leyes Uniformes de Estados Unidos as! 
como otra legislaciôn y el gran papel desempehado por la educa- 
ciôn jurldica de los abogados puertorriquenos quienes, o oursan 
la carrera en Estados Unidos o en la isla si gui en do pat r one s si­
milares a los norteamericanoso
7) El Tribunal Federal en Puerto Rico (District Court of the Uni­
ted States for l\ierto Rico) ha sido desde sus comienzos factor - 
principal on los cambios jurfdicos gue va sufriendo nuestro Dere­
cho Puortorriqueho, Desde su primer memento, dicho foro ha esta- 
do aplicando un Derecho que nos es extrano y en el cual no tene- 
mos participaciôn législative, Tampooo tonemos participaoiÔn en 
las leyes que règlementan ese Tribunal ni tomamos parte en el nom 
bramiento de sus jueces quienes hasta 1952 fueron estadounidenses 
con desoonocimiento del idioma y el Derecho del pals, Dicho Tri­
bunal ha ido poco a pooo sustituyendo jurldica y espiritualmente, 
el âmbito de los Tribunales puertorriquenos© Foro especial que - 
desarrolla una jurisprudencia exôtica por ser de factura anglo- 
amer ic ana y al cual se opusieron los puertorriquenos y sus insti— 
tuciones mâs representativas de una forma u otra.
A H O T A C I O N E S
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Introducciôn.
1,— Como dato de apoyo a esta'oontenciôn recuêrdese que en 1810 
cuando el Comisario Regio, enviado desde Espaha para dirigir 
desde Puerto Rico las operaciones de pacificaciôn contra Ve­
nezuela, el pueblo puert orri que no le Iiizo saber que "no su- 
frirâ jamâs que se saque un solo miliciano para llevarlo a - 
pelear contra sus hermanos los caraquenos", Tomâs Blanco, - 
Prontuario Ilistôrico de Puerto Rico, Biblioteca de Autores - 
Puertori'iqueiios, 1955» P» Xidio Cruz Monclova, Histo- 
ria de Puerto Rico, siglo XIX, Rio Piedras, Editorial Univer- 
sitaria# Manuel Maldonado Denis, Puerto Rico; una interprota- 
ciôn Ilistôrico—social, México, Siglo 7ECI, 1971*
2,- Su autor material fue el MiniSti'O de Ultramar D. Segismundo - 
Moret•
3#— Carmelo Delgado Cintrôn, El Conse.jo Autonomist a de Secretarios 
(estudio de cambios constitucionales),•San Juan, Bscuela de - 
Derecho, 1972.'Carmelo Delgado Cintrôn, El Rêgimen Autonômico 
de Puerto Rico, ponencia ante el coloquio -eelebrado en el Ate— 
neo Puertorriqueho, el 21 de febrero de 1973, coramemorando el 
septuagésimo quinte aniversario de la inauguraciôn de la auto- 
nomia. La Toga, 1973, P# 15
4*- imgel Rivero Méndez, Crônica de la Guerra Hispane-Amerieana 
en Puerto Rico, Madrid, 1920 (Hay ediciÔn facsimil hecha por 
la Editorial Edil en 1971)
5*- Blanco, op. oit, p. 105; Ponencia del Lcdo. Eladio Rodriguez 
Otero en Status of Puerto Rico « Vol. 2, Socio-cultural factors 
in relation to the Status of Puerto Rico, Washington, U.S. - 
Government Printing Office, I966, p. 307
6.- 141 Colecciôn Legislativa de Espaha, p. 1251; Gaceta de Puerto 
Rico, 18 de diciembre de 1688. ÏTôm. 151, P. 1-4.
7 Ibid. Tomo I46, p. 24; Gaceta de Puerto Rico, I4 de enero de -
1891, Rôm, 20, p. 1 y ss, termina en Ibid, 28 de febrero de -
1891, Rûm, 26, Po 1 y ss,
8,- Creada por el Real Décret o de I9 de junio de 1831 con la desig-
naciôn de Real Audiencia,
9,- La Audiencia Criminal de Ponce fuê creada por el Real Decreto 
de 26 de octubre de 1888,
10,- La Audiencia Criminal de Maya^ez fue creada por el Real Deere-
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to de 5 le enero de I89I
11 o— Gaceta de Puerto R ico, 27 de noviembre de 1888, Rum* 42,
Po 1 y ss.
12.- Real Decreto de 26 de octubre de 1888. Sucesores de las  a n ti-  
guas A lca ld las Mayores establecidas en 1831#
13.- Real Decreto de 23 de raayo de 1879, man dan do a observar el 
Côdigo Penal de 17 de junio de I8 7O en las islas de Cuba y 
Puerto Rico y la Ley Provisional de Bnjuiciamiento Criminal 
para la aplicaciôn de ese Côdigo. Vôase CXXII Colecciôn Lé­
gislative, de Espaha, p'. 927# Gaceta de Puerto Rico. 17 de —
junio de 1879, Rôm. 72, p. 3.
1 4#— Real Decreto de I9 de octubre de 1888, aprobando para Cuba 
y Puerto Rico la Ley de Enjuiciamiento Criminal vigente en - 
la Peninsula desde 4 de septiembre de 1882, empezando a ré­
gir el 1 de enero de I889i Gaceta de Puerto Rico, 27 de no­
viembre de 1888, Hum. 142, p. 1 y ss.
1 5.- Real Decreto de 25 de septiembre de 1885, se aprueba y publi- 
ca la Ley de Enjuiciamiento Civil reformada para las islas — 
de Cuba y Puerto Rico. Antes de este Côdigo rigiô en Puerto 
Rico la Ley espahola de I856 siendo trasladada en 1865, Gace— 
ta de Puerto Rico de 17 de octubre de I885, Hûm. 125, p, 3 y 
ss.
16.— Real Decreto de 31 de julio de I8 8 9, aplicaciôn del Côdigo Ci­
vil a Ultramar. Gaceta de Puerto Rico de 29 de agosto de 1889, 
Hum. 104, p. 1 y ss, termina en Ibid. 12 de diciembre de 1889, 
Hûm. 149, P* 1#
1 7.- Real Decreto de 6 de diciembre de I87Ô, disponiendo que se pu­
blique des de luego en Puerto Rico la Ley Hipotecaria vigente 
en Espana oon las modifioaciones propuestas por la Comiôiôn 
nombrada al efeotoo Gaceta de Puerto Rico, 4 de enero de 1879, 
Hûm# 2, p# 1« Real Deoreto de 4 de julio de 1693, nueva re­
forma de la Ley Hipoteoaria por inoompatibilidades con el Cô­
digo Civil.
18.- Real Decreto Haciendo extensivo a Cuba y Puerto Rico el Côdi- 
go de Comercio para la Peninsula de 1885. Gaceta de Puerto - 
Rico, 6 de marzo de 1886, Hûm. 28, p. 1.
19.- Real Decreto de 6 de noviembre de I885, aprobando la ejecu- 
ciôn de la Ley del Registre Civil.
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20#— Decreto de 29 de octubre de 1873 disponiendo que el Hotaria- 
do de Cuba y Puerto M c o  se ri jan por la Ley Orgânica y Re— 
glarnento que se determinan




1.- Annual Report of the War Department for the fiscal year ended 
.iune 30. l699* Washington. Government Printing Office. 1900, -
(Part 13, Report of the Military Gobemor of Porto Rico on Civil 
Affairs).p. 18-30
2.- Publicada en James D. Richardson, A Compilation of the Messages 
and Papers of the President. 1789-1905, Bureau of literature and 
Art, 1906, p. 350.
3*- Publicada en Manuel Praga Iribame, Las Constituciones de Puerto 
Rico. Madrid, Ediclones de Cultura Hispânica, 1953j p. 269# Docu­
ments on the Constitutional History of Puerto Rico. Washington, 
Office of the Commonwealth of Puerto Rico,
4«- Ibid, p&g. 2 7 1. También Cayetano Coll y Toste, Boletfn Histôrico 
de Puerto Rico. San Juan, Tipografla Canteroj Pernândez y Co^ 13 
volumenes y dos nûmeros del vol. 14, vol. VI, p. 66
5 .- Vôase Col. W. Winthrop, A digest of Opinions'of the Judge Advo­
cate of the Army. Government Printing Office, I9OI, (Revised 
Edition), p. 4^2
6 .- Compilation of the Acts of Congress, treaties and Proolamation 
relating to insular and military affairs. from March. 4. 1897 to 
March 3. 1903. Government Printing Office. 1903. p. 343-345
Capitule II.-
1.- La misma se encuentra integrada en la "General Orders of the War 
Department, 100, A. G. 0., 1863". También puede encontrarse en 
Apêndice al Judge Advocate General's School Special Text Humber 
7, The Law of land Welfare. 1943, p. 155-186. Hpy estân en desuso
2.- Como ejemplo de arbitrariedades véase la supresiôn de la profe- 
siôn de Procurador; al juzgar a los sûbditos espanoles en la - 
United States Provissional Court for the Department of Puerto - 
Rico, cuando el articule 11 del Tratado de Paris claramente es- 
tipulaba que tenian que ser juzgados por los tribunales ordina­
ries y comunes de Puerto Rico. Asimismo, una serie de deoisiones 
del Gobemador Militar y del referido tribunal federal. En el -
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momento oportuno examinaremos con detalle estos asuntos.
3#- El Bureau of Insular Affairs creado en el Departamento de la - 
Guerra supervisé los asuntos de Puerto Rico des de I898 a I9OO - 
y des de 1909 has ta 1934# Su primer nombre fuô Division of Cus­
toms and Insular Affairs, luego en 10 de diciembre de I9OO se 
cambiô la designaciôn a Division of Insular Affairs* En 1902 - 
una Ley del Congreso lo oambiô a Bureau of Insular Affairs# - 
Véase Report of the Chief of the U*S* Bureau of Insular Affairs 
to the Secretary of War, 1909, Washington, Government Printing 
Office, 1909, p. 20
4#- Se encuentra incluido en Reports on the Law of Civil Government 
in territory subject to military occupation by the military for­
ces of the United States* Washington, Government Printing Offi­
ce 1902, p. 1 1.
5 .- Magoon, op, cit., p. 20. La traducciôn es del autor*
6.— Proclama y comunioaoiôn se encuentran en Anual Report of the War 
Department, op. cit.
7.- Gaceta de Puerto Rico, sabado 1 de septiembre de 1899, num. 233 
p. 1
8*- Ibid*, domingo 2 de octubre de I898, num. 234, p. 1; ibid, mar­
tes 4 de octubre de I898, num. 235, p. 1
9,- Los deoretos de los Gobemadores Militares de Puerto Rico reci- 
ben el nombre de "General Orders" u Ordenes Militares.
10.- Véase Ordene8 Générales del Depart amento de Puerto M o o , compi- 
laoiôn de las disposiciones del Gobiemo Militar, I89Ô-I900, s* 
p. Citada de ahora en adelante por las abreviaturas* O.G.P.R. 
También Gaceta de Puerto Ri00. jueves 20 de ootubre de I898, - 
nûm. 3, p. 1. Esta Orden General es la ûnioa que fizma por si - 
el General Brooke, las demâs se promulgaron a su nombre.
11*- Gaceta de Puerto Rico* viornes 28 de octubre de I898, nûm* 10, 
p. 1.
12.-r- Ibid.
1 3#- Ibid., domingo 6 de noviembre de I898, nûm. 18, p. 1
1 4.— El Tribunal de lo Contenoioso-Administrativo se componia de los 
"ouatro Magistrados que forman las dos secciones que se compone 
la Audiencia de San Juan de Puerto Rico..." segûn el Real Deere-
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to de 15 de agosto de 1893. Antes de esta organizaciôn y segûn 
el Real Decreto de 23 de noviembre de 1888 el Tribunal de lo - 
Contenoioso-Administrativo se componia del Presidents de la ^  
ciencia Territorial, dos Magistrados de la misma y dos Magis­
trados Administratives, La jurisdicciôn de lo Contencioso—admi­
nistrative fuê abolida por' una Ley de 10 de marzo de I904, - 
Véase Leyes de Puerto Rico. I904, p. 133.
15#- Carta-informe del General Brooke al Adjuntant General of the - 
Army de fecha 30 de noviembre de I898. Rational Archives. Was­
hington. D.C., Bureau of Insular Affairs (Record Group No. 350) 
File 129. De ahora en adelante abreviado NAUS-BIA, seguido del 
numéro del expediente.
16.- He buscado insistentemente dioha disposicién, no existe. El au­
tor anénimo de la resena que apareoe frente al Tomo I de Fallos 
y Sentencias del Tribunal Supremo de Puerto Rico. San Juan, - 
Bureau of Printing and Supplies, I9O6 , nos informa que "no se 
encuentra, que sepamos, en los textes légales ninguna disposi­
cién de car&cter militsur que de modo expreso ordene la crea- 
cién de la Corte Suprema de Justicia y flje su competencia" —
1 7.- En contré que el Tribunal Supremo de Justicia se le denomina en 
la Gaceta de Puerto Rico de diferentes maneras: Tribunal Supre­
mo; Suprema Corte de Justicia; Suprema Cortet Supreme Court of 
Justice. A pesar de la nueva denominaoién, aparentemente'al - 
Secretario de Gobiemo de dicho foro, D. Pedro de Aldrey, se - 
le olvidé el carabio y la llama por ûltima vez Audiencia Terri­
torial en un Deoreto publicado en la Gaceta el sâbado 12 de no 
viembre de I898, nûm. 23, p. 1
18.- En este momento componlan la Audiencia Territorial de Puerto - 
Rico D. Venancio Zorrilla y Arredondo, Presidents; D. Hioolâs 
Lillo de Rodas, Présidente de Sala; D. Antonio Martinez Ruiz,
D. José C. Heméndez y Santiago * D. Dario' Olloa Varela; D. - 
Aristides Maragliano y D. Francisco Vasoo, Magistrados; D. En­
rique Diaz Girrajo, Fiscal; D. Indalecio Villaverde, Teniente 
Fiscal y D. Rafael Nieto Abeillé. Abogado Fiscal.
1 9.- D. José Conrado Hernândez y Santiago ingresé muy joven en la 
carrera judicial de Ultramar. Fue ascendiendo hasta Magistra­
de de Audiencia durante el régimen espahol. En I898 D. Luis Mu 
noz Rivera, Presidents del Partido liberal de Sagasta en Puer­
to Rico habia solicitado a D. Segismundo Moret, Ministre de — 
Ultramar que designara a Hernândez y Santiago Présidente de la 
Audiencia Criminal de Mayagüez, pero éste no acepté. Durante - 
el régimen norteamerioano en Puerto Rico ascendié a Présidente 
del Tribunal Supremo de Puerto Rico, el segundo de ese foro, y
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alll permaneoiô largos ahos hasta su jubilacion.
20.— Rafael Nieto Abeillé serâ luego designado Magistrado del Tr^ 
bunal Supremo y en 1899 ocuparâ el cargo de Procurador Gene­
ral de Puerto Rico# A1 terminar esa encomienda regresarâ al 
Tribunal Supremo y en I902 renunciarâ por presiones del Gober 
nador de Puerto Rico para designar a Mr. Harvey H. McLeary, 
segun el esquema sugerido por el General Davis y deseo de los 
abogados norteamericanos de San Juan que entienden que debe 
de haher dos o tres jueces norteamericanos en el Tribunal Su­
premo de manera que ejerzan influencia en el procesc de ameri- 
canizacién del Derecho. Véase comunicaoiôn confidencial del 
General"G. W. Davis al Secretario de la Guerra de 19 de abril 
de 1900,'NAU-BIA, file no. 168-^9} The San Juan News, Saturday 
March 16^ 1901, vol. VI, No. 63, p* 1} Ibid, Saturday, March 
3 0, 1901, Voli VI, No. 75, P# 1; Ibid, Saturday, October 5 - 
1901, Vol. VI, No. 232, p. 1.
21.- Véase Annual Reports of the War Department for the fiscal year 
ended june 30. 1900. op. cit. p. 72
22.— Los Lcdos. Diaz Navarro, Rossy y Ramos declinaron sus nombra­
mi ent os, por aceptar otros destines5 de Diego solicité trans- 
ferencia a May agüez de cuyo tribunal ' fue -Présidente. Acuna fue 
designado Secretario de Estado. Ibid. p. 72. Cf. Federico Aco^ 
ta Velarde^ El Primer Tribunal Supremo de Puerto Rico. San —  
Juan, 1940, P# 20
23.— El Pastor protestante Dr. Henry K. Carroll fue designado por 
el Presidents William McKinley para que preparase un detalla- 
do informe sobre Puerto Rico en los temas de poblacién^ gobiejr 
no civil, comercio. Industries, produccién, carreteras, taid 
fa y moneda. Carroll tomé muy en serio su encomienda y célé­
bré innumerables entrevistas y vistas pûblicas (hearings) que 
publicé junto a su informe. El libro sumamente raro es impress 
cindible para entender el pensamiento de algunos dlrigentes 
puertorriquenos en ese determlnado"moments. Henry K. Carroll, 
Report on the Island of Porto Rjco. Washington, Government —  
Printing Office, 1899, P* 289-290
2 4*— Gaceta de Puerto Rico, jueves 8 de diciembre de I898, num. 45 
p. 1
2 5#- Fraga Iribame, op. cit. p. 261. También en Documentes presen- 
tados a, las Cortes en la Legislatura ^  1898 por el Ministre 
de Estado (Duque de Almodévar del Rio), Dnprenta Rvadeneyra#
1899
26.- NAUS-BIA, 77-2
2 7.- Traduceién del autor.
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28.- Véase In'reclaim made by the Government of Spain, that para­
graph 14. of General Orders. No. 19. issued by the Militaiy - 
Governor of Porto Hico. is in violation of article XII of the 
Treaty of Peace between the United States and Spain, en Magoon, 
OP. cit., p. d4^
2 9.- Copia del juramento en su versién en inglés apareoe en pâgina 
5 de la cart a del abogado John G. Meyers al Hon. Elihu Root, 
Secretario de la Guerra de fecha 4 de diciembre-de I8 9 8. Ver­
sion en idioma espahol del autor. NAUS -BIA, 437-15
3 0.- El Lcdo. Sarmiento, graduado en Derecho en la Universidad de 
Sevilla en 1882, se inscribiô en el llustre Colegio de Aboga­
dos de Puerto Rico en 1899# Es uno de los dirigentes de la Co- 
lonia espahola de San Juan. En I9II fuê Profesor de la Eseuela 
de Derecho del Ateneo Puertorriqueho.
31.- NAUS-BIA, 437
3 2.- Del tenor del documente se desprende que "V" se refiere al Gjo 
ber nador Militar. Mi interpret aciôn es la siguientei -cue en 
caso de que el Tribunal Supremo deteiminase negative lo pro— 
puesto por el peticionario, dicho foro le propusiese al Gobeœ 
nador Militar la forma de juramento. Debe tenerse en cuenta - 
que no tengo en mi poder copia de la resoluciôn de la Corte - 
Suprema de Justicia pues se ha perdido, y que la conozco por— 
que el interesado, Sarmiento, la copié en su instancia que di­
rige al Gobemador.
33#- Muchas deoisiones del aho 1899 no fueron publicadas y estén - 
todavia perdidas. El resumen que reproduzco lo suple el Lcdo. 
Sarmiento en su alegato.
34#- Aparentemente el Lcdo. Sarmiento préparé la Instancia cuando 
el General Brooke era Gobemador Militar y la entregé cuando 
el General Henry habîa tornado posesién por ello la portadilla 
de la Instancia tiene el nombre del General Henry pero la fe 
cha de la Instancia en el texte es de I5 de noviembre de I89I
3 5#- La fecha de la Peticion es 3 de noviembre, sin embargo, en el 
texte al comenzar manifiesta: "En quince del corriente mes cM 
rigi a la Corte Suprema de esta isla solicitud para que resol- 
viese". Si la solicitud es de 3 de novianbre, ^cémo puede de- 
cir que dirige el quince de los corrientes? ^Lo posdaté?
3 6.- El Lcdo. Francisco Pelegri Roger cursô la carrera de Derecho 
en la Universidad de Barcelona y se inscribiô en el llustre - 
Colegio de Abogados de Puerto Rico el 2 de diciembre de 1882.
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Véase Carmelo Delgado Cintrôn, Idbro de Matricules del Cole­
gio de Abogados de Puerto Rico. Sam Juan, Ediciôn Oficial del 
Colegio de Abogados, 1970, P» 82
37.- NAUS-BIA, 437
38.- Ibid.




42,- Asesor jurldico militar, interino. Su nombramiento como tal - 
fue hecho en la Orden General Numéro 3 de 16 de enero de 1899
43#- Traduccién del autor.
44.- No debe de olvidarse que Mr. Sharpe es el oreador del Tribunal 
Federal en Puerto Rico, de las reformas américanisantes de la 
judicatura de Puerto Rico y que se le coloca en el Depart amen­
to de Justicia para introducir los "mêtodos y progresos ameri- 
canos". Véase Orden General Nûm. 16 de 10 de febrero de 1890.
45#- NAUS-BIA, 437-1#
46,- Ibid. 437-5
47#— Traduccién del autor.
4 8 .- Ib id . Obsérvese que se ap lica  e l Derecho y las  leyes nortea- 
mericanas, s in  tener en cuenta las puertorriquenas
49#— El Lcdo. Antonio Alvarez Nava y Lobo era el principal abogado 
de los intereses espanoles en San Juan. Desde I896 desempena— 
ba el cargo de Notarié de la Capital de Puerto Rico, Era so- 
cio profesional del Lcdo, Emilie Garcia Cuervo, En 1915 fue — 
Profesor de Economia Politica del Institute Universitario José 
de Diego y Vice Presidents de la Casa de Espaha.
5 0.- NAUS-BIA, 437
5 1.- Ibid,
5 2.— Gaceta de Puerto Rico, sabado 22 de abril de 1899, Nûm, 95, -
p© 1.
5 3#— qqé procedjCa asi el Lcdo. Diaz Navarro? Una posible ex-
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plioaciôn es la diootomia existante en la sociedad puertorri- 
queha entre espanoles y puertorriquenos, que ahora por la es­
pecial situacién en que se enoontraba la isla surge a reali- 
dad de las relaciones diarias. DLvisiÔn que desde que nos sen- 
timos unos puertorriquehos y otros espanoles desde principios 
del siglo XIX va en continua y ascendante trayeotoria. Ejam­
ples: Cortes de Câdizj incidente del anillo pastoral del Obi_s 
po D. J. Aie je de Arizmendi primero y ûnico nacido en Puerto 
Rico durante el largo rêgimen espahol; Insurreccién de Lares; 
aho terrible de 1887; partidos politicos: conservadores (espa- 
holes sin condiciones) y 1 iberales-autonomistas; rêgimen auto­
nômico; partidas sedioiosas^ entre otros.
54.- NAUS-BIA, 437
55.- El resumen de esta entrevista apareoe en la carta que dirige 
Mr. Meyers al Secretario de la Guerra el 23 de mayo de 1899
5 6.- Traduccién del autor,
57•— Ibid,
5 8.— Gaceta de Puerto Rico, jueves 25 de mayo de 1899, Nûm, 123 - 
p, 1,
5 9.- Traduccién del autor
6 0.- NAUS-BIA, 4 3 7. En un pârrafo de la referida carta dice el Lcdo 
Alvarez Nava: "La orden de su sehorla ha sido acatada, no por 
el Secretario de Justicia, sino por el Comandante del Departa 
mento de Puerto Rico". Traduccién del autor,
6 1 .— Ibid, file 437-10* Traducido por el autor.
6 2.- Traducido por el autor.
63.- Ibid. Enfasis suplido.
6 4o- NAUS-BIA, 437-15
6 5.- Traducido por el autor.
66.— Ibid,
6 7.- Véase Orden General Nûm. 23 de 6 de diciembre de I8 9 8. La - 
cereraonia de juramento y reunion con los miembros del Consejo 
de Secretarios apareoe narrada en La Démocracia. jueves 8 de 
diciembre de I898, Aho VIII, Nûm, 2085, P. 2,
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68,- José G, del Valle, A travês de diez ahos (1897-1907) Barce­
lona, Establecimiento Tipogrâfico de Peliu y Susanna, 1907 
P. 97
6 9#— Gaceta de Puerto Rico, sâbado 17 de diciembre de 1897, Nûm,
53, p, 1
7 0#- Ibid,. domingo 11 de diciembre de I898, Nûm, 4 8, p, 1
71#- La palabra "caso" en Puerto Rico es équivalente a Sentencia,
7 2.- Winthrop, op, oit,, p, 464
73#— Véase Luis Manuel Diaz Soler, Rosendo Matienzo Cintrôn, Orien- 
tador y Guardian de una cultura, Rio Piedras, Ediciones del - 
Institute de literatura Puertorriqueha, I96O, 2 vols,
74#— Véase Davil Cecil Johnson, Courts in The Philippines, Ald- 
New en Michigan Law Review, vol. XXV, 1915—1918, p. 300
75#- H. G. Curtis, The status of Puerto Rico en Forum. Vol. 28 , 
december, 1899» P# 403#
7 6.- Este funcionario es similar a un asesor jurldico, aunque tie­
ne otras potestades entre ellas judiciales.
77#- Traduccién del autor. La cita original en idioma inglés esi - 
"A statute cannot be frame by which a civilian can lawfully 
be ameable to the military jurisdiction in time of peace".
78,- Véase: Angel Rivero Méndez, Crénica de la Guerra Hispanoame- 
ricana en Puerto Rico. Madrid, Imprenta Sucesores de Rivade- 
neyra, 1922, véase capitulo XXII y Apêndice nûm, I; Diario;- 
Asimismo proclama del Gobemador Macias de 15 ûe agosto de 
18985 Joseph Wheeler y J, de Olivares, Our Islands and their 
people as seen .with camera and pencil. 1899, 2 vols, tomo I, 
p, 361; El testimonio del Mayor Charles L, Cooper ante el Dr, 
Henry K, Carroll, Report on the Island of Porto Rico. Washing­
ton, Government Pointing Office, 1899, P. 302 titulado "Special 
trials of bandits"; Annual Report of the War Department for - 
the year ended .iune 30. 1900. (Part 13. Report of the Military 
Govemor of Porto Rico on civil affairs) Washington, 1902, p, 
73; Carta del General John F, Brooke al Adjuntant General, Uni 
ted States Anqy, fechada en 30 de noviembre de I8985 Carlos - 
Ripoll, Cuba y la Independencia de Puerto Rico en El Tiempo - 
(Nueva York) domingo 28 de junio de 1978, p. 4, parte b; Mihi 
Seijo Bruno, Qué culpa tendré yo de todo esto en Claridad, 12 
de agosto de 1973, p# 12.
7 9.- Hay un fotografla de la época donde apareoe Aguila Blanca y
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su gente enaxbolando la  bandera puertorriquena. Es neoesario 
un estudio serio  y ob je tivo  de este in teresante personaje . La 
fo to g ra fla  la  publican entre otros R ip o ll, op. c i t . y S eijo 
Bruno, op. c i t .
8 0 .- H alleck, In te rn a tio n a l Law. Th ird  E d itio n , v o l. 2, chapter -  
34i pa rt 18, p . 487# Esta obra es una de las mSs citadas por 
Mr. Magoon en su estudio "The Powers, functions and duties o f 
the M ilita ry  Government, op. c i t . p . 20.
8 1 .- 18 United States Supreme Court Report 281 (Lawyers Editors) 
Esta decisién es muy conocida y dado el sistema jurispruden- 
cial que impera en Estados Unidos es la misma mandatoria pa­
ra situaciones similares. Ex Parte Milligan es estudiada en 
la Academia de West Point y otros centres pues establece un 
hito en la Historia del Ejêrcito.
82.- New York, Haper and brothers publishers, 1899, P, 235* Este 
juicio lo emite el autor de referenda refiriéndose al Tribu­
nal de Justicia Militar,
83.- El Judge Advocate es el asesor jurldico militar del Gobemador 
Militar,
84#— Annual Report o f the War Department fo r the f is c a l year ended 
.iune 30. 1900. op. c i t . p. 210-211, Traduccién del autor,
85#- Ibid. Continûa el referido informe pero se refiere a los orl- 
genes del Tribunal de los Estados Unidos en Puerto Rico y serâ 
tratado en otra parte de esta monografla.
86.- Ex Parte Milligan, o p . cit.. p. 142. La cita en inglés es: - 
"Medial rule oan never exist where the courts axe open, and 
in the proper and unobstructed exercice of their jurisdictions 
it is also confined to the locality of actual war"
87#- Estadlstica oficial publicada por el Judge Advocate of the
Department, Mayor Sharpe. Véase Annual Report o f B rigad ie r Ge­
nera l George W. Davis. Department o f Porto Rico to the Adjun­
ta n t General o f the Amy. 1899, Adjuntant General O ffice , San 
Juan, Porto R ico, 1899, s.p.
88,— El diario The San Juan News es uno de los primeros periddicos 
en inglés en la isla de Puerto Rico, Le hecho es el tercero, 
siendo precedido por The New Sun de Arecibo y Porto Rico Mail 
de Ponce fundados en octubre de 1898, En noviembre se estable— 
cié The San Juan News, periédico bilingüe que se gané el apodo 
de San Juan Esnû, Su ténica editorial fue claramente america- 
nizante, antipuertorriquena y de rudes ataques a los puertorri-
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queho8, Célébré fue su*»despiadada campaha contra nuestros tri 
bunales de Justicia y repetidas veoes fué. denunciado por 11- 
belo"# Véase Antonio S, Pedreira, El Periodismo en Puerto Ri­
co. Bosquejo histérico desde su iniciacién hasta el 1930, La 
Habana, Imprenta de Ucâr y Cia, 1941, (Monograflas de la Uni­
versidad de Puerto Rico) p, 2 4 7.
8 9#— Recuêrdese las palabras del Lcdo, Rosendo Matienzo Cintrôn, — 
abogado y hombre pûblioo de fina sensibilidad y vasta cultu­
ra: "Cuando llegaron los americanos a la isla hubo una verda- 
dera locura que consistia en abominar de todo lo que era espa­
hol o puertorriqueho, en obsequio a la ingerencia de los nue- 
vos métodos venidos del norte", Arturo Morales Carriôn, Ante 
un centenario — Rosendo Matienzo Cintrôn. también citado en - 
Alfonso L. Garcia Martinez, Idioma y Derecho en Puerto Rico. 
Hevista del Colegio de Abogados de Puerto Rico, vol. XX, mayo 
i960, nûm. 3, p# 183, 1 94# I
9 0.- La notioia es una entrevista que se publies en el San Juan —  
News. Thursday, October 25, 1900, vol. V, No. 97, p*s. Careoe 
de veracidad la afirmacAÔn de que el Lcdo. José R. Freyre es 
"el primer abogado amerioano en ser admitido a las Cortes es­
pahol as de Puerto Rico" (énfasis suplido). El Lcdo. Francis -
H. Dexter oriundo de Owego, New York, fue admitido a la de —  
1900. Véase Revista de Legislacién y Jurisprudencia de la Aso- 
ciaciôn de Abogados de Puerto Ri00. vol. IV, mayo-junio, 1917 
No. 3, p. 2 3 7# No se entienda que afirmo que Dexter fue el pri 
mero de los abogados norteamericanos en ser admitido, pero si 
definitivamente el Tribunal Supremo le autorizé primero que 
a Freyre, En Puerto Rico después de I898 muchas personas usan 
la palabra "corte" como sinônimo de "Tribunal de Justicia".
9 1#— Véase La Démocracia de 12, 15 y 17 de noviembre de I898. En — 
cuanto al Reverendo Fernando Pastor, La Démocracia nos dice - 
que "se dedica al déporté de los folletos religiosos", Luego 
manifiesta el diario de Luis Muhoz Riverai "No necesitamos 
ser educados por ningûn Fernando,., si hay alguna libertad de 
religiôn en este pais, entonces déjese que cada uno abrace la 
religiÔn que mejor le convenga y respétese los derechos de los 
demâs". La Démocracia. 5 de diciembre de I898,
9 2.- Véase por via de ilustraciôn la actitud del General Henry, - 
Gobemador Militar, con relaciôn a los abogados norteamerica­
nos que solicitaban admisiôn a los tribunales de Puerto Rioo 
en febrero de 1899% "it is only an inferior class that is tri 
ying to be admitted and I mill not approve of it". Véase su 
carta de I4 de febrero de 1899, NAUS-BIA, 2 5 8.
9 3.- Su autor es Thomas Campbell Copelan, publicado por Franck and 
V/agnall Co., New York, 1899, 180 p.
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94•- Autorj Charles M orris , publicado por lA p p in co it, P h ila , 1899,
488 p .
95 •- Autor I Thomas P. V ivian y Ruel P. Smith, publicado por R. P# 
Penno and Co. New York, 1899, 182 p . La B ib lio g ra fia  Puerto- 
rriqueha de Pedreira ofreoe varias paginas con fichas de estas 
g ïîlasde  la  p . 12 a la  20. Antonio S. Pedreira, B ib lio g ra fîa  
Puertorriquena. 1493-1930, Madrid, Imprenta y Casa E d ito r ia l 
Hemando ( s . A . ) , 1932, (Monografla de la  Universidad de Puerto 
Rico)
9 6.- La Correspondencia de Puerto Rico. I4 y 15 ûe noviembre de —
1898. En The Puerto Rioo Herald. Mr. George Marvin publicé su 
serie "Puerto Rico. 1900—1903. En el nûmero de 8 de agosto de 
1903 manifiesta: "La poblacién flotante de aventureros y car­
petbaggers que invadieron aqul después de la guerra estân poco 
a poco esourriêndose otra vez".
97#— Mr. Bexter nacié en Owego, N. Y, Estudié en Notre Dame ebtenien 
do su grado de derecho en 1886, Admitido al ejercicio de la a— 
bogacla por el Tribunal Supremo de Estados en 1900 y por el - 
Tribunal Federal en 8 de octubre de I9OO, Figurando tercero en 
antigüedad en el escalafén, antecediêndole Mr. N.B.K, Pettingill 
y Mr. J.M. Keedy, Admitido por el Tribunal Supremo de Puerto - 
Rico el 16 de mayo de I9OO. Ocupé la presidencia de la Asocia- 
cién de Abogados del Tribunal de los Estados Unidos en Puerto 
Rico en varias ocasiones. Este interesante personaje tuvo una 
larga, activa y accidentada vida profesional; en dos ocasiones 
fuê suspend!do en la Corte Federal por los Jueces de los Esta- 
dos Unidos, una por Mr. Rodey en 1909 y otra por Mr. Jenkins 
en 1910. Tuvo una intensa y floreciente prâctica profesional#
9 8.- Véase Henry K. Carroll, Report on the Island of Porto Rico. - 
Washington, Government Printing Office, 1899# Obsérvese que - 
Mr. Dexter es paroial s sus compaheros, pues el General Henry, 
Gobemador Militar de ^erto Rico califica a dichos abogados 
de la siguiente manera: "It is only an inferior class that is 
trying to be admitted and I mill not approve of it". (Es ûni— 
camente una clase inferior la que esté tratândo de ser admiti- 
da y yo no lo apruebo) Téngase en cuenta que las declaraciones 
de Dexter fueron hechas en audienciaa pûblicas ante el Comisi£ 
nado Carroll y las del General Henry fueron vertidas en una — 
carta oficial al Depart amento de la Guerra. Traduccién del au­
tor,
99#- Unos meses después, Mr, Keddy serâ designado F isca l del T ribu­
nal de los Estados Unidos en Puerto Rico, en ju lio  de 1899# - 
Sin embargo, no se le  nombrarâ en 1900 para e l mismo cargo -  
cuando e l F isca l Federal sea reorganizado por motivo de la  Ley
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Orgânica de ese aho llamada Foraker* Y esto a pesar de la - 
campaha nue Mr, Keedy organisé a su favor, designaron a Mr. 
ïïoah B, K, Pettingill,
100.- Transcribe compléta la opinién del Secretario de Justicia Her 
nândea Lépez porque la misma es rigurosamente inêdita y por 
su importancia para la historia jurldica puertorriqueha, 
NAUS-BIA, 258-2 .
101.— Obsérvese que para esta época no se le exigîa un examen de - 
revâlida a los puertorriquehos,
102.- NAUS-BIA, 2 5 8.
1 0 3.- Ibid, segundo endoso.
104.— El cargo es equivalents al de Asesor Jurldico Militar.
105.- NAUS-BIA, 258, tercer endoso.
106.- Ibid.
107.- Su autor; O.P. Austin y fué publicado en el National Geographic 
Magazine, vol. II, January, I9OO. No. 1, p. 32-33. Su tltulo
en espahol es; Nue stras nuevas posesiones y el interés que le— 
vantan. Traduccién libre.
108.- Publicado en The Nation. Vol. 7 0, March, 15, 1900, No© 1811
p. 1 9 5. Su tltulo en espahol; Los majores cargos van para nor— 
teamericanos incompétentes. Traduccién libre.
1 09.- Publicado en The Nation. Vol. 71, August. 5, 1900, No. I83I, 
p, 81-82, Su tltulo espahol; Malos sentimlentos contra los 
norteamericanos en Puerto Rico, Traduccién libre,
110.- NAUS-BIA, 258-1 , Traduccién del autor,
111.- NAUS -BIA, 258-1 , primer endoso.
112.- El oficial que remite la carta a Washington a nombre del Ge­
neral Henry es el primer teniente de infanterie Frank McIn­
tyre. Pasados los ahos séria jefe del Bureau of Insular Affairs 
que por tantos ahos sirvié de "oficina de asuntos coloniales" 
en relacién con Puerto Rioo. Toda la politica norteamericana, 
la grande y la pequeha, dirigida a Puerto Rico fue disehada
en este "Bureau". Desde el nombramiento de un gobemador has— 
ta las crisis mâs agudas. Es revelador que el Bureau of Insu­
lar Affairs se comunicaba con los oficiales norteamericanos 
que gobernaban a Puerto Rico con telegramas y cartas cifradas 
y en clave. Un estudio sobre esta oficina colonial, especie
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de Ministerio de Ultramar es muy importante para nuestra hi_s 
toria.
113,- La fecha de esta carta es de 2 de marzo de 1899*
1 1 4,- Carroll, op. cit. p. 310. Traduccién del autor.
11 5,- Durante esta época la inmensa mayoria, si no la tôt alidad de 
los que practicahan en la "U. S. Provissional Court" eran a- 
bogados norteamericanos.
lié.— Report of the United States Insular Commission to the Secre­
tary of War, op. cit. p. 66. Traduccién del autor.
117.- Opiniones del Attorney General de Puerto Rico. San Juan, Ti- 
pografia
118.- El diario El Pals publica la siguiente el 20 de enero de 1900: 
"Corte Federal,- ^Qué pasé en la Corte Federal con un abogado 
puertorriqueno? Se dice que pretendié ser admitido a postuler 
ante dicha Corte y ésta se réservé contester mâs adelante —  
dando razones". Examiné toda la prensa del momento y no apa- 
rece ninguna otra mèneién de este asunto,
1 1 9.- La Démocracia. miércoles 21 de diciembre de I898, aho VIII, 
Nûm. 209, p. 2. También NAUS-BIA, 1022-1,
120.- Don Manuel F. Rossy y Calderén era uno de los llderes del Par 
tido Autonomista Puertorriqueho, luego del Partido Autonomie 
ta Ortodoxo, cuando la divisién de la anterior colectivldad. 
En 1899 disuelto el Partido Ortodoxo es uno de los fundadores 
del Partido Republicano Puertorriaueho. pro-norteamerioano y 
propugnador de la americanizacién de Puerto Rico.
121.- Gaoeta de Puerto Rico, domingo 25 de diciembre de 1899, Nûm.
6 0. p. 1 .
122.- Ibid.. sâbado 31 de diciembre de I898, Nûm. 65, p. 1
1 2 3.- La Démocracia. nos informa del asunto en su Editorial "El Es- 
oândalo y la protesta"; La prensa..*. representada en el caso 
presents por uno de sus vooeros ilustrados, El liberal, pro­
testé elocuentemente contra las atribuciones que venlan irro- 
gândose ompleados subalternes del poder militar en asuntos ex 
clusivos de las municipalidades..." La Démocracia. lunes 16 
de enero de 1899* aho VIII, Nûm. 2117, p. 2. Cf. Orden Gene­
ral Nûm, 1 de 18 de octubre de I898. Ya anteriormente se ha— 
bian dado situaciones similares, Pedreira en su libro El Pe­
riodismo en Puerto Rico manifiesta; "En abril de I898 se —
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traslacLô a Puerto R ico, (D. Bvaristo Izcoa Diaz) y en s e p t i^  
bre in ic ié  una segunda êpoca de La Epoca. Publicé entonces un 
a rtic u le  titu la d o  Bandidos o Soldados contra los  desmanes de 
algunos miembros del e jê rc ito  norteamerioano y e l d ire c to r -  
fue a rre s tado y e l periodico suspend!do por e l General Henry" 
Pedreira, op. c i t . p . 239
1 2 4.- La Démocracia. martes 17 de enero de 1899, aho VIII, Nûm. - 
2118, p. 2; Gaceta de Puerto Rico, domingo 14 de enero de - 
I899, Nûm. 80, p. 2
125.- Orden General Nûm. 4 de 17 de enero de 1899, Gaceta de Puerto 
lü-co. viernes 20 de enero de 1899, Nûm. 17, p. 1
126.- Ibid.
127.- Ibid. p. 1
128.- La Démocracia. lunes 6 de febrero de 1899, aho VIII, Nûm. 2134 
p. 2. El Pals. 7 de febrero de 1899, aho V, Nûm, 32, p, 2
1 2 9.- Ibid. 21 de julio de 1899, aho V, Nûm. 170, P* 2; Ibid. 6 de
febrero de 1899, aho V, Nûm. 31, p. 2. La Démocracia. 8 de - 
febrero de 1899, aho VIII, Nûm. 2136, p. 2j Ibid, jueves 9 - 
de diciembre de 1899, aho VIII, Nûm. 2137, p. 1.
1 3 0.- La Démocracia. jueves 9 de diciembre de 1899, aho V I I I ,  Nûm.
2137, Po 1. Véase la  segunda carta  de renuncia del Consejo - 
de üecretarios y respuesta del Gobemador M ilita r  en Gaceta 
de Puerto R ico, domingo 12 de febrero de 1899, Nûm. 37, P# 1 
También en C o ll y Toste, op. c i t . p. 106.
131.- La Démocracia. 2, 9, 12 enero de 1899, P« 1.
1 3 2.- Gaceta de Puerto Rico, miércoles 8 de febrero de 1899, Nûm*
33, p. 1.
Ijj,- NI parva/u iV trata de las vac-.ntes y no interesa a nuestro 
tema.
134.- Gaoeta de Puerto Rico, viernes 10 de febrero de 1899, Nûm,
35, p. 1.
135.- Ibid,
136.- Ibid.. domingo 12 de febrero de 1899, Nûm, 37, P. 1.
137•— C f. "Nuestro antiaméricanisme" en The Puerto Rico Herald. —
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Vol# 2, 9 de Mayo de 1903, Nûm, 93, p» 63; "Puerto Rico pa­
ra los puertorriquehos" en Ibid, vol, 2, 11 de abril de 1903 
Nûm. 89, p. 567
138.- Véase Annual Report of the V/ar Department for the year ended 
june 30, 1899, op. oit. p. 74-77 y 210-212, Traduccién del - 
autor,
1 3 9 Véase, Magoon, op. cit,, p. 19-30. Traduccién del autor.
140,- Pedreira, op. cit. p. 247
141,- La Insular Commission fue enviada a Puerto Rico a principios 
de marzo de 1899 por el Secretario de la Guerra, Mr. Alger.
El propésito de la encomienda era preparar un informe deta­
ll ado sobre todos los aspeotos posibles de la realidad puer- 
torriqueha. Dicho informe fue entregado el 27 de mayo al nu^ 
vo Secretario de la Guerra, Mr. Elihu Root, éste que era uno 
de los mâs distinguidos juristes norteamericanos rechazé el 
informe por ser muy deficients. En la biografla de Root es—  
crita por el profesor Phillip C. Lessup se dice al respecte; 
"An Insular Commission had been sent to the island to make
a report wich was completed in  September, 1899# Hoot th o u ^ t 
ve iy l i t t l e  o f th is  report w ich, among other th ings, sugges­
ted tha t the English common law system throughout the is land" 
Véase P h illip  C, Lessup, E lihu  Root. New York, Dodd, Mead and 
Co,, 1938, 2 vo ls , Tomo I, p, 375-376, Bran miembros de la  -
I nsular Commission e l General Robert P, Kennedy, Mayor Charles
V/, Watkins y e l Juez H, G, C u rtis ,
1 4 2,- El T e rr ito r io . sâbado 1 de a b r il de 1899, aho I ,  Nûm, 15, P.
2.
1 4 3#- The San Juan News, april 6, 1899, P. 2, Traducido por el au­
tor. La parte suprimida corresponde a un refran vulgar nortea 
merioano intraducible.
144.- El T e rr ito r io . sâbado 8 de a b r il de 1899, aho I, Nûm, 21,
p. 2.
145.- Ib id . martes 18 de a b r il de 1899, aho I, Nû. 2 9, p. 2
146.- Ib id , sâbado 15 de a b r il de 1899, aho I ,  Num. 27, p. 1
147#- Véase, Report o f the In su la r Commission to the Secretary o f 
War upon in ve s tig a tio n  made in to  the c iv i l  a ffa irs  o f the -  
is lan d  o f Porto Rico w ith  recommendations. Washington, Go­
vernment P rin tin g  O ffice , 1899, P# 61.
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148#- Ibid. p. 61. La recomendaciôn de los comisionados lee de la 
siguiente forma; "We will hereafter submit as a part of this 
report a full code of laws, and recommend their promulga­
tion by the authority of the Commander in chief as the laws 
of Porto Ripo while under military control, hoping that they 
will prove so efficient and the government be so sucessfull 
that they may be retained largely after the island shall be 
ready for territorial government; trusting that the operation 
of these laws may grove so beneficial as to meet the approval 
of the people there and those contemplating investing capital 
and seeking homes in the island".
149#- NAUS-BIA, 613-7, existe copia en espahol
150.- Obsérvese como el Secretario de Justicia puertorriqueho pré­
senta de forma original el peligro que représenta para Puer­
to Rico la americanizacién o transculturaciôn.
151.- Carta de Brooke al General Corbin. 30 de noviembre de I898; 
Man us crito. Historical Society of Pennsylvania.
152.— Carta de Phillip C. Hanna a J.B. Moore. 13 de diciembre de - 
1899, NAUS-BIA, 50-2
153.- Léo S, Rowe, The United States and Porto Hjop^ Longmans,
Green and Co, 1904, P. 15
1 5 4.- La parte del Informe de la Insular Commission relacionada con 
la judicatura y la recomendaciôn de que se establezca en Puer 
to Rico, tribunales federales y su jurisdicciôn especial fue 
basada en un informe preparado a peticiôn de los comisionados 
por el Mayor Alfred C. gharpe.
155»- Véase Annual Report of the War Department for the fiscal year 
ended Iune 30. 1900. op. oit. p. 62-63. Resentian los puerto— 
rriquehos la presencia de comisionados norteamericanos en la 
ComisiÔn para reformar los Côdigos de I9OO, asi lo consigna 
Davis.
156.- La versiôn original del Informe sobre la legislaciôn civil y 
criminal de Puerto Rico y sobre las reformas que deben hacer— 
se en la misma. fue publicado como un suplemento en pâgina - 
fuera de serie de taraaho periÔdico grande por El Territorio. 
Sin embargo, al encuademarse la colecciôn de este raro pe- 
riôdico se incluyô en la ûltima pâgina, destruyéndose. El mi^ 
mo se daba por perdido, sin embargo, se encuentra la copia - 
original que se le envi6 al Gobemador Henry en los archives 
de la extinguida Division of Insular Affairs, hoy en los Na­
tional Archives de Washington. Una traduccién en inglés fjel 
y exacta de dicho Informe se encuentra en dichos archives. El
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Lcdo. Diaz Navarro la ofrecio como su testimonio ante el Dr. 
Carroll# Sin embargo, aparece alii reducida y sin la intro- 
ducciôn y faltando parte de las recoraendaciones. Es necesa­
ri o consignar que en el "Official Report" del General Henry, 
qye préparé en el Grand Hotel de Nueva York, no manifiesta - 
que solicité al Lcdo. Dfaz Navarro su Informe sobre la legis- 
lacién. Debe tenerse en cuenta que el General Henry estaba 
enferme de muerte y no tenfa consigo el archive de gobema- 
ciôn militar.
157.- El Territorio. lunes 17 de abril de 1899, ano I, Nûm. 28 p. 2.
15 8.- El Lcdo. Alfredo Arnaldo Sevilla era Juez de Primera Instan­
cia e Intruccién de Arecibo segûn el escalafén publicado en 
la Gaoeta de Puerto Rico de 8 de enero de 1899, Nûm. 7, P. 1. 
Es ascendido pues en abril de ese aho ocupa la plaza de Juez 
de Primera Instancia de San Juan. En el escalafén publicado 
oon motivo de la nueva organizaciôn de la judicatura en agos­
to no aparece su nombre. El Territorio de jueves 18 de mayo 
afirma que el Lcdo. Arnaldo Sevilla ha obtenido la califica- 
cién de sobresaliente en las recientes oposiciones a notarias.
159•— Manu 8crito en NAUS-BIA, 613-2. Este interesante e inédite do 
cumento no fue publicado por la Suprema Corte de Justicia de 
Puerto Rico.
160.- El Territorio. viernes 21 de abril de 1899* aho I, Nûm. 32.
P. 3
161.- Véase Report of the Insular Commission, op. cit, p. 58-59-61- 
62-64-6 5. Esta recomendaciôn repetida por Carroll y otros es 
puesta en prâctica y durante muchjsimos ahos no se désigna - 
un puertorriquehc para el cargo de Secretario de Justicia.
1 6 2.- Ibid, p. 65-66
1 6 3.- NAUS-BIA, 613-3; El Diario de Puerto Rioo, miércoles 30 de - 
mayo de I9OO, aho I, Nûm. 124, P# 1.
164.- La copia original estâ firmada por D. Heiminio Diaz Navarro 
Secretario de Justicia; Corte Suprema de Justicia. D. José — 
Severo Quinones, Presidents, D. José Conrado Hernândez, D. - 
José Maria Pigueras, Rafael Nieto, Eduardo Acuna, Angel Aco^ 
ta, Magistrados; D. Carlos Franco, Secretario; D. Enrique - 
Gonzâlez, Secretario, D. Rafael Romea Aguayo, Fiscal; D. Eu­
genio Lépez, Ayudante Fiscal. Corte de Justicia de Mayagüez.
D. José de Diego, Presidents, D. Ramôn Qui hones, D. Luis Be­
cerra; D. Isidore Soto Nussa, Fiscal; D. Emilio del Toro, - 
Ayudante Fisdal y D. José Rosado, Secretario. Corte de Justi-
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cia de Ponce. D. Ramôn Becerra, D. Rafael Sanchez y D. Juan 
Vîas, Magistrados; D. Julio Padilla, Fiscal; D. Felipe Casai 
dua, Ayudante Fiscal y D. José R. Aponte, Secretario. Jueces 
de Primera Instancia e Instrucciôn. D. Alfredo Arnaldo Sevi­
lla y D. Jesûs M. Rossy, de San Juan; D. Miguel Porrata y D. 
José Tous Soto, de Ponce; D. Eugenio Iloreda, de May agüez;
L, Ricaxdo Lacosta, de Arecibo; D. Salvador Fulladera, de - 
Humacao; D. ornés Bernards ri de Vega Baja; D. Salvador Pico- 
nell, de Hutuado; D. José M. Cuadra de Aguadilla; D. Horacio 
Nieto, de San German; D. Manuel Giraldez, de Guaÿ ama y D. - 
Juan M. Keamey, de Caguas, Diez y ocho Notarios; treinta y 
un Proouradores; ocho Registradores de la Propiedad; veinte 
y cuatro Abogados. Sôlamente 5 abogados no firmaron la refe­
rida Sxposicién.
165.- NAUS-BIA, 613-5
166.- NAUS-BIA, 613-5* Téngase en cuenta que el Dr. Coll y Toste - 
es hombre de confianza de los Gobernadores Militares.
167.— NAUS-BIA, 661-8. El Sr. Todd fue el Traductor oficial de la 
Insular Commission durante su estancia en Puerto Rico. Este — 
personaje ejercerâ una funesta influencia en los asuntos puer 
torriquefios durante casi 30 anos.
168.- lyman J. Gould, La Ley Foraker. raices de la politica colonial 
de los Estados Unidos. San Juan, Editorial de la Universidad 
de Puerto Rico, I969, p. 56. Allî manifiesta dicho autor: "La 
ComisiÔn Insular hizo un informe preliminar y luego un infor­
me final (que nunca se imprimiô) con recomendaciones, inclu- 
yéndo un côdigo legal para la isla. Estas evidentemente per- 
manecieron "enterradas" en el Departamento de Guerra".
169#- Toda via en junio de 1899 y en visperas de publicaciôn del In­
forme de la Insular Commission un miembro de ésta Mr. Charles 
W. V/atkins escribe al Secretario de la Guerra Mr. Algers - 
-quien ya iba a ser relevado del cargo- una carta personal - 
haciêndole algunas nuevas sugerencias con respecto a Puerto 
Rico. Insiste en que se le debe de otorgar a la isla una se­
rie de côdigos preparados por la referida comisiôn e inspira 
dos en el "american common law". Sobre los tribunales mani­
fiesta: "Sus tribunales son antiguos, atrasados, tediosos e 
insatisfactorios". NAUS-BIA, 661-6.
1 7 0.- La fich a  b ib lio g râ fic a  es la  s igu ien te : " Report o f the U nited 
States In su la r Commission to  the Secretary o f Vfar upon Inves­
tig a tio n s  made in to  the C iv il a ffa irs  o f the Is land  o f Porto 
Rico w ith  recommendations. D iv is ion  o f Customs and In su la r -  
A ffa irs , june 9, 1899, Washington, Government P rin tin g  O ffice
1899.
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171 •- Monsenor James H. Blenk fue designado Obispo de Puerto Rico 
el 30 de abril de 1899> siendo consagrado el 2 de julio. La 
Santa Se de le ordenô que no viajara a su Liôoesis hasta que 
todos loB asuntos fueran resueltos#
172,- Carta del Arzobispo Chapelle y el Obispo Blenk al Secretario 
de la Guerra Root. Careoe de feoha, pero fue reoibida en el 
Repartamento de la Guerra el 8 de septiembre de 1899* R U S ­
SIA, 295-19
173,- Hearings, House Committee on Insular Affairs, January. 17. -
1900, p. 107-9; 145-5O; 57-163. NAUS-BIA, 295-19
174*— Bolivar Pagan, Historia de los Partidos Politicos Puertorri— 
quenoB. 1898-1956; San Juan, Lib reria Campos, 1959» P* 37
175*- El Territorio. martes 2 de mayo de 1899, ano I, Hum. 41. P. 1
176.- Vêase Ibid. martes 9 de mayo de 1899, ano I, Num. 47, P. 1.
El citado Informe del General Grant, que en ese momento era 
confidencial, se titula "Report of General Grant on conditions 
existing in Porto Rico". El misrao fue preparado el 19 de marzo 
de 1899 y tiene escasamente seis pâginas. En la pâgina cinoo 
se refiere a la judicatura y al Berecho puertorriquenot "a) 
Reorganizar la judicature, y designer personas, quienes por su 
expedients pasado seen conocidos como honorables y sin miedo, 
y que su nombramiento asegure al pueblo que harân justicia - 
6in miedo y sin favor" "c) Otorgar a la isla un côdigo penal 
y deje de lado el presents procedimiento que es erabarazoso y 
engorroso y que permits al culpable escapar y a muchos inocen 
tes sufrir largos périodes de prisiôn" NAUS-BIA, 295-2
177 *— Annual Report of the War Department for the fiscal year ended 
june 30. 1699. op* cit. p. 59. Traduoci6i del autoir
178.- Rowe, op. oit. p. 14* Traducei6n del autor.
179*- Contrareferenoia, El Territorio. martes 23 de mayo de 1899,
ano I, Num. 59, P* 1* Obsêrvese lo deficients de la expresiôn
180.- Ibid.
181.— Véase Annual Reports of the V/ar Department for the fiscal - 
year ended june 1899. op. cit.. p. 212» NAUS-BIA, 455.
182.— Véase General Orders and Circulars. I898—I9OO, Military De— 
partment of Puerto Rico, compilaciôn de las Ordenes Générales 
s.p.
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183*— Santos P. Amadeo# El Habeas Corpus en Puerto % c o . Revista —
del Colegio de Abogados de Puerto Rico, vol. IX, julio-sep-
tiembre, 1948, nûn. 3, p. 311.
184*- El Porvenir Social# 31 de mayo de 1899. Epoca II, p. 1, El -
autor es dirigente obrero de origen gall ego. Obsêrvese la ala. 
banza al future tribunal de los Est ados Unidos llamado Fede­
ral. Este es une de los ejemplos mâs claros de por quê a trja 
vês de los anos el referido foro norteamericano fue poco a - 
poco ganando en "prestigio" a Costa de los tribunales puertor- 
riquenos. Por supuesto que su condiciên de ser una agencia del 
poder colonial de los Estados Unidos le permitiô en parte ga- 
nar ese respeto, también hay que tener en cuenta para entender 
el mi to que siempre todo el procedimiento en el Tribunal Ped^ 
ral se ha conducido en idioma inglês que es el del poder do- 
minador# Asimismo, que hasta 1952 todos sus jueces fueron nor 
teamericanos• Sus constantes intervenciones en los asuntos de 
los tribunales puertorriquenos, incluse el Tribunal Supremo 
de Puerto Rico abona a lo antes dicho.
185•— Vêase el diario republicans El Pals de I9 de julio de 1899* - 
ano V, Num. 168, p. 2
186,- El Diario de Puerto Rico# jueves 12 de abril de I9OO* ano I,
Num. 84, p. 1.
18?.- Vêase Annual Report of the War Department for the year ended 
june 3Q. 1900. op. cite p. 265-2^6. No se publican las firmas 
de los memorialist as, he bus c ado los originales en Washington 
y no se encuentran.
186.- El Territorio# viemes 30 de junio de 1899, ano I, Nûm. 93 p. 
2; El Pals# 30 de junio de 1899* P* 1.
189#- El Territorio. viernes 30 de junio de 1899, afîo I, Nûm. 93 
p. 2
190.- Gaceta de Puerto Rico# sdbado 1 de julio de 1899, Ndm. 155,
P. 1
191.- Ibid.
192.- Este proyecto original fue preparado por el Mayor A. C. Shar­
pe y esté escrito a maquinilla. NAUS-BIA, 828-1
193*- Vêase Rodrigo Dlaz, Tratado de Paris... Interpretaciones Mili- 
tares# Diario de Puerto Rico# lunes 16 de abril de I9OO, ano 
I, Num. 86, p. 1.
194,- Opiniones del Attorney General de Puerto Rico# San Juan, Tip. 
El Pals, 1903, P* 178
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195*— El referido artloulo XI del Tratado de Paz dispone lo si-
gui ente: "Los espanoles residentes en los territories cuya - 
soberanla cede o renunoia Bspana por este Tratado, estarân - 
sometidos en lo civil y en lo criminal a los tribunales del 
pals en que rèsidan, con arreglo a las leyes comunes que re- 
gulen su competencia, pudiendo comparecer ante aquellos en - 
la misma forma y empleando los mismos procedimientos que de- 
ben observar los ciudadanos del pals a que pertenezca el Tri 
bunal",
196.— Begun Rodrigo Liaz esta fue la ûnica concesiôn que hizo el - 
Gobierno Militar a los puertorriquenos que encabezados por el 
Secretario de Justicia protestaron de la instalaciôn del Tiû 
bunal Provisional de Estados Unidos. Vêase Diario de Puerto 
Rico, jueves 12 de abril de 1899* ano I, Num. 84, p. 1.
197*— Mr. Noah Brook Kent Pettingill. mejor conocido como Mr. N.B.K 
Pettingill naciô en Augusta, Maine en 1862. Se recibiô de abo^  
gado en la Universidad de Boston en 1880, estableciéndose en 
Tampa, Florida. Vino a Puerto Rico al finalizar la guerra de 
1898, Tenîa entonces 36 anos de edad. Aderaâs de Juez federal 
-papel que desempenô con mediocridad— fué designado Fiscal - 
federal en 1900, de acuerdo a la reorganizaciôn del Tribunal 
por la Ley Foraker. Aotuaba de Fiscal en casos criminalss y 
de abogado en la prâctica privada en los casos civiles, en el 
mismo Tribunal de los Estados Unidos, Tiene el numéro uno en 
el esoalafôn mencionado foro, personaje detestado por muchos 
puertorriquenos, segun consta en la prensa de la êpoca, por 
su parcialidad, arrogancia e imprudencia. Creîa en una poli­
tisa americanizante. Lleg6 a ser el abogado de mâs prâctica 
profesional en el Tribunal Federal. Luego se ausentô de la - 
isla.
198.— Mr. Keedy llega a la isla en 1899* Se desempena como Fiscal 
del Tribunal Federal Provisional y al ceear êste por la Ley 
Foraker haoe intensa oampana politisa para que se le désigné 
Fiscal del nuevo United States Distriot Court for Porto Bioo 
Sin embargo, el Presidents désigna al protector y ami go de - 
Mr. Keedy, Pettingill para ese cargo. Al ano si gui ente Mr. - 
Keedy serâ el sustituto de Mr. Joseph F. Daly en la segunda 
Comisiân Codificadora. Continua en San Juan unos anos despuês 
practioando la abogacla.
199* El Comandante Eugene D. Dimmick era el presidents de una de - 
las Comisiones Militares que funcionaban en la isla,
200.— Mr. Bothwell fue también Secretario de la Junta de Câroeles, 
en 1900 fué designado Alguacil del Tribunal Supremo de Puerto 
Rico, En 1909 fus admitido a la abogacla por el Tribunal PedÆ
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ral y luego por el Tribunal de los Est ados Unidos.
201.— La Donocracia. 2 de julio de 1899, P. 2
202.- El Territorio. martes 4 de julio de 1899, ano I, Num. 96 - 
p. 1.
203.- Diario de Puerto Rico, jueves 12 de abril de 1900, ano I, - 
Ndm. Ô4, p. 1.
204.- El Territorio. lunes I4 de agosto de 1899, ano I, Num. 130, 
p. 3.
205*- Ibid, lunes 3 de julio de 1899# ano I, Ndm. 95, P# 1#
206.- Ibid. martes 4 de julio de I8O9, ano I, Num. 96, p. 2
207•— Vêase editorial tituladoi "Doble Juego". El Pals, miêrcoles 
19 de julio de 1899, ano V, Num. 168, p. 2
206.- El Territorio. sêbado 22 de julio de 1899, ano I, Ndm. 112,
p. 1.
209.- Diario de Puerto Rico, martes 10 de abril de 1900, ano I, Ndm. 
82, p. 1.
210.- El Territorio. miêrcoles 12 de julio de 1899. ano I, Ndm. 103,
p. 2.
211.- Estas mismas palabras fueron repetidas por el Mayor C. C. Shar 
pe durante los actos de inauguraciôn de la United States Pro-"~ 
vlssional Court for the Department of Porto Rico, el 1 de ju­
lio y fueron publicadas por la prensa del pals.
212.— Véase Annual Report of the War Department for the fiscal year 
ended june 1900. op. cit. p. 212.
213.- Ibid. p. 76
214.- El Territorio. miêrcoles 12 de julio de 1899, ano I, Ndm. 103
p. 2. El tltulo del editorirl es "La Corte Federal — Senten—
cias Pronunciadas".
215.- La Democracia. sêbado 15 de julio de 1899, P. 2. También r_e
producido en El Territorio. lunes 17 de julio de 1899, ano I,
Npm. 107f p. 2•
216.- El Brujo. viemes 14 de julio de 1899, P# 2,
217#- El Lnparcial. lunes 24 de julio de 1899# P# 3*
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218,- El Comb ate, sêbado 5 de agosto de 1899, ano I, Num. 65, p.
4 2.
219,- La Demooraoia, jueves 12 de octubre de 1899, ano X, Nêm* 2342,
p. 1. Sobre el encarcelamiento de D# Evaristo Izcoa Diaz vêa
 ^ se Pedreira, El Periodismo en Puerto %co, op. cit. p. 24O-
241
220,- La Democracia. sêbado 16 de diciembre de 1899, ano X, Nêm. -
2388, p. 2,
221,- El Pals, sêbado 20 de enero de 1900, ano VI, Ndm, 17, p. 2,
222,- La Democracia. 3 de febrero de I9OO, ano X, Num. 2430, p. 2
223,- Diario de Puerto Rico, martes 6 de febrero de I9OO, ano I,
Ndm. 28, p, 2,
224,- La Democracia. lunes 12 de marzo de I9OO, ano X, Ndm. 2461, 
p. 1,
225,- Ibid. jueves 5 de abril de I899, ano X, Ndm, 2482, p. 2
226,- Véase lyman J, Gould, La Ley Foraker. op, cit, p, 57-8.
227 •— Véase Annual Report of the V/ar Department for the year ended 
june 30. 1899. Part I, p, 24-28, Traduccién del autor,
228.- John J # Hood, The History and development of the Louisiana Ci­
vil Code, en Tulane Law Review. Vol XXXIII, Decæiber, 1958 
No. I, p. 7* Este numéro esté dedicado a oelebrar el Sesqui- 
cent en ario del Côdigo Civil de Louisiana, 1808—1958*
229.- Bibiano Torres Raii^rez, Alejandro O'Reilly en las Indias. - 
Escuela de Estudios Hispano-americanoa, Sevilla, 1969
230.- Vêase Lloyd Me Kim Garrison, The Penal Code of Cuba and Por­
to Rico, en Harward Law Review. Vol. XIII, I9OO, p. 124* - 
Acts of the Legislative Council. Orleans Territory, First - 
Session, Chapter I, Section 33.
231.- Legislative Council of Florida Territory, First Session. Act 
of September, 2d, 1822, Florida, 1822.
232.- José Castan Tobenas, Los Sistemas Juridicos contemporêneos 
del mundo occidental. Cconclusiôn). Revista General de Legis— 
laciôn y Jurisprudencia. ano CIV, octubre de 1956, Num. 4#
P. 305
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233#— Para ©1 inter es ante oaso d© California que no siguiô el pa- 
trôn usu&l de sustituir el Derecho Civil o preservarlo^ véa­
se, Report on Civil and Common Law de 27 de febrero de 1850* 
publicado por el Comité del Senado de California donde se - 
decide que el ordenamiento jurldico de ese Estado serâ el - 
Common Law y no el Derecho Civil, como solicitàba una comi- 
si6n de abogado s. Vêase, Report of Cases. Supreme Court of 
the State of California. San Francisco, Bancroft-Whitney Co. 
1886, vol. I, p. 588
234#- T.B# Smith. The preservation of civilian tradition in mixed 
jurisdiction. Revista Juridica de la Universidad de Puerto - 
Rico, vol. 35# 1966, Ndm. 2, p. 263
235#- La opinién del Gobernador Militar asesorado por el Mayor Shar 
pe sobre la independencia de los tribunales es la siguiente: 
"La judicatura en los Estados Unidos y en varies Estados de 
la Uniên es absolutament© independiente de todo control o in- 
terferencia ejecutiva, Los jueces estân sujetos sôlamente a 
ser residenciados por faitas graves en el cumplimiento del - 
deber. Es muy importante que se hagan algunas modificaciones 
al sistema judicial existante, o se establezoa un nuevo sis- 
tema, que 11eve la judicatura al piano independiente y alto 
que ocupa en los Estados Unidos", Obsêrvese que el ûnico pun 
to de referencia es los Estados Unidos, Report of Brigadier 
George W, Davis on Civil Affairs in Porto Rico, 1099# Govern- 
ment Printing Office, I9OO, p, 213. Hay dos ediciones del - 
mismo libro.
236.- El Lcdo. Manuel F. Rossy era President© del Parti do Republica- 
no Puertorriqueno y uno de los portaestandarte de la polltica 
Eisimilista a los Estados Unidos. Durante au larga vida mantu- 
vo incêlume su ideario americanizante. Se caracterlzaba por 
au desprecio a la tsSz hispana y oostumbres puertorriquenas.
237.- El Lcdo. Juan Hemfindea L6pez es el inconstante tfpico en el 
oampo politico. Durante la rêpoca de intervenciÔn espaHola - 
siempre fue miembro destaoado del Parti do Autonomiste puer­
torriqueno. Llegê a ser Secretario (Ministro) de Obras Pdbli 
cas y Comunicaciones en el primer Consejo de Secretaries de 
de 1898, luego de tenté la cartera de Justicia. Es confirmado 
en la misma por el General Brook y el General Henry y cesa - 
en febrero de I899# Cambia de Partido el 30 de octubre de - 
1898 e ingresa en el Republican© Puertorriqueno. ayudando en 
su fundaciôn, suscribiendo junto a D. Manuel F. Rossy un ma- 
nifiesto para que Puerto Rico se convirtiera en Territorio 
de los Estados Unidos, Luego cambia de partido politico otra 
vez y en julio de 1899 le encontramos de Presidents del Par- 
tido Liberal, movimiento cuyo caudillo supremo era D, Luis
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Munoz Rivera# No figura entre los libérales que fundan el - 
nuevo Partido Federal, en octubre de este ano# En las elec— 
clones générales de 1902 es eleoto Delégado a la Câmara por 
el Partido Republicano y desde 1904 a 1907 es Presidents de 
esta organizaciôn polîtica. Es importante la filiaciôn poH 
tica de Juan Hemândez Lôpez por cuanto es el ûnico puerto­
rriqueno designado miembro de la Gomisiôn de Cédigos por el 
Presidents Theodore Roosevelt en 1900. Para su filiaciôn po­
litics vêase: Bolivar Pagan, Historia de los Partidos Poli­
ticos Puertorriquenos, op# ciT,, Tomo I# p# 34-83; Nestor- 
Rigual, Miembros de la Asamblea Legislative de Puerto Rico,
1900-1963, San Juan, Câmara de Représentantes, I963 (Terce- 
ra ediciôn)#
23Ô*— Traduccién libre del autor. En su versién original en idioma 
inglês lee como sigue: "This board was one of the most impor­
tant and helpful agencies in the hands of the department com­
mander". He traducido "important and helpful agencies in the 
hands of the department commander" por "mâs importante y que 
mâs ayuda prestÔ a los planes del Comandante del Departamento" 
en aras del estilo literario, en esta situacién una traduc­
cién direota no creo que sea de buen gusto.
239*- El Territorio publics el 18 de julio una nota sobre Mr. Shar­
pe. "El Mayor Sharpe. En oarta que recibimos de los Estados 
Unidos se nos dice que serâ relevado muy pronto, quizâs por 
telêgrafo, del puesto que ocupa en el Gobiemo de esta isla 
el Mayor Sharpe# Siento se confirma en verdad que no lo sen- 
tiremos# El Mayor Sharpe, a imitaciÔn de los Smith y los —  
Dexter, en vez de raantenerse en una serena imparcialidad en 
nuestros asuntos politicos, hace tiempo viene inclinândose a 
la politics de los puros# Nombres que ocupan la posicién ofi- 
cial de Mr# Sharpe, no deben de abanderizarse a uno ni a otro 
partido# Deben de permaneoer serenos e impartiales". Vêase 
El Territorio. martes 18 de julio de I899, ano I, Nûm# 108,p# î
240#- Vêase Gaceta de Puerto Rioo# domingo 23 de julio de 1899, —  
Nûm. 173, p. 1,
241#- El oomentario del Gobernador Davis en su informe oficial de 
1900 sobre este cambio en el sistema judicial puertorriqueno 
es el siguiente: "Este nuevo sistema, a pesar de i.ue no era 
todo lo que se deseaba, y no del todo aceptable para los miem 
bros norteamericanos de la Junta, fue el resultado de muchos 
compromis os y enmiendas, y fue finalmente adopt ado como el - 
mejor que pudo lograrse en esa etapa de progrès o en el traba- 
jo de reforma". Vêase Annual Report of the War Department for 
the fiscal year ended june 1900. op. cit. p. 83
242.©- Gaceta de Puerto Rico, sâbado 5 ûe agosto de 1899, Num. I84,
p. 1.
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243#- Vêase el ortloulo 12 de la Qrden General Nûm* 118 donde se 
manifiesta que» "Los negocios criminales que no fueren los 
pendientes de casaciên serân remitidos por la actual Corte 
Suprema al Tribunal de Distrito de San Juan"*
244#— Gaceta de Puerto Rico* numéro extraordinario dedicado a esta 
Orden, 17 de agosto de 1899, también se publicê un folleto*
245#- Obsêrvese que el General Davis confunde la "corte de siete -
miembros" con la Audiencia Territorial de Puerto Rico. La —
evoluciên de la Audiencia Territorial a "Corte Suprema" fuê 
obra del Gobernador Brook.
246.— Annual Report of the War Department for the fiscal year ended 
.june 1900, op. cit. p. 2é,
247#- El Territorio. lunes 31 de julio de 1899, ano I, Num. 119, -
p. 3. El fin de ano a que se refiere es el ano eoonêmico,
248.- El Pals, lunes 4 de septiembre de 1899, ano V, Nûm. 207, p. 1, 
249#- NAUS^IA, 1137-5
250.- El Pisoal en pro pi edad es Mr. John M. Keedy. Mr. Adlin serâ 
luego Procurador General de Puerto Rico, interino. el ultimo 
bajo el Gobierno Militar. Anos despuês, en 1921. Mr. Adlin s^ 
râ designado Juez Federal en Puerto Rico. Como tal, actu6 - 
muy mediocre y se caractérisé por sus ridlculas y pomposas
. polêmicas en la prensa.
251.- Componlan el pleno del referido Tribunal de Distrito de San 
Juan los Jueces, D. Juan Ramén Rames, Présidente; D. Angel 
Acosta Quintero y D. Felipe Cuchi Arnau; D. Eduardo Acuna - 
Aybar, era el Fiscal. Têngase en cuenta que el Juez Ramos es 
miembro del Partido Republicano Puertorriqueno. Aoosta Quin­
tero era Magistrado de la Corte Suprema de Justicia de Puerto 
Rico, pero en la reorganizaoién de 7 agosto, al reducirse 
el nûmero de los jueces, quedé fuera de la plantilla.
252.- NAUS-BIA, 1137-6
253.- El Mayor Sharpe ha sacado una conclusién o interpretaoién que 
no se contiens en ese pârrafo. El mismo (iX) lee como sigue» 
"Los casos prévistos en el Articule XI del Tratado de Paz en 
tre los Estados Unidos y Espana, se resolverân de acuerdo con 
lo dispuesto en dicho articule". De donde saca su interpréta— 
cion Mr. 8harpe, no lo sabemos.
254#- NAUS-^JIA, 1137-7# Obsêrvese que Mr. Sharpe no ha prestade a- 
tencién a la sûplica de Mr. Pettingill al final de su alegato
336
255*- NAUS-BIA, 1137-8
256 •— NAUS-BIA, 1137-3# Odlin manifiesta al General Davis lo si­
guiente: "you will understand that without a particle of - 
disrespect toward yourself (for on the contrary no person 
in Puerto Rico is more convinced than of your scrupulous -
desire to do full justice to eveiy human being in your De­
partment)". Luego como abogado privado ira contra los inte- 
reses del General que ahora alaba. Vêase la carta de Mr. - 
Greene, I4 de febrero de I9OO, mâs adelante citada, NAUS-BIA 
1137-22.
257.- NAUS-BIA, 1137-18
258.— NAUS-BIA, 1137—1* La carta de trSmite del Secretario de Esta— 




262.- La Democracia. 28 de septiembre de 1899, ano X, Num. 2329,
P. 2
263.- ILs-US-BIii, 1137-17# La carta estâ escrita en V/ashin^ Tton.
264#- Obsêrvese la opiniôn desfavorable y racial que tiene el autor 
de esta oarta sobre los tribunales puertorriquenos. Asimismo 
es necesario tener en cuenta que Mr. Odlin, quien ofrece la 
informaciôn a Mr. Greene, para quien trabaja, fue unos meses 
antes Fiscal Federal interino, sustituyêndo a Mr, Needy el Fi^ 
oal en propiedad. Entonces dirigié una carta d  Gobernador 
Militar Davis donde verti6 un obsequioso alago para êste. Tam 
bién debe tenorse en cuenta la relaciôn estrecha, aniraica y 
profesional que tiene el Secretario de la Guerra Mr# Boat con 
las grandes firmas de abogados o bufetes, pues él proven!a 
de una de ollas antes de ser designado ministro.
265,- NAUS-BIA, 1137-17
266.- NAUS-BIA, 1137-22
267#— La oraciôn que désigna al nuevo tribunal lee como sigue:
United States Provisional Court is hereby established for 
the Department of Porto Rico".
268.— La serie fue publicada en el Diario de Puerto Rico en abril 
de 1900, como antes consignaraos.
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269#- 21 cornent ario de Rodrigo Dtlaz sobre esto es el siguiente» 
"Asîmissio lo expresa, envuelto siempre en sombras, 'los 
sSbditos espanoles quedan por lo tan to sometidos a su juri^ 
diociôn (la de la Corte Provisional) en aquellos asuntos - 
que por su naturaleza o æ n  dentro de la jurisdicoién de di— 
cha Corte*. Nada mâs» y entre aquellos no estân los de los 
espanoles, por raz6n ûnica de su siudadanîa.
270.- Vêase la serie "Tratado de Paris... interpretaciones....
militares". en Diario de Puerto Bioo. jueves 12 de abril de 
1900, ano I, Nûm. 85, p. 1; Ibid, lunes 16 de abril de 1900, 
ano I, Nûm, 86, p. I.5 Ibid, viemes 20 de abril de I9OO, - 
ano I, Nûm, 90, p. 1.
271.- Vêase Gaceta de Puerto Rico. I4 de febrero de I89I, Nûm. 20 
p. 14 88. termina en Ibid. 28 de febrero de I89I, Nûm, 26, 
p. 1 y 88. Los capîtulos I y II del Tîtulo XVII règlementan 
la profesiôn de Procurador en Ultramar. Delgado Cintrôn, Li­
bro de Matricule, op. cit. p. 21,
272.- Marcelo Martinez Alcubilla, Diccionario de la Administraciên 
Espanola y Ultramarina. Madrid, I887 (cuarta ediciôn), Anua- 
rio de lo93, P. 27. Esta Real Orden fué comunicada el 18 de 
febrero siguiente.
273.- Vêase Certificaci6n impresa en hoja suelta fechada en 20 de 
julio de 1893 y firmada por D. Evaristo Vêlez. Archive del 
Colegio de Abogados de Puerto Rioo. Delegaron y apoderaron - 
la representaci6n en el Decano Rossy los Procuradores, D. - 
Lino Rivera de Coamo; D. Hodulfo del Valle, D. Auguste Pasa— 
rell y D. Eugenio Teigel, de Ponce; D. Antonio Suliveres, de 
Cayey; D. Ramôn Martinez, de Arecibo y D. Miguel Juan, de —  
San Germân. Delegaron la represent aci ôn en D. José Palacios, 
los Procur adores, D. Adolfo Balseiro y D, Cândido Buff en, - 
de Arecibo; D. Guillermo Alvarez y D. Enrique Montes de Oc a, 
de Guayama# DelegÔ la represent aci 6n en D, José Boneta, el - 
Procurador, D. Lucas Borges de Humacao. Asimismo, delegê su 
represent aci 6n en D. Evaristo Vêlez el Procurador D. Ernes­
to Echevarria, de Aguadilla.
274#“ El articule 61 trata de la forma de hacer efectivo el produc— 
to de las aceptaciones de los poderes. Vêase Bxposiciên. Esta- 
tut os para el Rêgimen del Colegio de Procuradores de Puerto 
Rico. Puerto Rico, Tipografia de Arturo Cêrdova, 1894» P# 4








282.- Carroll, op. cit. p. 63-65
283.- El proyecto de Mr. Foraker llev6 el nûmero Senate Bill No.
S. 2264. La versiôn original no contiene disposio:.6n alguna 
sobre el Tribunal Federal. En enero de 1900, se présenté en 
el Congreso una Resoluciûn extendiendo el Gobierno Militar de 
Estados Unidos en Puerto Rico por un têrmino extra de cinoo 
anos porque "el pueblo no estaba preparado para gobernarse a 
SI mismo". Vêase Bailey W, Diffie - Justine Whitfield, Porto 
Rico; A Broken Pledge. New York, 1931, p. 35#
284#— El Proyecto de Mr. Payne llevÔ el Nûmero House Bill No. H. -
6883.
285.- Gould, La Ley Foraker. op. cit.. estâ minuciosamente expuesto 
la destaoada participaoiên de estes grupos c orp oraci oni s t as - 
norteamericanos en la aprobaciôn de la ley orgânica para Puer­
to Rico.
286.- La Convenciên Demêorata Nacional se reuni6 en Kansas City el 
4 de julio de I9OO. Congressional Record, 63 Rd. Congress, - 
Second Session, Vol. 5I» P# 6719; april I5, 1914
287.- San Juan, Tipografia La Repûblica Espanola, I908, p. 35
288.- Véase Fraga, op. cit. p. 286; Documents on the Constitutional 
History of Puerto Rico. V/ashington, Office of the Commonwealth 
of Puerto Rico, 19^4 (Second Edition), p. 64.
289.- The Puerto Rico Herald, 13 de junio de I9OI, Ano I, p. 1. - 
También reproducido en Bolivar Pagan, op. cit. p. 81
290.- Creo conveniente exponer todos los nombres oficiales que di­
cho tribunal ha tenido durante los setenta y cinco anos que
ha pemanecido en Puerto Rico. Primero ofreceré su designacién 
oficial en idioma inglés y luego la traduccién que se ha he- 
cho de la misma en las versiones oficicsas de esas leyes en 
idioma espanol. También incluiré la fecha que duré dicho nom­
bre.
1. "United States Provissional Court". 1899. Corte Provisio­
nal de los Estados Unidos para el Departamento de Puerto Rico. 
(Orden General Nûm. 88 de 27 de junio de 1899)
339
2# "District Court of the United States for Puerto Rico" I9OO
Tribunal de Distrito de los Estados Unidos para Puerto Rir
00# (U.S. Organic Act of Porto Rico, Foraker)
3» "District Court of the United States for Puerto Rico",-
1917* Corte de Distrito de los Estados Unidos para Puerto 
Rico (U.S. Organic Act for Porto Rico, Jones)
4. "United States District Court for the District of Puerto 
Rico" - 1948# Se ha traducido por Tribunal de Distrito de 
los Estados Unidos para el Distrito de Puerto Rico. U. S. 
Act of June 25, 1948
291.- Pedro Munoz Amato, Major Trends in the Constitutional History 
of Puerto Rico. 1493-1917. Revista del Colegio de Abogados de 
Puerto Rico, vol. XII, julio-septiembre, 1949» Num. 3, p. 242 
especialmente las pâginas 274» 277» 278.
292.- David M. Helfeld, El Preludio histérico a la Constituci6n del 
Bstado Libre Asociado de Puerto Rico. Revista Jurîdica de la 
Universidad de Puerto Rico, Volümen XXI, enero-febrero, 1952, 
Nûm. 3, p. 187—188. Decano de la Escuela de Derecho de la Uni­
vers idad de Puerto Rico.
293.- Ibid.. 188
294.- Lôpez D£az, op. cit. p. 42
295*- Robert J. Hunter, Historical Survey of the Puerto Rico Status 
Question. 1898-1965. en Status of Puerto Rico. Selected Back­
ground Studies prepared for the United States - Puerto Rico 
Commission on the Status of Puerto Rico, Washington, Govern­
ment Printing Office, I966, p. 63. Asimismo manifiesta el Lcdo. 
Munoz Amato: "Todos los partidos locales se opusieron vigoro— 
s am ente a la clase de Gobierno establecido por la Ley Foraker".
Munoz Amato, op. cit. p. 278.
296.- NAUS-BIA. Dichas recomendaciones habian sido solicitadas por 
el Seoretario Root en oablegrama cifrado de I4 de abril de -
1900. Le pi de su opinién sobre si es conveniente designer a 
los actuales Jueces del Tribunal Supremo y Tribunal Provisio­
nal. NAUS-Bia» 168-32
297.- Mr. Charles Maximilian Boerman» natural de Nueva York cursé
su carrera de abogado en la Universidad de esa ciudad reci-
biéndose en I89I# Admitido a la matricule del Ilustre Colegio 
de Abogados de Puerto Rico el 18 de diciembre de 1899* Desde 
la fundaciôn del Tribunal Federal practice activaraente, repre­
sent an do intereses norteamericanos de Ponce principalmente.
298.- ITAUS-BIA, 455-27* Traduccién del autor
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299#- Obsêrvese que la designaciên de ese tribunal es inoorreota.
300.- 31 Statutes, 953 (l90l)
301.- La Democracia. viernes 5 de febrero de 1909, Ano XIX, Nûm.
1, P# 1*
302.- El Tiempo. miêrcoles 16 de febrero de 1910, Ano IV, Nûm. 45, 
p. 1. "Acuerdos del Comité Territorial"
303.— Ibid.. noticia "Junta Central del Partido Uniên".
304.- El Lcdo. Alfonso Garcia Martinez se ha dedicado desde hace - 
muchos anos a examiner las relaciones y el impacto de la con­
diciên o status constitucional de Puerto Rico sobre el idioma 
espanol en la isla. Véase entre otros: "Idioma y Derecho en - 
Puerto Rico. Revista del Colegio de Abogados de Puerto Rico. 
Vol. XX, mayo i960, Nûm. 3, p. 183; del mismo autor The role 
played by the Spanish and English Languages in the legal and 
political relationship of Puerto Rico and the United States. 
Tulane Law School, 1972, (Sstudio en copia meoanografiada,—  
ediciôn privada), del mismo autor El Idioma y la Profesiôn le­
gal. conferencia pronunciada en el Ateneo Puertorriqueno, Re­
vista del Colegio de Abogados de Puerto Rioo, Vol. 34, agosto 
1973, Num. 3, Po 473* Actualmente el Lcdo. Gar6£a Martinez, 
ex Magistrado y Catedratico de Derecho prépara un nuevo es- 
tudio sobre estes ternas, que todos esperamos con interês.
Capitule III.-
1.- Para las critlcas sobre les nombramientos interinos vêase ^  - 
Democracia de sâbado 3 de mayo de I9OO, articule tituladot "El 
primer paso ... y la primera torpeza". También se désigné una 
Junta Judicial Consultiva por la Orden General 102, la misma 
estaba compuesta por los Lodos. Nieto Aheillé, Hemândez Lôpez, 
Rossy y DCaz Navarre. Dicha Junta no ejerciô funciÔn alguna, - 
su propôsito fue dar prestigio a ese gobierno fantasma. Cf. - 
Rov/e, op. cit.. p. 134#
2.- El Discurso del General Davis estâ reproducido en la Circular 
Nûmero 21 de 2 de mayo de 19OC. Palabras huecas estas de la — 
permanencia de las Leyes.
3.- Véase Opiniones del Attorney General de Puerto Rico, op. oit, 
p. 217. No tengo que insistir que esta declaraciên significa y 
estâ basada en una ignorancia total de lo sucedido en Puerto 
Rico durante el périodo del Gobierno Militar, En descargo de - 
Mr. Harlan es necesario mencionar el hecho de que habia llega- 
do recientemente a San Juan.
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4*- Vêase La Democracia. viemes 25 de mayo de 1900, Ano X, ITûm.
2614» p. 2. "Con motivo del nombramiento del que ha de ser Pre­
sidents de la Corte Suprema de Puerto Rico, el Partido Republi— 
cano, se ha dado a la formaciôn de candidates para ocupar dicho 
alto puesto". Obsêrvese que la referida coleotividad politisa 
no respalda candidates norteamericanos.
5.— En este momento histôrico y hasta 1904 el Lcdo. Rosendo Mat i en 
zo Cintrôn es miembro conspicuo del Partido Republicano. Pronto 
comienza a darse cuenta del peligro que représenta para la na- 
cionalidad puertorriquena los intentes de americaniaaciôn y la 
influencia desmedida de los norteamericanos en la cultura e ins- 
tituciones de Puerto Rico y cambia su pens ami ente e ideologia. 
Primero tiene principal actuaciôn en la fundaciôn del poderoso 
Partido Uniôn de Puerto Rico y luego en 1913 establece con otros 
el primer Partido de la Independencia de Puerto Rico. Jurista — 
de primer orden, de cultura excepcional y abierto a todas las go  ^
rrientes univers aies. El distinguido historiador puertorriqueno 
Dr. Luis Manuel Diaz Soler, al hacer una excel ente y muy documen 
tada biografia de Matienzo le designô "orientador y guardian de 
una cultura". Véase; Luis M. DiaZ Soler, Rosendo Matienzo Cin- 
trôn, Universidad de Puerto Rico, Institute de làteratura Puer­
torriquena, i960, 2 vols, (impreso en México).
6.- En este momento el Lcdo. Juan Hernandez Lôpez simpatizaba con 
el Partido Republicano Puertorriqueno. En 1902 serâ electo miem 
bro de la Câmara de Delegados por ese partido politico. Es Pre' 
sidente del mismo de I904-I907. Cambia varias veoes de Partido, 
unas veces Federal a Ùnionista (de Munoz Rivera) btras del Par 
tido Republicano (Barbosista). Lo que no se le puede disoutir 
es su profundo conocimiento del Derecho puertorriqueno. Es el - 
ônico puertorriqueno que es designado por el Presidents de Esta­
dos Unidos para ser miembro de la Comisiôn de CÔdigos estableoi- 
da por la Ley Foraker.
7.- El Juez Morera Martinez fue luego designado por el Gobernador, 
Juez Présidente del Tribunal de Distrito de San Juan. Cuando - 
The San Juan News diô la noticia publicô un Editorial donde ace^ 
tab a la designaoiôn del Juez Quinones, pero anadia que cualquier 
norteamericano también podria ocuparlo. The San Juan News, june 
6, 1900, Vol IV. No. 247» p. 2^
8.- Obsêrvese que al Juez Sulzbacher se le designô un dia antes que
a los demâs jueces, de forma tal que es el mâs antiguo de los -
Jueces Asociados, superândole en antigüedad ûnicamente el Juez
Présidente Quinones por razôn de su titulo, no por la fecha de
su nombramiento. Vêase el articulo The Supreme Court of Porto
Rico en The Green Bag, an entertaining magazine for Lawyers, —
Volume XIV, 1900 (The Boston Book Company) . La razôn para citar
y user este articulo es para compulsar la opiniÔn de los nortea- 
mericanos sobre dicho tribunal
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9#- The San Juan News, august 12, I9OO, Vol. V, Num. 30, p. 1. - 
Hecuérdese que dicho diario era el portavoz de los intereses 
norteamericanos en la isla.
10.— El Juez Sulzbacher naoio en Alemania en el ano de I84O, conta— 
ba pues sesenta anos de edad y no 50 como informaba el The San 
Juan News. Toda su educacion la recibiô en'su patria y sabla 
los idiornas alemân y francés. Por supuesto, ten!a conocimiento 
de los principios del Derecho Civil. Inmigrô a Estados Unidos 
ya adulte joven y se estableciô en Nuevo México, donde se hizo 
oiudadano de Estados Unidos. Se dedicô a la agriculture mien­
tras estudiaba el "common law" y el idioma inglês y rudimentos 
de idioma espanol. Admitido al foro comenzô una prâctica lucra 
tiva de su profesiôn en Las Vegas. En 1899 se trasladô a Kan­
sas City, Missouri, donde conociô al Senador Elkins.
11.- The San Juan News, august 12, I9OO, vol. V, Nûm. 30, p. 1.
12.- Léo. S. Rov/e, op. cit. p. I5
13.- The San Juan News, tuesday, august 14, 1900. Vol. V, No. 37. 
p. 1. El tltulo de la noticia en idioma inglés es; "Jankee ask 
a few questions" y el subtltulo, "Does not altogether agree 
v/ith Judge Sulzbacher about P. R. Laws. Is Puerto Rico Spanish?"
14.- Ibid. Saturday, march 16, I9OI, vol. VI, No. 63, p. 1.
15.- Opiniones del Attorney General de Puerto Rico, op. cit. p. 5 
Mr. Foote siempre aspirarâ a ser Juez del Tribunal Supremo.
16.- The San Juan News. Saturday, ootober 5, 1901# Vol. VI, n®-. 232 
p. 1. El Juez James Rarvey McLeary naciô en Tennesee el 27 de 
julio de 1845# BstudiÔ Dereoho en Washington and Lee Universi­
ty graduSndose en I869 # Se radicÔ en San Antonio Texas donde 
praoticô su profesiôn y sirviô en la Asamblea Legislativa del 
Bstado. En 1880 fuê electo Attorney General de Texas, sirviô 
un têrmino y décliné el sogundo por insufioiencia de salario.
En 1886 fue designado Juez de la Supreme Court of Montana, —  
donde sirviô dos anos renunciando por razôn del clima. Al de- 
clararse la Guerra Hispano-amerioana recibiô la comisiôn de - 
Comandante e Inspector General en el ejército y sirviô en San­
tiago de Cuba. Al disolverse la organizaciôn militar norteame— 
ricana en Cuba el Gobernador Wood le nombrô Inspector de cari— 
dad. Llegô a Puerto Rico en febrero de I9OI como Secretario A- 
Auxiliar del Gobierno Civil, siendo designado por el Presidents
Teodoro Roosevelt Juez Asociado del Tribunal Supremo de Puerto
Rico el 4 de octubre de I9OI
17.- D. José Severe Quinones y Caro naciô en 1839, obtuvo su licen-
ciatura en Dereoho en la Universidad Cehtral de Madrid en i860.
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Consejero de Administraoiôn, Intendante de Hacienda» interino; 
Ministro en el Gobiemo autônomico* Presidents del Tribunal - 
Supremo de Puerto Rioo desde I9OO a 1909 en que falleoe# Le - 
sucede en ese cargo, D# José Conrado Hernândez y Santiago, que 
naciô en 1849» obtuvo su Idcenciatura en Derecho en la Universi­
dad de Salamanca en 1873# Fuê el ûnico puertorriqueno miembro 
en propi edad de la Audiencia Territorial de Puerto Rico. Ocu- 
p6 por oposiciôn todos los cargos del esoalafôn judicial espa­
nol ultramarino, en Puerto Rico, Cuba y Pilipinas. Le corres­
pond! a la presidencia del Tribunal Supremo pero la coyuntura 
politica y antigüedad de Quinones le privan de ella. Es Presi­
dents de esa instituciôn en 1909, cargo que desempena hasta — 
1922, Muere en 1932. D. José Maria Pigueras y Chiouês naciô en 
I852, obtuvo su tîtulo de Licenciado en la Universidad de San­
tiago. Mûri6 en I9IO. Para una extensa biografia de cada uno - 
de estos magistrados, vêase Carraelo Delgado Cintrôn. libro de 
Matricules, op. cit. p. 113, 114, 117.
18.— Vêase Las dos vacantes en el Tribunal Supremo, en Hevista del 
Colegio de Abogados de Puerto Rico, vol. 5, noviembre-diciembre 
1940, Nûm. 4# p. 325, especificamente p. 332.
19.— D. Emilio del Toro Cuebas estudiô la carrera de Derecho en la 
Universidad de La Habana en I896, por cursos libres. Siempre se 
dedicô al servicio pûblico, en el Departamento de Justicia o 
en la Judicatura. Nombrado Juez Asociado del Tribunal Supremo 
de Puerto Rico en I9O9# Es designado Presidents de esa institu— 
ciôn en 1921, suce di en do a D. José C. Hemândez. Siempre fué 
miembro del Partido Republicano Puertorriqueno y propugnaba
en sus escritos, actos y discursos por la total americaniza- 
ciôn de Puerto Rico. Vêase Emilio del Toro Cuebas, Patria. San 
Juan, Biblioteca de Autores Puertorriquenos, 1959, 4 vols. To­
mo III, p. 11
20.- D. Félix Cordova Dâvila, oursô la carrera en The NATIONAL UNI­
VERSITY LAW SCHOOL de Washington D. C. graduândose en 1903.
Juez, Legislador y desde 1917, Comisionado Residente de Puerto 
Rico en el Congreso de Estados Unidos. Miembro de Uniôn de —  
Puerto Rioo, (del seotor politico que desea convertir a Puerto 
Rico en un Estado de los Estados Unidos). Durante muy poco tiem 
po es Juez Asociado del Tribunal ^upremo de Puerto Rico.
21.— D. Carlos Franco Soto. obtiens su titulo de abogado en la Uni­
vers! dad de Barcelona en 1897. Se dedica a la Judicatura, sien­
do designado Juez del Tribunal Supremo de Puerto Rico. También 
un decidido, dedicado y consecuente creyente en la americani- 
zaciôn de Puerto Rico.
22#— D. Jacinto Texidor y Alcalâ de Olmo. estudiô Derecho en la Uni—
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versidad Central de Madrid obteniendo su titulo en 1892* Lue 
go de una larga vida profesional donde se dedicô a la prâcti- 
oa privada, a desempenars© como Registrador de la Propiedad, - 
miembro de la Comisiôn Codificadora de I9O6, Profesor de Dere— 
cho. Presidents del Colegio de Abogados, miembro de Uniôn de 
Puerto Rioo# Designado Juez del Tribunal Supremo de Puefto Ri­
co en 1928, muere el 6 de octubre de 1931# Conocedor profundo 
del Derecho civil llevô al alto Tribunal su influencia en ese 
oampo juridico pero su estancia alii fué corta. Ciertamente - 
Texidor y Alcala del Olmo no debe estar en la lista de Coll y 
Cuchi#
23.- D. Angel R. de Jesus, estudiô Derecho en Cornell graduândose - 
en 1913.
24.— D. Martin Travieso se recibiô de Bachiller en Derecho en Cornell 
en 1903# Praoticô su profesiôn de abogado en Nueva York, regre- 
sando a Puerto Rioo en I9O5# Miembro de Uniôn de Puerto Rico y 
del Partido Republicano# Desde I9O8 a 1914 fué miembro del Exe­
cutive Council# Seoretario de Puerto Rico de 1914-1917• Sena­
dor. Marcha a Nueva York otra vez y practica la abogacia de - 
1923-1931. En 1936 se le désigna Juez Asociado del Tribunal - 
Supremo de Puerto Rico. Es hombre de confianza de los Gobema— 
dores norteamericanos y del Bureau of Insular Affairs. Se le 
tiene como un producto de la americanizaciôn de Puerto Rico.
25.- La visiôn ideal, amistosa y florida que nos ofrece el Lcdo. Ca— 
yetano Coll y Cuchi sobre las relaciones entre los jueces nor— 
teamericanos y puertorriquenos, "cuyas mentalidades eran euro— 
peas en sus costumbres, y en su cultura, y sobre todo, en sus 
conocimientes juridicos" difiere totalmente del panorama que - 
proyeota Mr. Frank H. Richmond, "formerly Assistant and Acting 
Attorney General of Porto Rico" en carta dirigida al Bureau of 
Insular Affairs of the War Department. En esta carta confiden­
cial. demasiado franca y desprovis ta de todo adomo, Mr. Rich­
mond analiza una por una las relaciones y personalidades de los 
Jueces del Tribunal Supremo de Puerto Rico, Sehores Hernândez, 
Aldrey, Wolf, del Toro, y Hutchison. La informaciôn que ofrece 
de los ûltimos très magistrado s -en lo humano y profesional-
no les deja bien parados. No reproduzoo dicha carta porque en- 
tiendo que no ofrece perspeotivas ni abunda en la tesis de esta 
monografia. Para evitar su repro duc ciôn tampoco ofrezco la si^ 
natura NAUS-BIA, aunque la misma obra en mi archive.
26.— No creo necesario ofrecer ejemplos especificos, pues la docu— 
mentaciôn es muy abundante en este sentido. Vêase por via de 
ilustraciôn, NAUS-BIA, 46.
27.- Obsêrvese que es suprimido otro de los rasgos caracteristicos
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del sistema puertorriqueno. Otro sera la àboliciôn de lo con 
tencioso-administrativo en I904.
28.- Tulane Law Reviow. Vol. XIII, 1-37; 345-367 October, 1948 - 
march, 1949* El autor, antiguo Decano de Derecho de la Univer­
sidad de Puerto Rico ofrecio esta monografia como su tesis de 
maestria en la Tulane Law School. Para su bibliografia vêase 
la Revista del Colegio de Abogados de Puerto Rico, Vol. 33, - 
novi embre, 1972, Nûm. 4, dedicado a commemorar sus cuarenta - 
anos de docencia y ejercicio profesional.
29.- Comienzan los aforismos en 1903 con inclusio unius est exclu- 
sius alterius.
30.- Ulpiano Crespo, Uniformidad de Legislaciôn. Revista de las An- 
tillas, (Puerto Rico) octubre, I9I4, Ano II, Nûm. 8, p. II4
31.— Rafael Martinez Alvarez, Influencia de la Ley Comûn en el Dere— 
cho Civil de Puerto Rico, Revista del Colegio de Abogados de — 
Puerto Rico. Vol. X, julio-septiembre, 1947, P* 143, 177; luego 
ahade un largo catâlogo de esas frases.
32.— Una défini ciôn es la siguiente; "Un Tribunal inferior estâ obli^  
gado a seguir la jurisprudencia de un Tribunal superior, el - 
juez inferior no tiene ningûn derecho de hacer su propia inter­
pret aciôn de una ley o de una régla establecida por la juris­
prudencia. Cualquier Tribunal, aûn el mâs alto, estâ obligado
a seguir su jurisprudencia anterior para que no haya oscilacio- 
nes en el Derecho y para que se mantenga la certidumbre del - 
mismo". Véase a Phanor J. Eder, Ciertos principios caracteris­
ticos del common law, Cursos monogrâficos, Volûmen I, Academia 
Interainericana de Derecho Comparado e Internacional, La Haba— 
na, p. 272. Véase también, Helen Silving, Stare decisis in the 
Civil and in the Common Law, Revista Jurîdica de la Universi­
dad de Puerto Rico, Rodriguez Ramos, op. cit., p. 360; Martinez 
Alvarez, op. cit. p. 173.
33.- Martinez Alvarez, op. cit. p. 174-175, en original en inglés
Cf. José Puig Brutau, Importance of the Puerto Rico Supreme Court 
Reports in an appraisal of the Civil Lav/, Revista Juridica de 
la Universidad de Puerto Rico, Vol. XXVI, No viemb re-di ci ambre, 
1956, Nûm. 2, p. 153.
34*— El Juez Asociado D. Emilio del Toro Cuebas era el candidate del 
Partido Republicano Puertorriqueno para la vacante surgida en 
el Tribunal Supremo de Puerto Rico, como consecuencia de la re— 
nuncia voluntaria del Juez Presidents D. José C. Hernandez en
1921. El Partido Republicano era entonces minoritario. El can­
didate del Partido Uniôn de Puerto Rico, mayoritario era el —
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otro Juez Asociado puertorriqueno D» Pedro de Aldrey, aunque 
si no se désignât a a êste, el Partido Uniên aceptaba la desi£ 
naciên del Juez del Toro, todo por salvar el principio de que 
un puertorriqueno fuera Présidente del Tribunal Supremo# En 
ese momento habia dos norteamericanos en dicho alto foro, los 
Jueces Wolf, el mâs antiguo y Hutchison. Se rumoro que el Pré­
sidente de los Estados Unidos designaria al Juez Wolf e inme- 
diatamente comenzaron las protestas. Sin lugar a dudas, el Bu­
reau of Insular Affairs, quien era la oficina encargada de hacer 
la re comen daci ôn al Présidente estaba totalmente a favor y deed 
dida por el Juez del Toro. Y efectivamente fue designado perma 
neciendo en dicho cargo hasta 1940. El Juez del Toro entendla 
que su presencia en el Tribunal Supremo aseguraria la america- 
nizacion del Derecho puertorriqueno, la leotura de su obra —  
Patria llova a esa conclusiôn. Vêase HAUS-BIA, 4623-46 y Patria. 
San Juan, B.A.P. 1959, 4 vols.
35#- En reciente decisiôn del Juez Asociado, Honorable Carlos J. I- 
r.rizarri Yunquê manifesté el Tribunal Supremo de Puerto Rico 
que: "respetamos el oriterio expresado en el citado caso *Be- 
singer', pero no nos obliga, como no nos obligan las decisio- 
nes de ninguna Corte Federal, con excepciôn hecha del Tribunal 
Supremo (de los Estados Unidos) en casos apropiados". La opi­
niôn es tan reciente que todavia no ha sido impresa. Vêase dia 
rio El Mundo, > lunes 25 de febrero de 1974, P* 5 A. El tîtulo - 
dice: Con excepoiôn de Supremo de E.U. — Opiniôn de Irizarri — 
Yunquê dice Decisiones Certes Federales no obligan a Supremo 
P. R.
36.— Véase Carmelo Delgado Cintrôn, Las Escuelas de Dereoho de Puer­
to Rico, 1790-1916, Revista Jurîdica de la Universidad de Puer­
to Rico.
37.- Fifth Annual Report of the Governor of Porto Rico, covering - 
the period from .iuly 1. 1904. to- june 30. 1905. V/ashington, - 
Government Printing Office, I905, p. 63. Cf. Mociôn del Dele- 
gado a la Câmara Mr. Cornwell, ûnico norteamericano para que 
ésta adqulera obras légales de consulta de los Estados y Terri- 
torios norteamerioanos. Véase Nestor-Rigual, Inoidenoias Par- 
lamentarias en" Puerto Rioo, San Juan, Instituto de Cultura - 
Puertorriquena, 1972, p. 10.
38.- José Ramîrez Santibanez, Sentencias Déclarâtcrias, Revista del 
Colegio de Abogados de Puerto Rico. Vol. Ij septiembre-octubre 
1935, Nûm. 2, p. 57. Cfi Roman Lôpez Tamés, El Bstado Libre - 
Asociado de Puerto Rico, Oviedo, Publicaciones del Instituto 
de Estudios ^urîdicos, I965, P. 82-89.
39.- El Paîs, 3 de julio de I9OO, Ano VI, Nûm. 155, P. 2.
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40.- The ban Juan News, friday, September 13, 1901, Vol VI, Nûm.
211, p. 3.
41»- Santos P. Amadeo, Acoiôn civil de dahos y per.iuicios por muer- 
te ilegal en Puerto Rico, Revista Juridica de la Universidad - 
de Puerto Rico, Vol. XIII, enero-febrero 1944, Nûm. 3, p. 1291 
El Dr. Amadeo, ademâs de Catedrâtico de largos anos de experien 
cia, ha sido uno de los escritores e investigadores jurîdicos 
mâs serios y prolîficos de Puerto Rico.
42.- Por via de ilustraciôn algunos e jemplos son» la Conferencia del 
Gobernador Henry y los Secretarios de Gobiemo puertorriquenos 
4 de septiembre de 1899, NAUS-BIA, 211; Informe del Secretario 
de la Guerra Root de 30 junio de 18995 Informe Carroll de octu 
bre de 18995 Mensaje del Présidente de 1899»
43.- Véase el informe oficial de esta comisiôn en idioma inglês e - 
idioma espahol. Por supuesto la versiôn inglesa prédomina como 
oficial por cuanto es la lengua oficial del Congreso de los Es 
tados Unidos a quien se le sometiô. Véase el Report of the Com­
mission to revise and compile the laws of Porto Rico. Washing­
ton, Government Printing Office, 1901. El mismo tiene IO77 pâ­
ginas.
44.- Leyes de Puerto Rico. 1901, p. I5. Obsêrvese que el nombre de 
esta Comisiôn es en idioma espanol que es el oficial en la is­
la y en el qu4 se aprueban las leyes y demâs disposiciones de 
la Asamblea Legislativa de Puerto Rico en el momento en que se 
aprobô esta Ley. El 21 de febrero de I9O2 se aprobô la llamada 
Ley de Idiomas Oficiales que establece dos idiomas para Puerto 
Rico, el espanol y el inglês. El Colegio de Abogados de Puerto 
Rico ha aprobado Resoluciones solicitando la derogaciôn de tal 
medida. La ûltima fue la Resoluciôn o Mociôn de 5 ûe mayo de - 
1973 donde la instituciôn se reafirma en que "el idioma de Pue^ 
to Rico debe ser ûnico y esencialmente su lengua vemâcula, 00 
mo expresiôn consubstancial con su personalidad y afirmaoiôn 
indubitable de nuestra identidad cultural".
45#- Informe de la Ccmisiôn Codificadora de Puerto Rico. Puerto Ri­
co, Tipografia Boletin Meroantil, 1902, Cuatro tomos.
46.— Obsêrvese que ninguno de los miembros norteamericanos tiene re 
laciôn alguna con Louisiana, ûnico Bstado que"entonces ténia ' 
una parte de su Ordenamiento juridico estatal, The Civil Code. 
de origen civilista, aunque no hispano sino francÔs.
47#- Têngase en cuenta que los acuerdos de la referida reuni ôn de - 
26 de junio son oficiosos y carecen de valor por cuanto uno de 
los miembros, Mr. Daly, no habia juramentado su cargo de comi­
sionado.
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48.- Report of the Commission to revise and compile, op, cit.. p,
11, Todas las citas serân de la versiôn oficial en espanol, a 
menos que se indique en contrario.
49.- Manifiesta el Informe oficial que:'"En el lapse de tiempo tran^ 
currido desde junio 25 a agosto 25, los dos miembros america- 
nos de la comisiôn convinieron en la siguiente division de los 
trabajûs para la investigaciôn preliminar. Al Comisionado Daly 
se asignaron los cô^gos civil y criminal; las leyes de enjui- 
ciamiento civil y criminal; las leyes notarial e hipotecaria;
Al Comisionado Rov/e: cuestiones relativas al Derecho pûblico, 
incluse la forma de gobierno insular; gobierno municipal; tri­
but aciôn; organizaciôn del sistema de administraciôn de la en- 
sehanza; la ley relativa a ferrocarriles y obras pûblicas; ad­
ministraciôn de beneficencia y el sistema electoral. Esta di- 
visiôn fué luego alterada distribuyêndose los trabajos entre - 
los très miembros de la comisiôn", Ibid, p, 11,
50.— El San Juan News."publiea la siguiente noticia sobre la tardan— 
za de la Comisiôn, Primero se anunciô, hace algûn tiempo
atrâs, que la Comisiôn tendrâ sus oficinas principales en Wash­
ington a cuya proposiciôn el miembro puertorriqueno objet6 ba- 
sândose en varies fundamentos", The San Juan News, sunday, au­
gust 5, 1900, Vol. V, No. 30, p. 1.
51.- Ibid. p. 29
52.- El Lcdo. Hemândez LÔpez acompana a su padre, D. Juan Hemân­
dez Arbizu, donde ,éste era Diputado a Cortes y durante la mo— 
narqula de Alfonso XII se le désigna Magistrado de Audiencia, 
üirviendo on Las Palmas, de Granada, Presidents de la Audien­
cia Criminal de Jerez de la Front era y termina su vida como ISa  
gistrado de la Audiencia de Sevilla en I889# Es por ello que 
Juan Hemândez Lôpez, primero ours a la carrera de Dereoho en 
la Universidad de Madrid y la termina en la Universidad de Se­
villa. Regresa a Puerto Rioo y ooraienza una larga y feounda yi 
da profesional y politica. Ha sido uno de los Profesores de la 
Facultad de Derecho del Ateneo Puertorriqueno en I889, donde — 
onsenà Derecho Romano e Historia General del Derecho Espanol.
Me ab8tengo de continuer este esquema biogrâfico pues ya en el 
làbro de Matriculas del Colegio de Abogados de Puerto Rico lo 
hice. op. cit. p. I18
53#— Véase Annual Reports of the War Department for the fiscal year 
ended' june 30. 1900* (Report of the Ivlilitary Governor of Porto 
Rico).'op. cit. p. 13. La revista publicada en New York, The - 
Nation, nos ofrece otra opiniôn sobre el ambiente en Puerto — 
Rico en ese momento, 2 de agosto de I9OO. En su secciôn The - 
Week leemos que: "Parece extrano que los pue rt o rri que nos nos — 
odiaran en vista de todo lo que hemos hecho por ellos, pero si
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las observaciones del corresponsal del Herald son correctas, 
ellos nos odian en verdad. Parece que los magistrades locales 
estân ofreciéndoles a los norteamericanos una prueba de la Ley 
espanola, solamente para demostrarles como es cuando es estri^ 
tamente aplicada, y los norteamericanos naturalmente se sien- 
ten perseguidos. Mientras tanto, la Comisiôn que reorganizarâ 
los Tribunales y revisarâ las leyes todavia no ha embarcado". 
Vêase The Nation (New York) Thursday, august 2, 1900, Vol. 71 
Num. 1831, P# 81-82
54#- Ibid»
55#“ The San Juan News, Sunday august 5, 1900, Vol. V, No. 30, p. 1. 
Comparées esta nota del ôrgano çeriodistico de los intereses - 
norteamericanos en Puerto Rico con el anteriormente reproduci— 
do informe oficial del Gobernador Militar. El General Davis, - 
ciertamente no se ha oaracterizado por su defensa de las insti- 
tuciones puertorriquenas. Algunas de sus Ordenes Générales al 
respecte son las de creaciôn del Tribunal Provisional; la reor 
ganizaciôn del sistema judicial puertorriqueno asimilândolo a 
los de Estados Unidos; la supresiôn de la profesiôn de Procu­
rador y la obligatoriedad de estudiar Derecho en los Estados - 
Unidos, entre otras.
56.- The San Juan News, Wednesday, frebruary 13, 1901, Vol. VI, No. 
37, P# 5# A veces este diario publica las mismas noticias en 
inglês y en espanol. La versiôn en inglês de esta nota aparece 
en la primera pâgina de ese dia.
57#- La Comisiôn citô oficialmente al Presidents de la "Asociaciôn 
de Abogados Americanos" o "Association of American Lawyers"; - 
al Decano del Colegio de Abogados de Puerto'Rico; al Decano - 
del Colegio Notarial de Puerto Rico, Jueces, Magistrades, Fis­
cales, etc. La lista figura en la pâgina 13 del Report of the 
Commission to revise and compile, op. cit.
58.- Vêase Review of Review, Vol. 26, august, 1902, p. 205, cita -
especliica, a la pâgina 206. Traduceiôn del autor.
59#- Report of the Commission to revise and compile, op. cit. p. 19 
En este momento I9OO—I904 la Câmara de Delegados de Puerto Ri­
co estâ integrada por miembros del Partido Republicano Puerto­
rriqueno ûnicamente. Pues el Partido Federal se habia retraido 
en los comicios. La responsabilidad de toda la legislaciôn se­
râ pues de los republioanos, quienes como sabemos desean la 
americanizaciôn y asimilaoiôn de Puerto Rico a los Estados Un^ 
dos.
60.- Ibid., p. 3o La Carta de Mr. Knox estâ dirigida al Speaker of 
the House of Representatives# Este funcionario ordenô su envio 
al Commit te on Insular Affairs y ordenô que se imprimiera.
61.- Sobre las partes III y V la Comisiôn manifiesta; "La neoesidad
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de presentar el informe dentro del têrmino fijado por la Ley 
Foraker, hizo imposihle una ampli a y detenida discusiôn de di­
cho s proyeotos. Tbid. p, 21.
62.- El Informe oficial tiene 1077 pâginas, pero como la mit ad es 
en idioma espanol y la otra mit ad en idioma inglês, realmente 
contiene 538 pâginas. !De estas solamente 4 pâginas son dedi- 
cadas al problema de la revisiôn! Adelanto aqui mi opiniôn de 
que la conclusiôn que uno saca luego de leer'detenidamente es­
te informe es que el mismo es muy déficiente, que los miembros 
de la Comisiôn no se de di car on a la tarda encoraendada y que - 
desde un principio actuaron sin interês.
63.- Report of the Commission to revise and compile, op. cit. p. 23 
Obsêrvese que destaca "especialmente en la sustantiva"
64.- Ibid.. p. 25. Obsêrvese la continua menoiôn de las tradiciones 
en este y el anterior pârrafo y a lo largo del informe. Es in- 
teresante consignar que en la pâgina 145 del informe (lado en 
idioma espanol) se manifiesta lo siguiente» "La legislaciôn de 
un pueblo no puede ser obra sôlo de la filosofîa o de la espe- 
culaciôn cientîfica. Partidarios entusiastas, sin exclusivismos, 
de la escuela que sustenta las ideas del ilustre Savigny, y sin 
desconocer tampoco, las légitimas influencias de la filosofia
y la neoesidad de inspirar las leyes en los verdaderos y posi- 
tivos progresos de la ciencia juridica, oreemos, sin embargo, 
que la marcha progrès!va de la legislaciôn de toda coleotividad 
debe ir precedida, o por lo menos acompanada de sus hâbitos, 
de su e duc aciôn, de sus costumbres y de sus condiciones morales 
y sociales". Ibid.. p. 145* Esta cita, de adhesiôn a la Escuela 
histôrica del Derecho, aparece al final de la nota titulada, - 
"Revisiôn de la Organizaoiôn judicial de Puerto Rioo". segunda 
nota de la parte 2, titulada, "Comentarios sobre Proyeotos de - 
Ley acordados por la Comisiôn". El ilustre jurista y ex Catedra 
tloo de Derecho, Dr. Manuel Rodriguez, sostiene que la cita es 
de la Comisiôn, especialmente de los miembros norteamerioanos, 
pues espeoifioamente excluye al Lcdo. Hemândez LÔpez. Mi opi­
niôn es que la referida cita solidarizândose con el pensamiento 
de Savigny es del Lcdo. Hernândez Lôpez. La misma se encuentra 
al final de una nota redactada por el Comisionado puertorrique­
no. Aunque reoonozoo que la parte 2 donde se inoluye se refiere 
a ooraentarioa de proyeotos de ley acordados por la Comisiôn; 
aûn asi ser este el ponente.
65.- He prefer!do la traduccién al idioma espanol del Dr, Rodriguez 
Ramos en vez de la versiôn oficial en la misma lengua en aras 
de la claridad, pues ese pârrafo esta muy mal traducido. Vêase 
Manuel Rodriguez Ramos, Breve Historia de los Côdigos puertorri— 
quenos. Revista Juridica de la Universidad de Puerto Rico. Vol. 
XIX, abril-mayo, 1950, Nûm. 4, P. 233.
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66.- Cf. articulo editor!cil en la Review of Review de 1902 antes 
citado en la anotaoiôn 59* Allî se sostiene igual conclusiôn.
67r- Opiniones del Attorney General de Puerto Rico. San Juan, Ti­
pografia El Pais, 1903, p. 217
68.— Véase Report of the Commission to revise and compile, op. cit. 
P. 29
69#- Rodriguez Ramos, Breve Historia de los Côdigos puertorriquenos 
op. cit.. p. 266. Anteriormente este autor habia expresado - 
igual opinion sobre el mismo organisme en su articulo. Inter­
action. op. cit.. p. 16
70.- Leyes de Puerto Rico. I9OI, p. 5
71.- Véase First Annual Report of Charles H. Allen. Governor of - 
Porto Rico, from may 1. 1 9 0 0 to may 1. 1901. Washington Prin­
ting Office, 1901, P. 77
72.- Nestor Rigual, Miembros y funcionarios de la Asamblea Legisla­
tiva de Puerto Rico. 1900-1965. San Juan, Camara de Represen- 
tantes de Puerto Rico, p. I9# (Relaciôn de Miembros del Conse­
jo Bjecutivo de Puerto Rico)
73.- El Lcdo. Rosendo Matienzo CintrÔn, licenciado en Berecho por - 
la Universidad de Barcelona en 1684* A ralz de la invasiôn - 
norteamericana ejerce como Magistrado de la Audiencia Criminal 
de Ponce, coyuntura que dura poco tiempo regresando a la prâc­
tica de la abogacla. Ingresa en el Partido Republicano, pero 
desilusionado por la prêdica de ese partido a favor de la ame— 
ricanizaciôn de los puertorriquenos rompe con esa coleotividad 
politica en 1902. Comienza entonces una intensa campana publi­
ca para llamar la atenoiôn y orientar a las masas del pals so­
bre el peligro que para la naoionalidad puertorriquena represen 
tan las institue!ones y presencia de Estados Unidos. Asimismo 
lanza la idea de la Uniôn de Puerto Rico que culmina en I904 - 
con la fundaciôn de ese partido bajo el liderato de B. Luis Mu 
Hoz Rivera# Muere en 1913# Véase Dîaz Soler, op. cit. Ibid.. 
Coll y Toste, Boletin Histôrico, op. oit.. Vol XI, p# I55.
74#“ El Dr# José C. Barbosa môdico y politico puertorriqueno, Aun­
que nunoa près!diô el Partido Republicano Puerto&riqueHo era 
el mâximo dirigente del mismo y su orientador. Estudiô medi- 
cina en Estados Unidos y después de I898 es un convencido ex­
positor de las ventajas que para los puertorriquenos représen­
ta la norteamericanizaciôn de su identidad nacional. Era el - 
inspirador del diario El Pals y luego de El Tiempo. Muere en -
1922. Véase Antonio S. Pedreira. José Celso Barbosa, un hombre 
del pueblo. San Juan, Instituto de Cultura Puertorriquena, -
1965.
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75#- El Lcdo* José de Diego, abogado, politico y poeta puertorri­
queno* Estudia Derecho en la Universidad de Barcelona y se — 
gradua en la Universidad de La Habana en I89I# En I898, Sub— 
secretario de Justicia y de la Presidencia, siendo Présidente 
D. Luis Muhoz Rivera* Magistrado de la Corte Suprema de Justi­
cia de Puerto Rico en 1899, luego Présidente de la Corte de - 
lo Criminal de Mayagüez* Electo a la câmara de Delegados en - 
1902, Presidents del-Cuerpo de 1902-1917* Preside Uniôn de - 
Puerto Rico en 1914, Présidente del Ateneo I9I6-I9I8. Jefe del 
grupo en favor de la independencia nacional de Puerto en la 
Uniôn# Uno de los oradores mâs célébrés del paîs. El pueblo le 
llama el Caballero de la raza y el idioma. Muere en 1918.
76.- El Lcdo. Andrés Crosas, puertorriqueno criado y educado en los 
Estados Unidos, donde permaneoe hasta su vida adulta. Miembro 
del Consejo Ejecutivo donde se le acusa de aparentar ser neu­
tral e independiente pero que en reali dad vota y actûa con los 
republioanos. Es autor de la Ley de distribuciôn electoral por 
causa de la cual se retiran los federales de las elecciones.
Un anâlisis de la forma como votaba en el Consejo Ejecutivo de- 
muestra que siempre lo hizo respaldando a los republioanos o 
a los miembros norteamericanos. Pué Juez de Quiebras de la Urm 
ted States District Court for Puerto Rico, En 1915 aspira a - 
que se le désigné Juez del Tribunal Federal pero no es compla- 
cido. Al ano siguiente es designado Juez del Tribunal de Dis­
trito de Aguadilla donde sirve hasta 1920, Aspira a un nuevo 
nombramiento pero no es complacido. En ese ano entra en socie- 
dad con el abogado Mr, Savage,
77#- Pagân, op, cit, p, 7I# Cf, articule de Fernândo de la Rosa en 
The Puerto Rico Herald de 28 de marzo de 1903, vol, 2, p, 85, 
donde reproduce una resoluciôn de D, Juan Ramôn Ramos, del mis 
mo Partido Republicano, donde expone la inefectividad de la - 
Câmara de Delegados ante el Consejo Ejecutivo, Véase también 
Dîaz Soler. op. oit*, p, 206.
78.- Rigual, Miembros y funoionarios. op. cit., p. 3j Pagân, - 
cit.. p# 76# Delgado Cintrôn, Libro de Matrîculas. op. cit.
79*— Los abogados norteamerioanos résidantes en Puerto Rico no se 
conform aron con partidipar en el âmbito jurîdico y comer ci al 
sino que se organizaron para presenter una candidature inde­
pendiente en estas elecciones de I9OO. Figuraron como candida- 
tos independientes los senores. Savage, Anderson, Chapman, - 
Lippit, Brown, Maltman y Thompson. Todos son derrotados. La - 
situaciôn no se vuelve a repetir. The San Juan News, thursday 
27, 1900, Vol. V, No. 74, P* 1*
80.— En septiembre de I9OO renunciaron a sus cargos en el Consejo
353
Ejecutivo los représentantes del Paxtido Federal, Lodo* de 
Diego y el Sr. Camunas# Pueron sustituldos per los repuTalioa— 
nos Lcdo. José Guzman Benitez y Up. José Gémez Brioso, el pr^ 
mero abogado y el segundo médioo# Obsérvese que ahora el Pax 
tido Federal îio ocupa ningun cargo en el Gobierno puertorri- 
Queno y que los republicanos tienen toda la responsabilidad. 
Véase La Democraoia, 3 y 4 de septiembre de I9OO, Ibid. 5 de 
septiembre de I900. Ibid. 6 de septiembre de I9OO, Ibid, 31 
de octubre de I9OO, Ibid. 5 de febrero de I9OO.
81.- Véase Informe de la Comisién Codifioadora de Puerto Bjoo. Co— 
mentarios sobre los Cédigos. Puerto Pico, Tipografia Boletin 
Mercantil, I902, p. 1,
82.- Es el Cédigo Civil esoanol de 1888 trasladado a Puerto Pico - 
el 29 de agosto de I889, luego de los ajustes pertinentes he- 
chos en el Lîinisterio de Ultramar. Véase Gaoeta de Puerto Rico. 
29 de agosto de I889, Num. IO4, p. 1 y ss; termina su publi- 
caoién en Ibid. 12 de diciembre de 1689, Num. 149,
83#— Es el Cédigo Pénal de Espana de I87O trasladado a Puerto Rico 
con los ajustes neoesarios por el Rec-1 JDecreto de 23 de raayo 
de 1879» Véase Gaoeta de Puerto Rico. 17 de junio de 1879, P#
3 y ss#
84#- Es la Ley de En.iuiciamiento Criminal espanola. trasladada a - 
la isla por ReaJL Decreto de 19 de octubre de 1888. Véase Qace- 
ta de Puerto Rico# 27 de noviembre de 1888, Ném# 1688, p. 1 
y ss#
85#- Informe de la Comisién Codifieadora de Puerto Rico, op# oit# 
p. 7-8
86.- Ademâs de los anteriores antecedentes, el comentario del Seore- 
tario de Justicia Mr. Harlan es importante: "Muchos de los ab£ 
gados americanos residentes aqu£ oreen que hubiera sido mâs 
sabio implantar un sistoma de Leyes amerioanas en la isla", -
1 de abril 1901.
87.- Informe de la Comisién Codificadora de Puerto Rico. op. cit.
P. 19
88.- Luis Munoz Morales, Compendio de Legislacién Puertorri uena y 
sus precedentes. Rio Piedras, Junta Editoria de la Universidad 
de Puerto Rico, 1948. Para la larga y fecunda vida y obra de - 
este noble jurista puertorriqueno, véase el interesante estudio 
del Lcdo. José Hilo Dâvila Lanausse, Las Aportaciones del Lcdo. 
Luis Munoz Morales al Derecho Puertorriqueno. San Juan , Colegio 
de abogados de Puerto Rico, I960.
89#— Munoz Morales, Compendio. op. cit. p. 121.
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90.- Véase La Correspondencia de Puerto Rico, 18 de enero de 1902, 
p. Ij La Democraoia, 18 y 20 de enero de 1902. Asimismo Dîaz 
Soler, op. cit. p# 219
91.- El Lcdo. Jesûs M. Rossy y Calderôn comenzÔ sus estudios de De­
recho en la Universidad de La Habana y los terminé en la Uni- 
versidad de Granada con calificaciones sobresalientes en 1896.
En 1898 desempené los cargos de Abogado Fiscal de la Audiencia 
Territorial de Puerto Rico, Juez Municipal y en 1899 Seoreta- 
rio de Sala de la misma Audiencia, Juez de Primera Instancia 
de San Francisco (San Juan) y FisceûL del Tribunal de Distrito 
de Areoibo. En julio de I9OI es designado para el cargo de Fi^ 
cal de San Juan. En 1904 pasa a ser Fiscal del Tribunal Supre­
mo de Puerto Rico, puesto que desempena hasta 1911» cuando — 
el Gobemador le nombra Juez de Distrito de San Juan.
92.- Cf. Rigual, Incidencias parlementarias, op. cit.. p. 11. Asimi^ 
mo Jesûs Maria Rossy, Cédigo Penal de Puerto Rico, anotado. — 
San Juan, Tipografla Real Hermanos, I9O9, A. de J. Geigel, Fé 
de Errâtas al Cédigo Penal. Revista de Leyes y Tribunales. - 
Ano I, 25 de abril de 1903, Num. 16, p. 204.
93.- Véase el comentario que hace Nestor Rigual, en su libro Inci— 
dencias Parlamentarias en Puerto Rico ya citadoi "Uno de los 
asuntos que produjo gran efervescencia, principalmente entre 
la clase togada, fue el informe de la Comisién designada para 
redactar el nuevo Cédigo Penal de Puerto Rico", Rigual confun 
de el propésito de la Comisién Codificadora de Puerto Rico y 
entiende que ûnicamente êsta estaba encargada del Cédigo Pe­
nal. Pdguol, op. cit., p. 11
94#— Véase El Aguila de Puerto Rico. 4 de raarzo de I902 y La Demo-
cracia. 1 de marzo de 1902, La glosa antes transcrita es de Dîaz 
Soler, op. cit. p. 230.
95#- Véase Actas de la Câmara de Delegados de Puerto Rico, I9OI- 
1902, manuscrit os encuadernados. j'iTcliivo General de Puerto - 
idco.
96.- Véase el Report of the Attorney General of Porto Rico, de fe- 
cha de 1 de agosto de 1902 en Second Annual Report of the Go­
vernor of Porto Rico, from may^, I9OI to july'l, 1902, V/as- 
hington. Government Printing Office, 1902, p. 95
97.- Véase la sentencia Ex Parte Bird. 4'Sentencias y Resoluciones 
del Tribunal Supremo de Puerto Rico. San Juan, Bureau of Prin­
ting and Transportation, 1913, p. 458
98.- Véase Pueblo v. Castro, Tomo 3, Ibid.
99#- Véase Hernândez v. Feliû, II D.P.R. 394
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100,- Luis Munoz Morales, Resena historiés, y anotaciones al Cô— 
digo Civil de Puerto idco, San Juan» Faoultad de Derecho, 
Universidad de Puerto Rico, 1947, P* 24# Obsérvese que apa- 
rentemente Munoz Morales da la impresiôn de creer que el ïte 
recho Civil de Louisiane, es de raiz espanola
101#- Informe de la Comisién Codificadora de Puerto Rico, op# cit. 
p. 8.
102.- Es interesante consignar aqui, aûn cuando sale del ambito - 
de nuestro estudio que cuando se quiso reformer la Ley de 
Corporaciones de 1911 el que prepare el proyecto que se apr£ 
bé fue Mr. Adolph A. Berle, Jr. contratado por el Gobierno 
del Est ado Libre iisociado de Puerto Rico. Por supuesto se - 
volvio otra ves a traer otra Ley de Estados Unidos, siendo 
la misma aprobada el 9 de enero de 1958 por la Asamblea Le- 
glslativa de Puerto Rico, Véase Adolph A, Berle, Jr-, Objeti- 
vo y si; nificacién de la ITueva Ley de Corporaciones, Revista 
del Colegio de i\bo/:ados de Puerto Rico, Vol. )CVI, febrero,
1956, lîûm. 2, p. 27
1 0 3 .— Mr. Willis Sweet es el segundo Attorney General de Rierto M  
co, siendo designado en abril de 1903 por recomendacién del 
senador norteamericano Mr. Heyburn de Idaho. Mr. Sweet es - 
tenido por sus contemporaneos y en el Bureau of Insular Af­
fairs como un mediocre. Sobre la participacion de éste fun- 
cionario en el Cédigo de Enjuiciamiento Civil, véase, James
II. Mac Leai^ '', The Administration of Justice in Porto Rico, 
Illinois Law Reviev/, vol. VII, 1 9 1 2 -1 2 , p. 77, cita especi- 
fica a la pâgina 91#
104.- Mestre v. Dîaz Român, 5^ D.P.R. 372 (1937). El Cédigo de - 
Idaho a su vez es similar al Cédigo de California.
105.- Véase, Fourth Annual Report of the Governor of Porto Rico, 
from july 1, 1903 t6 june 30, I904, (to the President of '
iiie "United liâtes), \/ashington, Government Printing Office, I904 
p .  2 4 ,
106.- Ibid.
107.- Fifth Annual'Report of the Governor of Porto Rico, from - 
july 1, 1904, to june 30, 1905 (to the President of United 
States) './ashington. Government Printing Office, 1904, p.
62-63
108.- luid, p. 63
109.- Arturo Morales Carrion, Ante un Centenario - Rosendo Matien- 
zo Cintrén, 1955
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110,- Luis Jimenez de Asûa, Tratado de Derecho Penal, Buenos Ai­
res, Editorial Losada, 1950, Tomo I, p. 932, Del mismo au— 
tor. Las Vias de hecho en el Derecho Penal, Revista Juridi*- 
ca de la Universidad de Puerto Rico, Vol, XXIII, noviembre, 
1953, Num. 2, p. 12?
111,— Luis Munoz Morales, Compendio de Legislacién, op, cit; p, 
121, 131, 209; Santos P, Amadeo, Lecciones de Câtedra, agos­
to de 1949; Manuel Rodriguez Ramos, Interaction, op, cit,
112,- Santos P, Amadeo, Accién Civil de dahos y per.juicios por — 
muerte ilegal en Puerto Rico, op, cit, p, 129
113,- Guaroa Velazquez, La Consideracién, la causa y el Derecho 
puertorriqueno, Revista Juridica de la Universidad de Puer— 
to Rico, Vol, XVI, Num. 2, p. 5*
114,- Garcia Martinez, ldi orna y Derecho, op. cit, p. I96
Capitule Quarto.-
1.- The- San Juan News, Saturday, april 21, I9OO, Vol, IV. 74» 
p. 3. Tbido, Wednesday, april 18, I9OO, Vol. V, IJO 168, p. 4
2.- Lîr, Thomas D, Mott esta estrechamente relacionado con la Dis­
trict Court of the United States for Porto Rico. Se le désig­
na compilador oficial de las sentencias de ese tribunal, car­
go del cual es relovado por el Juez Bernard Rodey en 1909, - 
por que Mr. Mott testifies, en contra del primero en la Câmara 
de Delegados. Asimismo es suspendido y séparado del ejercicio 
profesional en dicho tribunal federal por el mismo juez y la 
misma causa.
3.- Mr. Arthur Odlin, pertenece a los diez abogados originales que 
componian el "Bar" del Tribunal Federal, o District Court of 
of the United States for Puerto Rico. Sera por un tiempo bre­
ve Fiscal interino de la U.S. Provissional Court en 1899i En 
mayo de I9OO es designado Attorney General of Porto Rico, en 
el gobierno civil que organisa el General Davis hasta que lie— 
guen los miembros en propiedad. Continua en Puerto Rico un - 
tiempo, hasta que se le désigna Juez del Tribunal de Primera 
Instancia de Manila. En 1921 se le désigna Juez del Tribunal 
de los Estados Unidos en Puerto Rico, sucediendo a Mr. Peter 
Haiailton. Su mediocre actuacion, sus declaraciones a la prensa 
y sus malas relaciones tanto con los dirigentes politicos y 
cultural es de Puerto Rico y con los gobernantes norteamerica- 
nos llenan de embarazo a las autoridades de Washington. Al tér
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mino de su gestiôn de cuatro ahos como Juez Federal no se le 
vuelve a designer a pesar .del respaldo de la Federal Bar Asso^  
dation of Porto Rico expuesto en una resoluciôn de es a orga- 
nizaciôn* En 1925 le suce de Mr. Ira K. Wells y Mr. Odlin se 
retira a la Florida de donde es residents. Muere al ano siguien 
te. Véase, Porto Rico Progress, april 21, 1921} B1 Imparcial. 
julio 2, 1923; The Times (Seccién en inglés de El Tiempo de San 
Juan) decemher 17, 1924} El Tiempo. mayo 22,-1926} 'Washington 
Post, june 8, 1926 y New York Herald, june 8, 1926. Asimismo, 
su Personal File, Arthur Odlin. NAUS—BIA.
4.- Federico Begetau y Gonzalez, abogado, educador y politico puer- 
üorriqueiio perteneciô al Parti do Republic ano Puertorriqueno y 
fue electo primer Cornisionado Residente de Puerto Rico en 'Was­
hington. A pesar de su relaciôn con dicho Tribunal Federal no 
aparece inscrito entre los diez primeros abogados miembros del 
mismo.
5.- Mr. Francis H. Dexter sera miembro y Presidents de la Federal 
Bar Association of Porto Rico durante rnuchos ahos, miembro des­
tac ado del foro federal. En I909 testified contra el Juez 3. 
Rodey ante la Câmara de Delegados y éste le suspendiô de la' - 
prâctica por treinta dias,Véase Ex Parte Francis H, Dexter, 4 
Porto Rico Federal Reports. 476 (l909)« Al ano si guiente el - 
Juez Charlton también le suspendiô por un tiempo. lus compahe- 
ros le eligen tiempo después Presidents del Federal Bar. Es 
uno de los mas continues practicantes del foro federal.
6 .— El ii'Ükiero exclusive de diez surge de la Lis ta Cronologica de 
los Aboyados inscrites en la Porte de Distrito de los Estados 
Uni do s pai'a Puerto Rico hasta el 13 de febrero de 1S14. NAUS- 
BIA, 1510-16 A.
7.— Mr. Thomas Do Mott, Jr. qui en segun el Juez federal Mr. Bernard 
Rodey es uno de los "responsables" do que el Congreso estable- 
ciera el Tribunal de los Estados Uni dos para Puerto Rico (Tri­
bunal Federal) en la isla} es también desaforado en I909 y se 
le impone una suspensién de sois meses y una multa de $ I5OOO 
Véase Ex Parte Mott en 4 Porto Rico Federal Report. 476. La - 
prâctica de este letrado en el Tribunal Federal continüarâ lue— 
go siendo muy activa. La cita en inglés sobre la partielpaciÔn 
de estes abogados en traer el Tribunal Federal a Puerto Rico
es la siguiente; "These veiy men, as it is said, took a large' 
part in inducing Congress to place this Court 'upon the island, 
as a sample of iimorican tribunals.." Ibid., p. 486
8 .- Mr. Andrés B. Crozas Graham, a pesar de haber nacido en Puerto 
Pico en I876 se le considéra para todos los efectos como notea-
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mericano. Paso su infancia, juventud y primera madurez en' - 
Estados Uni dos# Allî recibiô toda su educaciôn# Durante 23 
ahos permaneoiô en Estados Unidos# Su instruociôn juridica 
la recibiô en la New York Law School# Regresô a Puerto Rico - 
en 8 de octubre de 1900 y fue admitido en la District Court 
of the United States en 19 de noviembre de ese ano# îlo fué - 
hasta dos ahos después admitido a la prâctica de la abogacia 
por el Tribunal Supremo de Puerto Rico# A comienzos del r ô ^  
men civil norteamericano en Puerto Rico es designado por el - 
Présidente de Estados Unidos miembro del Consejo Ejecutivo, — 
como independiente, pero se le ténia como elemento dûctil a - 
los republicanos e instrumente del Gobierno# Véase Diaz So—
1er, op# cit. p. 198. Durante unos ahos fué "Referee in —  
baniaruptoy" en el Tribunal Federal. Relacionado estrechamente 
* con el alto corneroio e industries norteamericanas de Puerto
Rico, como la Casa Crozas y Finlav de su f ami lia. Su padre de 
I igual desempehÔ el cargo de Vice Consul de Estados Unidos en
la isla. En 1915, Mr. Crozas fue "candidate" para el cargo 
de Fiscal federal, al aho siguiente el Gobernador de Puerto —
; Rico le désigna Juez de Distrito de Aguadilla, puesto que ocu­
pa cuatro ahos y no se le vuelve a designar a pesar de su in­
tense, campaha para elle. Véase lîAUS—BIA, Personal file. Al- 
bert E. Lee, An Island Grows, New York, Albert E. Lee and Sons,
i 1963
9.- Mr# Charles M. Boerman, Bachiller en Ley es por la Universidad
de llucva York, Titulo expedido por dicha instituciôn el 5 de 
junio de I89I# La Junta de Gobierno del Colegio de Abogados de 
Puerto Rico le inscribe en 18 de diciembre de 1899. Establece 
su bufete on Ponce, al sur de Puerto Rico, emporio de cornercio 
y casas norteamericanas. Durante los ahos del Gobierno Militar 
participa activemente en toda clase de asuntos# Es uno de los 
causantes de la supresiôn de la profesiôn de Procurador en —  
Puerto Rico. Practice continuamente en el Tribunal Federal.
I 10.- Mr. Frederick L. Cornwell fue el ûnico abogado nortermericano
I que logrô ser electo a la Câmara de Delegados de Puerto Rico
en 1900. Lo fue en la candidature del Partido Republicano Puer 
torriqueho y por el Distrito de Mayaguez, Sus intervenciones 
I, en el seno de la Câmara causé problema.s a los demâs miembros
republicanos. Insistia Mr. Cornwell que la isla de Puerto Rico 
tenla dos idiornas oficiales, el espahol y el inglés (Aûn cuan— 
do la Ley de Idiomas Oficiales no se aprueba hasta el 21 de - 
 ^ febrero de I902)• Su participaciôn es mediocre y sin importàn-
* cia. Véase, The San Juan News, thursdoy, december 6 , I9OO, Vol.
V, ITû 132, p. 3.f Rigual, Incidencias Parlament arias, op. cit. 
p. 2 .
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11.- The San Juan News, Wednesday may 2, 1900, Vol. IV, NG I91 - 
pâg. 1 .
12.- Ibid., friday, june 5» 1900, Vol. IV, N@ 245> P* 1# Ya ante- 
riormente el Presidents le habia ofrecido el cargo a Mr. Charw 
les T, Sacton, quien lo rechazÔ. Ibid, Saturday, june 2, I9OO,
Vol. IV, NO 241, p. 1.
13.- Mr. Pettingill aspirsba y habia solicitado que se le designa- 
se Juez del nuevo Tribunal Federal. Asimismo, Mr. Needy desea- 
ba y habia hecho campaha politica en Washington para que se - 
le nornbrase Fiscal Federal. Pettingill obtiene el cargo de - 
Fiscal. Y lo serâ por algunos ahos, dândose la irregularidad 
ética de que Mr. Pettingill era el Fiscal en los asuntos cri- 
minales y practicaba privadamente la aboga.cia en el mismo - ' 
Tribunal, District Court of the United States for Puerto Rico, 
en asuntos civiles. La prâctica duré hasta que por haberse - 
quejado oficialmente un perjudicado el Juez federal le puso - 
fin. Sobre el nombramiento de Pettingill y las aspiraciones
de Keed;^ '-, véase'The San Juan News, Wednesday, june 6, I900, - 
Vol. IV, IJO 247, p. 1. FI anuncio de la sociedad profesional 
Pettingill y Needy para asuntos civiles ap-rece en FI Pals. 5 
de julio de I9OO, Aho VI, NO 157.
14#- Seccién 34 de la Ley Orgânica de I9OO (Ley Foraker) 31 Statutes 
77 (1900)• Cf. Spencer M. Beresford, Commonwealth Status and 
the Federal District Court of Puerto Rico, Revista del Colegio 
de Abogados de Puerto Rico, Vol. XIX, noviembre, 1958, 1,
p. 19} Antonio J. Amadeo - Murga, Distribution of Power Bet­
ween Federal and Local Courts and the rise of federalism in — 
the Commonwealth of Puerto Rico, Revista del Cole;:io de Aboga­
dos de Puerto Rico, Vol. XX, noviembre 1959» Nûm. 1, p. 29}
Mary Z. Asseo Guerra y Jaime B. Fuster, The Development of - 
federalism in the Commonwealth of Puerto Rico: A proposal to 
annul the special diversity jurisdiction of the U.S. District 
Court in Puerto Rico, Revista Juridica de la Universidad de 
Puerto Rico, Vol. XXXVII, I968, nO 1. p. 7
15.— NAUS-BIA, 19979—22. La opinién de D. Juan Hernândez Lépez so­
bre el aumento de la jurisdicciÔn federal es la siguiente: 
"Constituye ’ona censura dirigida a la integridad y capacidad 
de los tribunales insulares, los cuales son del todo aptos y 
compétentes para administrar justicia a las partes litigant 
F.enort of the Commission to revise and compile, op. cit. p. 75
16.- Recuérdese que la Ley Orgânica de I9OO no concede la ciudada- 
nia de Estados Unidos a los puertorriruehos.
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17.- Nos dice el Lcdo. Bolivar Pagan en su obra Historia de los
Partidos Politicos Puertorrinuehos que "El nûmero de electo— 
res para las olecciones de 1908, fue de 206.055. Votaron 158.134 
electores, El Partido Unionista obtuvo 101.033 votos; y el —  
Partido Republicano obtuvo 54.962 votos. La mayoria general de 
los Unionistas sobre los Republicanos fue pues, de 46.O7I vo­
tos. Los Unionistas repitieron el copo en los siete distritos 
électorales. Reeligieron al Cornisionado Residente Julio Larri 
naga y eligieron otra vez una Câmara de Delegados liomogênea 
unionista". Pagan, op. cit. Tomo I, p. 126, De treinta y cinco 
Delegados diez y siete eran abogados, los Lcdos, Acuna Aybar, 
Arrillaga Urrutia, Benitez Castano, Canales, Coll y Cuchi, - 
Al drey, de Diego, Elzaburu, Delgado, Diaz Navarro, Dominguez 
Gômez, Garcia Ducos, Lôpez Diaz, Llorens Torres, Matienzo Cin- 
trôn, Soler y de Jesûs.
18 .— Gaceta Oficial de Puerto Itico. domingo 31 de enero de I909, 
Afîo I, HÛm. 1, p. 75, 76, 80
19.- Boletin LIercantil de Puerto Rico, martes I9 de enero de 1909, 
Ailo 71, Num. 15, P* 2; La Democracia. martes I9 de enero de 
1909, Aho XlX, Nûm. 5*210, p. 4 # En su libro Pro Pat ri a, el 
Lcdo. Cayetano Goil y Cuchi sostiene que se interesaba también 
"la destituciÔn del Juez Rodey de su cargo de Juez del Tribu­
nal Federal". Pro Patria. San Juan, I909, p© 22.
20.— La Democracia. miêrcoles 20 de enero de I9O9, Aho XIX, Nûm© 
5211, primera plana. El anuncio se publiea en varies numéros 
consécutives.
21.- Boletin Mercantll de Puerto Rico, sâbado 23 de enero de I9O9, 
Aho 71, Nûm. 19, p. 1. La Democracia, sâbado 23 de enero de 
1909, Aho XIX, Nûm. 5214, P. 1.
22.- Toid.
23.- La prensa no publicô el testimonio de Anderson, Ibid. lunes 
25 de enero de 1909, Aho 71, Nûm. 20, p. 2, La Denocracia 
lunes 25 de enero de 1909, Aho XIX, nûm, 5114, P. 1.
24.- En el testimonio del Lcdo. Juan Vias Ochoteco pflora una de 
las causas de mayor irritaciôn para los puertorriquenos con 
relaciôn a la District Court of the United States fer Puerto 
Rico: "Diaz Navai’ro.- ^Tiene noticias usted practices que en 
esa Corte Federal no se ha guardado el respeto a las sent en- . 
cias de los tribunales de Puerto Rico?. Juan Vias Ochoteco,- 
Este caso precisamente constituye una descortesia al Tribu­
nal Supremo de Puerto Rico, cuyas sentenciàs debe respetar 
mientras no estên en conflicto con las facultades de dicha -
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Corto Federal". La Democraoia, lunes 25 de enero de 1-09,
Aho :ax, hum. 5215, p. 1.
2 5 B1 Juez Federal Mr. Rodcy destitiye a Mr, Horlc de su cargo 
de "Reportor" el 1 de febrero de 1909
26.— Boletin Hereantil de Puerto Rico, martes 26 de enero de I9O9, 
Aho 71, HÛm. 21, p. 2.
27.— La Democraoia, miêrcoles 27 de enero de I9O9, Aho XIX, Nûm. 
5217, p* 4* El extenso testimonio del Sr. Balbâs aparece en 
varios nûmeros del diario.
28#— Boletin Mercantil de Puerto Rico# miêrcoles 10 de febrero de 
1909, Aho 71, Nûm© 34, p. 2.
2 9.- Obsérvese que firman la cintei ior cart a once abogados de los —
cuales ociio son puertorriqueno s y très norteamericanos* 8e- 
gûn el "Rolls of Councellors of the Distinct Court of the 
United States for Porto Rico" publicaciên oficial de dicho — 
tribunal el numéro de abogados admit!dos a practlcar on el — 
Tribunal Federal hasta octubre de 1909 era de 137 miembros
en los municipios'de San Juan, Mayagüez, Ponce, Aj?ecibo, - 
Guayama, Carolina, Cpyey, En el munioipio de San Juan estaban 
admitidos IO9 abogados; en Mayaguez, siete; en Ponce 14; en 
hrccibo 2; en Guayoma, 2, en Carolina, 1 y en Cayey 1, Obsêr
vese que ûnicamente firmaron la carta de respaldo ol Juez -
XLodey, once miembros del "Bar" del Tribunal Federrl, Los mi_s 
mes se desgiosan de la siguiente manera* cinco de Jan-Juan 
(ilntonsoniti. Amadeo, Fournier, Mont serrer. Jr, Olmedo, Peine, 
y liodrfguez) de May ague z (Norton), Ponce (Leahe), Cayey (Be- 
net. El Lcdo, José Ramôn Freyre no aparece en la lista ofi­
cial de miembros o abogados admitidos al Tribunal Federal, —
Ciertamente once firmas no constituyen gran respaldo,
30.— Gaceta Oficial de Puerto Rico, lunes 15 de febrero de 1909,
Aho I, Nûm. 3. p. 57
31.- Boletin Mercantil de Puerto Rico, 25 de febrero de I909, Aho 
71, Nûm. 47, p. 2.; La Democraoia. jueves 25 de enero de I909, 
iiho XMC, Nûm. 5242, p© 2. Para el Juez Rodey dicho Memorial 
proved a la aboli ci én del Tribunal Federal en la isla o la re^ 
tricciôn de su jurisdicoién, vêase IV Porto Rico Federal Re­
port 843 (1909)» Ddcho Juez hace claro que era también un ata 
que al Trib^anal Federal como instituciôn. Ibid, p. 479 *
32.— Mr# Bernard Rodey fue designado Juez de la District Court of 
the United States for the District of Porto Rico en I9O6 , su— 
cediendo a Mr. Charles F. McKenna el segundo magistrado. —  
Cuando se ica a seleccionar a Mr. Rodey el Bureau of Insular 
Affairs solicité informes al Gobierno de Manila donde éste ha-
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bia ejercido de abogado: "Me refiero a un telegrama de su - 
oficina del 4 de mayo, creo a Rodey un bomb re honesto y un 
abogado regular; quiaâs mejor con los jurados que con el Juez, 
Su conocimiento del idioma y Derecho espahol se dice que es - 
muy bueno; si no fuera tan irapetuoso serfa un buen juez; mi - 
relaciôn; sin-embargo, no es suficiente para usted actuar" 
ÎTAUS-BIA, 14470-1,
33,- Boletin Mercantil do Puerto Rico, viernes 26 de febrero de - 
1909, xlho 71, Nûm, 48, p, 2,
, 34,- Véase Boletin Mercantil de Puerto Rico, viernes 19 de febrero
de I9OÜ, iuio 71, Nûm, 42, p, 2,
35*“ La reseha es mu;^' confusa en cuanto al nûmero de abogados pré­
sentes. Por su apellido menciona los siguientes: Norton, Corn 
well, Hayden, Robbins, Lealæy, Degetau, Sanchez, Sweet, Todd, 
Hartzell, Antonsanti, Pettingill y Mott, Sin embargo no nos 
dice cuantos asistieron. The Porto Rico Review. Saturday, fe- 
bruary 13, 1909, Aho IV, Nûm, 7, P* 9
36.- Véase IV Porto Rico Federal Report 476 (I909)
37.- Ibid.. p. 479, 483, 485# En esta ûltima pâgina el Juez Rodey
raanifiesta que "rnuchos miembros de la Câmara que votaron por
esta tonta resoluciôn lo iiicieron para avanzar el plan gene­
ral de la Câmara de salir del Tribunal como instituciôn".
38.- luid. p. 486.
39#- La opiniôn jurfdica de Rodey provoca en La Democraoia un —  
fuerte editorial titulado "Cuestiôn de Principios"^ Véase - 
Lcr-Democraoia. martes 30 de marzo de 1909, Aho XIX, nûm. - 
2270, p. 1.
I
 ^ 4 0.— "Acta Orgânica"'es el nombre popular de la Ley Orgânica de -
1900 (Foraker), se dériva de "Act" palabra del'idioma inglés 
que significa Ley, En Puerto Rico es frecuente, aûn en per- 
i sonas cultas, oirles designar una Ley por este barbarisme,
41.- Véase 'ANLegato presentado por la Comisién de la Cam r^a de De- 
l(j,,ados de Puerto Rico al Gobierno Federal, sobre las nresen—
, tes dixicultades en la isla" en La Democracip.; sâbado 1 de -
: abril de I909, Aho XIX, Nûm. 5279, P. 1. Ibid, viernes 2 de
 ^ abril de I9O9, Aho XIX, nûm. 5280, p, 1, Boletin Mercantil de
Puerto Rico, viernes 2 de abril de I9O9, Aho 71, Nûm. 74, P.
y 1, Con excepcién del sueldo del Juez, Fiscal y "Marshall" los
demâs salaries de la District Court of the United States for 
Porto Rico se pagaban del Tesoro de Puerto Rico y fig-uraban 
en el Presupuesto Anual, aprobado por Câmara y Consejo Ejecu­
tivo. Véase también, Coll y Cuchi, Pro-Patria. op. cit., p.
363
77, 83* Sobre la relaciôn fiscal entre el Pueblo de Puerto - 
Rico y el Tribunal Federal véase, NAUb-EIA, 19979*^ i-, Cf. .The 
Puerto Rico Baglo. march 22, 1909 y el rare foiletc de Pedro 
Castaher Casasnovas, La Crisis Politica y econômica de Puerto 
Rico, apuntes sobre la situaciôn actual, Aguadilla, Tipogra- 
fia El Criollo, I9O9
42.- :iaUS-bIü, 168-58 ■
43.— La Der.iocracia, viernes 1 de abril de I9IO, Aho XX, Nûm. 5583,
p. 1 .
44.- Como sabemos los proyectos de Ley y las Leyes del Congreso de 
Estados Unidos son extraoficiaimente designados por el apelli­
do del legislador que los présenta.
4 5 Firman dicha peticiôn los abogados; Le dos. Juan Hernândez 1x5- 
pez, Manuel Rodriguez Serra, Francisco Ramirez de Arellano, - 
Jacinto Texidor y Alcalâ del Ûlmo; Salvador Suau, Eduardo - 
Acuha Aybar, Alberto Marin Marion, José de Jesûs Tizol, Euge 
nio Benitez Castaho, F;G. Pérez Almiroty; José Martinez' Dâ- 
vila, José L. Pesquera, José E, Figueras, Miguel'Olmedo, Da— 
miân Montserrat, Domingo Massari, Manuel Ginorio, Miguel Gu^ 
rra i.londi'agôn, Rafael Lépez Landrôn, Pedro Gémez Las serre, 
i^ eyii^ no Fernândez Garcia. Vêase 1JAU8-BIA, 19979—15
4 6.- La Democracia 14 de enero de I9IO, iulo XX, p. 1; El Tiemno 
de igual fecha. lïAUS—BIA, 19979—17. Firman dicha Resoluciôn 
ademâs de los antes mencionados, los Lcdos, Juan de Guzmân 
Benitez (Présidente del Partido Republicano Puertorriqueno), 
D. Martin Travieso Jr. (Miembro del Consejo Ejecutivo) y D, 
Cayetano Coll y Cuchi (Delegado a la Câmara).
47#- El Tiempo. 16 de febrero de I9IO, Aho IV, Nûm. 45, p. 1.
48.- Ibid, miêrcoles 16 de febrero de 1910, \^ho IV, 45, p. 1.
49.- NAUS-BIA, 19979-21
5 0.- NAUS-BIA, 19979-21
5 1.- NAUS-BIa, 19979-22. Mr. Dexter al Secretario de la Guerra.
52.- NAUS-BIA, 19979-2 3. Es curioso que la carta de Mr. Baxter 
pro-uce el siguiente comentario del Secretario de la Guerra 
Mr. DiclcLnson; "Saque la impresiôn allâ (se refiere a Puer­
to Rico) de que varios de los abogados norteamericanos esta— 
ban ansiosos de extender la jurisdicciôn de la United States 
Court, de manera, me parecié a mi, que los abogados inglés-
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hablantes tuvieran el monopolio de los grandes négociés".
Carta del Secretario de la Guerra al Attorney General de Es­
tados Unidos Mr. Wickersham, 14 de febrero de I9IO.
53,- El Tiempo. miêrcoles 2 de-febrero de 1910, Ano IV, Num. 28; 
p. 1; The Times, satusday, februarjr 5, 1910, Yr. IV. 31, 
p. 1. La Democracia. jueves 24 de febrero de I9IO, Aho XX, 
num. 5553, p, 1,
54#— Para el Testimonio de arabas Comisiones vêase Hearings (19IO) 
Olmsted Bill, especificamente las declaraciones de Coll y 
Cuchi, Rodriguez Serra y Texidor en sâbado 19 de febrero de
1910, p. 152
55.— La Democracia. ' viernes 18 de raarzo de I9IO, Aîio'lOC, Nûm. 5572, 
p. 2. Hearings, sesiôn de 19 de febrero de 1910, p. 152
56.- Porto Rico Review, Saturday, march 5, 1910, Ano V, N^ 10, p.
5. En otra parte de la revista pub1ica que: "La Corte Fede­
ral quedarâ prâcticamente abolida. Se convertira en una Cor­
te de los Estados Unidos en el verdadero senti do de su titu­
lo..."
57.- Vêase Congressional Record, Vol. 45, P# 8210. Ibid.. Vol. 46 
pâgs. 236, 340, 1160, 2186, 2246 y 2644.
58.— Luis Munoz Marin, Obras Complétas de Luis Munoz Rivera. San 
Juan, Editorial Puerto Rico, 3 vols. Tomo III, p. 152
59.- NAUS-BIA, 3377-133« Su nombre en espahol es Declaraciôn de - 
Politica puertorrigueha y su fecha es de 8 de diciembre de 
1913. Esta en menbrete del War Department, Bureau cf Insular 
Affairs. Cf. NAUS-BIA, 3377-148.
60.- El pârrafo en inglês lee como sigue: "Judiciary. The'Judicia­
ry should, in so for as the organic act is concerned, consist 
of the courts now established b y  law, except the Uni'ted Sta­
tes District Court of Porto Rico, wich should be abolished,
as such a court has no function in anything wich approaches an 
autonomouie government.
61.- NAUS-BIA, 3377-134
6 2.- Se refiere al cargo de Attorney General.
63.- UAUS-BIA, 3377-148
64.- NAUS-BIA; 3377-139# A esta soluciên se opone Mr. Peter J. 
ilarailton, Juez Federal en carta al Secretario de la Guerra 
do fecha 30 de enero de 1914# NAUS-BIA, 19979-86. Alii nos -
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confirma la not ici a de eue entre los puertorriouehos liay un 
fuerte movimiento para solicitar la aboliciôn de la District 
Court of the United States for Porto Rico#
65.- Cf. El Proyecto de Dey fue el^H.R# 13018. Cf. Hearings befo­
re the Committee on Insular ilffairs. on H.S. 13818, "A Bill 
to provide a civil Government for Porto Rico", V/ashington, 






70.- Vol. I, enero de 1974, H® 1, p. 66. El Lcdo. Dominguez os Vi­
cepresident e de la Asociaciôn de Abogados y Director de la - 
Revista.
71#- Ibid. P. 73
72.- Ibid., Vol. I, mayo 1914, H® 5, P# 212. La resoluciôn ticne 
fecha de "febrero de I9I4"
73•— Actas de la Câmara de Delegados de Puerto Rico, sesiôn de - 
28 de febrero de 1914
74#— D. Benigno Fernândez Garcia llega a ser electo Présidente 
del Colegio de Abogados y Secretario de Justicia.
75*- The Times, thursdaZx", march 19, p. 194. HAUS-BIA, 19979-91
76.— The Review, novcmber, 1914, P# 36. HAUS-BIA, "P" File, Fran­
cis H. Dexter.
77#- Ibid. La carta tiene la fecha de 18 de noviembre de 1914
78.- HAUS-BIA, 377—235 A. Cf. La Democracia. 8 de enero de I9I6, 
Aho lüCV, Hum. 7406, p. 4# Votan dicha Resoluciôn todos los 
miembros de la Câmara de Delegados pertenecientes a los - 
Partidos Republicano Puertorriqueno y Union de Puerto Rico.
79#- Revista de Legislaciôn y Jurisprudencia de la Asociaciôn de 
Abogados de Puerto Rico. Vol. III, Enero-febrero, 1916, H s 
I, P# 3
80.- Hearings before the Committee an Insular Affairs, House of
366
Representatives. on H,R. 8501, Washington, Government Prin- 
Office, 1916, p. 76
81.- Ibid.; p. 60. Cf. El Tiempo, viernes 28 de febrero de 1916,
Azio X, lîûm. 30, p. 1. Ibid.. The Times. Wednesday, february
23, 1916, Vol. X, 1ÎÛ. 45, p. 12.
82.- La Democracia. viernes 26 de febrero de 1916, Aho XXVII, lîûm.
7444, P. 4.
83.- Ibid. miêrcoles 16 de febrero de 1916, Aho XXVII, lîûm, 7466,
p. 4
84.- El Tiempo. sâbado 22 de enero de 1916, ' Aho X, ' lîûm. 39,'P. 1> 
Ibid.. miêrcoles 16 de febrero de 1916, Aho X, lîûm. 18, p. 1.
85.— Tous Soto, Parra Cap6 y Gonzalez Mena eran llderes republica­
nos y Pinero Rodriguez, Fernandez Garcia y de Diego de Uniôn 
de Puerto Rico. La medida se considéré bipartite y patriêtica.
86.- Actas de la Câmara de Delegados de Puerto Rico, sesiôn de 13 
de abril de 1913, Dia 60, jueves. lîAUS-BIA, 60-123; Revista 
de Legislaciôn y Jurisprudencia de la Asociaciôn de Abogados 
de Puerto Rico. Vol. IV, 1916, lîûm. 2, p. 93. El 16 de febre­
ro de 1917 vuelve la Câmara de Delegados a soliciter otra vez 
la aboliciôn del Tribunal Federal, vêase la larga Resoluciôn 
de esa fecha en lîAüS-BIA, 1137-33. Asimismo telegrâma al Pré­
sidente de Estados Unidos demandando dicha supresiôn de fecha 
17 de febrero. lîAUS-BIA, 1137-31
87.- lîAUS-BIA, 3377-284
88.- Véase 39 Statutes 965 (1917) Fraga op. cit.. p. 407; Pedro Mu­
noz Amato, Constitutional Trends in the Constitutional Histo­
ry of Puerto Rico, op. cit., p. 284®
89.- Bolivar Pagan, Historia de los Parti do s Politicos, op. cit. - 
Tomo I, pc. 183
90.- HAUS-BIA, 19979-73 i". El pârrafo en su versiôn original en 
idioma inglês; "it is indeed to be deplored that the whole 
body of native Porto Ricans appears to hold this Court not 
only in the greatest odium but in terror, regarding it as an 
engine of appresion. îîor is this- feeling by seems to be sha­




93.- HAUS-BIA, 19979-121. El titulo del articule es "El Sonido 
de la Trompeta".
94.- HAUS-BIA, 3377, 379
95.- HAUS-BIA, 26429-228. A pesar de que esta fechado en abril - 
de 1928, el sello oficial tiene fecha de 5 de junio de ese 
aho.
96.- Uniôn de Puerto Rico, Puerto Rico ante el Impérialisme nor­
teamericano, Denuncia del Régimen de Gobierno que Estados — 
Unidos de AmÔrica impone al Pueblo de Puerto Rico, San Juan, 
1931, HAUS-BIA, "P", file. Antonio R. Barcelô.
97#- Revista del Colegio de Abogados de Puerto Rico. Vol. 31, no- 
viembre de 1970, Rûm. 4, P# 569 (Reproducciônfacsimil)
98.- El Imparcial, sâbado 20 de octubre de 1951, P# 5<>
99.- 206 Federal Second, p. 377# Cf. Salvador Casellas, The Admi­
ralty Jurisdiction in the Commonwealth of Puerto Ibico. Revis­
ta del Colegio de Abogados de Puerto Rico, Vol. XXII, 1962, 
Hum. 2, p. 165, 174
100.- El Imparcial, sâbado 15 de octubre de 1955, P. 14; El Ilundo, 
sâbado 15 de octubre de 1955, P# 1. Juan M. Garcia Passalac— 
qua, Puerto Rican Constitutional Law, Revista del Colegio de 
Abogados de Puerto Rico, Vol. 35, febrero, 1974, Hûm. 1, p. 5
101.— La sentencia es Futurama Import Corporation v. Kayson Inter­
national, 304, Federal Supp. 999, Of. El Mundo. sâbado 5 de 
octubre de I968, p. 2.
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Abreviaturas.
RCAPE,— Revista del Colegio de Abogados de Puerto Rico. 
RJÜPR*— Revista Juridica de la Universidad de Puerto Rico,
I»- Informes oficiales y gubernamentales. actas y legislaciôn
1.- Actas de la Câmara de Delegados de Puerto Rico. 1901-1917, - 
(Actas no publicadas)
2.- First Annual Report of Charles H. Allen, Governor of Porto Ri­
co, from may 1. 1900, to may 1, 1901, (to the President of the 
United States) Washington, Government Ib?inting Office, 1901
3#- Second Annual Report of the Governor of Porto Rico, from may 1, 
1901, to july 1, 1902 (to the President of the United States) 
Washington, Government Printing Office, 1902.
4.— Third Annual Report of the Governor of Porto Rico# from july 1,
1902 to june 30. 1903 (to the President of the United States) 
Washington, Government Printing Office, 1903
5.-* Fourth Annual Report of the Governor of Porto Rico, from july 1,
1903 to june 30. 1904. (to the President of the United States) 
V/ashington, Government Printing Office, I904
6.- Fifth Annual Report of the Governor of Porto Rico, from july 1. 
1904, to june 30, 1905, (to the President of the United States) 
hhshington, Government Printing Office, I905
7.- Annual Report of Brigadier General George V/. Pavia, Department 
of Porto Rico to the Adjuntant General of the Army, 1099, Adjun 
tant General Office, San Juan, Porto Rico, I899.
8.— Annual Report of the War Department for the fiscal year ended 
june 30. 1899, Washington, Government Printing Office, I9OO - 
(Part 13, Report of the Military Governor of Porto Rico on Ci­
vil Affairs)
9.- Annual Report of the War Department for the year ended june 30 
1900 (part 13* Report of the Military Governor of Porto Rico on 
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336.- José Geigel y Zenôn y Abelardo Morales Ferrer, Bibliografia 
Puertorriqueha. Editorial Araluce, 1934
337.- A.P.C. Griffin, A list of Boolcs With References to Periodical: 
on Porto Rico. Washington, D.C., Govt. Printing Office, I9OI
338.- Robert. P. Haro, Latin American research in the baited States 
and Canada, Chicago, American Library Association, 1971
339*“ Cecil K, Jones, Hispanic American Bibliographies. The Hispa­
nic iimerican Historical Review, Baltimore, 1922, (Puerto Ri­
co, p. 147)
340.- Thomas Mathews, General Survey of the Material rebated to - 
Puerto Rico held by The Librai?/ of Congress, 1956
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341*- Antonio S, Pedreira, Bibliografia Puertorrioueha. 1493—1930.
j Madrid, Imprenta y Casa Editorial Kernando (s.A.j, 1932 -
(Monografias de la Universidad de Puerto Rico)
i
342.— Arturo Ries Mârquez, Indice General de' la Revista del Colegio
de Abogados de Puerto Rico, B.C.A.P.R., Vol. 32, noviembre,
 ^ 1971, Hum* 4, P* 1.
I
J 343.- Guillermo Rivera, A tentative Bibliography of Belles Lettres
 ^ of Puerto Rico, Cambridge, Harvard University Press, 1931
 ^ 344*- Vilma Rivera de Bayron, Indice General de la Revista de Legis­
laciôn y Jurisprudencia de la Asociaciôn de Abo,yados de Puer­
to Rico, Revista del Colegio de Abogados de Puerto Rico, Vol.
34, agosto, 1973, Hûm. 3, p. 315*
345*- Gonzalo Velazquez, Anuario Bibliogrâfico Puertorri,ueho: 1948
 ^ Rio Piedras, Biblioteca de la Universidad de Puerto Rico, 195^
346.- Gonzalo Velâzquez, Anuario Bibliogrâfico Puertorrigueho: 1949
Rio Piedras, Biblioteca de la Universidad de Puerto .^dco, 195 -
347*- Gonzalo Velâzquez, Anuario Bibliogrâfico Puertorriqueno: 1951 
Rio Piedras, Editorial Universitaria, 1953
t
346.- Luis C. Vigo-Cepeda (ed). Current Caribbean Bibliography, Carib 
: bean Economic Development Corporation, Institute of Caribbean
Studies, Rio Piedras, Editorial de la Universidad de Puerto 
Rico, 1969
b) Guias documentales.-
349*— Guia al Archive General de Puerto Rico, San Juan, Instituto 
de Cultura Puertorriqueha, 1964
350*- The national Archives of the United States, Records of the
Bureau of Insular Affairs relating to Puerto Rico, A List of 
selected files, -^/ashington, 1943
351*- The Rational Archives of the United States, Preliminary in­
ventory of the record of the Bureau of Insular Affairs, Wash­
ington, i960
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o) Obras de referenda.- •
352•— Rational Cyclopaedia of American Biography. New York, 1906
353#— Louis A, Robb, Tomas I. Nido, Rafael Ramirez de Arellano, Jr., 
Thomas A, Pace y Anthony Gervasi, Dr.ccionario de Términos Lé­
gales Espanol-Inglês e Inglês-Espanol. New York, N.Y ., ; John 
V/illey and Sons, Inc., Londres, Chapman and IIoll, Ltd., 1955
354*- Martin Alonso, Enciclopedia del Idioma. Biccionario histôrico 
y moderno de la lengua espaiiola (siglos XII al . etimolô- 
gico, tecnolôgico, regional, hispanoamericano. Madrid. Edito­
rial Aguilar, 1958, 3 vols.
355*- Irma Garcia de Serrano y Mercedes Negrôn de Portillo, Manual 
of federal agencies with office in Puerto Rico, Rio Piedras, 
University of Puerto Rico, 1954
356.- Nestor Rigual, Ivliembros de La Asamblea Legislativa de Puerto 
Rico, I9OO-I965, San Juan, Camara de Représentantes, 1965, 
(Tercera ediciôn)
357.- Official Directory of the Civil Government of Porto PcLco. - 
Compiled under the direction of the Governor by Arthur Parke, 
Deputy Secretary, San Juan, Puerto Rico, I9OI
358.- Register of Porto Rico, Information of the Federal and Insu­
lar Govts, and historical data. Prepared under Hon. Charles, 
Hartzell; Tuzo and Co., San Juan, P.R. I903,
359*— Roster of Troops, serving in the Department of'Porto Rico, - 
commanded by Brigadier Joneral Gebrge W. Davis, U.S. Volun­
teers, Adjuntant General's Office, I9OO
360.— Adolfo de Hostos, Tesauro de'datos historicos, San Juan, De­
part ament o de Hacienda, 1951, 3 vols, (A-Ch)
361,- United States. Congress, Senate, Official Congressional Di­
rectory, 55th Congress, 3rd Session, S, Doc, 4, Part, 2, 
Washington, Government Printing Office, 1899
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V .-  PERIODICOS Y REVTSTAS CGNSULTAIX)S,-
a) Periôdicos,-
1#— El Boletin Mercantil (San Juan) Ahos I898- 1899, 1900-191?
2#— La Bomba (Ponce) Aho 1899 
3«- El Bru.jo (Mayaguez) Aho 1899 
4*- Claridad (Ban Juan) 12 de agosto de 1973 
El Comb ate (Ponce) Ahos 1899-1900 
6 La Correspondencia de Puerto IUco (San Juan) Ahos I898, 1899,
1900, 1909-17
7»- La Democracia (Ponce-Caguas-San Juan) Ahos I898, 1899, 1900—I902,
1909, 1910, 1917
8#— El Diario de Puerto Rico (San Juan) Aho 1900 
9*- Heraldo Espahol (San Juan) Aho I9OO—I9O5, I9O9
10.- Heraldo de Puerto Rico (San Juan) Aho I898
11.- El Impai'cial (Mayaguez) Aho I899
12.- Gaceta de Puerto Rico (San Juan) Ahos, 1897, I898, I899-I902
13.- El Pais. (San Juan) Ahos I898, 1899, 1900, I9OI, I902 
14*- Porto Rico Progress. Aho, I9IO y 1917
15.- El Porvenir Social (San Juan) Aho 1899 (incompleto)
16.- El Pregonero. Aho 1899 (salida irregular)
17.— La Propaganda (Pence) octubre 1899
18.- The Puerto Rico Herald (New York) Arlos I9OI, 1902, I903
19#- The San Juan News (San Juan) Ahos 1899 ( e sporâdi cam ente ), 1900,
1901, 1902, 1903, 1904, 1905
20.- El Territorio (San Juan) Aho 1899
21.— El Tiempo (San Juan) Ahos 190$ —I9IO, 1916, 1917
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b) Revistas Jurldicas Puertorriquehas»-
1.— Revista del Colegio de Abogados de Puerto Rioo
2,- Revista de Derecho Puertorriqueno (Universidad Catôlica de — 
Puerto Rico)
3#- Revista Juridica de la Universidad de Puerto Rico.
4*- Revista de Degjslaciôn y Jurisprudencia de la Asociaciôn de -
Abogados de Puerto Rico (1914-1919) ~
5#— Revista de Leyes y Tribunales (I9O3)
6.— Revista de Derechos Humanos (Comision de Derechos Civiles de
Puerto Rico)
7#- La Toga (Periôdico forense del Colegio de Abogados de Puerto 
Rico)
c) Revistas Juridicas extrangeras.-
1.— ijnerican Journal oD Interamerican Law.
2.- American Law Re,-.Ister.
3.— American Law Review
4.— Anuario de Historia del Derecho Espahol.
5.- Cornell Law (Quarterly
6.- Green Bag.
7 Harvard Law Review 
u.- Illinois Law Review 
9 Maine Ltate B u t Association
10.— Llicliigan Law Review
11.- Militaiy Law Review
12.- Philippine Law Journal
13.— Revista de Derecho Procesal (Buenos Aires)
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14*- Revista General de Legislaciôn y Jurisprudencia 
15*- Tulane Law Review 
16 •- Washington Law Review 
17#- Yale Law Journal
d) Revistas generales.-
1.- The Mori cas
2#— ;lmerican Political Science Review
3#- Annals of the American Academy of Political Science
4.— Anuario de la Universidad de Puerto Pico




9 #— Hispanic American Historical Review 
10#— Historia (Universidad de Puerto Rico)
11#- The Independent
12.- La Torre (Revista General de la Universidad de Puerto Rico)
13.- Nation
14.— North American Review
15.- Outlook
16.- Revista de las Antillas (Puerto Rico)
17•- Revista de Ciencias Sociales de la Universidad de Puerto Rico» 
18.- Review of Review
19 *— San Juan Review
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20.- Sur, (Argentina)
21.— El Tiempo (îîew York)
